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VER LOS 29 TEMAS RESTANTES

Tema 1

Constitución: derechos y libertades fundamentales y sus garantías. 
Deberes de la ciudadanía. Principios constitucionales de la actuación 

administrativa.

Constitución Española
CE · BOE-A-1978-31229 · art. 9 · arts. 10 a 55 · art. 81 · arts. 103 a 106 — 52 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 9.
1. Los ciudadanos y los poderes públicos están sujetos a la Constitución y al resto del ordenamiento jurídico.
2. Corresponde a los poderes públicos promover las condiciones para que la libertad y la igualdad del
individuo y de los grupos en que se integra sean reales y efectivas; remover los obstáculos que impidan o
dificulten su plenitud y facilitar la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica,
cultural y social.
3. La Constitución garantiza el principio de legalidad, la jerarquía normativa, la publicidad de las normas, la
irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables o restrictivas de derechos individuales, la
seguridad jurídica, la responsabilidad y la interdicción de la arbitrariedad de los poderes públicos.

TÍTULO I De los derechos y deberes fundamentales

Artículo 10.
1. La dignidad de la persona, los derechos inviolables que le son inherentes, el libre desarrollo de la
personalidad, el respeto a la ley y a los derechos de los demás son fundamento del orden político y de la paz
social.
2. Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce se
interpretarán de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España.

CAPÍTULO PRIMERO De los españoles y los extranjeros

Artículo 11.
1. La nacionalidad española se adquiere, se conserva y se pierde de acuerdo con lo establecido por la ley.
2. Ningún español de origen podrá ser privado de su nacionalidad.
3. El Estado podrá concertar tratados de doble nacionalidad con los países iberoamericanos o con aquellos que
hayan tenido o tengan una particular vinculación con España. En estos mismos países, aun cuando no
reconozcan a sus ciudadanos un derecho recíproco, podrán naturalizarse los españoles sin perder su
nacionalidad de origen.

Artículo 12.
Los españoles son mayores de edad a los dieciocho años.

Artículo 13.
1. Los extranjeros gozarán en España de las libertades públicas que garantiza el presente Título en los
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términos que establezcan los tratados y la ley.
2. Solamente los españoles serán titulares de los derechos reconocidos en el artículo 23, salvo lo que,
atendiendo a criterios de reciprocidad, pueda establecerse por tratado o ley para el derecho de sufragio activo
y pasivo en las elecciones municipales.
3. La extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado o de la ley, atendiendo al principio de
reciprocidad. Quedan excluidos de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los actos
de terrorismo.
4. La ley establecerá los términos en que los ciudadanos de otros países y los apátridas podrán gozar del
derecho de asilo en España.
Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Reforma de 27 de agosto de 1992. Ref. BOE-A-1992-20403

CAPÍTULO SEGUNDO Derechos y libertades

Artículo 14.
Los españoles son iguales ante la ley, sin que pueda prevalecer discriminación alguna por razón de
nacimiento, raza, sexo, religión, opinión o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.

Sección 1.ª De los derechos fundamentales y de las libertades públicas

Artículo 15.
Todos tienen derecho a la vida y a la integridad física y moral, sin que, en ningún caso, puedan ser sometidos a
tortura ni a penas o tratos inhumanos o degradantes. Queda abolida la pena de muerte, salvo lo que puedan
disponer las leyes penales militares para tiempos de guerra.

Artículo 16.
1. Se garantiza la libertad ideológica, religiosa y de culto de los individuos y las comunidades sin más
limitación, en sus manifestaciones, que la necesaria para el mantenimiento del orden público protegido por la
ley.
2. Nadie podrá ser obligado a declarar sobre su ideología, religión o creencias.
3. Ninguna confesión tendrá carácter estatal. Los poderes públicos tendrán en cuenta las creencias religiosas
de la sociedad española y mantendrán las consiguientes relaciones de cooperación con la Iglesia Católica y las
demás confesiones.

Artículo 17.
1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad. Nadie puede ser privado de su libertad, sino con la
observancia de lo establecido en este artículo y en los casos y en la forma previstos en la ley.
2. La detención preventiva no podrá durar más del tiempo estrictamente necesario para la realización de las
averiguaciones tendentes al esclarecimiento de los hechos, y, en todo caso, en el plazo máximo de setenta y
dos horas, el detenido deberá ser puesto en libertad o a disposición de la autoridad judicial.
3. Toda persona detenida debe ser informada de forma inmediata, y de modo que le sea comprensible, de sus
derechos y de las razones de su detención, no pudiendo ser obligada a declarar. Se garantiza la asistencia de
abogado al detenido en las diligencias policiales y judiciales, en los términos que la ley establezca.
4. La ley regulará un procedimiento de «habeas corpus» para producir la inmediata puesta a disposición
judicial de toda persona detenida ilegalmente. Asimismo, por ley se determinará el plazo máximo de duración
de la prisión provisional.

Artículo 18.
1. Se garantiza el derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen.
2. El domicilio es inviolable. Ninguna entrada o registro podrá hacerse en él sin consentimiento del titular o
resolución judicial, salvo en caso de flagrante delito.
3. Se garantiza el secreto de las comunicaciones y, en especial, de las postales, telegráficas y telefónicas, salvo
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resolución judicial.
4. La ley limitará el uso de la informática para garantizar el honor y la intimidad personal y familiar de los
ciudadanos y el pleno ejercicio de sus derechos.

Artículo 19.
Los españoles tienen derecho a elegir libremente su residencia y a circular por el territorio nacional.
Asimismo, tienen derecho a entrar y salir libremente de España en los términos que la ley establezca. Este
derecho no podrá ser limitado por motivos políticos o ideológicos.

Artículo 20.
1. Se reconocen y protegen los derechos:

a) A expresar y difundir libremente los pensamientos, ideas y opiniones mediante la palabra, el escrito o
cualquier otro medio de reproducción.
b) A la producción y creación literaria, artística, científica y técnica.
c) A la libertad de cátedra.
d) A comunicar o recibir libremente información veraz por cualquier medio de difusión. La ley regulará el
derecho a la cláusula de conciencia y al secreto profesional en el ejercicio de estas libertades.

2. El ejercicio de estos derechos no puede restringirse mediante ningún tipo de censura previa.
3. La ley regulará la organización y el control parlamentario de los medios de comunicación social
dependientes del Estado o de cualquier ente público y garantizará el acceso a dichos medios de los grupos
sociales y políticos significativos, respetando el pluralismo de la sociedad y de las diversas lenguas de España.
4. Estas libertades tienen su límite en el respeto a los derechos reconocidos en este Título, en los preceptos de
las leyes que lo desarrollen y, especialmente, en el derecho al honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la
protección de la juventud y de la infancia.
5. Sólo podrá acordarse el secuestro de publicaciones, grabaciones y otros medios de información en virtud de
resolución judicial.

Artículo 21.
1. Se reconoce el derecho de reunión pacífica y sin armas. El ejercicio de este derecho no necesitará
autorización previa.
2. En los casos de reuniones en lugares de tránsito público y manifestaciones se dará comunicación previa a la
autoridad, que sólo podrá prohibirlas cuando existan razones fundadas de alteración del orden público, con
peligro para personas o bienes.

Artículo 22.
1. Se reconoce el derecho de asociación.
2. Las asociaciones que persigan fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
3. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad.
4. Las asociaciones sólo podrán ser disueltas o suspendidas en sus actividades en virtud de resolución judicial
motivada.
5. Se prohíben las asociaciones secretas y las de carácter paramilitar.

Artículo 23.
1. Los ciudadanos tienen el derecho a participar en los asuntos públicos, directamente o por medio de
representantes, libremente elegidos en elecciones periódicas por sufragio universal.
2. Asimismo, tienen derecho a acceder en condiciones de igualdad a las funciones y cargos públicos, con los
requisitos que señalen las leyes.

Artículo 24.
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1. Todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efectiva de los jueces y tribunales en el ejercicio de sus
derechos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse indefensión.
2. Asimismo, todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la ley, a la defensa y a la asistencia de
letrado, a ser informados de la acusación formulada contra ellos, a un proceso público sin dilaciones indebidas
y con todas las garantías, a utilizar los medios de prueba pertinentes para su defensa, a no declarar contra sí
mismos, a no confesarse culpables y a la presunción de inocencia. La ley regulará los casos en que, por razón
de parentesco o de secreto profesional, no se estará obligado a declarar sobre hechos presuntamente delictivos.

Artículo 25.
1. Nadie puede ser condenado o sancionado por acciones u omisiones que en el momento de producirse no
constituyan delito, falta o infracción administrativa, según la legislación vigente en aquel momento.
2. Las penas privativas de libertad y las medidas de seguridad estarán orientadas hacia la reeducación y
reinserción social y no podrán consistir en trabajos forzados. El condenado a pena de prisión que estuviere
cumpliendo la misma gozará de los derechos fundamentales de este Capítulo, a excepción de los que se vean
expresamente limitados por el contenido del fallo condenatorio, el sentido de la pena y la ley penitenciaria. En
todo caso, tendrá derecho a un trabajo remunerado y a los beneficios correspondientes de la Seguridad Social,
así como al acceso a la cultura y al desarrollo integral de su personalidad.
3. La Administración civil no podrá imponer sanciones que, directa o subsidiariamente, impliquen privación
de libertad.

Artículo 26.
Se prohíben los Tribunales de Honor en el ámbito de la Administración civil y de las organizaciones
profesionales.

Artículo 27.
1. Todos tienen el derecho a la educación. Se reconoce la libertad de enseñanza.
2. La educación tendrá por objeto el pleno desarrollo de la personalidad humana en el respeto a los principios
democráticos de convivencia y a los derechos y libertades fundamentales.
3. Los poderes públicos garantizan el derecho que asiste a los padres para que sus hijos reciban la formación
religiosa y moral que esté de acuerdo con sus propias convicciones.
4. La enseñanza básica es obligatoria y gratuita.
5. Los poderes públicos garantizan el derecho de todos a la educación, mediante una programación general de
la enseñanza, con participación efectiva de todos los sectores afectados y la creación de centros docentes.
6. Se reconoce a las personas físicas y jurídicas la libertad de creación de centros docentes, dentro del respeto
a los principios constitucionales.
7. Los profesores, los padres y, en su caso, los alumnos intervendrán en el control y gestión de todos los
centros sostenidos por la Administración con fondos públicos, en los términos que la ley establezca.
8. Los poderes públicos inspeccionarán y homologarán el sistema educativo para garantizar el cumplimiento
de las leyes.
9. Los poderes públicos ayudarán a los centros docentes que reúnan los requisitos que la ley establezca.
10. Se reconoce la autonomía de las Universidades, en los términos que la ley establezca.

Artículo 28.
1. Todos tienen derecho a sindicarse libremente. La ley podrá limitar o exceptuar el ejercicio de este derecho a
las Fuerzas o Institutos armados o a los demás Cuerpos sometidos a disciplina militar y regulará las
peculiaridades de su ejercicio para los funcionarios públicos. La libertad sindical comprende el derecho a
fundar sindicatos y a afiliarse al de su elección, así como el derecho de los sindicatos a formar
confederaciones y a fundar organizaciones sindicales internacionales o a afiliarse a las mismas. Nadie podrá
ser obligado a afiliarse a un sindicato.
2. Se reconoce el derecho a la huelga de los trabajadores para la defensa de sus intereses. La ley que regule el
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ejercicio de este derecho establecerá las garantías precisas para asegurar el mantenimiento de los servicios
esenciales de la comunidad.

Artículo 29.
1. Todos los españoles tendrán el derecho de petición individual y colectiva, por escrito, en la forma y con los
efectos que determine la ley.
2. Los miembros de las Fuerzas o Institutos armados o de los Cuerpos sometidos a disciplina militar podrán
ejercer este derecho sólo individualmente y con arreglo a lo dispuesto en su legislación específica.

Sección 2.ª De los derechos y deberes de los ciudadanos

Artículo 30.
1. Los españoles tienen el derecho y el deber de defender a España.
2. La ley fijará las obligaciones militares de los españoles y regulará, con las debidas garantías, la objeción de
conciencia, así como las demás causas de exención del servicio militar obligatorio, pudiendo imponer, en su
caso, una prestación social sustitutoria.
3. Podrá establecerse un servicio civil para el cumplimiento de fines de interés general.
4. Mediante ley podrán regularse los deberes de los ciudadanos en los casos de grave riesgo, catástrofe o
calamidad pública.

Artículo 31.
1. Todos contribuirán al sostenimiento de los gastos públicos de acuerdo con su capacidad económica
mediante un sistema tributario justo inspirado en los principios de igualdad y progresividad que, en ningún
caso, tendrá alcance confiscatorio.
2. El gasto público realizará una asignación equitativa de los recursos públicos, y su programación y ejecución
responderán a los criterios de eficiencia y economía.
3. Sólo podrán establecerse prestaciones personales o patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley.

Artículo 32.
1. El hombre y la mujer tienen derecho a contraer matrimonio con plena igualdad jurídica.
2. La ley regulará las formas de matrimonio, la edad y capacidad para contraerlo, los derechos y deberes de los
cónyuges, las causas de separación y disolución y sus efectos.

Artículo 33.
1. Se reconoce el derecho a la propiedad privada y a la herencia.
2. La función social de estos derechos delimitará su contenido, de acuerdo con las leyes.
3. Nadie podrá ser privado de sus bienes y derechos sino por causa justificada de utilidad pública o interés
social, mediante la correspondiente indemnización y de conformidad con lo dispuesto por las leyes.

Artículo 34.
1. Se reconoce el derecho de fundación para fines de interés general, con arreglo a la ley.
2. Regirá también para las fundaciones lo dispuesto en los apartados 2 y 4 del artículo 22.

Artículo 35.
1. Todos los españoles tienen el deber de trabajar y el derecho al trabajo, a la libre elección de profesión u
oficio, a la promoción a través del trabajo y a una remuneración suficiente para satisfacer sus necesidades y las
de su familia, sin que en ningún caso pueda hacerse discriminación por razón de sexo.
2. La ley regulará un estatuto de los trabajadores.

Artículo 36.
La ley regulará las peculiaridades propias del régimen jurídico de los Colegios Profesionales y el ejercicio de
las profesiones tituladas. La estructura interna y el funcionamiento de los Colegios deberán ser democráticos.
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Artículo 37.
1. La ley garantizará el derecho a la negociación colectiva laboral entre los representantes de los trabajadores y
empresarios, así como la fuerza vinculante de los convenios.
2. Se reconoce el derecho de los trabajadores y empresarios a adoptar medidas de conflicto colectivo. La ley
que regule el ejercicio de este derecho, sin perjuicio de las limitaciones que puedan establecer, incluirá las
garantías precisas para asegurar el funcionamiento de los servicios esenciales de la comunidad.

Artículo 38.
Se reconoce la libertad de empresa en el marco de la economía de mercado. Los poderes públicos garantizan y
protegen su ejercicio y la defensa de la productividad, de acuerdo con las exigencias de la economía general y,
en su caso, de la planificación.

CAPÍTULO TERCERO De los principios rectores de la política social y económica

Artículo 39.
1. Los poderes públicos aseguran la protección social, económica y jurídica de la familia.
2. Los poderes públicos aseguran, asimismo, la protección integral de los hijos, iguales éstos ante la ley con
independencia de su filiación, y de las madres, cualquiera que sea su estado civil. La ley posibilitará la
investigación de la paternidad.
3. Los padres deben prestar asistencia de todo orden a los hijos habidos dentro o fuera del matrimonio,
durante su minoría de edad y en los demás casos en que legalmente proceda.
4. Los niños gozarán de la protección prevista en los acuerdos internacionales que velan por sus derechos.

Artículo 40.
1. Los poderes públicos promoverán las condiciones favorables para el progreso social y económico y para una
distribución de la renta regional y personal más equitativa, en el marco de una política de estabilidad
económica. De manera especial realizarán una política orientada al pleno empleo.
2. Asimismo, los poderes públicos fomentarán una política que garantice la formación y readaptación
profesionales; velarán por la seguridad e higiene en el trabajo y garantizarán el descanso necesario, mediante
la limitación de la jornada laboral, las vacaciones periódicas retribuidas y la promoción de centros adecuados.

Artículo 41.
Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social para todos los ciudadanos, que
garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de necesidad, especialmente en caso
de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres.

Artículo 42.
El Estado velará especialmente por la salvaguardia de los derechos económicos y sociales de los trabajadores
españoles en el extranjero y orientará su política hacia su retorno.

Artículo 43.
1. Se reconoce el derecho a la protección de la salud.
2. Compete a los poderes públicos organizar y tutelar la salud pública a través de medidas preventivas y de las
prestaciones y servicios necesarios. La ley establecerá los derechos y deberes de todos al respecto.
3. Los poderes públicos fomentarán la educación sanitaria, la educación física y el deporte. Asimismo
facilitarán la adecuada utilización del ocio.

Artículo 44.
1. Los poderes públicos promoverán y tutelarán el acceso a la cultura, a la que todos tienen derecho.
2. Los poderes públicos promoverán la ciencia y la investigación científica y técnica en beneficio del interés
general.
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Artículo 45.
1. Todos tienen el derecho a disfrutar de un medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona, así
como el deber de conservarlo.
2. Los poderes públicos velarán por la utilización racional de todos los recursos naturales, con el fin de
proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, apoyándose en la
indispensable solidaridad colectiva.
3. Para quienes violen lo dispuesto en el apartado anterior, en los términos que la ley fije se establecerán
sanciones penales o, en su caso, administrativas, así como la obligación de reparar el daño causado.

Artículo 46.
Los poderes públicos garantizarán la conservación y promoverán el enriquecimiento del patrimonio histórico,
cultural y artístico de los pueblos de España y de los bienes que lo integran, cualquiera que sea su régimen
jurídico y su titularidad. La ley penal sancionará los atentados contra este patrimonio.

Artículo 47.
Todos los españoles tienen derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecuada. Los poderes públicos
promoverán las condiciones necesarias y establecerán las normas pertinentes para hacer efectivo este
derecho, regulando la utilización del suelo de acuerdo con el interés general para impedir la especulación. La
comunidad participará en las plusvalías que genere la acción urbanística de los entes públicos.

Artículo 48.
Los poderes públicos promoverán las condiciones para la participación libre y eficaz de la juventud en el
desarrollo político, social, económico y cultural.

Artículo 49.
1. Las personas con discapacidad ejercen los derechos previstos en este Título en condiciones de libertad e
igualdad reales y efectivas. Se regulará por ley la protección especial que sea necesaria para dicho ejercicio.
2. Los poderes públicos impulsarán las políticas que garanticen la plena autonomía personal y la inclusión
social de las personas con discapacidad, en entornos universalmente accesibles. Asimismo, fomentarán la
participación de sus organizaciones, en los términos que la ley establezca. Se atenderán particularmente las
necesidades específicas de las mujeres y los menores con discapacidad.
Se modifica por el art. único de la Reforma de 15 de febrero de 2024. Ref. BOE-A-2024-3099

Artículo 50.
Los poderes públicos garantizarán, mediante pensiones adecuadas y periódicamente actualizadas, la
suficiencia económica a los ciudadanos durante la tercera edad. Asimismo, y con independencia de las
obligaciones familiares, promoverán su bienestar mediante un sistema de servicios sociales que atenderán sus
problemas específicos de salud, vivienda, cultura y ocio.

Artículo 51.
1. Los poderes públicos garantizarán la defensa de los consumidores y usuarios, protegiendo, mediante
procedimientos eficaces, la seguridad, la salud y los legítimos intereses económicos de los mismos.
2. Los poderes públicos promoverán la información y la educación de los consumidores y usuarios,
fomentarán sus organizaciones y oirán a éstas en las cuestiones que puedan afectar a aquéllos, en los términos
que la ley establezca.
3. En el marco de lo dispuesto por los apartados anteriores, la ley regulará el comercio interior y el régimen de
autorización de productos comerciales.

Artículo 52.
La ley regulará las organizaciones profesionales que contribuyan a la defensa de los intereses económicos que
les sean propios. Su estructura interna y funcionamiento deberán ser democráticos.
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CAPÍTULO CUARTO De las garantías de las libertades y derechos fundamentales

Artículo 53.
1. Los derechos y libertades reconocidos en el Capítulo segundo del presente Título vinculan a todos los
poderes públicos. Sólo por ley, que en todo caso deberá respetar su contenido esencial, podrá regularse el
ejercicio de tales derechos y libertades, que se tutelarán de acuerdo con lo previsto en el artículo 161, 1, a).
2. Cualquier ciudadano podrá recabar la tutela de las libertades y derechos reconocidos en el artículo 14 y la
Sección primera del Capítulo segundo ante los Tribunales ordinarios por un procedimiento basado en los
principios de preferencia y sumariedad y, en su caso, a través del recurso de amparo ante el Tribunal
Constitucional. Este último recurso será aplicable a la objeción de conciencia reconocida en el artículo 30.
3. El reconocimiento, el respeto y la protección de los principios reconocidos en el Capítulo tercero
informarán la legislación positiva, la práctica judicial y la actuación de los poderes públicos. Sólo podrán ser
alegados ante la Jurisdicción ordinaria de acuerdo con lo que dispongan las leyes que los desarrollen.

Artículo 54.
Una ley orgánica regulará la institución del Defensor del Pueblo, como alto comisionado de las Cortes
Generales, designado por éstas para la defensa de los derechos comprendidos en este Título, a cuyo efecto
podrá supervisar la actividad de la Administración, dando cuenta a las Cortes Generales.

CAPÍTULO QUINTO De la suspensión de los derechos y libertades

Artículo 55.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 17, 18, apartados 2 y 3, artículos 19, 20, apartados 1, a) y d), y 5,
artículos 21, 28, apartado 2, y artículo 37, apartado 2, podrán ser suspendidos cuando se acuerde la
declaración del estado de excepción o de sitio en los términos previstos en la Constitución. Se exceptúa de lo
establecido anteriormente el apartado 3 del artículo 17 para el supuesto de declaración de estado de excepción.
2. Una ley orgánica podrá determinar la forma y los casos en los que, de forma individual y con la necesaria
intervención judicial y el adecuado control parlamentario, los derechos reconocidos en los artículos 17,
apartado 2, y 18, apartados 2 y 3, pueden ser suspendidos para personas determinadas, en relación con las
investigaciones correspondientes a la actuación de bandas armadas o elementos terroristas. La utilización
injustificada o abusiva de las facultades reconocidas en dicha ley orgánica producirá responsabilidad penal,
como violación de los derechos y libertades reconocidos por las leyes.

TÍTULO III De las Cortes Generales

CAPÍTULO SEGUNDO De la elaboración de las leyes

Artículo 81.
1. Son leyes orgánicas las relativas al desarrollo de los derechos fundamentales y de las libertades públicas, las
que aprueben los Estatutos de Autonomía y el régimen electoral general y las demás previstas en la
Constitución.
2. La aprobación, modificación o derogación de las leyes orgánicas exigirá mayoría absoluta del Congreso, en
una votación final sobre el conjunto del proyecto.

TÍTULO IV Del Gobierno y de la Administración

Artículo 103.
1. La Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la ley y al Derecho.
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2. Los órganos de la Administración del Estado son creados, regidos y coordinados de acuerdo con la ley.
3. La ley regulará el estatuto de los funcionarios públicos, el acceso a la función pública de acuerdo con los
principios de mérito y capacidad, las peculiaridades del ejercicio de su derecho a sindicación, el sistema de
incompatibilidades y las garantías para la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 104.
1. Las Fuerzas y Cuerpos de seguridad, bajo la dependencia del Gobierno, tendrán como misión proteger el
libre ejercicio de los derechos y libertades y garantizar la seguridad ciudadana.
2. Una ley orgánica determinará las funciones, principios básicos de actuación y estatutos de las Fuerzas y
Cuerpos de seguridad.

Artículo 105.
La ley regulará:
a) La audiencia de los ciudadanos, directamente o a través de las organizaciones y asociaciones reconocidas
por la ley, en el procedimiento de elaboración de las disposiciones administrativas que les afecten.
b) El acceso de los ciudadanos a los archivos y registros administrativos, salvo en lo que afecte a la seguridad y
defensa del Estado, la averiguación de los delitos y la intimidad de las personas.
c) El procedimiento a través del cual deben producirse los actos administrativos, garantizando, cuando
proceda, la audiencia del interesado.

Artículo 106.
1. Los Tribunales controlan la potestad reglamentaria y la legalidad de la actuación administrativa, así como el
sometimiento de ésta a los fines que la justifican.
2. Los particulares, en los términos establecidos por la ley, tendrán derecho a ser indemnizados por toda
lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, salvo en los casos de fuerza mayor, siempre que la
lesión sea consecuencia del funcionamiento de los servicios públicos.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 1 a 4 — 4 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
La presente Ley establece y regula las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas, los
principios del sistema de responsabilidad de las Administraciones Públicas y de la potestad sancionadora, así
como la organización y funcionamiento de la Administración General del Estado y de su sector público
institucional para el desarrollo de sus actividades.

Artículo 2. Ámbito Subjetivo.
1. La presente Ley se aplica al sector público que comprende:

a) La Administración General del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las Entidades que integran la Administración Local.
d) El sector público institucional.

2. El sector público institucional se integra por:
a) Cualesquiera organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes de las
Administraciones Públicas.
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b) Las entidades de derecho privado vinculadas o dependientes de las Administraciones Públicas que
quedarán sujetas a lo dispuesto en las normas de esta Ley que específicamente se refieran a las mismas, en
particular a los principios previstos en el artículo 3, y en todo caso, cuando ejerzan potestades
administrativas.
c) Las Universidades públicas que se regirán por su normativa específica y supletoriamente por las
previsiones de la presente Ley.

3. Tienen la consideración de Administraciones Públicas la Administración General del Estado, las
Administraciones de las Comunidades Autónomas, las Entidades que integran la Administración Local, así
como los organismos públicos y entidades de derecho público previstos en la letra a) del apartado 2.

Artículo 3. Principios generales.
1. Las Administraciones Públicas sirven con objetividad los intereses generales y actúan de acuerdo con los
principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con sometimiento pleno
a la Constitución, a la Ley y al Derecho. Deberán respetar en su actuación y relaciones los siguientes
principios:

a) Servicio efectivo a los ciudadanos.
b) Simplicidad, claridad y proximidad a los ciudadanos.
c) Participación, objetividad y transparencia de la actuación administrativa.
d) Racionalización y agilidad de los procedimientos administrativos y de las actividades materiales de
gestión.
e) Buena fe, confianza legítima y lealtad institucional.
f) Responsabilidad por la gestión pública.
g) Planificación y dirección por objetivos y control de la gestión y evaluación de los resultados de las
políticas públicas.
h) Eficacia en el cumplimiento de los objetivos fijados.
i) Economía, suficiencia y adecuación estricta de los medios a los fines institucionales.
j) Eficiencia en la asignación y utilización de los recursos públicos.
k) Cooperación, colaboración y coordinación entre las Administraciones Públicas.

2. Las Administraciones Públicas se relacionarán entre sí y con sus órganos, organismos públicos y entidades
vinculados o dependientes a través de medios electrónicos, que aseguren la interoperabilidad y seguridad de
los sistemas y soluciones adoptadas por cada una de ellas, garantizarán la protección de los datos de carácter
personal, y facilitarán preferentemente la prestación conjunta de servicios a los interesados.
3. Bajo la dirección del Gobierno de la Nación, de los órganos de gobierno de las Comunidades Autónomas y de
los correspondientes de las Entidades Locales, la actuación de la Administración Pública respectiva se
desarrolla para alcanzar los objetivos que establecen las leyes y el resto del ordenamiento jurídico.
4. Cada una de las Administraciones Públicas del artículo 2 actúa para el cumplimiento de sus fines con
personalidad jurídica única.

Artículo 4. Principios de intervención de las Administraciones Públicas para el desarrollo de una 
actividad.
1. Las Administraciones Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan medidas
que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o exijan el cumplimiento de requisitos para el
desarrollo de una actividad, deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos
restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público así como justificar su adecuación para
lograr los fines que se persiguen, sin que en ningún caso se produzcan diferencias de trato discriminatorias.
Asimismo deberán evaluar periódicamente los efectos y resultados obtenidos.
2. Las Administraciones Públicas velarán por el cumplimiento de los requisitos previstos en la legislación que
resulte aplicable, para lo cual podrán, en el ámbito de sus respectivas competencias y con los límites
establecidos en la legislación de protección de datos de carácter personal, comprobar, verificar, investigar e
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inspeccionar los hechos, actos, elementos, actividades, estimaciones y demás circunstancias que fueran
necesarias.
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Tema 2

La organización territorial del Estado. Aspectos generales. Las 
comunidades autónomas; su organización y competencia. Los 

estatutos de autonomía.

Constitución Española
CE · BOE-A-1978-31229 · arts. 137 a 158 — 22 incluidos

TÍTULO VIII De la Organización Territorial del Estado

CAPÍTULO PRIMERO Principios generales

Artículo 137.
El Estado se organiza territorialmente en municipios, en provincias y en las Comunidades Autónomas que se
constituyan. Todas estas entidades gozan de autonomía para la gestión de sus respectivos intereses.

Artículo 138.
1. El Estado garantiza la realización efectiva del principio de solidaridad consagrado en el artículo 2 de la
Constitución, velando por el establecimiento de un equilibrio económico, adecuado y justo entre las diversas
partes del territorio español, y atendiendo en particular a las circunstancias del hecho insular.
2. Las diferencias entre los Estatutos de las distintas Comunidades Autónomas no podrán implicar, en ningún
caso, privilegios económicos o sociales.

Artículo 139.
1. Todos los españoles tienen los mismos derechos y obligaciones en cualquier parte del territorio del Estado.
2. Ninguna autoridad podrá adoptar medidas que directa o indirectamente obstaculicen la libertad de
circulación y establecimiento de las personas y la libre circulación de bienes en todo el territorio español.

CAPÍTULO SEGUNDO De la Administración Local

Artículo 140. La Constitución garantiza la autonomía de los municipios.
Estos gozarán de personalidad jurídica plena. Su gobierno y administración corresponde a sus respectivos
Ayuntamientos, integrados por los Alcaldes y los Concejales. Los Concejales serán elegidos por los vecinos del
municipio mediante sufragio universal, igual, libre, directo y secreto, en la forma establecida por la ley. Los
Alcaldes serán elegidos por los Concejales o por los vecinos. La ley regulará las condiciones en las que proceda
el régimen del concejo abierto.

Artículo 141.
1. La provincia es una entidad local con personalidad jurídica propia, determinada por la agrupación de
municipios y división territorial para el cumplimiento de las actividades del Estado. Cualquier alteración de los
límites provinciales habrá de ser aprobada por las Cortes Generales mediante ley orgánica.
2. El gobierno y la administración autónoma de las provincias estarán encomendados a Diputaciones u otras
Corporaciones de carácter representativo.
3. Se podrán crear agrupaciones de municipios diferentes de la provincia.
4. En los archipiélagos, las islas tendrán además su administración propia en forma de Cabildos o Consejos.

Artículo 142.
Las Haciendas locales deberán disponer de los medios suficientes para el desempeño de las funciones que la
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ley atribuye a las Corporaciones respectivas y se nutrirán fundamentalmente de tributos propios y de
participación en los del Estado y de las Comunidades Autónomas.

CAPÍTULO TERCERO De las Comunidades Autónomas

Artículo 143.
1. En el ejercicio del derecho a la autonomía reconocido en el artículo 2 de la Constitución, las provincias
limítrofes con características históricas, culturales y económicas comunes, los territorios insulares y las
provincias con entidad regional histórica podrán acceder a su autogobierno y constituirse en Comunidades
Autónomas con arreglo a lo previsto en este Título y en los respectivos Estatutos.
2. La iniciativa del proceso autonómico corresponde a todas las Diputaciones interesadas o al órgano
interinsular correspondiente y a las dos terceras partes de los municipios cuya población represente, al
menos, la mayoría del censo electoral de cada provincia o isla. Estos requisitos deberán ser cumplidos en el
plazo de seis meses desde el primer acuerdo adoptado al respecto por alguna de las Corporaciones locales
interesadas.
3. La iniciativa, en caso de no prosperar, solamente podrá reiterarse pasados cinco años.

Artículo 144.
Las Cortes Generales, mediante ley orgánica, podrán, por motivos de interés nacional:
a) Autorizar la constitución de una comunidad autónoma cuando su ámbito territorial no supere el de una
provincia y no reúna las condiciones del apartado 1 del artículo 143.
b) Autorizar o acordar, en su caso, un Estatuto de autonomía para territorios que no estén integrados en la
organización provincial.
c) Sustituir la iniciativa de las Corporaciones locales a que se refiere el apartado 2 del artículo 143.

Artículo 145.
1. En ningún caso se admitirá la federación de Comunidades Autónomas.
2. Los Estatutos podrán prever los supuestos, requisitos y términos en que las Comunidades Autónomas
podrán celebrar convenios entre sí para la gestión y prestación de servicios propios de las mismas, así como el
carácter y efectos de la correspondiente comunicación a las Cortes Generales. En los demás supuestos, los
acuerdos de cooperación entre las Comunidades Autónomas necesitarán la autorización de las Cortes
Generales.

Artículo 146.
El proyecto de Estatuto será elaborado por una asamblea compuesta por los miembros de la Diputación u
órgano interinsular de las provincias afectadas y por los Diputados y Senadores elegidos en ellas y será elevado
a las Cortes Generales para su tramitación como ley.

Artículo 147.
1. Dentro de los términos de la presente Constitución, los Estatutos serán la norma institucional básica de cada
Comunidad Autónoma y el Estado los reconocerá y amparará como parte integrante de su ordenamiento
jurídico.
2. Los Estatutos de autonomía deberán contener:

a) La denominación de la Comunidad que mejor corresponda a su identidad histórica.
b) La delimitación de su territorio.
c) La denominación, organización y sede de las instituciones autónomas propias.
d) Las competencias asumidas dentro del marco establecido en la Constitución y las bases para el traspaso
de los servicios correspondientes a las mismas.

3. La reforma de los Estatutos se ajustará al procedimiento establecido en los mismos y requerirá, en todo
caso, la aprobación por las Cortes Generales, mediante ley orgánica.
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Artículo 148.
1. Las Comunidades Autónomas podrán asumir competencias en las siguientes materias:

1.ª Organización de sus instituciones de autogobierno.
2.ª Las alteraciones de los términos municipales comprendidos en su territorio y, en general, las funciones
que correspondan a la Administración del Estado sobre las Corporaciones locales y cuya transferencia
autorice la legislación sobre Régimen Local.
3.ª Ordenación del territorio, urbanismo y vivienda.
4.ª Las obras públicas de interés de la Comunidad Autónoma en su propio territorio.
5.ª Los ferrocarriles y carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente en el territorio de la Comunidad
Autónoma y, en los mismos términos, el transporte desarrollado por estos medios o por cable.
6.ª Los puertos de refugio, los puertos y aeropuertos deportivos y, en general, los que no desarrollen
actividades comerciales.
7.ª La agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
8.ª Los montes y aprovechamientos forestales.
9.ª La gestión en materia de protección del medio ambiente.
10.ª Los proyectos, construcción y explotación de los aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos de
interés de la Comunidad Autónoma; las aguas minerales y termales.
11.ª La pesca en aguas interiores, el marisqueo y la acuicultura, la caza y la pesca fluvial.
12.ª Ferias interiores.
13.ª El fomento del desarrollo económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por
la política económica nacional.
14.ª La artesanía.
15.ª Museos, bibliotecas y conservatorios de música de interés para la Comunidad Autónoma.
16.ª Patrimonio monumental de interés de la Comunidad Autónoma.
17.ª El fomento de la cultura, de la investigación y, en su caso, de la enseñanza de la lengua de la
Comunidad Autónoma.
18.ª Promoción y ordenación del turismo en su ámbito territorial.
19.ª Promoción del deporte y de la adecuada utilización del ocio.
20.ª Asistencia social.
21.ª Sanidad e higiene.
22.ª La vigilancia y protección de sus edificios e instalaciones. La coordinación y demás facultades en
relación con las policías locales en los términos que establezca una ley orgánica.

2. Transcurridos cinco años, y mediante la reforma de sus Estatutos, las Comunidades Autónomas podrán
ampliar sucesivamente sus competencias dentro del marco establecido en el artículo 149.

Artículo 149.
1. El Estado tiene competencia exclusiva sobre las siguientes materias:

1.ª La regulación de las condiciones básicas que garanticen la igualdad de todos los españoles en el ejercicio
de los derechos y en el cumplimiento de los deberes constitucionales.
2.ª Nacionalidad, inmigración, emigración, extranjería y derecho de asilo.
3.ª Relaciones internacionales.
4.ª Defensa y Fuerzas Armadas.
5.ª Administración de Justicia.
6.ª Legislación mercantil, penal y penitenciaria; legislación procesal, sin perjuicio de las necesarias
especialidades que en este orden se deriven de las particularidades del derecho sustantivo de las
Comunidades Autónomas.
7.ª Legislación laboral; sin perjuicio de su ejecución por los órganos de las Comunidades Autónomas.
8.ª Legislación civil, sin perjuicio de la conservación, modificación y desarrollo por las Comunidades
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Autónomas de los derechos civiles, forales o especiales, allí donde existan. En todo caso, las reglas relativas
a la aplicación y eficacia de las normas jurídicas, relaciones jurídico-civiles relativas a las formas de
matrimonio, ordenación de los registros e instrumentos públicos, bases de las obligaciones contractuales,
normas para resolver los conflictos de leyes y determinación de las fuentes del Derecho, con respeto, en
este último caso, a las normas de derecho foral o especial.
9.ª Legislación sobre propiedad intelectual e industrial.
10.ª Régimen aduanero y arancelario; comercio exterior.
11.ª Sistema monetario: divisas, cambio y convertibilidad; bases de la ordenación de crédito, banca y
seguros.
12.ª Legislación sobre pesas y medidas, determinación de la hora oficial.
13.ª Bases y coordinación de la planificación general de la actividad económica.
14.ª Hacienda general y Deuda del Estado.
15.ª Fomento y coordinación general de la investigación científica y técnica.
16.ª Sanidad exterior. Bases y coordinación general de la sanidad. Legislación sobre productos
farmacéuticos.
17.ª Legislación básica y régimen económico de la Seguridad Social, sin perjuicio de la ejecución de sus
servicios por las Comunidades Autónomas.
18.ª Las bases del régimen jurídico de las Administraciones públicas y del régimen estatutario de sus
funcionarios que, en todo caso, garantizarán a los administrados un tratamiento común ante ellas; el
procedimiento administrativo común, sin perjuicio de las especialidades derivadas de la organización
propia de las Comunidades Autónomas; legislación sobre expropiación forzosa; legislación básica sobre
contratos y concesiones administrativas y el sistema de responsabilidad de todas las Administraciones
públicas.
19.ª Pesca marítima, sin perjuicio de las competencias que en la ordenación del sector se atribuyan a las
Comunidades Autónomas.
20.ª Marina mercante y abanderamiento de buques; iluminación de costas y señales marítimas; puertos de
interés general; aeropuertos de interés general; control del espacio aéreo, tránsito y transporte aéreo,
servicio meteorológico y matriculación de aeronaves.
21.ª Ferrocarriles y transportes terrestres que transcurran por el territorio de más de una Comunidad
Autónoma; régimen general de comunicaciones; tráfico y circulación de vehículos a motor; correos y
telecomunicaciones; cables aéreos, submarinos y radiocomunicación.
22.ª La legislación, ordenación y concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando las aguas
discurran por más de una Comunidad Autónoma, y la autorización de las instalaciones eléctricas cuando su
aprovechamiento afecte a otra Comunidad o el transporte de energía salga de su ámbito territorial.
23.ª Legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección. La legislación básica sobre
montes, aprovechamientos forestales y vías pecuarias.
24.ª Obras públicas de interés general o cuya realización afecte a más de una Comunidad Autónoma.
25.ª Bases de régimen minero y energético.
26.ª Régimen de producción, comercio, tenencia y uso de armas y explosivos.
27.ª Normas básicas del régimen de prensa, radio y televisión y, en general, de todos los medios de
comunicación social, sin perjuicio de las facultades que en su desarrollo y ejecución correspondan a las
Comunidades Autónomas.
28.ª Defensa del patrimonio cultural, artístico y monumental español contra la exportación y la
expoliación; museos, bibliotecas y archivos de titularidad estatal, sin perjuicio de su gestión por parte de
las Comunidades Autónomas.
29.ª Seguridad pública, sin perjuicio de la posibilidad de creación de policías por las Comunidades
Autónomas en la forma que se establezca en los respectivos Estatutos en el marco de lo que disponga una
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ley orgánica.
30.ª Regulación de las condiciones de obtención, expedición y homologación de títulos académicos y
profesionales y normas básicas para el desarrollo del artículo 27 de la Constitución, a fin de garantizar el
cumplimiento de las obligaciones de los poderes públicos en esta materia.
31.ª Estadística para fines estatales.
32.ª Autorización para la convocatoria de consultas populares por vía de referéndum.

2. Sin perjuicio de las competencias que podrán asumir las Comunidades Autónomas, el Estado considerará el
servicio de la cultura como deber y atribución esencial y facilitará la comunicación cultural entre las
Comunidades Autónomas, de acuerdo con ellas.
3. Las materias no atribuidas expresamente al Estado por esta Constitución podrán corresponder a las
Comunidades Autónomas, en virtud de sus respectivos Estatutos. La competencia sobre las materias que no se
hayan asumido por los Estatutos de Autonomía corresponderá al Estado, cuyas normas prevalecerán, en caso
de conflicto, sobre las de las Comunidades Autónomas en todo lo que no esté atribuido a la exclusiva
competencia de éstas. El derecho estatal será, en todo caso, supletorio del derecho de las Comunidades
Autónomas.

Artículo 150.
1. Las Cortes Generales, en materias de competencia estatal, podrán atribuir a todas o a alguna de las
Comunidades Autónomas la facultad de dictar, para sí mismas, normas legislativas en el marco de los
principios, bases y directrices fijados por una ley estatal. Sin perjuicio de la competencia de los Tribunales, en
cada ley marco se establecerá la modalidad del control de las Cortes Generales sobre estas normas legislativas
de las Comunidades Autónomas.
2. El Estado podrá transferir o delegar en las Comunidades Autónomas, mediante ley orgánica, facultades
correspondientes a materia de titularidad estatal que por su propia naturaleza sean susceptibles de
transferencia o delegación. La ley preverá en cada caso la correspondiente transferencia de medios
financieros, así como las formas de control que se reserve el Estado.
3. El Estado podrá dictar leyes que establezcan los principios necesarios para armonizar las disposiciones
normativas de las Comunidades Autónomas, aun en el caso de materias atribuidas a la competencia de éstas,
cuando así lo exija el interés general. Corresponde a las Cortes Generales, por mayoría absoluta de cada
Cámara, la apreciación de esta necesidad.

Artículo 151.
1. No será preciso dejar transcurrir el plazo de cinco años, a que se refiere el apartado 2 del artículo 148,
cuando la iniciativa del proceso autonómico sea acordada dentro del plazo del artículo 143.2, además de por
las Diputaciones o los órganos interinsulares correspondientes, por las tres cuartas partes de los municipios
de cada una de las provincias afectadas que representen, al menos, la mayoría del censo electoral de cada una
de ellas y dicha iniciativa sea ratificada mediante referéndum por el voto afirmativo de la mayoría absoluta de
los electores de cada provincia en los términos que establezca una ley orgánica.
2. En el supuesto previsto en el apartado anterior, el procedimiento para la elaboración del Estatuto será el
siguiente:

1.º El Gobierno convocará a todos los Diputados y Senadores elegidos en las circunscripciones
comprendidas en el ámbito territorial que pretenda acceder al autogobierno, para que se constituyan en
Asamblea, a los solos efectos de elaborar el correspondiente proyecto de Estatuto de autonomía, mediante
el acuerdo de la mayoría absoluta de sus miembros.
2.º Aprobado el proyecto de Estatuto por la Asamblea de Parlamentarios, se remitirá a la Comisión
Constitucional del Congreso, la cual, dentro del plazo de dos meses, lo examinará con el concurso y
asistencia de una delegación de la Asamblea proponente para determinar de común acuerdo su
formulación definitiva.
3.º Si se alcanzare dicho acuerdo, el texto resultante será sometido a referéndum del cuerpo electoral de las

Temario en formato ley · Escala de Ayudantes en Ejecución Penal (parte general) · Administración 18

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado Estatuto.
4.º Si el proyecto de Estatuto es aprobado en cada provincia por la mayoría de los votos válidamente
emitidos, será elevado a las Cortes Generales. Los plenos de ambas Cámaras decidirán sobre el texto
mediante un voto de ratificación. Aprobado el Estatuto, el Rey lo sancionará y lo promulgará como ley.
5.º De no alcanzarse el acuerdo a que se refiere el apartado 2 de este número, el proyecto de Estatuto será
tramitado como proyecto de ley ante las Cortes Generales. El texto aprobado por éstas será sometido a
referéndum del cuerpo electoral de las provincias comprendidas en el ámbito territorial del proyectado
Estatuto. En caso de ser aprobado por la mayoría de los votos válidamente emitidos en cada provincia,
procederá su promulgación en los términos del párrafo anterior.

3. En los casos de los párrafos 4.º y 5.º del apartado anterior, la no aprobación del proyecto de Estatuto por una
o varias provincias no impedirá la constitución entre las restantes de la Comunidad Autónoma proyectada, en
la forma que establezca la ley orgánica prevista en el apartado 1 de este artículo.

Artículo 152.
1. En los Estatutos aprobados por el procedimiento a que se refiere el artículo anterior, la organización
institucional autonómica se basará en una Asamblea Legislativa, elegida por sufragio universal, con arreglo a
un sistema de representación proporcional que asegure, además, la representación de las diversas zonas del
territorio; un Consejo de Gobierno con funciones ejecutivas y administrativas y un Presidente, elegido por la
Asamblea, de entre sus miembros, y nombrado por el Rey, al que corresponde la dirección del Consejo de
Gobierno, la suprema representación de la respectiva Comunidad y la ordinaria del Estado en aquélla. El
Presidente y los miembros del Consejo de Gobierno serán políticamente responsables ante la Asamblea. Un
Tribunal Superior de Justicia, sin perjuicio de la jurisdicción que corresponde al Tribunal Supremo, culminará
la organización judicial en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma. En los Estatutos de las
Comunidades Autónomas podrán establecerse los supuestos y las formas de participación de aquéllas en la
organización de las demarcaciones judiciales del territorio. Todo ello de conformidad con lo previsto en la ley
orgánica del poder judicial y dentro de la unidad e independencia de éste. Sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 123, las sucesivas instancias procesales, en su caso, se agotarán ante órganos judiciales radicados en el
mismo territorio de la Comunidad Autónoma en que esté el órgano competente en primera instancia.
2. Una vez sancionados y promulgados los respectivos Estatutos, solamente podrán ser modificados mediante
los procedimientos en ellos establecidos y con referéndum entre los electores inscritos en los censos
correspondientes.
3. Mediante la agrupación de municipios limítrofes, los Estatutos podrán establecer circunscripciones
territoriales propias, que gozarán de plena personalidad jurídica.

Artículo 153.
El control de la actividad de los órganos de las Comunidades Autónomas se ejercerá:
a) Por el Tribunal Constitucional, el relativo a la constitucionalidad de sus disposiciones normativas con fuerza
de ley.
b) Por el Gobierno, previo dictamen del Consejo de Estado, el del ejercicio de funciones delegadas a que se
refiere el apartado 2 del artículo 150.
c) Por la jurisdicción contencioso-administrativa, el de la administración autónoma y sus normas
reglamentarias.
d) Por el Tribunal de Cuentas, el económico y presupuestario.

Artículo 154.
Un Delegado nombrado por el Gobierno dirigirá la Administración del Estado en el territorio de la Comunidad
Autónoma y la coordinará, cuando proceda, con la administración propia de la Comunidad.

Artículo 155.
1. Si una Comunidad Autónoma no cumpliere las obligaciones que la Constitución u otras leyes le impongan, o
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actuare de forma que atente gravemente al interés general de España, el Gobierno, previo requerimiento al
Presidente de la Comunidad Autónoma y, en el caso de no ser atendido, con la aprobación por mayoría
absoluta del Senado, podrá adoptar las medidas necesarias para obligar a aquélla al cumplimiento forzoso de
dichas obligaciones o para la protección del mencionado interés general.
2. Para la ejecución de las medidas previstas en el apartado anterior, el Gobierno podrá dar instrucciones a
todas las autoridades de las Comunidades Autónomas.

Artículo 156.
1. Las Comunidades Autónomas gozarán de autonomía financiera para el desarrollo y ejecución de sus
competencias con arreglo a los principios de coordinación con la Hacienda estatal y de solidaridad entre todos
los españoles.
2. Las Comunidades Autónomas podrán actuar como delegados o colaboradores del Estado para la
recaudación, la gestión y la liquidación de los recursos tributarios de aquél, de acuerdo con las leyes y los
Estatutos.

Artículo 157.
1. Los recursos de las Comunidades Autónomas estarán constituidos por:

a) Impuestos cedidos total o parcialmente por el Estado; recargos sobre impuestos estatales y otras
participaciones en los ingresos del Estado.
b) Sus propios impuestos, tasas y contribuciones especiales.
c) Transferencias de un Fondo de Compensación interterritorial y otras asignaciones con cargo a los
Presupuestos Generales del Estado.
d) Rendimientos procedentes de su patrimonio e ingresos de derecho privado.
e) El producto de las operaciones de crédito.

2. Las Comunidades Autónomas no podrán en ningún caso adoptar medidas tributarias sobre bienes situados
fuera de su territorio o que supongan obstáculo para la libre circulación de mercancías o servicios.
3. Mediante ley orgánica podrá regularse el ejercicio de las competencias financieras enumeradas en el
precedente apartado 1, las normas para resolver los conflictos que pudieran surgir y las posibles formas de
colaboración financiera entre las Comunidades Autónomas y el Estado.

Artículo 158.
1. En los Presupuestos Generales del Estado podrá establecerse una asignación a las Comunidades Autónomas
en función del volumen de los servicios y actividades estatales que hayan asumido y de la garantía de un nivel
mínimo en la prestación de los servicios públicos fundamentales en todo el territorio español.
2. Con el fin de corregir desequilibrios económicos interterritoriales y hacer efectivo el principio de
solidaridad, se constituirá un Fondo de Compensación con destino a gastos de inversión, cuyos recursos serán
distribuidos por las Cortes Generales entre las Comunidades Autónomas y provincias, en su caso.
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Tema 3

Organización política y administrativa de la Comunidad Autónoma de 
Euskadi. Principios generales. Aspectos Generales de la distribución 

de competencias entre el Estado y la Comunidad Autónoma de 
Euskadi. El Parlamento Vasco. El Gobierno Vasco y el lehendakari.

LO 3/1979, de 18 de diciembre, de Estatuto de Autonomía para el País Vasco
EA-PV · BOE-A-1979-30177 · arts. 1 a 9 · arts. 10 a 23 · arts. 24 a 33 — 33 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
El Pueblo Vasco o Euskal-Herria, como expresión de su nacionalidad, y para acceder a su autogobierno, se
constituye en Comunidad Autónoma dentro del Estado Español bajo la denominación de Euskadi o País Vasco,
de acuerdo con la Constitución y con el presente Estatuto, que es su norma institucional básica.

Artículo 2.
1. Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, así como Navarra, tienen derecho a formar parte de la Comunidad Autónoma
del País Vasco.
2. El territorio de la Comunidad Autónoma del País Vasco quedará integrado por los Territorios Históricos que
coinciden con las provincias, en sus actuales límites, de Álava, Guipúzcoa y Vizcaya, así como la de Navarra,
en el supuesto de que esta última decida su incorporación de acuerdo con el procedimiento establecido en la
disposición transitoria cuarta de la Constitución.

Artículo 3.
Cada uno de los Territorios Históricos que integran el País Vasco podrá, en el seno del mismo, conservar o, en
su caso, restablecer y actualizar su organización e instituciones privativas de autogobierno.

Artículo 4.
La designación de la sede de las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma del País Vasco se hará
mediante Ley del Parlamento Vasco y dentro del territorio de la Comunidad Autónoma.

Artículo 5.
1. La bandera del País Vasco es la bicrucífera, compuesta de aspa verde, cruz blanca superpuesta y fondo rojo.
2. Asimismo, se reconocen las banderas y enseñas propias de los Territorios Históricos que integran la
Comunidad Autónoma.

Artículo 6.
1. El euskera, lengua propia del Pueblo Vasco, tendrá, como el castellano, carácter de lengua oficial en
Euskadi, y todos sus habitantes tienen el derecho a conocer y usar ambas lenguas.
2. Las instituciones comunes de la Comunidad Autónoma, teniendo en cuenta la diversidad socio-lingüística
del País Vasco, garantizarán el uso de ambas lenguas, regulando su carácter oficial, y arbitrarán y regularán las
medidas y medios necesarios para asegurar su conocimiento.
3. Nadie podrá ser discriminado por razón de la lengua.
4. La Real Academia de la Lengua Vasca-Euskaltzaindia es institución consultiva oficial en lo referente al
euskera.
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5. Por ser el euskera patrimonio de otros territorios vascos y comunidades, además de los vínculos y
correspondencia que mantengan las instituciones académicas y culturales, la Comunidad Autónoma del País
Vasco podrá solicitar del Gobierno español que celebre y presente, en su caso, a las Cortes Generales, para su
autorización, los tratados o convenios que permitan el establecimiento de relaciones culturales con los
Estados donde se integran o residan aquellos territorios y comunidades, a fin de salvaguardar y fomentar el
euskera.

Artículo 7.
1. A los efectos del presente Estatuto tendrán la condición política de vascos quienes tengan la vecindad
administrativa de acuerdo con las Leyes Generales del Estado, en cualquiera de los municipios integrados en el
territorio de la Comunidad Autónoma.
2. Los residentes en el extranjero, así como sus descendientes, si así lo solicitaren, gozarán de idénticos
derechos políticos que los residentes en el País Vasco, si hubieran tenido su última vecindad administrativa en
Euskadi, siempre que conserven la nacionalidad española.

Artículo 8.
Podrán agregarse a la Comunidad Autónoma del País Vasco otros territorios o municipios que estuvieran
enclavados en su totalidad dentro del territorio de la misma, mediante el cumplimiento de los requisitos
siguientes:
a) Que soliciten la incorporación el Ayuntamiento o la mayoría de los Ayuntamientos interesados, y que se oiga
a la Comunidad o provincia a la que pertenezcan los Territorios o Municipios a agregar.
b) Que lo acuerden los habitantes de dicho Municipio o Territorio mediante referéndum expresamente
convocado, previa la autorización competente al efecto y aprobado por mayoría de los votos válidos emitidos.
c) Que los aprueben el Parlamento del País Vasco y, posteriormente, las Cortes Generales del Estado, mediante
Ley Orgánica.

Artículo 9.
1. Los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos del País Vasco son los establecidos en la
Constitución.
2. Los poderes públicos vascos, en el ámbito de su competencia:

a) Velarán y garantizarán el adecuado ejercicio de los derechos y deberes fundamentales de los ciudadanos.
b) Impulsarán particularmente una política tendente a la mejora de las condiciones de vida y trabajo.
c) Adoptarán aquellas medidas que tiendan a fomentar el incremento del empleo y la estabilidad
económica.
d) Adoptarán aquellas medidas dirigidas a promover las condiciones y a remover los obstáculos para que la
libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que se integra sean efectivas y reales.
e) Facilitarán la participación de todos los ciudadanos en la vida política, económica, cultural y social del
País Vasco.

TÍTULO I De las competencias del País Vasco

Artículo 10.
La Comunidad Autónoma del País Vasco tiene competencia exclusiva en las siguientes materias:
1. Demarcaciones territoriales municipales, sin perjuicio de las facultades correspondientes a los Territorios
Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 de este Estatuto.
2. Organización, régimen y funcionamiento de sus instituciones de autogobierno dentro de las normas del
presente Estatuto.
3. Legislación electoral interior que afecte al Parlamento Vasco, Juntas Generales y Diputaciones Forales, en
los términos previstos por el presente Estatuto y sin perjuicio de las facultades correspondientes a los
Territorios Históricos, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 37 del mismo.
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4. Régimen Local y Estatuto de los Funcionarios del País Vasco y de su Administración Local, sin perjuicio de
lo establecido en el artículo 149.1.18. a de la Constitución.
5. Conservación, modificación y desarrollo del Derecho Civil Foral y especial, escrito o consuetudinario propio
de los Territorios Históricos que integran el País Vasco y la fijación del ámbito territorial de su vigencia.
6. Normas procesales y de procedimientos administrativo y económico-administrativo que se deriven de las
especialidades del derecho sustantivo y de la organización propia del País Vasco.
7. Bienes de dominio público y patrimoniales cuya titularidad corresponda a la Comunidad Autónoma, así
como las servidumbres públicas en materias de sus competencias.
8. Montes, aprovechamientos y servicios forestales, vías pecuarias y pastos, sin perjuicio de lo dispuesto en el
artículo 149.1.23. a de la Constitución.
9. Agricultura y ganadería, de acuerdo con la ordenación general de la economía.
10. Pesca en aguas interiores, marisqueo y acuicultura, caza y pesca fluvial y lacustre.
11. Aprovechamientos hidráulicos, canales y regadíos cuando las aguas discurran íntegramente dentro del País
Vasco; instalaciones de producción, distribución y transporte de energía, cuando este transporte no salga de
su territorio y su aprovechamiento no afecte a otra provincia o Comunidad Autónoma; aguas minerales,
termales y subterráneas. Todo ello sin perjuicio de lo establecido en el artículo 149.1.25. a de la Constitución.
12. Asistencia social.
13. Fundaciones y Asociaciones de carácter docente, cultural, artístico, benéfico, asistencial y similares, en
tanto desarrollen principalmente sus funciones en el País Vasco.
14. Organización, régimen y funcionamiento de las Instituciones y establecimientos de protección y tutela de
menores, penitenciarios y de reinserción social, conforme a la legislación general en materia civil, penal y
penitenciaria.
15. Ordenación farmacéutica de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 149.1.16. a de la Constitución, e
higiene, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 18 de este Estatuto.
16. Investigación científica y técnica en coordinación con el Estado.
17. Cultura, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.2 de la Constitución.
18. Instituciones relacionadas con el fomento y enseñanza de las Bellas Artes. Artesanía.
19. Patrimonio histórico, artístico, monumental, arqueológico y científico, asumiendo la Comunidad
Autónoma el cumplimiento de las normas y obligaciones que establezca el Estado para la defensa de dicho
patrimonio contra la exportación y la expoliación.
20. Archivos, Bibliotecas y Museos que no sean de titularidad estatal.
21. Cámara Agrarias, de la Propiedad, Cofradías de Pescadores, Cámaras de Comercio, Industria y Navegación,
sin perjuicio de la competencia del Estado en materia de comercio exterior.
22. Colegios Profesionales y ejercicio de las profesiones tituladas, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos
36 y 139 de la Constitución. Nombramiento de Notarios de acuerdo con las Leyes del Estado.
23. Cooperativas, Mutualidades no integradas en la Seguridad Social y Pósitos, conforme a la legislación
general en materia mercantil.
24. Sector público propio del País Vasco en cuanto no esté afectado por otras normas de este Estatuto.
25. Promoción, desarrollo económico y planificación de la actividad económica del País Vasco de acuerdo con
la ordenación general de la economía.
26. Instituciones de crédito corporativo, público y territorial y Cajas de Ahorro en el marco de las bases que
sobre ordenación del crédito y la banca dicte el Estado y de la política monetaria general.
27. Comercio interior, sin perjuicio de la política general de precios, la libre circulación de bienes en el
territorio del Estado y de la legislación sobre defensa de la competencia. Ferias y mercados interiores.
Denominaciones de origen y publicidad en colaboración con el Estado.
28. Defensa del consumidor y del usuario en los términos del apartado anterior.
29. Establecimiento y regulación de Bolsas de Comercio y demás centros de contratación de mercancías y de
valores conforme a la legislación mercantil.
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30. Industria, con exclusión de la instalación, ampliación y traslado de industrias sujetas a normas especiales
por razones de seguridad, interés militar y sanitario y aquellas que precisen de legislación específica para
estas funciones, y las que requieran de contratos previos de transferencia de tecnología extranjera. En la
reestructuración de sectores industriales, corresponde al País Vasco el desarrollo y ejecución de los planes
establecidos por el Estado.
31. Ordenación del territorio y del litoral, urbanismo y vivienda.
32. Ferrocarriles, transportes terrestres, marítimos, fluviales y por cable, puertos, helipuertos, aeropuertos y
Servicio Meteorológico del País Vasco, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 149.1.20. a de la Constitución.
Centros de contratación y terminales de carga en materia de transportes.
33. Obras públicas que no tengan la calificación legal de interés general o cuya realización no afecte a otros
territorios.
34. En materia de carreteras y caminos, además de las competencias contenidas en el apartado 5, número 1,
del artículo 148 de la Constitución, las Diputaciones Forales de los Territorios Históricos conservarán
íntegramente el régimen jurídico y competencias que ostentan o que, en su caso, hayan de recobrar a tenor del
artículo 3.º de este Estatuto.
35. Casinos, juegos y apuestas, con excepción de las Apuestas Mutuas Deportivas Benéficas.
36. Turismo y deporte. Ocio y esparcimiento.
37. Estadística del País Vasco para sus propios fines y competencias.
38. Espectáculos.
39. Desarrollo comunitario. Condición femenina. Política Infantil, juvenil y de la tercera edad.

Artículo 11.
1. Es de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución dentro
de su territorio de la legislación básica del Estado en las siguientes materias:

a) Medio ambiente y ecología.
b) Expropiación forzosa, contratos y concesiones administrativas, en el ámbito de sus competencias y
sistema de responsabilidad de la Administración del País Vasco.
c) Ordenación del sector pesquero del País Vasco.

2. Es también de competencia de la Comunidad Autónoma del País Vasco el desarrollo legislativo y la
ejecución dentro de su territorio, de las bases, en los términos que las mismas señalen, en las siguientes
materias:

a) Ordenación del crédito, banca y seguros.
b) Reserva al sector público de recursos o servicios esenciales, especialmente en caso de monopolio, e
intervención de Empresas cuando lo exija el interés general.
c) Régimen minero y energético. Recursos geotérmicos.

Artículo 12.
Corresponde a la Comunidad Autónoma del País Vasco la ejecución de la legislación del Estado en las materias
siguientes:
1. Legislación penitenciaria.
2. Legislación laboral, asumiendo las facultades y competencias que en este terreno ostenta actualmente el
Estado respecto a las relaciones laborales; también la facultad de organizar, dirigir y tutelar, con la alta
inspección del Estado, los servicios de éste para la ejecución de la legislación laboral, procurando que las
condiciones de trabajo se adecuen al nivel del desarrollo y progreso social, promoviendo la cualificación de los
trabajadores y su formación integral.
3. Nombramiento de Registradores de la Propiedad, Agentes de Cambio y Bolsa y Corredores de Comercio.
Intervención en la fijación de las demarcaciones correspondientes en su caso.
4. Propiedad intelectual e industrial.
5. Pesas y medidas; contraste de metales.
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6. Ferias internacionales celebradas en el País Vasco.
7. Sector público estatal en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, la que tendrá participación en los
casos y actividades que proceda.
8. Puertos y aeropuertos con calificación de interés general, cuando el Estado no se reserve su gestión directa.
9. Ordenación del transporte de mercancías y viajeros que tengan su origen y destino dentro del territorio de la
Comunidad Autónoma, aunque discurran sobre las infraestructuras de titularidad estatal a que hace referencia
el número 21 del apartado 1 del artículo 149 de la Constitución, sin perjuicio de la ejecución directa que se
reserve el Estado.
10. Salvamento marítimo y vertidos industriales y contaminantes en las aguas territoriales del Estado
correspondientes al litoral vasco.

Artículo 13.
1. En relación con la Administración de Justicia, exceptuada la jurisdicción militar, la Comunidad Autónoma
del País Vasco ejercerá, en su territorio, las facultades que las Leyes Orgánicas del Poder Judicial y del Consejo
General del Poder Judicial reconozcan, reserven o atribuyan al Gobierno.
2. Corresponde íntegramente al Estado, de conformidad con las Leyes Generales, el derecho de gracia y la
organización y el funcionamiento del Ministerio Fiscal.

Artículo 14.
1. La competencia de los órganos jurisdiccionales en el País Vasco se extiende:

a) En el orden civil, a todas las instancias y grados, incluidos los recursos de casación y de revisión en las
materias del Derecho Civil Foral propio del País Vasco.
b) En el orden penal y social, a todas las instancias y grados, con excepción de los recursos de casación y de
revisión.
c) En el orden contencioso-administrativo, a todas las instancias y grados cuando se trate de actos dictados
por la Administración del País Vasco en las materias cuya legislación exclusiva corresponde a la
Comunidad Autónoma, y, en primera instancia, cuando se trate de actos dictados por la Administración del
Estado.
d) A las cuestiones de competencia entre órganos judiciales del País Vasco.
e) A los recursos sobre calificación de documentos referentes al Derecho privativo vasco que deban tener
acceso a los Registros de la Propiedad.

2. En las restantes materias se podrán interponer ante el Tribunal Supremo los recursos que, según las leyes,
procedan. El Tribunal Supremo resolverá también los conflictos de competencia y de jurisdicción entre los
órganos judiciales del País Vasco y los demás del Estado.

Artículo 15.
Correspondo al País Vasco la creación y organización, mediante Ley, de su Parlamento, y con respeto a la
institución establecida por el artículo 54 de la Constitución, de un órgano similar que en coordinación con
aquélla ejerza las funciones a las que se refiere el mencionado artículo y cualesquiera otras que el Parlamento
Vasco pueda encomendarle.

Artículo 16.
En aplicación de lo dispuesta en la Disposición adicional primera de la Constitución, es de la competencia de
la Comunidad Autónoma del País Vasco la enseñanza en toda su extensión, niveles y grados, modalidades y
especialidades, sin perjuicio del artículo 27 de la Constitución y Leyes Orgánicas que lo desarrollen, de las
facultades que atribuye al Estado el artículo 149 1.30ª de la misma y de la alta inspección necesaria para su
cumplimiento y garantía.

Artículo 17.
1. Mediante el proceso de actualización del régimen foral previsto en la disposición adicional primera de la

Temario en formato ley · Escala de Ayudantes en Ejecución Penal (parte general) · Administración 25

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Constitución, corresponderá a las Instituciones del País Vasco, en la forma que se determina en este Estatuto,
el régimen de la Policía Autónoma para la protección de las personas y bienes y el mantenimiento del orden
público dentro del territorio autónomo, quedando reservados en todo caso a las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado los servicios policiales de carácter extracomunitario y supracomunitario, como la
vigilancia de puertos, aeropuertos, costas y fronteras, aduanas, control de entrada y salida en territorio
nacional de españoles y extranjeros, régimen general de extranjería, extradición y expulsión, emigración e
inmigración, pasaportes y documento nacional de identidad, armas y explosivos, resguardo fiscal del Estado,
contrabando y fraude fiscal al Estado.
2. El mando supremo de la Policía Autónoma Vasca corresponde al Gobierno del País Vasco, sin perjuicio de
las competencias que pueden tener las Diputaciones Forales y Corporaciones Locales.
3. La Policía Judicial y Cuerpos que actúen en estas funciones se organizarán al servicio y bajo la vigilancia de
la Administración de Justicia en los términos que dispongan las Leyes procesales.
4. Para la coordinación entre la Policía Autónoma y los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado existirá una
Junta de Seguridad formada en número igual por representantes del Estado y de la Comunidad Autónoma.
5. Inicialmente, las Policías Autónomas del País Vasco estarán constituidas por:

a) El Cuerpo de Miñones de la Diputación Foral de Álava, existente en la actualidad.
b) Los Cuerpos de Miñones y Miqueletes dependientes de las Diputaciones de Vizcaya y Guipúzcoa que se
restablecen mediante este precepto. Posteriormente, las Instituciones del País Vasco podrán acordar
refundir en un solo Cuerpo los mencionados en los apartados anteriores, o proceder a la reorganización
precisa para el cumplimiento de las competencias asumidas. Todo ello sin perjuicio de la subsistencia, a los
efectos de representación y tradicionales, de los Cuerpos de Miñones y Miqueletes.

6. No obstante lo dispuesto en los números anteriores, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán
intervenir en el mantenimiento del orden público en la Comunidad Autónoma en los siguientes casos:

a) A requerimiento del Gobierno del País Vasco, cesando la intervención a instancias del mismo.
b) Por propia iniciativa, cuando estimen que el interés general del Estado esté gravemente comprometido;
siendo necesaria la aprobación de la Junta de Seguridad a que hace referencia el número 4 de este artículo.
En supuestos de especial urgencia y para cumplir las funciones que directamente les encomienda la
Constitución, los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado podrán intervenir bajo la responsabilidad
exclusiva del Gobierno, dando éste cuenta a las Cortes Generales. Las Cortes Generales, a través de los
procedimientos constitucionales, podrán ejercitar las competencias que les corresponda.

7. En los casos de declaración del estado de alarma, excepción o sitio, todas las fuerzas policiales del País
Vasco quedarán a las órdenes directas de la autoridad civil o militar que en su caso corresponda, de acuerdo
con la legislación que regule estas materias.

Artículo 18.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado en
materia de sanidad interior.
2. En materia de Seguridad Social corresponderá al País Vasco:

a) El desarrollo legislativo y la ejecución de la legislación básica del Estado, salvo las normas que
configuran el régimen económico de la misma.
b) La gestión del régimen económico de la Seguridad Social.

3. Corresponderá también al País Vasco la ejecución de la legislación del Estado sobre productos
farmacéuticos.
4. La Comunidad Autónoma podrá organizar y administrar a tales fines, y dentro de su territorio, todos los
servicios relacionados con las materias antes expresadas y ejercerá la tutela de las instituciones, entidades y
fundaciones en materia de Sanidad y de Seguridad Social, reservándose el Estado la alta inspección
conducente: al cumplimiento de las funciones y competencias contenidas en este artículo.
5. Los poderes públicos vascos ajustarán el ejercicio de las competencias que asuman en materia de Sanidad y
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de Seguridad Social a criterios de participación democrática de todos los interesados, así como de los
Sindicatos de Trabajadores y Asociaciones empresariales en los términos que la Ley establezca.

Artículo 19.
1. Corresponde al País Vasco el desarrollo legislativo de las normas básicas del Estado en materia de medios de
comunicación social, respetando en todo caso lo que dispone el artículo 20 de la Constitución.
2. La ejecución en las materias a que se refiere el párrafo anterior se coordinará con la del Estado, con respeto
a la reglamentación específica aplicable a los medios de titularidad estatal.
3. De acuerdo con lo dispuesto en el párrafo primero de este artículo, el País Vasco podrá regular, crear y
mantener su propia televisión, radio y prensa, y, en general, todos los medios de comunicación social para el
cumplimiento de sus fines.

Artículo 20.
1. El País Vasco tendrá competencias legislativas y de ejecución en las demás materias que por Ley Orgánica le
transfiera o delegue el Estado según la Constitución, a petición del Parlamento Vasco.
2. La Comunidad Autónoma del País Vasco podrá dictar la correspondiente legislación en los términos del
artículo 150.1 de la Constitución, cuando las Cortes Generales aprueben las Leyes marco a que se refiere dicho
precepto.
3. El País Vasco ejecutará los tratados y convenios en todo lo que afecte a las materias atribuidas a su
competencia en este Estatuto. Ningún tratado o convenio podrá afectar a las atribuciones y competencias del
País Vasco si no es mediante el procedimiento del artículo 152.2 de la Constitución, salvo lo previsto en el
artículo 93 de la misma.
4. Las funciones de ejecución que este Estatuto atribuye a la Comunidad Autónoma del País Vasco en aquellas
materias que no sean de su competencia exclusiva, comprende la potestad de administración, así como, en su
caso, la de dictar reglamentos internos de organización de los servicios correspondientes.
5. El Gobierno Vasco será informado en la elaboración de los tratados y convenios, así como de los proyectos
de legislación aduanera, en cuanto afecten a materias de específico interés para el País Vasco.
6. Salvo disposición expresa en contrario, todas las competencias mencionadas en los artículos anteriores y
otros del presente Estatuto se entienden referidas al ámbito territorial del País Vasco

Artículo 21.
El Derecho emanado del País Vasco en las materias de su competencia exclusiva es el aplicable con
preferencia a cualquier otro y sólo en su defecto será de aplicación supletoria el Derecho del Estado.

Artículo 22.
1. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otras Comunidades Autónomas para la gestión y
prestación de servicios propios de la exclusiva competencia de las mismas. La celebración de los citados
convenios, antes de su entrada en vigor, deberá ser comunicada a las Cortes Generales. Si las Cortes Generales,
o alguna de las Cámaras, manifestaran reparos en el plazo de treinta días, a partir de la recepción de la
comunicación, el convenio deberá seguir el trámite previsto en el párrafo tercero de este artículo. Si
transcurrido dicho plazo no se hubiesen manifestado reparos al convenio, entrará en vigor.
2. La Comunidad Autónoma podrá celebrar convenios con otro Territorio Histórico foral para la gestión y
prestación de servicios propios correspondientes a las materias de su competencia, siendo necesaria su
comunicación a las Cortes Generales. A los veinte días de haberse efectuado esta comunicación, los convenios
entrarán en vigor.
3. La Comunidad Autónoma podrá establecer también acuerdos de cooperación con otras Comunidades
Autónomas previa autorización de las Cortes Generales.

Artículo 23.
1. La Administración Civil del Estado en el territorio Vasco se adecuará al ámbito geográfico de la Comunidad
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Autónoma.
2. De conformidad con el artículo 154 de la Constitución, un Delegado nombrado por el Gobierno la dirigirá y
la coordinará, cuando proceda, con la Administración propia de la Comunidad Autónoma.

TÍTULO II De los poderes del País Vasco

CAPÍTULO PRELIMINAR

Artículo 24.
1. Los poderes del País Vasco se ejercerán a través del Parlamento, del Gobierno y de su Presidente o
Lendakari.
2. Los Territorios Históricos conservarán y organizarán sus Instituciones forales de conformidad a lo dispuesto
en el artículo 3.º del presente Estatuto.

CAPÍTULO I Del Parlamento Vasco

Artículo 25.
1. El Parlamento Vasco ejerce la potestad legislativa, aprueba sus presupuestos e impulsa y controla la acción
del Gobierno Vasco, todo ello sin perjuicio de las competencias de las Instituciones a que se refiere el artículo
37 del presente Estatuto.
2. El Parlamento Vasco es inviolable.

Artículo 26.
1. El Parlamento Vasco estará integrado por un número igual de representantes de cada Territorio Histórico
elegidos por sufragio universal, libre, directo y secreto.
2. La circunscripción electoral es el Territorio Histórico.
3. La elección se verificará en cada Territorio Histórico atendiendo a criterios de representación proporcional.
4. El Parlamento Vasco será elegido por un período de cuatro años.
5. Una Ley Electoral del Parlamento Vasco regulará la elección de sus miembros y fijará las causas de
inelegibilidad e incompatibilidad que afecten a los puestos o cargos que se desempeñen dentro de su ámbito
territorial.
6. Los miembros del Parlamento Vasco serán Inviolables por los votos y opiniones que emitan en el ejercicio
de su cargo. Durante su mandato, por los actos delictivos cometidos en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos sino en caso de flagrante delito, correspondiendo decidir, en
todo caso, sobre su Inculpación, prisión, procesamiento y juicio al Tribunal Superior de Justicia del País Vasco.
Fuera del ámbito territorial del País Vasco, la responsabilidad penal será exigible en los mismos términos ante
la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 27.
1. El Parlamento elegirá de entre sus miembros un Presidente, una Mesa y una Diputación Permanente;
funcionará en Pleno y Comisiones. El Parlamento fijará su Reglamento interno, que deberá ser aprobado por
la mayoría absoluta de sus miembros. El Parlamento aprobará su presupuesto y el Estatuto de su personal.
2. Los períodos ordinarios de sesiones durarán como mínimo ocho meses al año.
3. La Cámara podrá reunirse en sesión extraordinaria a petición del Gobierno, de la Diputación Permanente o
de la tercera parte de sus miembros. Las sesiones extraordinarias deberán convocarse con un orden del día
determinado y serán clausuradas una vez que éste haya sido agotado.
4. La iniciativa legislativa corresponde a los miembros del Parlamento, al Gobierno y a las Instituciones
representativas a que se refiere el artículo 37 de este Estatuto, en los términos establecidos por la Ley. Los
miembros del Parlamento podrán, tanto en Pleno como en Comisiones, formular ruegos, preguntas,
interpelaciones y mociones en los términos que reglamentariamente se establezcan. La iniciativa popular para
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la presentación de proposiciones de Ley, que hayan de ser tramitadas por el Parlamento Vasco, se regulará por
éste mediante Ley, de acuerdo con lo que establezca la Ley Orgánica prevista en el artículo 83 de la
Constitución.
5. Las Leyes del Parlamento serán promulgadas por el Presidente del Gobierno Vasco, el cual ordenará la
publicación de las mismas en el «Boletín Oficial del País Vasco» en el plazo de quince días de su aprobación y
en el «Boletín Oficial del Estado». A efectos de su vigencia regirá la fecha de publicación en el «Boletín Oficial
del País Vasco».

Artículo 28.
Corresponde, además, al Parlamento Vasco:
a) Designar los Senadores que han de representar al País Vasco, según lo previsto en el artículo 69.5 de la
Constitución, mediante el procedimiento que al efecto se señale en una Ley del propio Parlamento Vasco que
asegurará la adecuada representación proporcional.
b) Solicitar del Gobierno del Estado la adopción de un proyecto de Ley o remitir a la Mesa del Congreso una
proposición de Ley, delegando ante dicha Cámara a los miembros del Parlamento Vasco encargados de su
defensa.
c) Interponer el recurso de inconstitucionalidad.

CAPÍTULO II Del Gobierno Vasco y del Presidente o Lendakari

Artículo 29.
El Gobierno Vasco es el órgano colegiado que ostenta las funciones ejecutivas y administrativas del País Vasco.

Artículo 30.
Las atribuciones del Gobierno y su organización, basada en un Presidente y Consejeros, así como el Estatuto
de sus miembros, serán regulados por el Parlamento.

Artículo 31.
1. El Gobierno Vasco cesa tras la celebración de elecciones del Parlamento, en el caso de pérdida de la
confianza parlamentaria o por dimisión o fallecimiento de su Presidente.
2. El Gobierno cesante continuará en funciones hasta la toma de posesión del nuevo Gobierno.

Artículo 32.
1. El Gobierno responde políticamente de sus actos, de forma solidaria, ante el Parlamento Vasco, sin perjuicio
de la responsabilidad directa de cada miembro por su gestión respectiva.
2. El Presidente del Gobierno y sus miembros, durante su mandato y por los actos delictivos cometidos en el
ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, no podrán ser detenidos ni retenidos, sino en caso de flagrante
delito, correspondiendo decidir, en todo caso, sobre su inculpación, prisión, procesamiento y juicio al
Tribunal Superior de Justicia del País Vasco. Fuera del ámbito territorial del País Vasco, la responsabilidad
penal será exigible en los mismos términos ante la Sala de lo Penal del Tribunal Supremo.

Artículo 33.
1. El Presidente del Gobierno será designado de entre sus miembros por el Parlamento Vasco y nombrado por
el Rey.
2. El Presidente designa y separa los Consejeros del Gobierno, dirige su acción, ostentando a la vez la más alta
representación del País Vasco y la ordinaria del Estado en este territorio.
3. El Parlamento Vasco determinará por Ley la forma de elección del Presidente y sus atribuciones, así como
las relaciones del Gobierno con el Parlamento.

Ley 7/1981, de 30 de junio, sobre Ley de Gobierno (País Vasco)
LGob-PV · BOE-A-2012-5927 · arts. 1 a 27 · arts. 43 a 51 — 36 incluidos
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TÍTULO I Del Lehendakari de Euskadi

CAPÍTULO I Del Estatuto Personal del Lehendakari

Artículo 1.
El Lehendakari ostenta la suprema representación del Pueblo Vasco o Euskalherria constituido en Comunidad
Autónoma, así como la representación ordinaria del Estado en el territorio de dicha Comunidad, y asume la
Presidencia y dirección del Gobierno, de conformidad con lo previsto en el Estatuto de Autonomía, la presente
Ley y el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 2.
El Lehendakari, en razón a su cargo, tiene derecho a:
1.º Recibir el tratamiento de Excelencia.
2.º Utilizar la Bandera del País Vasco, como guión.
3.º Ocupar la residencia que oficialmente se establezca, con el personal, servicios y dotación correspondiente a
su categoría.
4.º Percibir los sueldos y gastos de representación de su alta jerarquía con cargo a los Presupuestos Generales
de la Comunidad Autónoma.
5.º Que le sean rendidos los honores que en razón a la dignidad de su cargo le correspondan, con arreglo a lo
que establecen las normas vigentes en la materia o que en su día se acuerden por la Comunidad Autónoma.

Artículo 3.
El cargo de Lehendakari es incompatible con el ejercicio de cualquier otro cargo público o privado y con el de
toda clase de profesiones liberales y actividades mercantiles e industriales, a excepción del mandato
parlamentario en el Parlamento Vasco.

CAPÍTULO II De la designación y nombramiento del Lehendakari

Artículo 4.
El Lehendakari será designado, de entre sus miembros, por el Parlamento, y nombrado por el Rey, mediante
un Real Decreto que será publicado en el «Boletín Oficial del Estado» y en el del País Vasco.
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del párrafo 2 por Sentencia del TC 5/1987, de 27 de enero. Ref. BOE-T-1987-3664 .

Artículo 5.
1. Al comienzo de cada Legislatura del Parlamento Vasco, y en los demás casos previstos en la presente Ley, el
Presidente del Parlamento convocará a la Cámara para la designación del Lehendakari, de acuerdo con el
procedimiento que al efecto establezca el Reglamento del Parlamento.
2. El candidato o candidatos, que serán propuestos por los Grupos Políticos con representación parlamentaria,
deberán exponer ante el Parlamento, en una misma sesión, las líneas generales de sus respectivos programas
de gobierno, sobre los que se abrirá el oportuno debate.
3. Resultará elegido Lehendakari el candidato que hubiere obtenido la mayoría absoluta de los votos de la
Cámara.
4. Si ninguno de los candidatos alcanzara la mayoría absoluta en la primera votación, se repetirá ésta y será
designado Lehendakari el que, de entre ellos, obtuviere la mayoría simple de los votos válidamente emitidos.
5. Designado el Lehendakari por el Parlamento, su Presidente lo comunicará al Rey para su nombramiento.

Artículo 6.
Transcurrido el plazo de sesenta días desde la convocatoria del Parlamento para la elección del Lehendakari
sin que ésta se lleve a efecto, el Lehendakari en funciones deberá, mediante Decreto motivado, declarar
disuelto el Parlamento y procederá a la convocatoria de nuevas elecciones generales en el territorio de la
Comunidad Autónoma.
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CAPÍTULO III De las competencias y facultades del Lehendakari

Artículo 7.
El Lehendakari, como supremo representante de Euskadi:
a) Ostenta la representación del País Vasco en sus relaciones con el Estado, las demás Comunidades
Autónomas o Preautonómicas, y con los Órganos de los Territorios Históricos y Municipios que integran la
Comunidad Autónoma del País Vasco.
b) Promulga las leyes del Parlamento, así como los Decretos-Legislativos, y ordena su publicación en el
«Boletín Oficial del País Vasco» en el plazo máximo de quince días desde su aprobación, así como en el
«Boletín Oficial del Estado».
c) Disuelve el Parlamento, previa deliberación del Gobierno.

Artículo 8.
El Lehendakari, en su condición de Presidente del Gobierno, dirige y coordina sus acciones, sin perjuicio de la
competencia y de la responsabilidad de cada Consejero en su gestión. A tal efecto, le corresponde:
a) Definir el Programa de Gobierno.
b) Designar y separar a los Consejeros.
c) Dictar Decretos que supongan la creación o extinción de Departamentos, siempre que no supongan
aumento del gasto público, así como cualquier modificación en la denominación o en la distribución de
competencias entre los mismos.
d) Prestar al Parlamento la información y ayuda que recabe del Gobierno.
e) Plantear ante el Parlamento, previa deliberación del Gobierno, la cuestión de confianza.
f) Resolver los conflictos de competencias entre los distintos Departamentos, cuando no se hubiere alcanzado
el acuerdo entre sus titulares.
g) Convocar las reuniones del Gobierno, fijar el Orden del Día, presidir sus sesiones y dirigir las deliberaciones.
h) Convocar y, en su caso, presidir y dirigir las Comisiones delegadas del Gobierno.
i) Coordinar el programa legislativo del Gobierno.
j) Establecer las normas internas que se precisen para el buen orden de los trabajos del Gobierno y para la
adecuada preparación de los acuerdos que hayan de adoptarse.
k) Promover y coordinar la ejecución de los acuerdos del Gobierno y de sus Comisiones y, en su caso, su
publicación.
l) Acordar la sustitución de los miembros del Gobierno en los casos de ausencia o enfermedad.
m) Firmar los Decretos y ordenar su publicación.
n) Ejercer cuantas otras facultades y atribuciones le correspondan con arreglo a las Leyes.

CAPÍTULO IV De la suspensión, cese y sustitución del Lehendakari

Sección I. De la suspensión de las funciones del Lehendakari

Artículo 9.
1.º Si el Gobierno apreciara, por acuerdo de las cuatro quintas partes de sus miembros, a su instancia o a la del
Lehendakari, que éste se encuentra imposibilitado, transitoria o temporalmente, para el desempeño de sus
funciones, lo comunicará así al Presidente del Parlamento.
2.º La comunicación al Parlamento, en la persona de su Presidente, irá acompañada del acuerdo del Gobierno,
en el que se incluirá el nombre del Lehendakari interino según el orden previsto en el número 1.º del artículo
14, y de todos los justificantes que fundamenten el mismo.
3.º El Presidente del Parlamento ordenará la publicación en el «Boletín Oficial del País Vasco», del acuerdo del
Gobierno a que se refiere el presente artículo, una vez verificadas las circunstancias que lo motivaron.
4.º Si el Lehendakari apreciara que han desaparecido las circunstancias que motivaron el acuerdo a que se
refiere el presente artículo, lo comunicará así al Gobierno, que deberá reunirse a tal efecto en el plazo de
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cuarenta y ocho horas. El Gobierno podrá confirmar la rehabilitación del Lehendakari por mayoría de sus
miembros. En tal caso, el acuerdo será publicado en el «Boletín Oficial del País Vasco» y producirá sus efectos
a partir de la fecha de su publicación.

Artículo 10.
En el Acta o Actas de las reuniones del Gobierno a las que se refiere el articulo anterior, se hará constar
expresamente el total de reunidos, el resultado de la votación o votaciones, así como las justificaciones sobre
las que se fundamente el acuerdo que se adopte.

Artículo 11.
1.º La situación de interinidad en la Presidencia no podrá ser superior en ningún caso a cuatro meses.
2.º El Vicepresidente Primero, en su caso, o el Consejero al que corresponda ocupar interinamente la
Presidencia, ejercerá las funciones del Lehendakari, a excepción de las establecidas en el artículo 7.º, apartado
c), y las del artículo 8.º, apartados a), b) y c). El Presidente interino podrá ser sometido a moción de censura
que, caso de que prosperase, supondrá su cese en el Gobierno, pero no implicará el de los restantes Consejeros.
3.º El nuevo Presidente interino será nombrado de acuerdo con el orden establecido en el artículo 14.1.º

Sección II. Del cese y sustitución del Lehendakari

Artículo 12.
Transcurrido el plazo de cuatro meses ininterrumpidos prescrito en el artículo anterior sin que hubieran
desaparecido las causas a las que se refiere el artículo 9.º de esta Ley, el Lehendakari imposibilitado cesará
inmediatamente.

Artículo 13.
1.º El Lehendakari cesará, además de en el caso previsto en el artículo anterior, después de la celebración de
las elecciones generales al Parlamento; en los casos de pérdida de la confianza parlamentaria previstos en esta
Ley, por dimisión y por fallecimiento.
2.º El cese del Lehendakari abrirá el procedimiento para la elección del nuevo Lehendakari, conforme a lo
previsto en el artículo 5.º 3.º No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, el Lehendakari cesante y su
Gobierno continuarán en el ejercicio de sus funciones a fin de garantizar el buen funcionamiento de la
Administración y el adecuado traspaso de poderes hasta la toma de posesión del nuevo Lehendakari, salvo
cuando el cese se produjera por fallecimiento o incapacidad del Lehendakari, en cuyo caso se producirá la
sustitución prevista en el artículo siguiente.

Artículo 14.
1.º En los casos en los que el Lehendakari haya de ser sustituido, se seguirá el siguiente orden de prelación:

1. El Vicepresidente Primero, en su caso.
2. Los Vicepresidentes, y si hubiera varios, el que lleve perteneciendo más tiempo ininterrumpidamente al
Gobierno y, en caso de igualdad, el de más edad.
3. En su defecto, los Consejeros, con la misma precedencia fijada en el apartado anterior. 2.º El Lehendakari en
funciones no podrá plantear la cuestión de confianza, ni ser objeto de moción de censura, con excepción de lo
previsto para el Lehendakari interino en el artículo 11.2.º El Lehendakari en funciones ejercerá las demás
facultades y potestades del Lehendakari y continuará en el desempeño del cargo hasta tanto tome posesión el
nuevo Lehendakari que el Parlamento Vasco designe.

Artículo 15.
Las ausencias temporales del Lehendakari superiores a un mes precisarán de la previa autorización del
Parlamento.

TÍTULO II Del Gobierno
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CAPÍTULO I Composición y competencias del Gobierno

Artículo 16.
El Gobierno es el órgano colegiado que, bajo la dirección del Lehendakari, establece los objetivos políticos
generales y dirige la Administración del País Vasco. A tal fin, ejerce la iniciativa legislativa, la función ejecutiva
y la potestad reglamentaria, de conformidad con el Estatuto de Autonomía y la Ley.

Artículo 17.
1. El Gobierno está integrado por el Lehendakari y los Consejeros por él designados, de entre los cuales podrá
nombrar un Vicepresidente Primero y uno o más Vicepresidentes, si así lo considerase oportuno.
2. En el Gobierno ambos sexos estarán representados al menos en un 40%.
Se añade el apartado 2 por la disposición final 3.1 de la Ley 4/2005, de 18 de febrero. Ref. BOE-A-2011-17779 .

Artículo 18.
Corresponde al Gobierno:
a) Aprobar los Proyectos de Ley para su remisión al Parlamento o determinar su retirada, en las condiciones
que establezca el Reglamento de la Cámara.
b) Ejercer, mediante Decretos-Legislativos, la delegación legislativa en los términos establecidos en esta Ley.
c) Aprobar mediante Decreto los Reglamentos para el desarrollo y ejecución de las Leyes emanadas del
Parlamento Vasco, así como los de las Leyes del Estado cuando la ejecución de la competencia corresponda a
la Comunidad Autónoma en virtud del Estatuto de Autonomía, o por delegación o transferencia.
d) Autorizar la convocatoria de referéndums, cumplidos los trámites exigidos por el Estatuto de Autonomía.
e) Autorizar y, en su caso, aprobar convenios de la Comunidad Autónoma con los Territorios Históricos Forales
o con otras Comunidades Autónomas para la gestión y prestación de servicios propios de la exclusiva
competencia de las mismas. Estos convenios deberán ser comunicados al Parlamento, que en el plazo de
veinte días podrá oponerse a los mismos.
f) Establecer acuerdos de cooperación con otras Comunidades Autónomas, los cuales deberán ser ratificados
por el Parlamento Vasco.
g) Deliberar sobre la disolución del Parlamento o la cuestión de confianza que el Lehendakari se proponga
plantear ante la Cámara.
h) Elaborar los Presupuestos Generales y remitirlos al Parlamento para su debate y aprobación, en su caso.
i) Requerir la intervención de los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad del Estado y el cese de la misma en los
términos del artículo 17.6, a), del Estatuto de Autonomía.
j) Nombrar y cesar a los altos cargos de la Administración del País Vasco, a propuesta del Consejero
correspondiente, y los demás cargos de libre designación cuando así lo requiera la presente Ley.
k) Resolver los recursos que, con arreglo a la Ley, se interpongan ante el mismo.
l) Entender de aquellos asuntos que por su importancia o naturaleza requieran el conocimiento o deliberación
del Gobierno y todos los demás que le sean atribuidos por el Estatuto de Autonomía y el ordenamiento jurídico.
m) El mando supremo de la Policía Autónoma, que lo ejercerá por medio del Lehendakari.
n) Proveer la ejecución de las resoluciones del Parlamento, cuando eso sea necesario. ñ) Vigilar la gestión de
los servicios públicos y los Entes y Empresas públicas dependientes de la Comunidad Autónoma.
o) Administrar el Patrimonio de la Comunidad Autónoma, en los límites establecidos por la Ley.
p) Deliberar y decidir la presentación de recursos de inconstitucionalidad y de conflictos de competencias,
cuando le afecten.

CAPÍTULO II Del funcionamiento del Gobierno

Artículo 19. El Lehendakari designará a un Consejero como Secretario del Gobierno.
Determinará, igualmente, las estructuras y medios para el ejercicio de sus funciones.
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Artículo 20.
1.º La convocatoria de las reuniones del Gobierno irá acompañada del Orden del Día, el cual será establecido
de acuerdo con las instrucciones del Lehendakari y firmado por el Secretario del Gobierno.
2.º La celebración de las reuniones del Gobierno requerirá, para su válida constitución, la asistencia del
Lehendakari, o de su sustituto, y de, al menos, la mitad de sus miembros.
3.º Los documentos que se presenten al Gobierno tendrán carácter reservado y secreto hasta que el propio
Gobierno acuerde hacerlos públicos. Igual carácter tendrán las deliberaciones del Gobierno, estando obligados
sus miembros a mantenerlo, aun cuando hubiera dejado de pertenecer al mismo.
4.º Los acuerdos del Gobierno constarán en acta que levantará el Secretario.

Artículo 21.
A las reuniones del Gobierno podrán acudir los expertos cuya presencia autorice el Lehendakari. Su actuación
se limitará a informar sobre el asunto que haya motivado su presencia, estando obligados a guardar secreto
sobre el informe presentado.

Artículo 22.
1.º El Gobierno, mediante Decreto, podrá crear Comisiones delegadas del Gobierno para coordinar la
elaboración de directrices y disposiciones, programar la política sectorial, examinar asuntos de interés
común a varios Departamentos, y preparar las reuniones del Gobierno.
2.º El Decreto de creación de una Comisión delegada del Gobierno será motivado. En él deberán figurar, al
menos, los siguientes aspectos:

a) El Vicepresidente o Consejero que pueda actuar como su Presidente por delegación del Lehendakari.
b) Los Departamentos cuyos representantes forman parte de la Comisión por razón de la materia.
c) Las funciones y competencias de la Comisión, así como el procedimiento de formalización de sus acuerdos.
3.º Las Comisiones delegadas serán convocadas por el Lehendakari o por el Presidente delegado, en su caso.

TÍTULO III De los Vicepresidentes, Consejeros y altos cargos de la Administración del País Vasc

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 23.
1.º Los Consejeros inician la relación de servicio con la Comunidad Autónoma a partir de la fecha de su
respectiva toma de posesión.
2.º En el Decreto de nombramiento deberá consignarse el Departamento cuya titularidad se le asigna o la
denominación genérica de sus funciones, cuando se trate de un Vicepresidente o de un Consejero sin cartera.

Artículo 24.
1.º Los Consejeros cesan en su función:

a) Cuando se produzca el cese del Lehendakari.
b) Por pérdida de la confianza parlamentaria conforme a lo establecido en el artículo 49.
c) Por dimisión del Consejero.
d) Por revocación de su nombramiento decidida por el Lehendakari.
e) Por fallecimiento del Consejero. 2.º La relación de servicio con la Comunidad Autónoma finaliza, en
cualquier caso, a partir de la fecha de publicación del correspondiente Decreto.

CAPÍTULO II De los Vicepresidentes

Artículo 25.
1.º El Lehendakari, sin perjuicio de su responsabilidad política como Presidente del Gobierno, podrá, mediante
Decreto, delegar en el Vicepresidente Primero las funciones establecidas en los apartados d), f), h), i), j) y k)
del artículo 8.º de esta Ley.
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2.º Respecto a los demás Vicepresidentes, el Decreto de su nombramiento fijará sus respectivas funciones y
áreas de actuación.

CAPÍTULO III De los Consejeros

Artículo 26.
Sin menoscabo de las competencias que les corresponden como miembros del Gobierno, los Consejeros están
investidos de las atribuciones siguientes:
1.º Ejercer la representación, dirección, gestión e inspección del Departamento del que son titulares, en las
competencias que le estén legalmente atribuidas.
2.º Proponer al Lehendakari para su aprobación la estructura y organización de su respectivo Departamento.
3.º Proponer al Gobierno, para su aprobación, Decretos sobre las materias propias de su Departamento.
4.º Dictar disposiciones administrativas generales y resoluciones en materias de su Departamento.
5.º Resolver en vía administrativa los recursos que se interpongan contra resoluciones de los organismos o
autoridades de su Departamento, salvo las excepciones que establezcan las Leyes, así como resolver los
conflictos de atribuciones que surjan entre distintos órganos y autoridades de su Departamento.
6.º Proponer al Gobierno, para su nombramiento y cese, los cargos de su Departamento que requieran de
Decreto para su designación.
7.º Ejercer cuantas facultades les atribuyan las disposiciones en vigor, en especial la de participar
personalmente en las Comisiones Delegadas del Gobierno para las que expresamente hayan sido designados.
8.º Proponer para su aprobación por el Gobierno Proyectos de Ley en materias propias de su competencia.

Artículo 27.
1.º Además de los Consejeros titulares de los Departamentos, podrán nombrarse Consejeros sin cartera.
2.º Nombrado un Consejero sin cartera, un Decreto de la Presidencia fijará el ámbito de sus funciones y las
estructuras de apoyo para el ejercicio de las mismas.
3.º El cese de los Consejeros sin cartera lleva aparejada la extinción de sus cargos.

TÍTULO V De las relaciones entre Gobierno y Parlamento

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 43.
El Gobierno, a través del Lehendakari, realizará ante el Parlamento, en el primer Pleno del primer período
ordinario de sesiones anual, una declaración de política general que será seguida de debate, sin votación
alguna.

Artículo 44.
El Gobierno y sus miembros, sin perjuicio de lo que establezcan las normas del Reglamento del Parlamento,
deberán:
1.º Acudir al Parlamento cuando éste reclame su presencia.
2.º Atender los ruegos, preguntas, interpelaciones y mociones que el Parlamento les formule, en la forma que
establezca su propio Reglamento.
3.º Proporcionar al Parlamento la información y ayuda que precise del Gobierno, sus miembros y cualesquiera
Autoridades y Funcionarios de la Comunidad Autónoma, responsables de Organismos Autónomos y Empresas
públicas.
4.º Los miembros del Gobierno tienen acceso a las Sesiones del Parlamento y la facultad de hacerse oír en
ellas. Podrán solicitar que informen ante las Comisiones Parlamentarias los altos cargos y funcionarios de sus
Departamentos.

CAPÍTULO II De la responsabilidad del Gobierno
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Artículo 45.
El Gobierno, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada Consejero por su gestión respectiva, responde
solidariamente de su política ante el Parlamento, en los términos establecidos en el Estatuto de Autonomía y
en la presente Ley.

Artículo 46.
El Lehendakari, previa deliberación del Gobierno, podrá plantear al Parlamento la cuestión de confianza sobre
su programa o sobre una declaración de política general. La confianza se entenderá otorgada cuando obtuviese
la mayoría simple de los votos de la Cámara.

Artículo 47.
1.º El Parlamento podrá exigir la responsabilidad del Gobierno mediante la adopción de una moción de
censura, que deberá ser respaldada por la mayoría absoluta de los votos de la Cámara.
2.º La moción de censura deberá ser propuesta, al menos, por la sexta parte de los Parlamentarios y habrá de
incluir un candidato a la Presidencia del Gobierno que deberá exponer las líneas generales de su programa de
Gobierno.
3.º La moción de censura no podrá ser votada hasta que transcurran cinco días desde su presentación. En los
dos primeros días de dicho plazo podrán presentarse mociones alternativas.
4.º Si la moción de censura no fuese aprobada por la mayoría absoluta de los miembros del Parlamento, sus
signatarios no podrán presentar otra durante los dos períodos de sesiones del mismo año.

Artículo 48.
1.º Si el Parlamento negase su confianza al Lehendakari en los términos precisados en el artículo 46, aquél
presentará su dimisión y se procederá a la designación del nuevo Lehendakari.
2.º Asimismo, si el Parlamento aprueba una moción de censura, el Lehendakari presentará su dimisión y el
candidato incluido en aquella se entenderá designado por el Parlamento a los efectos de su nombramiento por
el Rey.

Artículo 49.
1.º El Parlamento Vasco podrá exigir la responsabilidad del Vicepresidente Primero, en las funciones asumidas
por delegación. En este caso, no será preciso la propuesta de un candidato, siendo necesario para que
prospere la moción de censura la mayoría absoluta de la Cámara. En este caso, deberá presentar su dimisión al
Lehendakari, quien procederá a su sustitución.
2.º Asimismo, se podrá apreciar la responsabilidad directa de un Consejero, en el área de su competencia,
mediante la adopción de una moción de censura, con los requisitos y efectos previstos en el apartado anterior.

CAPÍTULO III De la disolución del Parlamento

Artículo 50.
El Lehendakari podrá, bajo su exclusiva responsabilidad y previa deliberación del Gobierno, disolver el
Parlamento, salvo cuando esté en trámite una moción de censura en los términos establecidos en el artículo 47.

Artículo 51.
El Decreto de disolución deberá hacer constar la fecha de convocatoria y celebración de las nuevas elecciones
de acuerdo con la legislación electoral vigente.
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Tema 4

Normalización lingüística del uso del euskera en la administración 
general. Principios generales. El perfil lingüístico. La preceptividad de 

los perfiles lingüísticos. Los planes de normalización lingüística.

Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización del uso del Euskera
LNL-PV · BOE-A-2012-5539 · arts. 1 a 14 — 14 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1.
El uso del euskera y el castellano se ajustará en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco,
a lo dispuesto en la presente Ley y demás disposiciones que en desarrollo de esta Ley dicten el Parlamento y el
Gobierno Vascos.

Artículo 2.
La lengua propia del País Vasco es el euskera.

Artículo 3.
Las lenguas oficiales en la Comunidad Autónoma del País Vasco son el euskera y el castellano.

Artículo 4.
Los poderes públicos velarán y adoptarán las medidas oportunas para que nadie sea discriminado por razón de
la lengua en la Comunidad Autónoma del País Vasco.

TÍTULO PRIMERO

CAPÍTULO ÚNICO De los derechos de los ciudadanos y deberes de los poderes públicos en materia l

Artículo 5.
1. Todos los ciudadanos del País Vasco tienen derecho a conocer y usar las lenguas oficiales, tanto oralmente
como por escrito.
2. Se reconocen a los ciudadanos del País Vasco los siguientes derechos lingüísticos fundamentales:

a) Derecho a relacionarse en euskera o en castellano oralmente y/o por escrito con la Administración y con
cualquier Organismo o Entidad radicado en la Comunidad Autónoma.
b) Derecho a recibir la enseñanza en ambas lenguas oficiales.
c) Derecho a recibir en euskera publicaciones periódicas, programaciones de radio y televisión y de otros
medios de comunicación.
d) Derecho a desarrollar actividades profesionales, laborales, políticas y sindicales en euskera.
e) Derecho a expresarse en euskera en cualquier reunión.

3. Los poderes públicos garantizarán el ejercicio de estos derechos, en el ámbito territorial de la Comunidad
Autónoma, a fin de que sean efectivos y reales.

TÍTULO SEGUNDO De las actuaciones de los poderes públicos

CAPÍTULO PRIMERO Del uso del euskera en la Administración Pública dentro del ámbito territorial

Artículo 6.
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1. Se reconoce a todos los ciudadanos el derecho a usar tanto el euskera como el castellano en sus relaciones
con la Administración Pública en el ámbito territorial de la Comunidad Autónoma, y a ser atendidos en la
lengua oficial que elijan. A tal efecto se adoptarán las medidas oportunas y se arbitrarán los medios necesarios
para garantizar de forma progresiva el ejercicio de este derecho.
2. En los expedientes o procedimientos en los que intervenga más de una persona, los poderes públicos
utilizarán aquella lengua que establezcan de mutuo acuerdo las partes que concurran. En caso de no haber
acuerdo se utilizará la que disponga la persona que haya promovido el expediente o procedimiento, sin
perjuicio del derecho de las partes a ser informadas en la lengua que deseen.
Téngase en cuenta que se declara inconstitucional y nulo el inciso destacado por la Sentencia del TC 169/1983, de 29 de junio. Ref. BOE-
T-1986-17827 .

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del inciso destacado del apartado 2 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-
T-1986-17827 .

Artículo 7.
1. La inscripción de documentos en los registros públicos dependientes de la Comunidad Autónoma, ya sean
del Gobierno Vasco, Entes Autónomos del mismo, Administraciones Forales, Administración Local, u otros, se
hará en la lengua oficial en que aparezcan extendidos.
2. En los registros públicos no dependientes de la Comunidad Autónoma, el Gobierno Vasco promoverá, de
acuerdo con los órganos competentes, la normalización del uso del euskera.
3. A efectos de exhibición y/o expedición de certificaciones, se garantizará la traducción a cualquiera de las
lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma del País Vasco.

Artículo 8.
1. Toda disposición normativa o resolución oficial que emane de los poderes públicos sitos en la Comunidad
Autónoma del País Vasco deberá estar redactada en forma bilingüe a efectos de publicidad oficial. La
incorporación de la perspectiva de normalización del uso del euskera en el procedimiento de elaboración de
disposiciones de carácter general que se elaboren en el Gobierno Vasco se realizará mediante la emisión de un
informe preceptivo de asesoramiento, en el que se propondrán medidas dirigidas a la normalización del uso
del euskera en el ámbito objetivo de la disposición que se tramite. Asimismo, se emitirá un pronunciamiento
respecto a la adecuación a la normativa vigente en materia lingüística, sin perjuicio de las funciones que
puedan corresponder a otros órganos informantes 2. Todo acto en el que intervengan los poderes públicos
sitos en la Comunidad Autónoma del País Vasco, así como las notificaciones y comunicaciones
administrativas, deberán ir redactados en forma bilingüe, salvo que los interesados privados elijan
expresamente la utilización de una de las lenguas oficiales de a Comunidad Autónoma.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 1 de la Ley 6/2022, de 30 de junio. Ref. BOE-A-2022-12588#df

Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 3 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-T-1986-17827 .

Artículo 9.
1. En sus relaciones con la Administración de Justicia, todo ciudadano podrá utilizar la lengua oficial de su
elección, sin que se le pueda exigir traducción alguna.
2. Los escritos y documentos presentados en euskera, así como las actuaciones judiciales, serán totalmente
válidas y eficaces.
3. El Gobierno Vasco promoverá, de acuerdo con los órganos correspondientes, la normalización del uso del
euskera en la Administración de Justicia en el País Vasco.

Artículo 10.
1. La nomenclatura oficial de los territorios, municipios, entidades de población, accidentes geográficos, vías
urbanas y, en general, los topónimos de la Comunidad Autónoma Vasca, será establecida por el Gobierno, los
Órganos Forales de los Territorios Históricos o las Corporaciones Locales en el ámbito de sus respectivas
competencias, respetando en todo caso la originaria euskaldun, romance o castellana con la grafía académica
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propia de cada lengua. En caso de conflicto entre las Corporaciones Locales y el Gobierno Vasco sobre las
nomenclaturas oficiales reservadas en el párrafo anterior, el Gobierno Vasco resolverá, previa consulta a la
Real Academia de la Lengua Vasca.
2. Las señales e indicadores de tráfico instalados en la vía pública, estarán redactados en forma bilingüe
respetando en todo caso las normas internacionales y las exigencias de inteligibilidad y seguridad de los
usuarios.
3. En caso de que estas nomenclaturas sean sensiblemente distintas, ambas tendrán consideración oficial,
entre otros, a los efectos de su señalización viaria.

Artículo 11.
En todos los servicios de transporte público con origen en el País Vasco, los impresos, los avisos y las
comunicaciones al público se harán en euskera y en castellano.

Artículo 12.
1. (Nulo)
2. Asimismo, creará el servicio oficial de traductores, que estará a disposición de los ciudadanos y entidades
Públicas de la Comunidad Autónoma, con el fin de garantizar la exactitud y equivalencia jurídica de las
traducciones.
Se declara la inconstitucionalidad y nulidad del apartado 1 por Sentencia del TC 169/1983, de 26 de junio. Ref. BOE-T-1986-17827 .

Artículo 13.
Los impresos o modelos oficiales que hayan de utilizarse por los poderes públicos en la Comunidad Autónoma
del País Vasco, deberán estar redactados en forma bilingüe.

Artículo 14.
1. A fin de hacer efectivos los derechos reconocidos en el Artículo 6.º de la presente Ley, los poderes Públicos
adoptarán las medidas tendentes a la progresiva euskaldunización del personal afecto a la Administración
Pública en la Comunidad Autónoma del País Vasco.
2. Los poderes públicos determinarán las plazas para las que es preceptivo el conocimiento de ambas lenguas.
3. En las pruebas selectivas que se realicen para el acceso a las demás plazas de la Administración en el ámbito
territorial de la Comunidad Autónoma del País Vasco, se considerará, entre otros méritos, el nivel de
conocimiento de las lenguas oficiales, cuya ponderación la realizará la Administración para cada nivel
profesional.

Decreto 19/2024, de 22 de febrero, de normalización del uso del euskera en el Sector 
Público Vasco
D19-2024-PV · BOPV-2024-19 · arts. 1 a 43 — 43 incluidos

CAPÍTULO I DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1. Objeto.
1.– Siendo el euskera la lengua propia del País Vasco y, como el castellano, lengua oficial del sector público
vasco, es objeto de este decreto regular la normalización del uso del euskera en las entidades que integran el
sector público vasco. La planificación lingüística y el sistema de perfiles lingüísticos de los puestos de trabajo
de las entidades del sector público vasco quedan definidos por las disposiciones contenidas en este decreto y
por las disposiciones reglamentarias que, en su caso, puedan dictarse para desarrollarlo.
2.– La finalidad de este decreto es:

a) Garantizar el uso oficial del euskera y del castellano, sin ninguna discriminación institucional para con
los y las ciudadanas, en sus relaciones con las entidades del sector público vasco.
b) Situar también el euskera como lengua de servicio y de trabajo de uso normal y general en la actuación
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de las entidades del sector público vasco, de acuerdo con los criterios de uso establecidos por ellas, sin
limitar, en modo alguno, el uso del castellano.
c) Alcanzar la igualdad real en cuanto a la garantía de los derechos lingüísticos de los ciudadanos y
ciudadanas en el ámbito de actuación de las entidades del sector público vasco; para ello, se impulsarán las
acciones necesarias y se sortearán los obstáculos que pudieran surgir.

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1.– Las disposiciones de este decreto se aplicarán al personal funcionario y, en lo que proceda, al personal
laboral al servicio del sector público vasco. A los efectos de este decreto, componen el sector público vasco:

a) La Administración general de la Comunidad Autónoma de Euskadi, su administración institucional y los
demás entes instrumentales con personalidad jurídica propia, dependientes de aquella.
b) Las administraciones forales de los territorios históricos, su respectiva administración institucional y los
demás entes instrumentales con personalidad jurídica propia, dependientes de cualquiera de las
administraciones públicas antes citadas.
c) Las administraciones locales, su respectiva administración institucional y los demás entes
instrumentales con personalidad jurídica propia, dependientes de cualquiera de las administraciones
públicas antes citadas.
d) La Universidad del País Vasco y sus entes instrumentales, en relación exclusivamente con su personal de
administración y servicios.
e) La Comisión Jurídica Asesora de Euskadi, el Consejo Económico y Social Vasco, el Consejo de Relaciones
Laborales, el Consejo Superior de Cooperativas de Euskadi, la Autoridad Vasca de Protección de Datos y el
Órgano Administrativo de Recursos Contractuales de la Comunidad Autónoma de Euskadi, así como
cualquier otro órgano de naturaleza participativa, consultiva, de asesoramiento o de control dependiente
de las anteriores administraciones y dotado de independencia en el desarrollo de sus funciones por su ley
de creación.

2.– Las referencias de este decreto al sector público vasco se entenderán siempre hechas a las
administraciones, instituciones y órganos comprendidos en el apartado anterior.
3.– El personal docente no universitario y el personal estatutario de Osakidetza-Servicio vasco de salud se
regirá por lo dispuesto en este decreto, aplicándose con carácter preferente a dicho personal su normativa
específica en relación con la carrera profesional, la promoción interna, la selección de personal y la provisión
de puestos de trabajo, la cuantía y estructura de las retribuciones complementarias, la movilidad voluntaria
entre administraciones públicas y la regulación del personal directivo público profesional.
4.– Sin perjuicio de su carácter supletorio, a los colectivos de personal siguientes se les aplicarán las
disposiciones de este decreto cuando así lo disponga su legislación o normativa específica:

a) Personal funcionario al servicio del Parlamento Vasco y de la institución del Ararteko.
b) Personal funcionario al servicio del Tribunal Vasco de Cuentas Públicas.
c) Personal funcionario al servicio de las juntas generales de los territorios históricos.
d) Personal funcionario de la Ertzaintza.
e) Personal funcionario perteneciente a cuerpos al servicio de la Administración de Justicia cuya gestión
corresponda a la Comunidad Autónoma.

5.– Al personal que preste servicios en entidades del sector público vasco, en las que las administraciones
públicas vascas en su conjunto, directa o indirectamente, aporten más del cincuenta por ciento de su capital,
se le aplicará el presente Decreto.
6.– La sección segunda del Capítulo I, referida a los Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales, será de
aplicación a las personas físicas y a las entidades que resulten adjudicatarias en los procedimientos de
contratación pública o sean beneficiarias con motivo de la actividad subvencional de las entidades del sector
público vasco. Asimismo, la referida sección segunda del Capítulo I se aplicará con carácter supletorio a las
entidades locales que se integren en el ámbito subjetivo de aplicación del Decreto 179/2019, de 19 de
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noviembre, sobre normalización del uso institucional y administrativo de las lenguas oficiales en las
instituciones locales de Euskadi, o norma que lo sustituya.

Artículo 3. Ámbito territorial de aplicación.
El presente Decreto se aplicará a las entidades del sector público vasco, tengan o no sus sedes y dependencias
situadas en la Comunidad Autónoma de Euskadi, sin perjuicio de la utilización de la lengua o lenguas oficiales
del territorio en el que se ubiquen.

Artículo 4. Objetivos principales y principios rectores.
1.– Son objetivos principales de la normalización lingüística los siguientes:

a) Uso normal y general del euskera: el euskera, lengua propia del País Vasco, es, como el castellano,
lengua oficial de las entidades integrantes del sector público vasco, y, como tal, será lengua de servicio y
lengua de trabajo de uso normal y general en sus actividades, de forma que también la presencia del
euskera se consolide progresivamente en todas las actuaciones de las entidades integrantes del sector
público vasco.
b) Garantía de los derechos lingüísticos de los ciudadanos y ciudadanas: la política lingüística de las
entidades integrantes del sector público vasco se orientará a la plena efectividad de los derechos
lingüísticos de los ciudadanos y ciudadanas en sus relaciones con ellas.
c) Acción resuelta a favor del uso de la lengua propia, fomento de la diversidad lingüística y no regresión,
garantizando los derechos lingüísticos de la ciudadanía: – Las entidades integrantes del sector público
vasco adoptarán medidas dirigidas a eliminar los obstáculos que limiten el uso del euskera u operen en
detrimento del uso de esta lengua. – Las entidades integrantes del sector público vasco promoverán la
mejora continua de la capacitación lingüística en euskera del personal a su servicio para el
desenvolvimiento en euskera de sus actuaciones con un lenguaje correcto, preciso, claro y adecuado, en
todo momento, facilitando la formación para acreditar perfiles lingüísticos superiores a los
correspondientes a cada puesto.

2.– Las entidades del sector público vasco inspirarán el proceso de normalización del uso del euskera en los
siguientes principios rectores:

a) Principio de no discriminación: ninguna persona será discriminada por razón de la lengua oficial que
utilice o desee utilizar.
b) Principio de eficacia y eficiencia: las entidades integrantes del sector público vasco adecuarán su
planificación lingüística a las exigencias de los principios de eficacia y eficiencia, haciendo un uso racional
de los recursos públicos disponibles, sobre la base de una adecuada planificación y evaluación de sus
actuaciones.
c) Principio de autoorganización: las entidades integrantes del sector público vasco podrán participar, a
través de sus propios órganos, en el gobierno y administración de la política lingüística. En el marco de sus
competencias, la gestión de la materia lingüística se realizará bajo la responsabilidad de cada entidad que
conforma el sector público vasco.
d) Principio de acción positiva: las entidades integrantes del sector público vasco adoptarán medidas
dirigidas a eliminar los obstáculos que limitan el uso del euskera, así como toda distinción, exclusión,
restricción o preferencia injustificada en detrimento de su uso. La adopción de medidas de fomento en
favor del uso del euskera, destinadas a promover la igualdad entre vascohablantes y castellanohablantes y
orientadas a tener en cuenta las situaciones peculiares de las y los primeros, no se considera un acto de
discriminación con respecto a los y las hablantes de la lengua castellana.
e) Principio de proporcionalidad: las entidades del sector público vasco, al diseñar su proceso de
normalización lingüística, deberán garantizar que las medidas que propongan sean idóneas o adecuadas
para alcanzar el fin legítimo perseguido por las mismas, que no existan otras medidas menos lesivas para la
consecución de tal fin con igual eficacia, y que las medidas resulten ponderadas o equilibradas, por
derivarse de su aplicación más beneficios o ventajas para el interés general que perjuicios sobre otros
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bienes o intereses en conflicto. PLANIFICACIÓN LINGÜÍSTICA SECCIÓN PRIMERA DISPOSICIONES
GENERALES

CAPÍTULO II PLANIFICACIÓN LINGÜÍSTICA

Sección 1.ª DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 5. Herramientas y períodos de planificación.
1.– La normalización del euskera es un objetivo estratégico que las entidades del sector público vasco
gestionarán como una política pública transversal que afectará a todas las actuaciones que lleven a cabo.
2.– Cada entidad, cuando elabore su plan de gobierno, diseñe los objetivos y acciones vinculados a él, y asigne
las partidas presupuestarias correspondientes para su realización, deberá analizar el impacto que dichas
decisiones pudieran tener sobre la normalización del euskera y adoptará las medidas necesarias para el
fomento de esta lengua.
3.– En su labor de planificación lingüística, cada entidad del sector público vasco deberá elaborar y aprobar los
siguientes:

a) Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales.
b) Planes estratégicos.
c) Planes de gestión.

4.– El proceso de normalización se organizará en períodos de planificación. Cada período de planificación
tendrá una duración de cinco años.

Artículo 6. Sujetos de la planificación lingüística.
1.– La planificación del euskera afectará a todo el personal al servicio de la entidad, con el fin de garantizar el
servicio en euskera a la ciudadanía y promover el trabajo en euskera. La entidad establecerá los protocolos y
directrices que sean necesarios para la consecución de estos objetivos.
2.– La planificación de la normalización lingüística afectará al personal al servicio de la entidad, en función de
la red relacional de cada puesto de trabajo y atendiendo a los ejes de lengua de servicio y lengua de trabajo. A
los efectos del presente Decreto, se entenderá por lengua de servicio aquella utilizada por el personal al
servicio de la entidad, tanto oralmente como por escrito (de modo presencial, por vía telefónica o a través de
medios electrónicos), en su relación con la ciudadanía, sea de manera directa, sea a través de terceros.
Asimismo, se entenderá por lengua de trabajo aquella utilizada por el personal al servicio de la entidad, tanto
oralmente como por escrito, en sus relaciones tanto internas como con otras entidades.
3.– Las entidades del sector público vasco garantizarán que el personal a su servicio que, en el desempeño de
sus funciones, se relacione con la ciudadanía actúe de modo que se garanticen en todo momento los derechos
lingüísticos de las y los ciudadanos. Con este fin, implementarán para este personal tanto una formación
básica dirigida a la atención ciudadana en euskera, como los protocolos y criterios de uso necesarios.
Corresponde a todo el personal al servicio de las entidades del sector público vasco, incluso de quienes
desempeñen puestos de trabajo que tengan una relación esporádica o no habitual con la ciudadanía, o que no
tengan vencida la fecha de preceptividad, respetar los derechos lingüísticos de las y los ciudadanos. A tal fin,
todas las personas al servicio de las entidades del sector público vasco deben tener la capacidad comunicativa
mínima que les permita atender a la ciudadanía o, en su caso, derivar la comunicación a una persona
trabajadora con adecuada competencia comunicativa en euskera, de acuerdo con los protocolos previstos al
efecto por la entidad. SECCIÓN SEGUNDA CRITERIOS DE USO DE LAS LENGUAS OFICIALES

Sección 2.ª CRITERIOS DE USO DE LAS LENGUAS OFICIALES

Artículo 7. Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales.
1.– Los Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales son aquellos establecidos por cada entidad del sector público
vasco en el marco de su planificación lingüística, constituyen las pautas de actuación básicas que, en materia
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lingüística, deben cumplir las entidades del sector público vasco y el personal a su servicio.
2.– Los Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales tendrán vocación de permanencia, sin que la duración de los
períodos de planificación ni de los planes estratégicos condicionen su vigencia.

Artículo 8. Determinación de los criterios de uso.
1.– Las entidades del sector público vasco planificarán y regularán, con vistas a la mejora de la calidad de sus
servicios públicos, el uso también del euskera como lengua de servicio y lengua de trabajo de uso normal y
general en sus actividades. Para ello, entre otros parámetros, se tendrá en cuenta la situación sociolingüística
del ámbito territorial de actuación de la entidad.
2.– El euskera, lengua propia del País Vasco, y oficial junto con el castellano, será la lengua de uso normal y
general de las entidades del sector público vasco, sin que ello implique limitación alguna respecto del uso de la
otra lengua oficial. A tal fin, estas entidades tenderán hacia un progresivo y creciente uso del euskera en las
relaciones intrae interadministrativas, entre el personal del sector público y en el servicio a la ciudadanía.
3.– Los actos jurídicos y las actuaciones administrativas realizadas en cualquiera de las lenguas oficiales
tendrán, por lo que se refiere a la lengua, plena validez jurídica, debiendo garantizarse el derecho de opción de
lengua que se reconoce a los y las particulares.
4.– Las entidades del sector público vasco garantizarán el derecho de las personas a escoger la lengua oficial en
la que deseen relacionarse con ellas, y el correlativo deber de estas de atenderles en la lengua escogida; para
tal fin, se adoptarán las medidas necesarias. Además, las entidades velarán porque el uso de la lengua no
comporte ningún tipo de discriminación hacia las personas en razón de la lengua oficial que deseen utilizar. A
este respecto, las entidades del sector público vasco tendrán en cuenta las circunstancias de las personas
destinatarias para adecuar su lenguaje lo más posible a sus características.

Artículo 9. Aprobación y seguimiento de los criterios de uso.
1.– Cada entidad del sector público vasco aprobará sus Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales de acuerdo
con sus propias normas de organización interna. Una vez aprobados, deberán ser publicados en el portal web
de la entidad. Para garantizar la coordinación, al inicio de cada periodo de planificación, el departamento del
Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística elaborará y pondrá a disposición de las
entidades un modelo de Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales para que, si lo consideran necesario, lo
utilicen en el diseño de sus criterios de uso.
2.– Cada entidad del sector público vasco revisará y, en su caso, actualizará sus Criterios de Uso de las Lenguas
Oficiales al inicio de cada período de planificación, pudiendo realizar adaptaciones y modificaciones también
a lo largo del mismo.
3.– En el plazo de un mes a partir de la aprobación de los criterios, cada entidad del sector público vasco
comunicará al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística la aprobación
de sus Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales.
4.– Cada entidad del sector público vasco realizará un seguimiento sistemático de sus Criterios de Uso de las
Lenguas Oficiales y analizará su grado de cumplimiento, a través de los medios que establezca para ello en su
planificación.

Artículo 10. Imagen institucional.
1.– Los elementos de identidad corporativa de las entidades del sector público vasco, especialmente las
denominaciones de órganos y organismos, en cualquier tipo de soporte, se redactarán, al menos, en euskera.
2.– Los rótulos indicadores, interiores y exteriores, cualquiera que sea su soporte, de oficinas y otras
instalaciones de las entidades del sector público vasco se redactarán en ambas lenguas oficiales. El rótulo
podrá figurar solo en euskera en los siguientes casos: – Cuando las palabras del texto sean similares en euskera
y castellano. – Cuando el rótulo en euskera no dé lugar a confusión. – Cuando el mensaje venga acompañado
por un pictograma que muestre su significado.
3.– Cuando se utilicen ambas lenguas oficiales en la imagen institucional de las entidades del sector público
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vasco, se favorecerá la visibilidad del euskera.
4.– En el diseño de las campañas publicitarias se cuidará especialmente que los mensajes en euskera no sean
meras traducciones de los eslóganes formulados en castellano, sino que sean creados originalmente en
euskera.
5.– La publicidad, informaciones, publicaciones, carteles, notas y similares, de carácter informativo o
divulgativo, cualquiera que sea su soporte, se difundirán en ambas lenguas oficiales; no obstante, cuando se
trate de actuaciones cuyo objeto sea la promoción del euskera, podrán difundirse exclusivamente en euskera.
Los mensajes cuya persona destinataria sea indeterminada y sean difundidos por medios automatizados,
servicios telefónicos de información, megafonía o medios similares, se emitirán en ambas lenguas oficiales.
Del mismo modo, con relación a los documentos y actuaciones en soporte escrito cuya destinataria o
destinatario sea indeterminado, estos se redactarán en ambas lenguas oficiales. El euskera, como lengua de
uso normal y general, podrá utilizarse en las publicaciones periódicas de las entidades del sector público
vasco.
6.– En los nombres de dominio y subdominio de las páginas web, así como en los nombres de dominio
adicionales o alternativos al principal, se favorecerá la inclusión de palabras en euskera.

Artículo 11. Lengua de servicio.
1.– La lengua de tramitación de los procedimientos administrativos será el euskera en aquellos procedimientos
administrativos iniciados en euskera a solicitud de una única persona interesada o cuando, concurriendo
varias personas interesadas, todas ellas utilicen esta lengua. Tanto en los procedimientos iniciados a solicitud
de persona interesada, como en los iniciados de oficio, si concurre más de una persona interesada y existe
discrepancia en cuanto a la lengua, el procedimiento se tramitará de acuerdo con lo que, al respecto, disponga
la legislación vigente, procurando el mutuo acuerdo las partes que concurran, si bien los documentos o
testimonios dirigidos a ellas se expedirán en la lengua elegida por las mismas.
2.– En todo tipo de relaciones de las entidades del sector público vasco con los ciudadanos y ciudadanas, se
garantizará el uso de la lengua oficial escogida por cada persona. Para ello, las entidades del sector público
vasco establecerán un sistema de gestión que garantice el derecho de los ciudadanos y ciudadanas a escoger la
lengua de comunicación. Las comunicaciones y notificaciones dirigidas a personas físicas o jurídicas se
expedirán en la lengua oficial elegida por estas. Asimismo, dispondrán de formularios en ambos idiomas. En
el caso de que las personas físicas o jurídicas deseen cambiar la lengua oficial que han venido utilizando en
sus relaciones y usar la otra lengua oficial, deberán comunicarlo a la entidad.
3.– El lenguaje empleado por las entidades del sector público vasco en comunicaciones generales dirigidas a
los ciudadanos y ciudadanas deberá ser claro y comprensible. Además, en el caso de comunicaciones cuya
persona destinataria sea un colectivo que pudiera requerir un especial tratamiento lingüístico, las entidades se
esforzarán en adecuar su lenguaje, estilo y formato a las características de dichos colectivos para garantizar así
la máxima eficacia comunicativa. Para ello, se tendrá como referencia la metodología de la Lectura Fácil.
4.– En los puestos de trabajo o unidades que tienen relación directa con la ciudadanía, tanto presencial como
virtual o telefónica, las relaciones orales se realizarán del siguiente modo:

a) Cuando un ciudadano o ciudadana se dirija en euskera a una persona al servicio de la entidad que
desconozca dicha lengua, o le manifieste su voluntad de expresarse en ella, la persona al servicio de la
entidad deberá recabar la ayuda de algún otro empleado o empleada bilingüe.
b) El servicio se prestará en la lengua elegida por el ciudadano o la ciudadana. El personal al servicio de las
entidades del sector público vasco no solicitará a los ciudadanos y ciudadanas que se expresen en una u
otra lengua oficial. Estas entidades garantizarán que el personal dedicado a la atención directa a los
ciudadanos y ciudadanas disponga de la capacidad lingüística suficiente para desarrollar su trabajo tanto en
castellano como en euskera.
c) Los mensajes orales sin persona destinataria determinada emitidos mediante dispositivos automáticos,
servicios de información telefónica, altavoces o similares se realizarán en ambas lenguas oficiales.
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5.– En las relaciones escritas, el personal al servicio de las entidades del sector público vasco actuará del
siguiente modo:

a) Responderán por escrito en la lengua oficial utilizada por el ciudadano o la ciudadana para dirigirse a
aquellas.
b) Los documentos administrativos sin persona destinataria determinada se redactarán en las dos lenguas
oficiales.

6.– Los modelos normalizados estarán a disposición de los ciudadanos y ciudadanas en dos versiones: en
euskera o en forma bilingüe, euskera y castellano. En los formatos bilingües, el texto en euskera tendrá una
posición destacada. Cuando por razón de su extensión o complejidad así lo determine cada entidad, se
pondrán a disposición de los ciudadanos y ciudadanas modelos de documentos en euskera y en castellano de
forma separada. En este caso, en los dos modelos figurará la advertencia de que existen a su disposición los
mismos impresos redactados en la otra lengua oficial.
7.– Las actuaciones administrativas automatizadas, realizadas íntegramente a través de medios electrónicos
por una entidad del sector público vasco en el marco de un procedimiento administrativo y en las que no
intervenga de forma directa una persona al servicio de la entidad, se diseñarán de tal forma que garanticen el
derecho de opción de lengua oficial de las personas interesadas. En el diseño de los sistemas de actuación
administrativa automatizada el euskera será la primera lengua de respuesta y la primera opción de consulta; el
castellano, la segunda; y, en tercer lugar, las otras lenguas, si las hubiera.
8.– Las entidades del sector público vasco garantizarán el acceso en ambas lenguas oficiales a la información
de carácter general emanada de las mismas. Sin embargo, cuando la información esté relacionada con
actuaciones cuyo objeto sea la promoción del euskera, podrá ser difundida exclusivamente en esta lengua. Las
personas interesadas en procedimientos administrativos concretos tendrán también acceso a la
documentación generada durante la tramitación de dichos procedimientos en los términos establecidos por la
legislación en materia de transparencia. Esta documentación podrá ser consultada en la lengua original en
que se haya creado; no obstante, las entidades facilitarán a las personas interesadas el acceso a los
mecanismos electrónicos de traducción necesarios para asegurar la debida accesibilidad y transparencia. En
los procedimientos iniciados en ejercicio del derecho de acceso a la información pública se podrá acceder a
los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en poder de las entidades
del sector público vasco y que hayan sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones, en la lengua
original en que se hayan creado los mismos. Las entidades del sector público vasco impulsarán la
normalización del uso del euskera en la publicidad activa.
9.– Las entidades del sector público vasco impulsarán que la redacción de las escrituras públicas y su
inscripción en los registros correspondientes se realice, al menos, en euskera.

Artículo 12. Lengua de trabajo.
1.– Tanto el euskera como el castellano son lenguas oficiales de trabajo de las entidades del sector público
vasco y el uso de una u otra en las actuaciones internas tendrá plena validez jurídica. Las entidades regularán y
planificarán el uso también del euskera en sus actuaciones internas con el objetivo de convertirla en lengua de
trabajo de uso normal y general en sus actividades. Será objetivo de la planificación lingüística de cada entidad
que sus actuaciones internas, tanto orales como escritas, sean realizadas también en euskera. Con este fin,
adoptarán las medidas necesarias para que el personal a su servicio esté capacitado para el cumplimiento de
ese objetivo, en particular, en los llamados arnasgunes. Serán considerados arnasgunes o espacios vitales del
euskera las zonas geográficas o sociofuncionales en las que el porcentaje de personas euskaldunes supere el 80
% y el euskera sea la lengua de uso normal y general en las relaciones sociales en dicho ámbito. Las
actuaciones internas de carácter administrativo que no exijan notificación ni publicación podrán realizarse y
redactarse también en euskera, de acuerdo con los criterios de uso de cada entidad; en todo caso, se
garantizarán los derechos lingüísticos de los ciudadanos y ciudadanas. La lengua de uso normal y general en
las comunicaciones de las entidades con las demás entidades que conforman el sector público vasco será la
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indicada en los Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales de cada entidad.
2.– Las sesiones de los órganos colegiados de las entidades del sector público vasco podrán desarrollarse en
euskera cuando todas las personas intervinientes sean vascohablantes. Cuando no todas las personas
miembros del órgano colegiado tengan capacidad de expresarse en euskera, pero todas ellas comprendan los
mensajes en esta lengua, la reunión podrá desarrollarse principalmente en euskera, garantizando que quienes
no tengan facilidad de expresarse en esta lengua lo puedan hacer en lengua castellana. Para posibilitar que las
actuaciones de las entidades puedan desarrollarse en euskera, estas promoverán la capacitación (comprensión
oral y escrita) en ambas lenguas por parte de las personas electas, de acuerdo con el principio de
autoorganización. A tal efecto, se garantizará a las personas electas, durante el período de mandato, la
posibilidad de realizar cursos de aprendizaje y perfeccionamiento del euskera. Con relación a los órganos de
las entidades del sector público vasco que realicen sesiones públicas, los ciudadanos y ciudadanas podrán
emplear cualquiera de las lenguas oficiales en la Comunidad Autónoma de Euskadi. No podrá exigírseles la
traducción o explicación alguna en la lengua que no hubieran elegido para expresarse. La traducción al otro
idioma oficial, de ser precisa, será realizada por la entidad correspondiente.
3.– En el ámbito de las actividades internas, las entidades del sector público vasco harán un uso racional de la
traducción y la interpretación, y fomentarán el uso de los nuevos desarrollos tecnológicos en el ámbito de la
traducción automática.
4.– El material de ofimática, tanto hardware como software, de uso en las entidades del sector público vasco
deberá estar adaptado para garantizar su funcionamiento también en euskera. El software creado
expresamente para su uso en los servicios de las entidades deberá estar preparado para ser utilizado en
euskera, sin perjuicio de ser utilizado también en castellano. A tal efecto, en la fase de concepción del
programa informático se tendrán en cuenta las necesidades del funcionamiento en euskera y en castellano,
evitando, en la medida de lo posible, la realización completa de la aplicación primero en castellano, para
después adaptar los programas al euskera. Además, las entidades adaptarán las aplicaciones informáticas para
el ejercicio del derecho de opción lingüística de los ciudadanos y ciudadanas. Asimismo, las entidades
contarán con aplicaciones informáticas creadas para su uso también en euskera con vistas a su utilización por
parte del personal al servicio de la entidad que lo solicite y, en todo caso, para quienes hubieran acreditado el
perfil lingüístico asignado a su plaza.
5.– Los contenidos web, accesibles desde Internet, elaborados por las entidades del sector público vasco para
informar, con carácter general, a los ciudadanos y ciudadanas deberán poder ser consultados en euskera y en
castellano. Los contenidos web de las entidades que, siendo accesibles desde Internet, no estén dirigidos a
informar con carácter general a los ciudadanos y ciudadanas, podrán ofrecerse en la lengua original. El acceso
inicial a los contenidos web de las entidades deberá ser por defecto a la página en euskera, donde constará el
enlace correspondiente a la página en castellano y, en su caso, también a otras lenguas no oficiales en la
Comunidad Autónoma de Euskadi. En los casos en que se posibilite la realización de trámites a través de
Internet, deberá existir la opción de realizarlos tanto en euskera como en castellano.

Artículo 13. Procedimientos de contratación pública.
1.– A fin de que los derechos lingüísticos de los ciudadanos y ciudadanas y el cumplimiento de la regulación de
oficialidad lingüística del euskera y el castellano no sufran menoscabo alguno en la ejecución de los
procedimientos de contratación pública celebrados por las entidades del sector público vasco, los órganos de
contratación incluirán las cláusulas que sean precisas en cada supuesto y, en su caso, los recursos económicos
que sean necesarios, de modo que se cumplan las siguientes condiciones:

a) El objeto del contrato deberá cumplir la normativa del ámbito de la normalización lingüística que le
resulte aplicable.
b) En el caso de que el procedimiento de contratación tenga por objeto una prestación dirigida o en cuya
ejecución se establezca una relación directa con la ciudadanía, los ciudadanos y ciudadanas serán
atendidos en la lengua oficial que elijan y, además, la prestación se ejecutará en condiciones que garanticen
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los derechos lingüísticos de los ciudadanos y ciudadanas destinatarias de la misma. Al efecto, los órganos
de contratación establecerán como condición especial de ejecución la elaboración de un plan para
garantizar la atención a la ciudadanía en la lengua oficial que escoja.

2.– Los pliegos de condiciones administrativas particulares y de prescripciones técnicas se publicarán en las
dos lenguas oficiales. Aquellos documentos de carácter gráfico o técnico podrán redactarse en una de las
lenguas oficiales. Asimismo, los pliegos que rigen el procedimiento de contratación establecerán, atendiendo
al objeto del contrato, las condiciones de ejecución del contrato en materia de normalización lingüística.
3.– En el caso de contratos que tengan por objeto la realización de estudios, informes, proyectos u otros
trabajos de similar naturaleza, el órgano de contratación podrá establecer en los pliegos que rigen el
procedimiento de contratación que dichos estudios, informes o trabajos sean redactados en ambas lenguas,
salvo que, atendida la finalidad del contrato, se requiera su redacción en una única lengua oficial.

Artículo 14. Convenios.
1.– Las entidades del sector público vasco, en el marco de sus competencias, podrán formalizar convenios con
otras entidades, tanto públicas como privadas, a fin de impulsar el aprendizaje y uso del euskera.
2.– Los convenios que suscriban las entidades del sector público vasco con personas físicas o jurídicas se
redactarán, al menos, en euskera.
3.– Atendiendo al objeto del convenio, se podrán incluir cláusulas dirigidas al fomento del euskera y a la
protección de los derechos lingüísticos de los ciudadanos y ciudadanas.

Artículo 15. Procedimientos subvencionales.
1.– Las entidades del sector público vasco aplicarán criterios de fomento del euskera siempre que el uso y
fomento de las lenguas sea un factor relevante en el objeto de la actividad subvencionada. Además, en la
medida en que su aplicación esté ligada a la relevancia del euskera en la actividad subvencionada, las
entidades establecerán criterios de valoración lingüísticos en los instrumentos que empleen para canalizar sus
procedimientos subvencionales.
2.– Cuando la actividad objeto de subvención implique un trato directo con los ciudadanos y ciudadanas, se
garantizará el uso normal del euskera, sin perjuicio del uso del castellano.
3.– Cuando en el marco de la actividad subvencionada se produzcan comunicaciones o publicaciones, se
destacará el euskera en las mismas, al objeto de cumplir las medidas de fomento de la lengua establecidas en
el artículo 26 de la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de normalización y uso del euskera.

Artículo 16. Relaciones institucionales.
1.– La documentación producida en euskera, o sus copias, que se dirijan por las entidades del sector público
vasco a otras entidades del sector público radicadas en la Comunidad Autónoma de Euskadi y demás
territorios donde el euskera sea lengua oficial se cursará, al menos, en euskera. La documentación producida
en euskera, o sus copias, que se dirijan a entidades que no estén comprendidas en el apartado anterior se
remitirán también en castellano, indicando que se trata de una traducción del original en euskera.
2.– Los documentos y copias remitidas por las entidades del sector público vasco a entidades del sector público
que hayan manifestado su voluntad de relacionarse con las primeras en lengua vasca se cursarán en dicha
lengua. Asimismo, se utilizará el euskera cuando se trate de una respuesta dada a un escrito o requerimiento
redactado en esta lengua.
3.– Las entidades del sector público vasco impulsarán e incentivarán el uso del euskera en las intervenciones
públicas a fin de conseguir una presencia normalizada de esta lengua en la comunicación institucional. Los
actos públicos y comparecencias ante los medios de comunicación, llevadas a cabo dentro de la actividad de
comunicación institucional de las entidades del sector público vasco, se realizarán, al menos, en euskera.
Asimismo, se promoverá el uso del euskera de acuerdo con los criterios que establezca cada una de ellas.
SECCIÓN TERCERA PLAN ESTRATÉGICO Y PLANES DE GESTIÓN

Sección 3.ª PLAN ESTRATÉGICO Y PLANES DE GESTIÓN

Temario en formato ley · Escala de Ayudantes en Ejecución Penal (parte general) · Administración 47

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



Artículo 17. Plan estratégico.
1.– El plan estratégico es un proceso de actuación en el que se recogen, para cada período de planificación, los
objetivos a alcanzar, las medidas a adoptar y los medios a proveer para garantizar el uso también del euskera
como lengua de servicio e incrementarlo y normalizarlo como lengua de trabajo, tomando siempre como base
el diagnóstico cuantitativo y cualitativo de la situación de partida. En todo caso, deberá incluirse en el plan
estratégico un análisis de la situación de la plantilla de la entidad y el detalle de los perfiles lingüísticos y sus
fechas de preceptividad.
2.– Cada entidad del sector público vasco elaborará y aprobará su plan estratégico en el primer año de cada
período de planificación de acuerdo con sus propias normas de organización interna. Una vez aprobado,
deberá ser publicado en el portal web de la entidad. Para su elaboración, cada entidad deberá realizar un
diagnóstico inicial que permita conocer su situación de partida en los diversos aspectos de la normalización.
El objetivo del diagnóstico será obtener información en torno a una serie de indicadores y realizar una
previsión detallada para el período de planificación. Cada entidad determinará los objetivos a alcanzar para el
final del período de planificación en cada uno de esos indicadores, así como las medidas a adoptar y los
medios a emplear para su logro. Una vez aprobado el plan estratégico, la entidad dará traslado de su
aprobación al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística.
3.– Para garantizar la coordinación, al inicio de cada periodo de planificación, el departamento del Gobierno
Vasco competente en materia de política lingüística elaborará y pondrá a disposición de las entidades un
modelo para la elaboración del plan estratégico con el fin de que, si lo consideran necesario, lo utilicen en el
diseño de sus propios planes estratégicos.
4.– Cada entidad incluirá, tanto en el diagnóstico inicial como en el propio plan estratégico, aquellos
indicadores que se fijen como necesarios para la coordinación, tal y como se recoge en el anexo del presente
Decreto. Asimismo, la entidad también podrá incluir aquellos otros que, no estando incluidos en el anexo,
considere oportunos. El cuadro de mando de indicadores, así como su estructura, podrá ser objeto de
modificación por orden de la persona titular del departamento de Gobierno Vasco competente en materia de
política lingüística.
5.– En una misma entidad podrán coexistir varios planes estratégicos, atendiendo a las peculiaridades de cada
área funcional.
6.– En el plan estratégico, la entidad podrá determinar la designación de unidades administrativas en euskera,
que desarrollarán sus funciones primordialmente en euskera. Son unidades administrativas en euskera
aquellas en las que, al menos, el 80 % de las personas que ocupan los puestos de trabajo de la unidad, incluida
la persona responsable, tengan acreditado el perfil lingüístico correspondiente a cada puesto, o superior.
7.– Cada entidad del sector público vasco deberá consultar, en los términos que se establezcan en la normativa
que le sea de aplicación, el diseño de su plan estratégico con la representación del personal al servicio de la
entidad, salvo que se incluyan medidas que afecten a las condiciones de trabajo del personal, en cuyo caso
deberá ser objeto de negociación, en los términos del artículo 191 de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de
Empleo Público Vasco.
8.– El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística emitirá, antes de su
aprobación, un informe preceptivo sobre el plan estratégico de cada entidad. El informe, que no tendrá
carácter vinculante, será emitido en el plazo de dos meses. Transcurrido el referido plazo sin que el informe
haya sido remitido, la entidad podrá continuar la tramitación. Para poder realizar la solicitud de informe, la
entidad deberá tener actualizados los datos que, en materia de normalización lingüística, tiene que aportar al
departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística.

Artículo 18. Vigencia del plan estratégico.
El plan estratégico abarcará todo el período de planificación. No obstante, si, finalizado el período de
planificación, la entidad no ha aprobado un nuevo plan estratégico que sustituya al anterior, la vigencia del
plan se prorrogará hasta la aprobación un nuevo plan estratégico. En tal caso, la entidad deberá informar de
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ello al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística.

Artículo 19. Seguimiento y evaluación del plan estratégico.
1.– Cada entidad del sector público vasco realizará un seguimiento sistemático de los indicadores utilizados en
su plan estratégico, a través de los medios que establezca para ello en su planificación. Con relación a los
indicadores del cuadro de mando, cada entidad deberá realizar una evaluación periódica de los mismos. El
departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística determinará la periodicidad
de dicha evaluación. El resultado de las evaluaciones periódicas será puesto a disposición del departamento
del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística, para posibilitar las funciones de
coordinación que, en materia de normalización lingüística, le han sido encomendadas.
2.– Al menos en dos momentos del período de planificación, a mediados y a finales del mismo, las entidades
realizarán una evaluación interna, cuantitativa y cualitativa, que deberá ser publicada en el portal web de la
entidad. Los datos de la evaluación final del período de planificación servirán de base para el diagnóstico
inicial requerido para la elaboración del plan estratégico del período de planificación posterior.
3.– Para llevar a cabo dichas evaluaciones, las entidades del sector público vasco podrán hacer uso de la
metodología estadística que el departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística
ponga a su disposición.
4.– El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística fomentará que las
entidades lleven a cabo evaluaciones externas durante el período de planificación con el fin de obtener el
Certificado de Calidad en la Gestión del Euskera Bikain, Euskararen Kalitate-ziurtagiria.
5.– El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística podrá efectuar estudios
periódicos relativos a áreas o temas específicos, con el objetivo de llevar a cabo las funciones de coordinación
que, en materia de normalización lingüística, le han sido encomendadas. Las entidades del sector público
vasco cooperarán activamente y proporcionarán al departamento del Gobierno Vasco competente en materia
de política lingüística la información que les sea requerida para llevar a cabo tales estudios.

Artículo 20. Planes de gestión.
1.– El plan de gestión es un plan de acción y servirá como herramienta para la consecución de los objetivos
establecidos en el plan estratégico.
2.– En cada período de planificación cada entidad del sector público vasco elaborará y aprobará, al menos en
dos ocasiones, un plan o planes de gestión para el desarrollo del plan estratégico. Dicha aprobación se
efectuará de acuerdo con sus propias normas de organización interna. Una vez aprobado, deberá ser
publicado en el portal web de la entidad.
3.– Los planes de gestión podrán ser unitarios, esto es, para toda la entidad, o podrán ser sectoriales, cuando el
tamaño de la entidad, su forma organizativa, la especificidad del sector de actividad o las circunstancias así lo
aconsejen.
4.– La estructura de los planes de gestión se corresponderá con la del plan estratégico. En ellos se
determinarán las acciones concretas dirigidas a alcanzar, en el período establecido, los objetivos recogidos en
el plan estratégico, así como la asignación de responsabilidades, plazos y fechas límite de seguimiento de las
mismas.
5.– Para la aprobación de cada plan de gestión, el órgano competente evaluará el grado de cumplimiento del
plan de gestión anterior.

Artículo 21. Evaluación general del período de planificación.
1.– El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística realizará un informe de
evaluación de la situación del uso del euskera en las entidades del sector público vasco al finalizar cada
período de planificación.
2.– El informe de evaluación será remitido al Parlamento Vasco, al Consejo de Gobierno del Gobierno Vasco y a
la Comisión de Coordinación de las Administraciones Públicas (HAKOBA). Asimismo, también será puesto a
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disposición de las entidades del sector público vasco y de la ciudadanía. SISTEMA DE PERFILES
LINGÜÍSTICOS SECCIÓN PRIMERA PERFILES LINGÜÍSTICOS Y FECHA DE PRECEPTIVIDAD

CAPÍTULO III SISTEMA DE PERFILES LINGÜÍSTICOS

Sección 1.ª PERFILES LINGÜÍSTICOS Y FECHA DE PRECEPTIVIDAD

Artículo 22. Perfiles lingüísticos.
1.– El perfil lingüístico determina el conjunto de los niveles de competencia lingüística en euskera necesarios
para la provisión y desempeño del puesto de trabajo. Cada puesto de trabajo de las entidades del sector público
vasco tendrá asignado su correspondiente perfil lingüístico, que, junto con, en su caso, la fecha de
preceptividad, deberá indicarse necesariamente en la relación de puestos de trabajo de la entidad.
2.– El perfil lingüístico está constituido por las capacidades lingüísticas correspondientes a un determinado
nivel de competencia comunicativa, que se evalúan mediante la valoración de cuatro destrezas: dos receptivas
(comprensión oral y compresión escrita) y dos productivas (expresión oral y expresión escrita).
3.– Los perfiles lingüísticos se asignarán en función de las características y necesidades comunicativas
atribuidas a cada puesto de trabajo y de las destrezas lingüísticas exigibles para cumplir con las funciones y
tareas de este. Para ello, cada entidad llevará a cabo el necesario análisis comunicativo y de funciones,
atendiendo a las labores y relaciones comunicativas, tanto orales como escritas.
4.– En las relaciones de puestos de trabajo o, en su caso, en los instrumentos complementarios de ordenación
del empleo público se harán constar de forma diferenciada, por un lado, las destrezas de expresión y
comprensión escrita y, por otro, las de expresión y comprensión oral asignadas a cada puesto de trabajo.
5.– Los niveles de competencia de los perfiles deberán ser conformes a lo dispuesto en el Marco Común
Europeo de Referencia para las Lenguas, de acuerdo con lo establecido por la persona titular del departamento
del Gobierno Vasco en materia de euskaldunización de personas adultas.
6.– Cuando el desempeño de las funciones correspondientes al puesto de trabajo requiera el mismo nivel de
competencia en las destrezas de expresión y comprensión, tanto escrita como oral, el perfil lingüístico se
expresará de forma simétrica, de acuerdo con la combinación prevista en el siguiente esquema: (Véase el .PDF)
7.– Por el contrario, cuando el desempeño de las funciones correspondientes al puesto de trabajo requiera un
nivel de competencia distinto en las destrezas de expresión y comprensión, tanto escrita como oral, el perfil
lingüístico se expresará de forma asimétrica, de acuerdo con la combinación prevista en el siguiente esquema:
(Véase el .PDF)
8.– Las personas con discapacidad que, conforme al informe emitido por el órgano competente en materia de
valoración y diagnóstico de discapacidad, imposibiliten que les sea evaluado un determinado nivel de
competencia, sea en las destrezas de expresión y comprensión escrita, sea en las expresión y comprensión
oral, quedarán exentas de acreditar aquellas destrezas de expresión y comprensión que no puedan serles
evaluadas. En todo caso, el perfil lingüístico parcial se expresará de acuerdo con el siguiente esquema: (Véase
el .PDF) En los procesos de selección y de provisión, los perfiles lingüísticos parciales tendrán el mismo valor
que los perfiles lingüísticos simétricos correspondientes al nivel parcialmente acreditado, tanto para la
valoración que, por no ser preceptivo, haya de otorgarse como mérito al conocimiento del euskera, como para
la acreditación del perfil lingüístico que, en su caso, sea preceptivo.
9.– Los perfiles lingüísticos, en la taxonomía, quedan ordenados de la siguiente manera: (Véase el .PDF)

Artículo 23. Competencia lingüística en euskera.
1.– Siempre que se haya acreditado el perfil lingüístico correspondiente a un puesto de trabajo, se reconoce al
personal al servicio de las entidades del sector público vasco la capacitación necesaria para el desempeño en
euskera de las funciones propias de dicho puesto.
2.– Cuando la fecha de preceptividad esté vencida en la relación de puestos de trabajo de la entidad, el
cumplimiento del perfil lingüístico se constituirá como exigencia obligatoria para el acceso y desempeño del
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correspondiente puesto de trabajo.
3.– Cada entidad del sector público vasco podrá establecer en sus Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales que
el personal a su servicio que ocupe un puesto de trabajo en el que la fecha de preceptividad del perfil
lingüístico esté vencida, en el caso de que haya acreditado dicho perfil, deberá utilizar también el euskera
como lengua de trabajo.
4.– Se reconoce a todo el personal al servicio de las entidades del sector público vasco el derecho a recibir
formación en euskera. El área responsable de la formación de personal adoptará las medidas oportunas para
garantizarlo. Asimismo, se reconoce a todo el personal con discapacidad al servicio de las entidades del sector
público vasco el derecho a recibir formación en euskera adaptada, accesible, adecuada e inclusiva. Con
relación a los puestos de trabajo con perfiles lingüísticos que incluyan destrezas escritas correspondientes a
los niveles C1 o C2, cada entidad del sector público vasco podrá establecer en sus Criterios de Uso de las
Lenguas Oficiales que el personal a su servicio que, ocupando un puesto de trabajo en el que la fecha de
preceptividad del perfil lingüístico esté vencida, lo haya acreditado, reciba en euskera los cursos del plan de
formación de la entidad.

Artículo 24. Fecha de preceptividad.
1.– La fecha de preceptividad determina el momento a partir del cual el perfil lingüístico asignado al puesto de
trabajo ha de ser acreditado. A partir de la fecha de preceptividad, el cumplimiento del perfil lingüístico se
constituirá como requisito indispensable para el acceso y desempeño del correspondiente puesto de trabajo,
salvo en los supuestos previstos en el presente Decreto.
2.– La fecha de preceptividad del perfil lingüístico de cada puesto de trabajo será única. La fecha de
preceptividad se vincula al conjunto del perfil lingüístico y no a cada una de las competencias lingüísticas que
lo integran, con independencia de que tenga asignado un perfil lingüístico asimétrico.
3.– Una vez vencida la fecha de preceptividad, quien ocupe el puesto de trabajo deberá desempeñar sus
funciones de conformidad con lo establecido en los Criterios de Uso de las Lenguas Oficiales de la entidad.
Cada entidad del sector público vasco podrá establecer Criterios de Uso conforme a los cuales todo el personal
que ocupe un puesto de trabajo en el que sea preceptivo un perfil lingüístico, habiéndolo acreditado, utilice
también el euskera como lengua de trabajo.
4.– En cada período de planificación, coincidiendo con la aprobación del plan estratégico de cada entidad, se
establecerán, en su caso, fechas de preceptividad. Excepcionalmente, también se establecerán si se produce
un incremento o un decremento de dotaciones de puestos de trabajo que haga necesario adecuar las fechas de
preceptividad existentes al índice de obligado cumplimiento.

Artículo 25. Índice de obligado cumplimiento.
1.– El índice de obligado cumplimiento determinará el porcentaje del número total de puestos de trabajo que
deberán tener perfil lingüístico preceptivo en cada entidad y para cada período de planificación.
2.– El índice de obligado cumplimiento se determinará de la siguiente forma: Euskaldunes + (Cuasi
euskaldunes/2) A tal fin, se tomará en consideración la información relativa al conocimiento del euskera por la
población de la CAE a partir de los últimos datos del Censo o Estadística de Población y Vivienda y, en su caso,
en las tablas generales de su validación en vigor al inicio de cada período de planificación.
3.– Para el cálculo del índice correspondiente a cada entidad del sector público vasco se tendrá en cuenta su
ámbito territorial de actuación. No obstante, las unidades territorialmente desconcentradas cuya competencia
territorial sea más limitada deberán cumplir el índice correspondiente a su ámbito territorial específico de
actuación. SECCIÓN SEGUNDA SISTEMAS DE COMPROBACIÓN Y EVALUACIÓN DEL CONOCIMIENTO DEL
EUSKERA

Sección 2.ª SISTEMAS DE COMPROBACIÓN Y EVALUACIÓN DEL CONOCIMIENTO DEL EUSKERA

Artículo 26. Acreditación y otros sistemas de comprobación y evaluación del conocimiento de euskera, a 
los efectos de acreditar los perfiles lingüísticos.
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1.– Se establecen los siguientes sistemas de acreditación y comprobación y evaluación del conocimiento de
euskera, a los efectos de acreditar en las entidades del sector público vasco el cumplimiento de los perfiles
lingüísticos asignados a los distintos puestos de trabajo:

a) Convocatorias ordinarias y extraordinarias del Instituto Vasco de Administración Pública, o mediante
una prueba específica, destinada a la acreditación de perfiles lingüísticos, dentro del proceso de selección o
provisión o del período de prácticas que se establezca.
b) Otros sistemas de comprobación y evaluación del conocimiento de euskera, regulados por el
departamento de Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística, a los efectos de acreditar
en las entidades del sector público vasco el cumplimiento de los perfiles lingüísticos asignados a los
distintos puestos de trabajo: – Realización y superación de las pruebas del proceso de selección o de
provisión usando el euskera como lengua vehicular. – Uso del euskera en el desempeño de las funciones
correspondientes al puesto de trabajo.

2.– Los perfiles lingüísticos acreditados en procesos selectivos o de provisión por aquellas personas aspirantes
que, en virtud de dichos procedimientos, no llegaran a acceder a la condición de persona empleada al servicio
de la entidad del sector público vasco, tendrán validez por tiempo indefinido.

Artículo 27. Acreditación en la convocatoria ordinaria o extraordinaria, o mediante la superación de una 
prueba específica.
1.– El Instituto Vasco de Administración Pública será el único organismo habilitado para la acreditación de
perfiles lingüísticos. El Instituto Vasco de Administración Pública determinará el contenido y forma de las
pruebas destinadas a la evaluación del conocimiento del euskera necesario, en cada caso, que serán de común
y obligada aplicación en la totalidad de las entidades del sector público vasco.
2.– El Instituto Vasco de Administración Pública realizará las convocatorias periódicas, ordinarias y
extraordinarias, para la acreditación de los perfiles lingüísticos. La periodicidad de las pruebas será, al menos,
de carácter semestral. Podrá también realizar procesos específicos para responder a necesidades urgentes de
acreditación de perfil lingüístico en supuestos excepcionales que no se acomoden a las convocatorias
ordinarias y periódicas. Las convocatorias de las pruebas de perfiles lingüísticos gestionadas por el Instituto
Vasco de Administración Pública se publicarán en el Boletín Oficial del País Vasco. El plazo de presentación de
solicitudes para tomar parte en las pruebas no será, en ningún caso, inferior a diez días naturales. Finalizado
el mismo, el Instituto Vasco de Administración Pública publicará la relación provisional de personas
aspirantes admitidas, concediendo un plazo no inferior a siete días naturales para formular reclamaciones.
Concluido dicho plazo y resueltas las reclamaciones presentadas, publicará la relación definitiva de personas
aspirantes admitidas.
3.– El Instituto Vasco de Administración Pública realizará las pruebas de acreditación de perfiles lingüísticos
que resulten precisas en el marco de los procesos de selección de personal y de provisión de puestos de trabajo
que puedan convocar las entidades del sector público vasco, así como las pruebas específicas destinadas a la
acreditación de perfiles lingüísticos dentro de los períodos de prácticas que, en su caso, se establezcan.
4.– La composición de los órganos de selección de los procesos selectivos o de provisión se ajustará al
contenido de las pruebas que les corresponda juzgar y al menos la mitad de sus miembros deberá tener
acreditado un perfil lingüístico igual o superior al nivel predominante correspondiente a los puestos de trabajo
objeto de la convocatoria.
5.– Sin perjuicio de la representación que al Instituto Vasco de Administración Pública corresponde en los
órganos de selección, una persona representante de dicho instituto formará parte de los órganos de selección
en aquellas pruebas que estén destinadas a la acreditación del perfil lingüístico exigido en la convocatoria.
Dicha representación será igualmente obligatoria, a los mismos efectos, en la composición de las comisiones
calificadoras de los concursos para la provisión de los puestos de trabajo.
6.– Las entidades del sector público vasco podrán suscribir convenios de colaboración con el Instituto Vasco de
Administración Pública para concretar los términos en los que deban desarrollarse las pruebas de acreditación
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de perfiles lingüísticos.
7.– En el caso de los certificados que reconozcan perfiles lingüísticos sin diferenciación de las destrezas
comunicativas, se entenderá que las personas a cuyo nombre hayan sido expedidos tienen acreditados los
mismos niveles de competencia en las destrezas orales y escritas.
8.– Corresponderá al Instituto Vasco de Administración Pública establecer el contenido, la forma y los criterios
de evaluación de las pruebas para la acreditación de los perfiles lingüísticos, que, en todo caso, deberán
adecuarse al Marco Común Europeo de Referencia para las Lenguas y a los criterios de evaluación y
acreditación establecidos. Asimismo, el Instituto Vasco de Administración Pública adaptará las pruebas para la
acreditación de los perfiles lingüísticos a las necesidades de aquellas personas con capacidades comunicativas
especiales. Además, el Instituto Vasco de Administración Pública también adaptará las pruebas a las
características de las personas con discapacidad intelectual.

Artículo 28. Comprobación y evaluación del conocimiento de euskera, a los efectos de acreditar el 
cumplimiento de los perfiles lingüísticos, a través de la realización y superación del proceso de selección 
o de provisión en euskera.
1.– La superación de las pruebas del proceso de selección o de provisión usando el euskera como lengua
vehicular podrá ser considerada como uno de los sistemas de comprobación y evaluación de la competencia
lingüística expresada mediante el perfil.
2.– Las pruebas de los procesos de selección o de provisión que, a estos efectos, se realicen deberán permitir
evaluar los niveles de competencia comunicativa, oral y escrita, del puesto de trabajo. Asimismo, lo previsto
en la presente disposición podrá aplicarse en las convocatorias para la creación de bolsas de trabajo.
3.– En el diseño de las pruebas se garantizará que su contenido sea acorde y adecuado a la competencia
comunicativa de las funciones correspondientes al puesto de trabajo.
4.– En los órganos de selección de los procesos selectivos o de provisión al menos la mitad de sus miembros
deberá tener acreditado un perfil lingüístico igual o superior al nivel predominante correspondiente a los
puestos de trabajo objeto de la convocatoria.
5.– La entidad del sector público vasco que realice el proceso selectivo o de provisión deberá solicitar al
Instituto Vasco de Administración Pública el asesoramiento y la validación de las pruebas. En la medida en
que, para la acreditación del cumplimiento de los distintos perfiles lingüísticos, corresponderá al Instituto
Vasco de Administración Pública determinar el contenido y forma de las pruebas destinadas a la evaluación
del conocimiento del euskera necesario, la validación siempre deberá ser previa a la realización de las pruebas
en el proceso.
6.– Sin perjuicio de la representación que al Instituto Vasco de Administración Pública corresponde en los
órganos de selección de los procesos selectivos o de provisión, una persona representante de dicho instituto
formará parte de los órganos de selección en aquellas pruebas que, a través de la realización y superación del
proceso de selección o de provisión en euskera, permitan la acreditación del perfil lingüístico. Realizada la
prueba, su evaluación, a los efectos de la acreditación del perfil lingüístico, corresponderá al Instituto Vasco
de Administración Pública, teniendo en cuenta que, en todo caso, si la persona candidata supera el proceso de
selección o provisión, en la medida en que ha demostrado una competencia comunicativa, tanto oral como
escrita, adecuada y suficiente para el correcto desempeño de las funciones correspondientes al puesto de
trabajo, se considerará que dispone del conocimiento de euskera como para acreditar el perfil lingüístico
asignado al puesto.

Artículo 29. Comprobación y evaluación del conocimiento de euskera, a los efectos de acreditar el 
cumplimiento de los perfiles lingüísticos, a través del uso del euskera en el puesto de trabajo.
1.– El uso del euskera en el desempeño de las funciones y tareas correspondientes al puesto de trabajo podrá
ser evaluado como un modo de acreditación del perfil lingüístico correspondiente al puesto de trabajo.
2.– Las entidades del sector público vasco podrán solicitar, a instancia de la persona interesada, el inicio del
procedimiento para la comprobación y evaluación del conocimiento del euskera, a los efectos de acreditar el
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cumplimiento de los perfiles lingüísticos, a través del uso del euskera en el puesto de trabajo. La solicitud se
dirigirá al Instituto Vasco de Administración Pública.
3.– El procedimiento consistirá en la comprobación presencial de las destrezas de comprensión y expresión
escrita y oral de la persona solicitante en el desarrollo de las funciones y tareas del puesto que desempeña.
Para efectuar la comprobación, las personas evaluadoras requerirán a la persona solicitante que exhiba
documentos escritos, elaborados íntegramente por ella, y que asista a cuantas entrevistas consideren
necesarias. Asimismo, las personas evaluadoras también realizarán entrevistas a las personas superiores
jerárquicas y, en su caso, a las personas trabajadoras compañeras y/o a las subordinadas.
4.– En todo caso, la evaluación de las destrezas de comprensión y expresión escrita y oral como un modo de
comprobar y evaluar el conocimiento del euskera, a los efectos de acreditar el cumplimiento del perfil
lingüístico, corresponderá al Instituto Vasco de Administración Pública, aplicando el Marco Común Europeo
de Referencia para las Lenguas.

Artículo 30. Régimen de convalidación de certificados oficiales y títulos, y régimen de exención de la 
necesidad de acreditación.
1.– A los efectos de acreditar en las entidades del sector público el cumplimiento de los perfiles lingüísticos
asignados a los distintos puestos de trabajo, también serán de aplicación los regímenes de exención y de
convalidación previstos en la normativa de normalización lingüística.
2.– La convalidación de títulos y certificados acreditativos de conocimientos de euskera y equiparación con los
niveles del Marco Común Europeo de Referencia para las Lenguas se realizará de acuerdo con lo previsto en el
Decreto 297/2010, de 9 de noviembre, de convalidación de títulos y certificados acreditativos de conocimientos
de euskera, y equiparación con los niveles del Marco Común Europeo de Referencia para las Lenguas, o
normativa que lo sustituya.
3.– La exención con motivo del reconocimiento de los estudios oficiales realizados en euskera se realizará de
acuerdo con lo previsto en el Decreto 47/2012, de 3 de abril, de reconocimiento de los estudios oficiales
realizados en euskera y de exención de la acreditación con títulos y certificaciones lingüísticas en euskera, o
normativa que lo sustituya. SECCIÓN TERCERA ASIGNACIÓN Y MODIFICACIÓN DE PERFILES LINGÜÍSTICOS
Y DE FECHAS DE PRECEPTIVIDAD

Sección 3.ª ASIGNACIÓN Y MODIFICACIÓN DE PERFILES LINGÜÍSTICOS Y DE FECHAS DE PRECEPTIVIDAD

Artículo 31. Relaciones de puestos de trabajo.
1.– El perfil lingüístico y, en su caso, la fecha de preceptividad, figurarán entre el contenido preceptivo de las
relaciones de puestos de trabajo de cada entidad. En el caso de que existan puestos de trabajo que, por no
tener carácter estructural, no formen parte de la relación de puestos de trabajo, estos también se recogerán en
un instrumento complementario de ordenación del empleo público, y les será de aplicación la presente
regulación.
2.– Las referencias que en este decreto se hacen a las relaciones de puestos de trabajo serán igualmente
aplicables a otros instrumentos equivalentes que las entidades del sector público vasco puedan utilizar.
3.– Cuando en una entidad existan dos o más dotaciones de un mismo puesto de trabajo, deberá expresarse el
perfil lingüístico que se les haya asignado a cada una de ellas y, en su caso, la fecha de preceptividad.
4.– El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística recabará los datos de las
relaciones de puestos de trabajo de las entidades del sector público vasco, con el fin de garantizar la necesaria
coordinación en materia de normalización lingüística. A tal efecto, de conformidad con lo previsto en el
artículo 187.4 de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco, cada entidad del sector público
vasco deberá facilitar al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística la
información que sea precisa sobre su personal y demás aspectos relacionados con la materia con el fin de
garantizar la debida coordinación de la política lingüística.

Artículo 32. Asignaciones de perfiles lingüísticos.
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1.– Los perfiles lingüísticos se determinarán según las características y necesidades comunicativas atribuidas a
los puestos de trabajo y a las destrezas lingüísticas exigibles a dicho fin.
2.– Cuando del análisis de las características y necesidades comunicativas atribuidas a un puesto de trabajo y
de las destrezas lingüísticas exigibles para su desempeño se derivase que las funciones de un determinado
puesto de trabajo que exigen ser ejecutadas mediante la expresión escrita son esporádicas o poco habituales,
podrá asignarse a dicho puesto de trabajo un perfil lingüístico cuya destreza de expresión escrita sea A2.
3.– Cuando del análisis de las características y necesidades comunicativas atribuidas a un puesto de trabajo y
de las destrezas lingüísticas exigibles para su desempeño se derive que las funciones de un determinado
puesto de trabajo que exigen ser ejecutadas mediante la expresión oral sean habituales y se establezca una
relación directa con la ciudadanía de nivel avanzado conforme al Marco Común de Referencia para las
Lenguas, deberá asignarse a dicho puesto de trabajo un perfil lingüístico cuya destreza de expresión oral sea,
como mínimo, B2.
4.– Cuando las funciones de un determinado puesto de trabajo estén ligadas al proceso de normalización
lingüística, tales como, entre otras, las escalas de normalización lingüística, de traducción o de interpretación,
se asignará a dicho puesto de trabajo un perfil lingüístico simétrico C2. El referido perfil lingüístico será
preceptivo desde el momento mismo de la creación del puesto de trabajo. En la relación de puestos de trabajo
se consignarán las letras TP (Técnico Profesional) en el espacio correspondiente a la fecha de preceptividad.
Dichos puestos de trabajo no se tendrán en cuenta para el cálculo del nivel de cumplimiento del índice de
obligado cumplimiento.

Artículo 33. Revisión de los perfiles lingüísticos.
1.– Lo previsto en el artículo anterior también será de aplicación para los supuestos de revisión del perfil
lingüístico asignado a los puestos de trabajo de las entidades del sector público vasco.
2.– Cuando el perfil lingüístico asignado a algunos de los puestos de trabajo de una entidad no se corresponda
con las características y necesidades comunicativas, así como con las destrezas lingüísticas exigibles para el
adecuado desempeño de las funciones de estos, la entidad realizará los trámites necesarios para la
modificación del perfil lingüístico asignado a dichos puestos.
3.– Si, en atención al número o características de los puestos de trabajo o del personal que los ocupa, se
concluyera que la modificación del perfil lingüístico no puede llevarse a cabo simultáneamente en todos los
puestos afectados, la entidad, en colaboración con el departamento del Gobierno Vasco competente en
materia de política lingüística, pondrá en marcha una planificación específica para realizar la modificación de
los perfiles lingüísticos de forma progresiva.

Artículo 34. Asignación de fechas de preceptividad.
1.– Para determinar los puestos de trabajo a los que corresponde asignar fecha de preceptividad, se tendrán en
cuenta, necesariamente, los objetivos fijados por cada entidad del sector público vasco en sus
correspondientes instrumentos de planificación lingüística. Además, de conformidad con lo previsto en el
artículo 25.1, el porcentaje del número total de puestos de trabajo que deberán tener perfil lingüístico
preceptivo en cada entidad y para cada período de planificación vendrá determinado por el índice de obligado
cumplimiento.
2.– Las fechas de preceptividad se establecerán, de forma prioritaria, en los siguientes puestos de trabajo:

a) En los puestos de trabajo que tengan una relación directa con la ciudadanía, para garantizar que el
euskera sea lengua de servicio.
b) En los puestos de trabajo de naturaleza transversal, para garantizar que el euskera sea lengua de trabajo;
en particular, los servicios jurídicos, informáticos, de personal, de gestión económica, de igualdad,
medioambientales y de calidad.
c) En los puestos de trabajo que mantengan comunicación habitual con otras entidades externas.
d) En los puestos de trabajo que, no estando incluidos en los supuestos anteriores, se encuentren vacantes.

3.– Las entidades instrumentales adscritas o vinculadas al sector público vasco fijarán las fechas de
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preceptividad prioritariamente en puestos de trabajo que mantengan comunicaciones orales con la
ciudadanía. Una vez asignadas estas, la organización podrá seguir asignando el resto de las fechas de
preceptividad a otros puestos de trabajo.
4.– En puestos de trabajo en los que exista más de una dotación, si no fuera posible diferenciar áreas de
actuación o tareas para asignar la fecha de preceptividad que a cada dotación corresponda, tras la aplicación
de los criterios anteriores, la asignación se realizará de acuerdo con los siguientes criterios:

a) En primer lugar, tendrá consideración de carácter prioritario sobre cualquier otro criterio la solicitud del
titular de una dotación determinada de un puesto de trabajo con pluralidad de dotaciones en el sentido de
que sea la dotación que él ocupa aquella en la que se fije la preceptividad.
b) En segundo lugar, se optará por fijar la preceptividad en aquellas dotaciones cuyas personas titulares
hayan accedido a las mismas con anterioridad al primer periodo de planificación que a cada entidad
corresponda como consecuencia de un proceso de selección o provisión dentro del cual el conocimiento
del euskera hubiere sido considerado requisito obligatorio.
c) En tercer lugar, se establecerá la preceptividad en aquellas dotaciones cuyas personas titulares tengan
acreditado un mayor nivel de competencia comunicativa de euskera en relación al perfil lingüístico
asignado al puesto.
d) En cuarto lugar, en el caso de que no existan diferencias en cuanto al perfil lingüístico acreditado por las
personas titulares afectadas, la preceptividad se fijará en razón de la edad, asignándose esta a aquella
dotación cuya persona titular sea, al inicio del período de planificación, de menor edad.
e) Si los criterios anteriores resultaran insuficientes, la preceptividad se fijará en aquellas dotaciones cuyas
personas titulares tengan menor antigüedad en el puesto de trabajo.

5.– Los criterios de aplicación preceptiva de los perfiles lingüísticos perseguirán un tratamiento equitativo y
proporcional para los puestos de trabajo existentes en cada entidad del sector público vasco, sin
diferenciación en razón del Cuerpo, Escala o agrupaciones profesionales sin requisitos de titulación al que
corresponda su función.

Artículo 35. Fechas de preceptividad diferida.
1.– Si, en el momento de asignar la fecha de preceptividad, el puesto de trabajo estuviera siendo desempeñado
por una persona que no tuviera acreditado el perfil lingüístico correspondiente a dicho puesto, se le asignará
una fecha de preceptividad diferida.
2.– Asimismo, si la fecha de preceptividad del puesto de trabajo hubiera vencido cuando la persona titular no
se encontraba en situación de servicio activo, pero sí en una situación administrativa que conlleve el derecho a
la reserva del puesto, también se le asignará una fecha de preceptividad diferida. El cómputo del plazo se
iniciará desde la reincorporación de la persona titular a su puesto de trabajo. Lo previsto también será de
aplicación para el personal laboral que, teniendo derecho a la reserva del puesto, se encuentre en una
situación de suspensión laboral.
3.– Para la asignación de la fecha de preceptividad diferida se tendrá en cuenta el tiempo que razonablemente
necesitará la persona para acreditar el perfil lingüístico. En consecuencia, el aplazamiento de la fecha de
preceptividad está vinculado al nivel de competencia comunicativa inicial de la persona, al perfil lingüístico
que debe acreditar y al plan de euskaldunización que se haya establecido.

Artículo 36. Informes sobre perfiles lingüísticos y fechas de preceptividad.
1.– Las entidades del sector público vasco, con carácter previo a la adopción del acuerdo de asignación o
modificación de fechas de preceptividad o de perfiles lingüísticos de los puestos de trabajo, sean nuevos o
estuvieran ya previamente creados, solicitarán informe del departamento del Gobierno Vasco competente en
materia de política lingüística, salvo en los supuestos expresamente excluidos de la exigencia de dicho informe
en el presente Decreto. En el informe, que tiene carácter preceptivo, pero no vinculante, se recogerá el análisis
sobre la idoneidad de los perfiles lingüísticos, la fechas de preceptividad propuestas y el índice de obligado
cumplimiento correspondiente a la entidad.
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2.– No será necesario solicitar informe al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política
lingüística en los siguientes supuestos:

a) Cuando, habiendo sido previamente informado por el departamento del Gobierno Vasco competente en
materia de política lingüística, se pretenda modificar el perfil lingüístico de un puesto de trabajo para
adecuarlo al nivel que, en su día, fue propuesto por dicho departamento.
b) Cuando, con relación a puestos de trabajo en los que, en el desempeño de sus funciones principales, se
mantengan comunicaciones orales habituales con la ciudadanía, se desee modificar el perfil lingüístico de
dicho puesto para, teniendo asignado un nivel inferior, asignarle el nivel B2 de expresión y comprensión
oral.
c) Cuando, con relación a puestos de trabajo en los que, en el desempeño de sus funciones principales, no
se mantengan comunicaciones orales habituales con la ciudadanía, se desee modificar el perfil lingüístico
de un puesto de trabajo para adecuarlo al nivel de titulación exigido para el acceso a cada escala en que se
integre el puesto de trabajo.

3.– Para poder realizar la solicitud de informe, la entidad deberá tener actualizados los datos que, en materia
de normalización lingüística, tiene que aportar al departamento del Gobierno Vasco competente en materia de
política lingüística. Además, la entidad deberá remitir una propuesta al departamento del Gobierno Vasco
competente en materia de política lingüística, que contendrá los siguientes extremos:

a) Características de los puestos de trabajo y su ubicación dentro de la organización.
b) Memoria explicativa de las funciones del puesto de trabajo.

4.– Cuando el informe se solicite en el primer año del período de planificación, el departamento del Gobierno
Vasco competente en materia de política lingüística dispondrá de un plazo de dos meses para emitir su
informe, a contar desde la correcta recepción de la propuesta y de los datos necesarios. En el resto de los
casos, con carácter general, el plazo será de un mes, a contar desde la correcta recepción de la propuesta y de
los datos necesarios. Excepcionalmente, con relación a puestos de trabajo que no estén incluidos en las
relaciones de puestos de trabajo por no ser de carácter estructural, cuando sea necesario realizar su provisión
con celeridad, la entidad solicitante indicará tal extremo en su solicitud y el departamento del Gobierno Vasco
competente en materia de política lingüística emitirá su informe en el plazo de quince días hábiles. Si,
transcurrido el plazo correspondiente para la emisión del informe, la entidad no lo hubiera recibido, podrá
continuar con la tramitación. COBERTURA DE PUESTOS DE TRABAJO

Sección 4.ª COBERTURA DE PUESTOS DE TRABAJO

Artículo 37. Cobertura de puestos de trabajo.
1.– A partir de su fecha de preceptividad, el cumplimiento del perfil lingüístico se constituirá como exigencia
obligatoria para el acceso y desempeño del correspondiente puesto de trabajo. No obstante, si existen
personas candidatas que reúnan los requisitos profesionales, pero no tengan acreditado el perfil lingüístico,
las entidades del sector público vasco podrán no aplicar lo previsto en el párrafo anterior en el supuesto de
comisiones de servicios que se hayan acordado con carácter forzoso, en los términos previstos en el artículo
109 de la Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco. En este caso, la persona, atendiendo al
orden de prelación establecido en el artículo 22.9, deberá tener acreditado el nivel inmediatamente inferior
del orden de prelación o, como máximo, dos niveles inferiores, al correspondiente al puesto de trabajo.
2.– Las entidades del sector público vasco podrán no aplicar lo previsto en el primer párrafo del presente
artículo en el supuesto de que concurran circunstancias excepcionales, imprevisibles, exteriores e inevitables,
debidamente justificadas por la entidad, que exijan la cobertura inmediata y urgente del puesto de trabajo
mediante alguno de los procedimientos de provisión temporal o mediante la contratación de personal laboral
temporal. En este supuesto, si existen personas candidatas que reúnan los requisitos profesionales, pero no
tengan acreditado el perfil lingüístico, no será necesario que la persona contratada tenga acreditado el perfil
lingüístico del puesto de trabajo. Además, la entidad deberá solicitar informe al departamento del Gobierno
Vasco competente en materia de política lingüística, que será emitido en el plazo de diez días hábiles y tendrá
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carácter vinculante.
3.– En los procesos de selección, por turno libre o por promoción interna, para el acceso a la condición de
persona empleada al servicio de las entidades del sector público vasco, el cumplimiento del perfil lingüístico,
cuando este sea preceptivo, podrá ser acreditado, según se determine en las bases de la convocatoria, en las
pruebas selectivas o en el curso de formación y período de prácticas previos al acceso a la condición de
persona empleada pública. Para el acceso al curso y periodo de prácticas será necesario haber acreditado
previamente el cumplimiento de un perfil inferior en, como máximo, dos niveles del orden de prelación con
relación al exigido para la cobertura de la plaza.
4.– En los procesos de selección y provisión de puestos de trabajo que tengan asignado el perfil lingüístico C2 y
cuya fecha de preceptividad se encuentre vencida, en caso de no acreditarse este por ninguna de las personas
candidatas, se aplicará a dicho puesto el perfil lingüístico C1 a los únicos efectos de cobertura en tal
convocatoria de selección o provisión.

Artículo 38. Valoración del euskera como mérito.
1.– Cuando la acreditación del perfil lingüístico asignado a un puesto de trabajo sea preceptiva, la acreditación
de dicho perfil o de perfiles inferiores o superiores no se valorará como mérito.
2.– En los procesos de selección o de provisión de puestos de trabajo cuyos perfiles lingüísticos no tengan una
fecha de preceptividad o, teniéndola, no esté vencida, para establecer la valoración que como mérito haya de
otorgarse al conocimiento del euskera se tendrá en cuenta cuál es el nivel predominante asignado a cada
puesto de trabajo, de modo que la puntuación que se otorgue a la acreditación de niveles inferiores y
superiores habrá de ser coherente y proporcionada a la puntuación establecida para el citado nivel.
3.– Para establecer la valoración que, como mérito, haya de otorgarse al conocimiento del euskera en cada
convocatoria de procesos de selección o de provisión se tomará como base la puntuación máxima alcanzable
en el conjunto del proceso, de modo que la puntuación otorgada al conocimiento del euskera representará un
porcentaje que deberá situarse en los siguientes umbrales, no pudiendo ser inferior ni superior: (Véase
el .PDF) (Véase el .PDF) (Véase el .PDF)

Artículo 39. Pruebas selectivas.
1.– En los procesos selectivos o de provisión en los que las entidades del sector público prevean la realización
de pruebas para el acceso a puestos de trabajo en los cuales el conocimiento del euskera sea preceptivo, la
entidad convocante podrá determinar la realización obligatoria de la prueba, o alguna parte de ella, en dicho
idioma. Del mismo modo, si se ofertan puestos de trabajo que tienen asignados perfiles lingüísticos cuya fecha
de preceptividad está vencida o, incluso, si se ofertan diversas dotaciones de un mismo puesto de trabajo y solo
algunas de esas dotaciones tienen la fecha de preceptividad vencida, la entidad convocante podrá, con relación
a las dotaciones o puestos de trabajo con perfil lingüístico preceptivo, determinar la realización obligatoria de
la prueba, o de alguna parte de ella, en un idioma determinado. En los supuestos previstos en los dos párrafos
precedentes, la entidad convocante deberá informar en la convocatoria del correspondiente proceso de
selección o de provisión de qué prueba o parte de la prueba debe realizarse obligatoriamente en un
determinado idioma, así como los contenidos del temario sobre los que versará dicha prueba concreta. En el
resto de la prueba del proceso selectivo o de provisión las personas candidatas podrán, en su caso, optar por la
lengua oficial de su elección.
2.– En los procesos selectivos o de provisión que prevean la realización de pruebas para el acceso a puestos de
trabajo en los que las funciones estén ligadas al proceso de normalización lingüística, la entidad convocante
determinará la realización en euskera de todas las pruebas del proceso.
3.– En la medida en que la naturaleza de las pruebas lo permita, se procurará que las pruebas del proceso
selectivo o de provisión sean elaboradas simultáneamente en las dos lenguas oficiales. La entidad convocante
deberá garantizar que los contenidos de las pruebas se redacten siempre con un lenguaje de calidad. SECCIÓN
QUINTA RÉGIMEN DE EXENCIONES
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Sección 5.ª RÉGIMEN DE EXENCIONES

Artículo 40. Supuestos de exención de la acreditación de los perfiles lingüísticos.
1.– Estarán exentos del cumplimiento del régimen general de preceptividad de los perfiles lingüísticos en
relación con el puesto de trabajo del que son titulares:

a) Las personas que superen la edad de 45 años al inicio de cada período de planificación en el que se
asigne la fecha de preceptividad al puesto de trabajo del que son titulares, previa conformidad de la
persona interesada. Asimismo, también estarán exentas las personas que, en caso de que se apruebe la
modificación del perfil lingüístico previamente asignado al puesto de trabajo del que son titulares, superen
la edad de 45 años, previa conformidad de la persona interesada.
b) Las personas cuyo nivel de estudios realizados no alcanzara los de Bachiller Elemental, Educación
General Básica o Educación Secundaria Obligatoria, ni otros que, en el futuro, pudieran sustituir a estos,
prescindiendo de las equivalencias y convalidaciones que contemple el ordenamiento jurídico a otros fines
respecto al Certificado de Escolaridad.
c) Las personas con discapacidad que tengan dificultades en el aprendizaje del euskera mediante los
programas vigentes de formación y capacitación lingüística de personas adultas.
d) Las personas en las que concurra carencia manifiesta y contrastada de las destrezas aptitudinales
necesarias en el proceso de aprendizaje del idioma mediante los programas de formación y capacitación
lingüística de personas adultas.

2.– El expediente relativo a las exenciones previstas en este artículo se iniciará por la entidad del sector
público en la que la persona interesada preste sus servicios, tanto a solicitud de la misma como de oficio. El
Instituto Vasco de Administración Pública podrá, a tal fin, dirigir peticiones razonadas al órgano competente
de la entidad correspondiente.

Artículo 41. Procedimiento de exención.
1.– A los expedientes relativos a las exenciones previstas en el artículo anterior, además de la solicitud, si se
inicia a instancia de la persona interesada, o de la acreditación de la conformidad de la persona interesada, si
se inicia de oficio, deberá incorporarse la siguiente documentación:

a) Exención por no haber superado los estudios de Bachiller Elemental, Educación General Básica o
Educación Secundaria Obligatoria u otros que, en el futuro, pudieran sustituir a estos: – Declaración
responsable de la persona interesada por la que manifieste no haber realizado estudios cuyo nivel alcance o
supere los citados niveles de estudios.
b) Exención por discapacidad que imposibilite o dificulte el aprendizaje de idiomas mediante los
programas vigentes de formación y capacitación lingüística de personas adultas: – Certificación de la
discapacidad de que se trate, emitida por el órgano correspondiente de la entidad competente, con
expresión de su graduación y, siempre que ello sea posible, de su incidencia para el estudio de los idiomas.
– Informe del euskaltegi o centro homologado de autoaprendizaje de euskera al que la persona a que se
refiera el expediente haya, en su caso, asistido.
c) Exención por carencia manifiesta y contrastada de las destrezas aptitudinales necesarias en el proceso de
aprendizaje del idioma mediante los programas vigentes de formación y capacitación lingüística de
personas adultas: – Documentación acreditativa del desarrollo del proceso de capacitación lingüística de la
persona interesada, con indicación del número de horas y resultado del proceso. – Declaración
responsable relativa a las titulaciones oficiales de conocimiento de cualquier idioma que posea.

2.– En los supuestos de exención por edad o por no haber superado determinados estudios, la entidad en la
que preste sus servicios la persona interesada resolverá, en su caso, la exención que proceda, la hará constar
en su registro de personal y enviará una copia de la misma al Instituto Vasco de Administración Pública, para
que la inscriba en el registro de acreditación de perfiles lingüísticos.
3.– Para la exención por discapacidad que imposibilite o dificulte el aprendizaje de idiomas mediante los
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programas vigentes de formación y capacitación lingüística de personas adultas, se procederá de la siguiente
manera:

a) Remisión de la documentación inicial al Instituto Vasco de Administración Pública.
b) Estudio de la documentación por parte de una comisión de carácter técnico-médico, nombrada por el
Director o Directora del Instituto Vasco de Administración Pública, y formada por los siguientes miembros:
– Directora o Director del Instituto Vasco de Administración Pública, a quien corresponderá la presidencia
de la comisión, sin perjuicio de que pueda delegarla. – Persona médica al servicio de cualquiera de las
Diputaciones Forales, a propuesta de la Diputación correspondiente, cuyo puesto de trabajo contemple,
entre sus funciones, las de informar o realizar propuestas de resolución en expedientes relativos a
discapacidad. – Persona técnica especialista en educación especial, propuesta por el Departamento del
Gobierno Vasco competente en materia de educación. – Persona técnica especialista en logopedia,
propuesta por el Departamento del Gobierno Vasco competente en materia de educación. – Persona técnica
especialista en didáctica, propuesta por la Directora o Director del Instituto de Alfabetización y
Reeuskaldunización de Adultos (HABE). – Persona representante de la entidad a cuyo servicio trabaja la
persona interesada. – Funcionario o funcionaria, a propuesta del Director o Directora del Instituto Vasco de
Administración Pública, que realizará las funciones correspondientes a la secretaría de la comisión.
c) La comisión emitirá, en un plazo no superior a tres meses, informe respecto a la imposibilidad o
dificultad de la persona con discapacidad, en cada caso, para el aprendizaje del euskera mediante los
programas vigentes de formación y capacitación lingüística de personas adultas.
d) El Instituto Vasco de Administración Pública remitirá el informe de la comisión técnico-médica a la
entidad en la que preste sus servicios la persona interesada para que esta última adopte la resolución
oportuna.
e) La resolución que, en su caso, declarare que ha lugar a la exención por discapacidad deberá ser inscrita
en el registro de personal de la entidad de que se trate y ser comunicada al Instituto Vasco de
Administración Pública, para su inscripción en el registro de acreditaciones de perfiles lingüísticos.

4.– Para la exención por carencia manifiesta y contrastada de las destrezas aptitudinales necesarias en el
proceso de aprendizaje del idioma mediante los programas vigentes de formación y capacitación lingüística de
personas adultas, se procederá de la siguiente manera:

a) Remisión de la documentación inicial al Instituto Vasco de Administración Pública.
b) Estudio de la documentación por parte del Instituto Vasco de Administración Pública, que verificará si la
persona interesada ha llevado a cabo, desde el inicio del primer periodo de planificación, un proceso de
capacitación de euskera que reúna alguna de las siguientes condiciones: – Proceso de capacitación
ininterrumpido en el que se hayan recibido trescientas horas de clase, las cuales supongan, al menos, el
ochenta por ciento de la duración total de los diferentes cursos en los que tales horas se hubieran recibido.
– Proceso de capacitación discontinuo en el que se hayan recibido quinientas horas de clase, las cuales
supongan, al menos, el ochenta por ciento de la duración total de los diferentes cursos en que tales horas se
hubieran recibido.
c) Estudio de la documentación por parte de una comisión de carácter técnico, especialista en enseñanza
del euskera, nombrada por el Director o Directora del Instituto Vasco de Administración Pública, y
constituida por los siguientes miembros: – Directora o Director del Instituto Vasco de Administración
Pública, a quien corresponderá la presidencia de la comisión, sin perjuicio de que pueda delegarla. – Dos
vocales, a propuesta del Instituto Vasco de Administración Pública, una o uno de los cuales realizará las
funciones correspondientes a la secretaría de la comisión. – Dos vocales, a propuesta del Instituto para la
Alfabetización y Reeuskaldunización de Adultos (HABE). – Un vocal, a propuesta de la entidad en la que
preste servicios la persona interesada, que deberá ser una persona técnica en capacitación lingüística; para
su propuesta, la entidad dispondrá de un plazo de quince días hábiles desde la recepción de la solicitud de
propuesta, transcurrido el cual se entenderá que la entidad ha renunciado a participar en la composición
de la comisión.
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d) Valoración por la comisión técnica del resultado del proceso de capacitación seguido por la persona
interesada, con referencia a los resultados generales derivados de los distintos cursos llevados a cabo por el
Instituto Vasco de Administración Pública y el Instituto para la Alfabetización y Reeuskaldunización de
Adultos (HABE). Asimismo, deberá recabar informe didáctico del último o últimos euskaltegis o centros
homologados de autoaprendizaje de euskera actuantes en el proceso de capacitación estudiado, y del
historial existente en el Instituto para la Alfabetización y Reeuskaldunización de Adultos (HABE) acerca de
la persona afectada. La comisión técnica podrá, además, solicitar cuantos informes considere necesarios
sobre los conocimientos de la persona interesada respecto a otros idiomas o sobre cualquier otro aspecto
relacionado con la capacitación lingüística, y podrá realizar las pruebas y entrevistas que considere
necesarias.
e) La comisión técnica emitirá, en un plazo no superior a tres meses, un informe respecto a la carencia
manifiesta y contrastada de las destrezas aptitudinales necesarias en el proceso de aprendizaje del euskera
mediante los programas vigentes de formación y capacitación lingüística de personas adultas.
f) El Instituto Vasco de Administración Pública remitirá el informe de la comisión técnica a la entidad en la
que preste sus servicios la persona interesada para que esta última adopte la resolución pertinente.
g) La resolución que, en su caso, declarare que ha lugar a la exención por carencia manifiesta y contrastada
de las necesarias destrezas aptitudinales para el estudio de idiomas deberá ser inscrita en el registro de
personal de la entidad de que se trate y ser comunicada al Instituto Vasco de Administración Pública, para
su inscripción en el registro de acreditaciones de perfiles lingüísticos.

5.– En todo caso, en los procedimientos de exención por carencia manifiesta y contrastada de las destrezas
aptitudinales necesarias en el proceso de aprendizaje del idioma mediante los programas vigentes de
formación y capacitación lingüística de personas adultas, la entidad en la que preste servicios la persona
interesada, de oficio o a instancia de la persona interesada, podrá iniciar un procedimiento de exención por
discapacidad que imposibilite o dificulte el aprendizaje de idiomas y, si del proceso de aprendizaje se colige un
supuesto de grave incapacidad, el Instituto Vasco de Administración Pública estudiará la propuesta formulada
por la entidad.

Artículo 42. Exenciones correspondientes a las y los empleados públicos de la Administración Pública de 
la Comunidad Autónoma de Euskadi.
1.– Con respecto a las y los empleados públicos de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma de
Euskadi, el Instituto Vasco de Administración Pública es competente para resolver los expedientes de
exenciones de la acreditación de los niveles de euskera por razones de edad u otros motivos de incapacidad
para el aprendizaje.
2.– Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído resolución expresa,
deberá entenderse estimada la solicitud.

Artículo 43. Alcance y vigencia de las exenciones reconocidas.
1.– Las exenciones de la acreditación de los niveles de euskera por razones de edad u otros motivos de
incapacidad para el aprendizaje, reguladas en la presente sección, únicamente tendrán efecto respecto al
puesto de trabajo que, siendo titular del mismo, la persona interesada esté ocupando en el momento de su
reconocimiento.
2.– Los efectos de las exenciones que, con base en lo previsto en la presente sección, se concedan persistirán
mientras no decaigan, desaparezcan o cesen las razones que motivaron su reconocimiento.
3.– En el caso de que se produzca una modificación sustancial de los motivos que fueron tenidos en cuenta
para el reconocimiento de la exención, el supuesto será estudiado, de forma individualizada, por el
departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística, quien, en atención al perfil
lingüístico del puesto de trabajo y a los conocimientos de euskera de la persona titular, informará
preceptivamente sobre la fecha que procede establecer como término de la exención previamente reconocida.
El referido informe se trasladará a la entidad en la que preste servicios la persona interesada, para que la
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entidad dicte la correspondiente resolución, la inscriba en su registro de personal y la comunique al Instituto
Vasco de Administración Pública, para su inscripción en el registro de acreditaciones de perfiles lingüísticos.
COMISIÓN DE COORDINACIÓN DE LAS ADMINISTRACIONES PÚBLICAS (HAKOBA)

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco
LEP-PV · BOE-A-2023-353 · arts. 187 a 190 — 4 incluidos

TÍTULO XIII De la normalización lingüística

Artículo 187. Perfiles lingüísticos y planes de normalización del uso del euskera.
1. El euskera y el castellano son las lenguas oficiales en las administraciones públicas vascas, y estas vendrán
obligadas a garantizar en sus relaciones, tanto internas como externas, la utilización de ambas.
2. Las administraciones públicas vascas procurarán tanto la adecuada capacitación lingüística del personal a
su servicio como el uso del euskera por parte de este, dentro de su ámbito de actuación, adoptando las
medidas necesarias para ello.
3. A tal fin, en el marco de los criterios que establezca el Gobierno Vasco al efecto, las administraciones
públicas vascas, sus instituciones y organismos aprobarán su correspondiente instrumento de planificación
lingüística, donde fijarán, para cada período de planificación, los objetivos a alcanzar, las medidas a adoptar y
los medios a proveer.
4. El departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística emitirá, antes de su
aprobación, informe preceptivo sobre las propuestas de instrumentos de planificación lingüística de cada
entidad encuadrada en el ámbito de aplicación de esta ley. Dicho informe versará sobre la incidencia de la
propuesta en la normalización del uso del euskera y sobre su adecuación a la normativa vigente en materia
lingüística. Las administraciones públicas vascas, sus instituciones y organismos facilitarán al departamento
competente en materia de política lingüística la información que resulte precisa sobre su personal y demás
aspectos relacionados con la materia que le resulten necesarios para llevar adelante la coordinación de la
política lingüística y la elaboración de los informes que elevará al Consejo del Gobierno Vasco. De
conformidad con la normativa sobre protección de datos personales, los datos solicitados se registrarán en un
fichero automatizado que será gestionado por el departamento competente en materia de política lingüística.
5. Todos los puestos de trabajo existentes en las administraciones públicas vascas, sus instituciones y
organismos, incluidos aquellos de naturaleza temporal o coyuntural, tendrán asignado su correspondiente
perfil lingüístico, determinado según las características y necesidades comunicativas atribuidas a dichos
puestos de trabajo y a las destrezas lingüísticas exigibles a dicho fin.
6. El perfil lingüístico determina el conjunto de los niveles de competencia lingüística en euskera necesarios
para la provisión y desempeño del puesto de trabajo. En tanto el perfil lingüístico no fuera preceptivo, servirá
exclusivamente para determinar la valoración que, como mérito, habrá de otorgarse al conocimiento del
euskera, tanto en la provisión de puestos de trabajo como en la selección externa. A partir de su fecha de
preceptividad, el cumplimiento del perfil lingüístico se constituirá como exigencia obligatoria para el acceso y
desempeño del correspondiente puesto de trabajo. Ello no obstante, el Gobierno Vasco, a propuesta del
departamento competente en materia de normalización lingüística, determinará reglamentariamente los
supuestos en que, con carácter excepcional y por razones objetivamente apreciables, la persona titular de un
puesto de trabajo pueda ser eximida del cumplimiento del perfil asignado a dicho puesto.
7. El Gobierno Vasco, a propuesta del departamento competente en materia de política lingüística y, en su
caso, del departamento responsable del sector al que se refiriera la concreta planificación lingüística,
determinará la clasificación y características de los perfiles lingüísticos y, periódicamente, los criterios para su
aplicación a los distintos puestos de trabajo de las administraciones públicas vascas, sus instituciones y
organismos.
8. La asignación del perfil lingüístico a cada uno de los puestos de trabajo existentes en las administraciones
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públicas vascas, sus instituciones y organismos, así como la de su fecha de preceptividad, se efectuarán por
sus respectivos órganos de gobierno de conformidad con los criterios a los que se refiere este artículo, previo
informe preceptivo del departamento del Gobierno Vasco competente en materia de política lingüística. En
todo caso, para determinar los puestos de trabajo a los que corresponde señalar fecha de preceptividad, se
tendrán en cuenta, necesariamente, los objetivos fijados por cada administración pública, institución y
organismo en sus correspondientes instrumentos de planificación lingüística.
9. Tanto el perfil lingüístico como, en su caso, la fecha de preceptividad deberán quedar incorporados dentro
de las especificaciones del puesto de trabajo que han de figurar en las relaciones de puestos de trabajo, así
como en los instrumentos complementarios recogidos en el artículo 47.2.d), conforme a lo previsto en esta ley.
10. La modificación del régimen de desempeño de los puestos de trabajo consistente en la acreditación del
perfil lingüístico asignado al puesto únicamente tendrá efectos, en relación con procesos selectivos y de
provisión, en aquellos que hayan sido convocados con posterioridad a la aprobación de dicha modificación.
11. Las administraciones públicas vascas, sus instituciones y organismos, al aprobar su correspondiente
instrumento temporal de planificación sobre la normalización y uso del euskera, y establecer en su seno los
objetivos, las medidas y los medios a poner en práctica, deberán determinar con el máximo rigor las plazas
que, para cada periodo de planificación, tienen fijada la fecha de preceptividad de su perfil lingüístico y las
plazas que no tienen fecha de preceptividad. La determinación de los puestos con perfil sin fecha de
preceptividad y de los puestos con fecha de preceptividad, tanto vencida como diferida, llevada a cabo por las
administraciones públicas vascas, sus instituciones y organismos, deberá justificarse con criterios de
proporcionalidad, teniendo para ello en cuenta el tipo y nivel de la función o puesto a desempeñar, los
criterios lingüísticos de uso de las lenguas oficiales aprobados por las administraciones públicas vascas, sus
instituciones y organismos, la realidad sociolingüística de la zona en la que se ubiquen y su ámbito de
actuación. No se aplicarán determinaciones generales de índices de obligado cumplimiento. Se establecerán
reglamentariamente las bases para que las administraciones públicas vascas, sus instituciones y organismos
determinen su propio índice de obligado cumplimiento. A la hora de determinar las fechas de preceptividad
en los puestos que sean objeto de convocatorias de ofertas públicas de empleo, las administraciones públicas
vascas, sus instituciones y organismos establecerán el número de plazas con fecha de preceptividad diferida,
lo que implicará la correspondiente modificación de la relación de puestos de trabajo, con base en los criterios
que regulará el órgano competente en materia de política lingüística. Así, las personas candidatas podrán
acceder a estos puestos o dotaciones sin haber acreditado el perfil lingüístico correspondiente al puesto, al
disponer de un plazo de tiempo, hasta la fecha de preceptividad de dicho puesto, para acreditarlo. Durante este
periodo, la institución afectada facilitará la formación lingüística que ayude al personal a superar el perfil
lingüístico correspondiente. En todo caso, en las plazas con perfil lingüístico diferido el conocimiento del
euskera se valorará como mérito. Las convocatorias de acceso al empleo público, así como los procesos de
provisión, movilidad y promoción interna, tendrán en cuenta y aplicarán el régimen jurídico sobre
normalización y uso del euskera en la Administración pública conforme se establece en la presente ley.
Se añade el apartado 11 por el art. único de la Ley 5/2026, de 25 de junio. Ref. BOE-A-2026-15303

Artículo 188. El euskera en los procesos selectivos y de provisión.
1. El contenido de las convocatorias de pruebas selectivas para el acceso al servicio de las administraciones
públicas vascas se adecuará a los perfiles lingüísticos asignados a los puestos de trabajo que hubieran de
proveerse con el personal de nuevo ingreso.
2. A los efectos previstos en el punto anterior, cuando la convocatoria de una plaza tenga su causa en un puesto
de trabajo cuyo perfil lingüístico sea preceptivo, su cumplimiento será exigencia obligatoria para el acceso. El
cumplimiento del perfil podrá ser exigido, según se determine en las bases de la convocatoria, tanto mediante
su previa acreditación documental como mediante una prueba específica dentro del proceso o en el período
de prácticas que se establezca, sin que en este caso sean de aplicación los límites temporales establecidos en el
artículo 76 de esta ley.
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3. Para establecer la valoración que como mérito haya de otorgarse al conocimiento del euskera en cada
convocatoria de pruebas selectivas, se tendrá en cuenta cuál es el nivel predominante asignado a cada puesto
de trabajo, de modo que la puntuación que se otorgue a la acreditación de niveles inferiores y superiores habrá
de ser coherente y proporcionada a la puntuación establecida para el citado nivel. La puntuación otorgada al
conocimiento del euskera representará un porcentaje que no podrá ser en ningún caso superior al veinte por
ciento de la puntuación máxima alcanzable en el conjunto del proceso selectivo. En cualquier caso, la
valoración que se otorgue a la acreditación del nivel específico correspondiente al puesto de trabajo no podrá
ser en ningún caso inferior al cinco por ciento de la puntuación máxima alcanzable en el conjunto del proceso
selectivo.
4. Los anteriores criterios de este artículo serán igualmente de aplicación en los procesos de provisión de
puestos de las administraciones públicas vascas.

Artículo 189. Funciones del Instituto Vasco de Administración Pública en la formación lingüística y en la 
acreditación de los perfiles lingüísticos.
1. Para la acreditación del cumplimiento de los distintos perfiles lingüísticos, el Instituto Vasco de
Administración Pública determinará el contenido y forma de las pruebas destinadas a la evaluación del
conocimiento del euskera necesario, en cada caso, que serán de común y obligada aplicación en la totalidad de
las administraciones públicas.
2. El Instituto Vasco de Administración Pública será el único organismo habilitado para la acreditación de
perfiles lingüísticos. A tal efecto, el Instituto Vasco de Administración Pública asumirá la responsabilidad de
llevar a cabo la convocatoria periódica y organización de pruebas destinadas a la acreditación de perfiles
lingüísticos en el seno de las administraciones públicas vascas, sus instituciones y organismos.
3. Asimismo, el Instituto Vasco de Administración Pública llevará a efecto la realización de las pruebas de
acreditación de perfiles lingüísticos que resulten precisas en el marco de los procesos de selección de personal
y de provisión de puestos de trabajo que puedan convocar las administraciones públicas vascas, sus
instituciones y organismos.
4. Sin perjuicio de la representación que al Instituto Vasco de Administración Pública corresponde en los
tribunales calificadores de los procesos selectivos de acceso a las administraciones públicas vascas, sus
instituciones y organismos, una persona representante de dicho instituto formará parte de los tribunales en
aquellas pruebas que estén destinadas a la acreditación del perfil lingüístico exigido en la convocatoria. Dicha
representación será igualmente obligada, a los mismos efectos, en la composición de las comisiones
calificadores de los concursos para la provisión de los puestos de trabajo.
5. Las administraciones públicas vascas podrán suscribir convenios de colaboración con el Instituto Vasco de
Administración Pública al objeto de concretar los términos en los que deban desarrollarse las pruebas de
acreditación de perfiles lingüísticos.
6. El Instituto Vasco de Administración Pública podrá formalizar con el Instituto para la Alfabetización y
Reeuskaldunización de Adultos (HABE), como organismo competente en materia de euskaldunización de
adultos, el correspondiente convenio de colaboración en relación con la euskaldunización del personal al
servicio de las administraciones públicas vascas de acuerdo con el contenido curricular del proceso de
aprendizaje del euskera.

Artículo 190. La convalidación y otros sistemas de acreditación del conocimiento del euskera.
El Gobierno Vasco, a propuesta del departamento competente en materia de política lingüística, establecerá
reglamentariamente el régimen de convalidación de certificados oficiales, títulos y otros sistemas de
comprobación y evaluación del conocimiento de euskera, a los efectos de acreditar en las administraciones
públicas vascas el cumplimiento de los perfiles lingüísticos asignados a los distintos puestos de trabajo.
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Tema 5

Personal al servicio de las administraciones públicas vascas: clases de 
personal empleado público, derechos de este personal, principios que 

inspiran el código ético y de conducta del mismo, y régimen 
disciplinario.

Ley 11/2022, de 1 de diciembre, de Empleo Público Vasco
LEP-PV · BOE-A-2023-353 · arts. 26 a 30 · arts. 161 a 171 · arts. 172 a 186 — 31 incluidos

TÍTULO II Personal al servicio de las administraciones públicas vascas

CAPÍTULO I Personal al servicio de las administraciones públicas vascas. personal funcionario y

Artículo 26. Clases de personal empleado público.
1. Es personal empleado público el que ejerce funciones profesionales retribuidas en puestos de trabajo de las
administraciones públicas vascas.
2. El personal empleado público, en función de las peculiaridades de su régimen jurídico, se encuadra en las
siguientes clases:

a) Personal funcionario de carrera.
b) Personal funcionario interino.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 27. Personal funcionario de carrera.
Es personal funcionario de carrera el que, en virtud de nombramiento legal, desempeña servicios
profesionales retribuidos de carácter permanente, y se encuentra vinculado a las administraciones públicas
vascas por una relación estatutaria regulada por el derecho público.

Artículo 28. Personal funcionario interino.
1. Es personal funcionario interino el que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, es
nombrado para el desempeño de funciones reservadas a personal funcionario de carrera cuando se dé alguna
de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes cuando no sea posible su cobertura por personal funcionario de carrera.
b) La sustitución transitoria de la persona que desempeñe el puesto de trabajo, bien como titular de la plaza
bien como funcionario interino.
c) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de seis meses, dentro de un período de doce meses,
contados a partir del momento en que se produzcan dichas causas.
d) En el supuesto de reducción de jornada, de acciones formativas del personal funcionario u otros
supuestos de ausencia parcial.
e) La ejecución de programas de carácter temporal, conforme a lo siguiente:
1) Los órganos de gobierno de las administraciones públicas vascas podrán aprobar la ejecución de
programas de carácter temporal, siempre que las tareas vinculadas a dichos programas no puedan ser
atendidas por el personal existente y se trate de actividades no habituales o del lanzamiento de nuevas
actividades no estructurales de la Administración.
2) Con carácter general, la duración de los programas de carácter temporal no podrá exceder de tres años,
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prorrogable, en caso de necesidad justificada, hasta un máximo de otro año. La prórroga requerirá informe
previo favorable de los departamentos u organismos competentes en materia de hacienda y empleo público
de la administración correspondiente y audiencia a la representación de personal. Superado el plazo de
cuarenta y ocho meses, no será posible aprobar un nuevo programa con idénticas o similares funciones.

2. El cese del personal funcionario interino se producirá cuando desaparezcan las circunstancias que
motivaron su nombramiento o transcurran los plazos previstos en el apartado anterior, y, en todo caso, en los
siguientes supuestos:

a) Por la finalización de programas temporales, en el momento que estos finalicen, y, en cualquier caso, a
los cuarenta y ocho meses como máximo de producirse su nombramiento.
b) Por el reingreso o la reasignación de personal funcionario de carrera sin derecho a reserva de puesto de
trabajo.
c) Por la provisión reglamentaria del puesto de trabajo por medio de la oferta de empleo público o de
alguno de los procedimientos de movilidad del personal funcionario legalmente establecidos. En el
supuesto de la letra a) del apartado 1 de este artículo, las plazas vacantes desempeñadas por personal
funcionario interino deberán incluirse en la oferta de empleo correspondiente al ejercicio en que se
produce el nombramiento o, si no fuera posible, en la siguiente, salvo que se decida su amortización.
d) Por la amortización del puesto de trabajo.
e) Desaparición de las razones de necesidad y urgencia; la adscripción provisional de funcionario de
carrera, y el incumplimiento sobrevenido de los requisitos del desempeño del puesto.

3. El cese del personal interino se producirá asimismo por las mismas causas que para la pérdida de la
condición de personal funcionario de carrera.
4. Al personal funcionario interino le será aplicable, en cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición y
en los términos previstos en esta ley, el régimen general del personal funcionario de carrera.

Artículo 29. Personal laboral.
1. Es personal laboral al servicio de las administraciones públicas vascas el que en virtud de contrato de
trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las modalidades de contratación de personal previstas en la
legislación laboral, desempeña puestos de trabajo o plazas dotadas presupuestariamente.
2. El personal laboral, en función de la duración del contrato, podrá tener la condición de fijo, por tiempo
indefinido a consecuencia de sentencia o temporal.
3. La selección del personal laboral fijo y temporal se hará de acuerdo con los sistemas previstos en esta ley,
respetando en todo caso los principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad, así como los de
publicidad y de libre concurrencia.
4. La contratación del personal laboral temporal y su cese se regirá por la legislación laboral aplicable a cada
modalidad contractual.
5. El personal laboral de carácter directivo se encontrará sometido a la relación laboral de carácter especial de
alta dirección y será designado atendiendo a los principios establecidos en esta ley. Asimismo, le será de
aplicación lo dispuesto en esta ley en materia de evaluación del desempeño, de retribuciones variables y de
determinación de las condiciones de empleo del personal directivo público profesional.
6. Al personal que adquiera la condición de personal laboral por tiempo indefinido, en cumplimiento de
sentencia judicial, se le aplicarán las previsiones contenidas en la disposición adicional vigesimoctava de esta
ley.

CAPÍTULO II Personal de confianza y asesoramiento especial

Artículo 30. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, realiza
exclusivamente funciones calificadas de modo expreso como de confianza o asesoramiento especial, siendo
retribuido con cargo a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
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2. El personal eventual no podrá desempeñar funciones directivas ni ejecutivas, ni tampoco las reservadas a
personal funcionario o laboral, en el seno de las administraciones públicas vascas.
3. Únicamente las personas que ocupen el puesto de lehendakari, diputado o diputada general, alcalde o
alcaldesa, vicelehendakari, consejero o consejera y diputado o diputada foral, presidente o presidenta del
Tribunal Vasco de Cuentas Públicas y rector o rectora de la Universidad del País Vasco podrán designar
personal eventual. El Gobierno Vasco y los órganos de gobierno de las diputaciones forales y de los
ayuntamientos determinarán en cada caso el número máximo de personal eventual y su adscripción orgánica,
de acuerdo con lo previsto en su propia normativa y atendiendo al principio de economía del gasto público.
4. Los puestos de trabajo del personal eventual, así como sus retribuciones, se recogerán en las relaciones de
puestos de trabajo o en los instrumentos de ordenación similares y se publicarán en el «Boletín Oficial del País
Vasco» o, en su caso, en el boletín oficial del territorio histórico correspondiente.
5. El nombramiento y el cese del personal eventual serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se
produzca el de la autoridad a la que preste su función de confianza o de asesoramiento.
6. La condición de personal eventual no será mérito para acceder al empleo público ni para la promoción
interna.
7. Al personal eventual, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, le será aplicable el régimen
general del personal funcionario de carrera.

TÍTULO XI Derechos, deberes, código de conducta, incompatibilidades y responsabilidades del 
per

CAPÍTULO I Derechos del personal empleado público vasco. Permisos, vacaciones y régimen de jorn

Artículo 161. Derechos individuales del personal empleado público vasco.
El personal empleado público vasco tiene los siguientes derechos de carácter individual:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) A ser informado por sus jefes inmediatos de los fines, organización y funcionamiento de la unidad
administrativa correspondiente y, en especial, de su dependencia jerárquica y de las atribuciones, deberes y
responsabilidades que le incumben.
c) Al desempeño efectivo de las funciones y de las tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con
la progresión alcanzada en su carrera profesional.
d) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna en los términos establecidos en esta ley.
e) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
f) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación sexual, identidad de género, propia imagen y dignidad en el trabajo.
i) A la atención y protección frente al acoso sexual y por razón de sexo, moral y laboral.
j) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación sexual,
religión o convicciones, opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o
social.
k) A acogerse a medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral.
l) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
m) A la protección y privacidad de los datos de carácter personal de los empleados públicos.
n) A las vacaciones, descansos y permisos. ñ) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en
las normas aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que le sea de aplicación.
p) A las prestaciones de asistencia sanitaria y de acción social que correspondan.
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q) A la libre asociación profesional.
r) A la defensa jurídica y protección por parte de la Administración pública en los procedimientos que se sigan
ante cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos
públicos.
s) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
t) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico.
u) A la adaptación de los puestos de trabajo en condiciones de accesibilidad universal, incorporando las
adaptaciones necesarias para que las personas empleadas públicas con discapacidad puedan desarrollar sus
funciones.

Artículo 162. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
El personal empleado público vasco tendrá los siguientes derechos individuales ejercidos colectivamente:
a) Derecho de libertad sindical.
b) Derecho a la negociación colectiva.
c) Derecho a la participación institucional en la determinación de las condiciones de trabajo.
d) Derecho de huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
e) Derecho de reunión.
f) Derecho al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada
caso.

Artículo 163. Permisos del personal empleado público vasco.
1. El personal empleado público dispondrá de los permisos regulados en la legislación básica de empleo
público, en las leyes y reglamentos aplicables, así como los que se prevean, en su caso, en los instrumentos de
negociación colectiva.
2. Al personal funcionario de carrera o interino de las administraciones públicas vascas que sea nombrado
personal funcionario en prácticas en cualquier otra administración pública, incluida o no en el ámbito de
aplicación de esta ley, se le concederá un permiso sin retribución durante el tiempo que dure el curso selectivo
o el período de prácticas, sin perjuicio de las retribuciones que tenga derecho a percibir con cargo a la
administración en la que aspire ingresar, de acuerdo con la normativa aplicable en dicha administración.
3. Al personal laboral le serán de aplicación los permisos que se prevén en la legislación laboral, en los
convenios colectivos y, en su caso, los previstos en la legislación básica de empleo público.
4. Las condiciones y períodos de disfrute de los permisos deberán garantizar las necesidades de prestación del
servicio público.

Artículo 164. Vacaciones.
1. El personal funcionario tendrá derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor.
2. A los efectos de lo previsto en este artículo, no se considerarán como hábiles los sábados, sin perjuicio de las
adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
3. Las condiciones y períodos de disfrute de las vacaciones deberán garantizar las necesidades de prestación
del servicio público, fijándose en cada caso las mismas previa negociación con la representación de personal.

Artículo 165. Jornada de trabajo.
Ordenación del tiempo de trabajo.
1. La jornada de trabajo es el tiempo durante el cual el personal empleado público debe permanecer en el
trabajo a disposición de la entidad correspondiente y en el ejercicio de su actividad y de sus funciones.
2. Las administraciones públicas vascas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de su
personal, previa negociación colectiva al efecto. La jornada de trabajo fijará su duración total anual y la
distribución de la misma. En todo caso, esta distribución deberá garantizar el tiempo de descanso
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correspondiente a vacaciones y a permisos por asuntos particulares que corresponda al personal empleado
público.
3. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial. Reglamentariamente, se regulará la
jornada a tiempo parcial, así como la posibilidad de desempeñar parcialmente el trabajo desde el domicilio de
la persona empleada pública mediante la aplicación de instrumentos telemáticos.
4. La jornada del personal laboral se regirá por lo previsto en este artículo y por la legislación laboral que sea
de aplicación.

CAPÍTULO II Código ético y de conducta del personal empleado público vasco

Artículo 166. Principios generales que inspiran el código ético y de conducta del personal empleado 
público vasco.
1. Sin perjuicio de lo establecido en el Estatuto Básico del Empleado Público en relación con el código de
conducta y los principios éticos y de conducta a observar por el personal funcionario, laboral y estatutario del
sector público, y de conformidad con la regla de que los valores y principios éticos corresponden a cada
institución y no a cada uno de los colectivos humanos que prestan servicio en su seno, en el ejercicio de sus
funciones, el personal empleado público vasco respetará los mismos principios generales que rigen el código
de conducta de los cargos públicos del sector público vasco, según lo dispuesto en la Ley 1/2014, de 26 de junio,
Reguladora del Código de Conducta y de los Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
2. De conformidad con lo dispuesto en el punto anterior, la actuación profesional del personal empleado
público vasco se llevará a cabo desde el respeto a los principios de integridad y transparencia y con plena
observancia de los principios de conducta individual, de calidad institucional y de relación con la ciudadanía
recogidos en los artículos 6, 7 y 8 de la Ley 1/2014, de 26 de junio, Reguladora del Código de Conducta y de los
Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos.
3. El Gobierno Vasco, a propuesta de la Inspección General de Personal y Servicios, aprobará un código de
conducta para el personal empleado público del sector público de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Euskadi, que desarrollará los principios citados en el punto anterior e incluirá un sistema de
seguimiento y evaluación encaminado a garantizar su observancia real y efectiva.
4. Las administraciones públicas vascas aprobarán un código ético y de conducta para su personal en
desarrollo de los principios establecidos en los apartados anteriores.

CAPÍTULO III Responsabilidad y régimen de incompatibilidades

Artículo 167. Responsabilidad del personal empleado público vasco.
Las personas empleadas públicas son responsables de la buena gestión de los servicios encomendados, todo
ello sin perjuicio de la responsabilidad que corresponde a sus superiores jerárquicos, a los que en todo
momento deberán dar cuenta de las anomalías que hubieran observado en el servicio.

Artículo 168. Responsabilidad patrimonial.
Las administraciones públicas, cuando hubieren indemnizado a las personas lesionadas, se dirigirán de oficio
contra sus autoridades y su personal empleado público causantes de daños por dolo, culpa o negligencia
graves, por el incorrecto funcionamiento de los servicios públicos, mediante la instrucción del
correspondiente expediente, y previa audiencia de la persona interesada.

Artículo 169. Responsabilidad penal.
La responsabilidad penal, así como la responsabilidad civil derivada del delito, se exigirán de acuerdo con lo
establecido en la legislación correspondiente.

Artículo 170. Responsabilidad disciplinaria.
La responsabilidad disciplinaria del personal empleado público será efectiva de conformidad con lo dispuesto
en el título XII de esta ley.
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Artículo 171. Régimen de incompatibilidades.
1. El personal empleado público vendrá obligado a observar estrictamente el régimen de incompatibilidades
establecido en la legislación vigente, y las administraciones públicas vascas, a la exigencia de su cumplimiento.
2. El desempeño de cualquier actividad en el sector público o privado requerirá, en todo caso, la previa y
expresa evaluación y, en su caso, la correspondiente autorización de compatibilidad, que únicamente se
otorgará en los supuestos previstos en la vigente legislación y conforme al procedimiento que
reglamentariamente se determine.

TÍTULO XII Régimen disciplinario

CAPÍTULO I Disposiciones generales y principios del régimen disciplinario

Artículo 172. Ámbito de aplicación.
1. Este título y las normas reglamentarias que lo desarrollen se aplicarán al personal funcionario y al personal
directivo público profesional.
2. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá por lo dispuesto en la normativa básica del empleo
público y en lo no previsto en él, por la legislación laboral, por los convenios colectivos que suscriban las
diferentes administraciones públicas y por las previsiones contenidas en este título.

Artículo 173. Ejercicio de la potestad disciplinaria.
Responsabilidad disciplinaria.
1. Las administraciones públicas vascas corregirán disciplinariamente las infracciones del personal a su
servicio cometidas en el ejercicio de sus funciones y cargos, sin perjuicio de la responsabilidad patrimonial o
penal que pueda derivarse de tales conductas.
2. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de
responsabilidad penal, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal.
3. Los hechos declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración.
4. El personal funcionario que induzca a otras personas a la realización de actos o conductas constitutivos de
falta disciplinaria incurrirá en la misma responsabilidad que éstas.
5. Igualmente, incurrirá en responsabilidad el personal funcionario que encubriere las faltas consumadas muy
graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la Administración o la ciudadanía.
6. Al personal funcionario que en virtud de lo previsto en esta ley se encuentre desempeñando puestos de
trabajo en otras administraciones públicas vascas le será de aplicación el régimen disciplinario de la
administración de destino mientras mantenga su relación funcionarial con la misma, con excepción de la
sanción de separación definitiva del servicio, que deberá ser acordada por el órgano competente de la
administración de procedencia.

Artículo 174. Principios del régimen disciplinario.
Los principios del régimen disciplinario serán los siguientes:

a) Principio de legalidad y de tipicidad de faltas y sanciones:
1. El personal funcionario únicamente puede ser sancionado por las acciones u omisiones tipificadas como
faltas en esta ley o en otras leyes.
2. Las disposiciones reglamentarias de desarrollo podrán introducir especificaciones o graduaciones en los
tipos de infracciones o sanciones establecidas en esta ley, sin alterar su naturaleza y límites.
3. Las normas definidoras de las infracciones y de las sanciones no son susceptibles de aplicación analógica. b)
Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las
favorables a la persona presunta infractora. c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación
de las infracciones y sanciones como a su aplicación. d) Principio de culpabilidad. e) Principio de presunción
de inocencia y derecho a utilizar los medios de prueba pertinentes para la defensa. f) Principio de non bis in

Temario en formato ley · Escala de Ayudantes en Ejecución Penal (parte general) · Administración 70

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



idem, cuando exista identidad de sujeto, hecho y fundamento.

Artículo 175. Extinción de la responsabilidad disciplinaria y prescripción de faltas y sanciones.
1. La responsabilidad disciplinaria se extingue por alguna de las siguientes causas:

a) Cumplimiento de la sanción.
b) Fallecimiento.
c) Prescripción de la falta o sanción.

2. Las faltas muy graves prescribirán a los tres años; las graves, a los dos años, y las leves, a los seis meses. El
plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se hubiere cometido o, cuando se trate de
falta continuada, desde el cese de su comisión.
3. Las sanciones impuestas por faltas muy graves prescriben a los tres años; las impuestas por faltas graves, a
los dos años, y las impuestas por faltas leves, al año. El plazo de prescripción de las sanciones comenzará a
contarse desde la firmeza en vía administrativa de la resolución sancionadora.

Artículo 176. Anotación y cancelación de sanciones disciplinarias.
1. Las sanciones disciplinarias, una vez sean firmes, se anotarán en el expediente personal de la persona
funcionaria. Las anotaciones se cancelarán de oficio o a instancia de parte, conforme a los siguientes períodos,
computados desde el cumplimiento de la sanción:

a) Un año para las sanciones impuestas por faltas leves.
b) Dos años para las sanciones impuestas por faltas graves.
c) Tres años para las sanciones impuestas por faltas muy graves.

2. En ningún caso se computarán a efectos de reincidencia las anotaciones canceladas.

CAPÍTULO II Infracciones disciplinarias

Artículo 177. Tipificación de infracciones.
1. Constituye falta disciplinaria la acción u omisión que conlleve el incumplimiento de cualquiera de las
obligaciones o deberes tipificados en este capítulo, en otras leyes o, en su caso, en los reglamentos de
desarrollo.
2. Las faltas disciplinarias se clasifican en:

a) Muy graves.
b) Graves.
c) Leves.

Artículo 178. Faltas muy graves.
Son faltas muy graves:
a) El incumplimiento del deber de respeto al ordenamiento jurídico vigente, en el ejercicio de funciones
públicas.
b) Cualquier actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o
convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual, lengua, opinión, lugar de nacimiento o vecindad, sexo, o
cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
c) El acoso por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad u orientación
sexual, así como el acoso moral, sexual o por razón de sexo.
d) El incumplimiento de las órdenes o instrucciones del personal responsable o directivo referidas al
desempeño del puesto de trabajo, cuando no sean constitutivas de falta grave.
e) Aceptar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que se ofrezca en función de su
condición de persona funcionaria y que vaya más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, cuando no
sea constitutivo de falta grave y sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
f) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo de las tareas o funciones que la persona empleada
pública tiene encomendadas, siempre que esta circunstancia revista notoria gravedad.
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g) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a la
ciudadanía.
h) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
acceso por razón de su cargo o función.
i) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por ley o clasificados como tales, que sea
causa de su publicación o que provoque su difusión o conocimiento indebido.
j) El incumplimiento del deber de guardar secreto respecto de los datos e informaciones que conozcan en el
ejercicio de sus funciones desempeñadas en el órgano al que se refiere el artículo 24 de la Ley 1/2014, de 26 de
junio, Reguladora del Código de Conducta y de los Conflictos de Intereses de los Cargos Públicos, y en el
Registro de Actividades y de Bienes y Derechos Patrimoniales, establecido en la legislación en materia de
incompatibilidades de los cargos públicos.
k) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o de las funciones
encomendadas.
l) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales de
cualquier naturaleza y ámbito.
m) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción
manifiesta del ordenamiento jurídico.
n) La prevalencia de la condición de persona empleada pública para obtener un beneficio indebido para sí o
para otra persona. ñ) La obstaculización del ejercicio de libertades públicas y de derechos sindicales.
o) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga, así como la
participación en huelgas de quienes lo tengan prohibido por ley.
p) La realización de actos limitativos de la libertad de expresión, de pensamiento, ideas y opiniones.
q) La comisión de una falta grave cuando en un período de un año hubiera sido objeto de sanción por otras dos
faltas graves.
r) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación de
incompatibilidad.
s) La incomparecencia injustificada a las comisiones de investigación del Parlamento Vasco, de las Juntas
Generales o, en su caso, de alguna de las cámaras de las Cortes Generales.
t) La falta injustificada de colaboración con el Tribunal Vasco de Cuentas Públicas.
u) El acoso laboral.
v) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga, así como a impedir la
asistencia al puesto de trabajo de quienes no quieran ejercer el derecho de huelga.
w) El incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales, cuando se deriven
riesgos o daños para el propio personal funcionario o terceras personas.
x) La infracción o aplicación indebida de los preceptos contenidos en la normativa sobre contratos del sector
público, cuando mediare, al menos, negligencia grave.
y) La realización dentro de la jornada laboral, de manera reiterada o con ánimo de lucro, de otro tipo de
actividades personales o profesionales.
z) Causar daños muy graves por negligencia o mala fe en el patrimonio de la administración pública en la que
desempeña sus funciones la persona empleada pública. Aa) Causar daños graves para terceros, ya sean
personas o bienes, por la inobservancia de medidas de seguridad y prevención de riesgos laborales. Bb)
Aquellas otras conductas que las leyes califiquen como falta muy grave.

Artículo 179. Faltas graves.
Son faltas graves:
a) El incumplimiento de las órdenes o instrucciones del personal responsable y/o directivo referidas al
desempeño del puesto de trabajo, cuando no sean constitutivas de falta muy grave.
b) La falta grave de consideración, atención o respeto a la ciudadanía en su trato con el personal empleado
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público, así como no facilitar a la ciudadanía el ejercicio de sus derechos o el cumplimiento de sus deberes.
c) Causar, por negligencia o mala fe, graves daños en los bienes y documentos de la Administración pública o
adoptar conductas que no velen por su conservación.
d) Utilizar de forma reiterada indebidamente los medios, incluidos los telemáticos, que la Administración
pública ha puesto a su disposición para el cumplimiento de las funciones propias del puesto de trabajo
asignado.
e) Aceptar cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que se ofrezca en función de su
condición de persona funcionaria y que vaya más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía, cuando no
sea constitutivo de falta muy grave y sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
f) El incumplimiento del deber de discreción profesional y de reserva respecto de los asuntos que conozcan
por razón del puesto de trabajo cuando causen perjuicio a la Administración o se utilicen en provecho propio.
g) La tolerancia de las personas responsables de la unidad o del personal directivo público ante la comisión de
faltas por el personal subordinado.
h) La emisión de informes y la formulación de propuestas manifiestamente ilegales, cuando causen perjuicio a
la Administración o a la ciudadanía y no constituyan falta muy grave.
i) La falta grave de atención y respeto hacia el personal responsable, subordinado, directivo o hacia el resto de
personal empleado público.
j) El incumplimiento de las disposiciones en materia de incompatibilidades, cuando no constituyan falta muy
grave.
k) La falta de diligencia en el desempeño de sus tareas y la falta de rendimiento que afecte al normal
funcionamiento de los servicios y no constituya falta muy grave.
l) El abuso de autoridad en el ejercicio del puesto de trabajo.
m) La intervención en un procedimiento administrativo cuando existan causas de abstención legalmente
establecidas, salvo que sea constitutivo de falta muy grave.
n) El incumplimiento injustificado de la jornada de trabajo que suponga un mínimo de diez horas al mes
natural. A tal efecto, se entiende por mes natural el período comprendido desde el primer día hasta el último
de cada uno de los doce meses que integran el año. ñ) Las acciones u omisiones dirigidas a evadir los sistemas
de control horario o a impedir que sean detectados los incumplimientos horarios.
o) La tercera falta injustificada de asistencia en un período de tres meses, cuando las dos anteriores hubieran
sido objeto de sanción por falta leve.
p) El incumplimiento de las obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales, cuando no constituya
falta muy grave.
q) El incumplimiento de las normas sobre bajas por enfermedad o accidente.
r) La simulación de enfermedad o accidente cuando comporte ausencia del trabajo.
s) La ausencia injustificada del puesto de trabajo durante la jornada laboral.
t) Emplear o autorizar para usos particulares medios o recursos de carácter oficial o facilitarlos a terceros,
salvo que por su escasa entidad constituya falta leve.
u) La falta de asistencia reiterada, sin causa justificada, a los programas de formación que estén inscritos,
siempre que estos se desarrollen en horario laboral.
v) La negativa no motivada a participar como miembro de la junta electoral en las elecciones a representantes
de personal.
w) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
acceso por razón de su cargo o función, cuando no constituya falta muy grave.
x) La emisión de informes sobre asuntos de servicio que, sin faltar abiertamente a la verdad, desnaturalicen la
misma valiéndose de términos ambiguos, confusos o tendenciosos, o la alteren mediante inexactitudes,
cuando desvirtuarla tenga por objeto la obtención de un beneficio propio o ajeno, o cause perjuicio a la
Administración o a la ciudadanía.
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Artículo 180. Faltas leves.
Son faltas leves:
a) La falta de consideración, atención o respeto a la ciudadanía, a las personas superiores jerárquicas,
compañeras o subordinadas, cuando no sea constitutiva de falta grave.
b) No proporcionar a la ciudadanía la información debida, siempre que sea de la competencia de la unidad en
la que presta sus funciones.
c) Causar daños en los bienes y documentos de la Administración pública y no velar con la diligencia debida
por su conservación, cuando tales conductas no sean constitutivas de faltas graves.
d) Utilizar indebidamente los medios telemáticos que la Administración pública ha puesto a su disposición
para el cumplimiento de sus funciones, cuando ello no constituya falta grave.
e) Ausentarse injustificadamente del puesto de trabajo durante la jornada laboral, cuando no sea constitutiva
de falta grave.
f) No cumplimentar las encuestas que sobre los puestos de trabajo y sus funciones les sean remitidas por la
Administración pública con el fin de racionalizar sus estructuras.
g) Incumplir de forma injustificada el horario de trabajo, cuando no suponga falta grave.
h) La falta de asistencia injustificada de un día.
i) La falta de cuidado o la negligencia en el ejercicio de sus funciones y en el cumplimiento de sus tareas
cuando tales conductas no sean constitutivas de falta grave.
j) Cualquier incumplimiento de los deberes y obligaciones de los empleados públicos, así como de los
principios éticos o de conducta, siempre que no sea calificado como falta grave o muy grave.

Artículo 181. Criterios para la calificación de las faltas.
1. La tipificación de los hechos susceptibles de ser calificados como falta se llevará a efecto atendiendo a las
siguientes circunstancias:

a) El grado en el que se haya vulnerado la legalidad.
b) La gravedad de los daños causados al interés público, patrimonio o bienes de la Administración o de la
ciudadanía.
c) El descrédito para la imagen pública de la Administración.

2. Las administraciones públicas vascas podrán establecer reglamentariamente la ordenación de la aplicación
práctica de dichos criterios.

CAPÍTULO III Sanciones disciplinarias

Artículo 182. Tipos de sanciones.
Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:
a) Separación del servicio del personal funcionario, que en el caso del personal interino comportará la
revocación de su nombramiento y la baja definitiva de las bolsas de trabajo.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo
contrato de trabajo, sea fijo, por tiempo indefinido o temporal, con funciones similares a las que desempeñaba.
c) Revocación del nombramiento del personal funcionario interino o extinción del contrato laboral temporal
con baja del derecho a ser llamado de las bolsas de trabajo durante el tiempo establecido en la sanción
impuesta.
d) Suspensión firme de las funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, con una duración
máxima de seis años. La suspensión firme de funciones conllevará en todo caso la pérdida de la totalidad de
las retribuciones durante el período correspondiente al cumplimiento de la sanción impuesta.
e) Traslado forzoso, con o sin cambio de centro orgánico, por el período que en cada caso se establezca. Dicho
traslado forzoso podrá conllevar, en su caso, el cambio de localidad del centro de trabajo al que sea destinado
el empleado público afectado.
f) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria.
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g) Apercibimiento.
h) Obligación de realizar programas o cursos de formación sobre ética pública.

Artículo 183.
Sanciones que pueden imponerse según el tipo de infracción.
1. Por la comisión de faltas muy graves podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Separación del servicio del personal funcionario, que en el caso del personal funcionario interino
comportará la revocación de su nombramiento y, en su caso, la baja definitiva de las bolsas de trabajo.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo
contrato de trabajo, sea fijo, por tiempo indefinido o temporal, con funciones similares a las que
desempeñaba.
c) Revocación del nombramiento del personal funcionario interino o extinción del contrato laboral
temporal, con baja del derecho a ser llamado de bolsas de trabajo por un período entre dos años y un día y
seis años.
d) Suspensión firme de funciones por un período entre dos años y un día y seis años.
e) Traslado forzoso a otro puesto y destino, con o sin cambio de centro orgánico o localidad, por un período
como mínimo de un año y un día y máximo de tres años.
f) La pérdida de un nivel de desarrollo profesional ya acreditado.
g) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, con la suspensión de los efectos
económicos del último grado alcanzado de desarrollo profesional o, en su caso, de un grado personal, o en
la promoción o movilidad voluntaria, en la forma que reglamentariamente se determine, y con un máximo
de cinco años.

2. Por la comisión de faltas graves podrán imponerse las siguientes sanciones:
a) La suspensión firme de funciones por un período entre treinta y un días y dos años.
b) Revocación del nombramiento en el caso del personal funcionario interino o extinción del contrato
laboral temporal y suspensión del derecho a ser nombrado personal funcionario interino o laboral
temporal por un período idéntico al previsto en la letra anterior.
c) Traslado forzoso a otro puesto y destino, con o sin cambio de centro orgánico, por el período máximo de
un año.
d) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria, en la
forma en que reglamentariamente se determine, y con un máximo de dos años.

3. Por la comisión de faltas leves podrán imponerse las siguientes sanciones:
a) La suspensión de funciones y retribuciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, por un
período de uno a treinta días.
b) El apercibimiento, en función de la afectación a la imagen pública de la Administración.
c) La obligación de realizar programas o cursos de formación sobre ética pública y de cualquier otro
contenido relacionado con la naturaleza de la infracción cometida.

4. El personal funcionario que haya sido sancionado con traslado forzoso con cambio de centro orgánico no
podrá obtener nuevo destino por ningún procedimiento en el centro orgánico del que fue trasladado por un
período desde un año y hasta tres años. Dicho plazo se computará desde el momento en que se efectuó el
traslado.
5. Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado improcedente el despido acordado
como consecuencia de la incoación de un expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave.

Artículo 184. Criterios para la graduación de las sanciones.
Para graduar el alcance de cada sanción, se tendrán en cuenta los siguientes criterios:
a) El grado de intencionalidad, descuido o negligencia que revele la conducta.
b) El grado de participación en la comisión o en la omisión.
c) La gravedad de los daños causados al interés público.
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d) La reiteración o reincidencia. Hay reiteración cuando, al cometer la falta disciplinaria, la persona
responsable ya ha sido sancionada por otra falta, ya sea de mayor, igual o inferior gravedad, por resolución
firme. Hay reincidencia cuando, al cometer la falta disciplinaria, la persona responsable ya ha sido sancionada
por una falta de la misma naturaleza por resolución firme. En ningún caso pueden computarse a efectos de
reiteración o reincidencia los antecedentes cancelados o que debieran serlo.
e) La intensidad de la falta de respeto a las ciudadanas o ciudadanos o al resto del personal empleado público.

CAPÍTULO IV Procedimiento disciplinario

Artículo 185. Normas generales del procedimiento disciplinario.
1. No podrá imponerse ninguna sanción por la comisión de faltas graves o muy graves sino mediante el
procedimiento previamente establecido y con todas las garantías que se prevén en esta ley y en las normas de
desarrollo. El órgano competente para incoar el procedimiento podrá acordar previamente la realización de
una información reservada.
2. La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por un procedimiento sumario y simplificado,
con audiencia de la persona interesada, que se regulará reglamentariamente. Dicho procedimiento no podrá
exceder de un mes desde que se inició.
3. Por medio de decreto del Gobierno Vasco se aprobará el reglamento que regule el procedimiento
disciplinario, que deberá atender en todo caso a los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, con
pleno respeto a los derechos y garantías de defensa de la persona presuntamente responsable.
4. Las administraciones forales, locales y la Universidad del País Vasco podrán adaptar las previsiones
recogidas en el reglamento citado en el apartado anterior a sus propias peculiaridades organizativas.
5. En los procedimientos disciplinarios que tengan por objeto faltas muy graves y graves quedará establecido,
en todo caso, la debida separación entre la fase instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos
distintos. Su duración no podrá exceder de seis meses.
6. Se practicarán de oficio o a solicitud de la persona interesada las pruebas que sean adecuadas para la
determinación de los hechos. La inadmisión de las pruebas propuestas se efectuará mediante resolución
motivada.
7. De la incoación de los expedientes disciplinarios, así como de su resolución, deberá darse cuenta a los
órganos de representación del personal.
8. Las sanciones disciplinarias se ejecutarán conforme a los términos de la resolución y en el plazo máximo de
tres meses. Ello no obstante, el órgano sancionador podrá acordar, previa conformidad de la persona
interesada, la suspensión temporal de su ejecución por un período de tiempo que no exceda del legalmente
establecido para su prescripción.

Artículo 186. Medidas provisionales.
1. En los procedimientos para la imposición de sanciones graves y muy graves, podrán adoptarse las medidas
de carácter provisional que el órgano competente para la instrucción del procedimiento estime necesarias
para asegurar la eficacia de la resolución final que pudiera recaer. La adopción de dichas medidas exigirá la
correspondiente resolución motivada.
2. La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un expediente disciplinario no podrá
exceder de seis meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable a la persona interesada.
3. La suspensión provisional podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento judicial, y
se mantendrá por el tiempo a que se extienda la prisión provisional u otras medidas decretadas por el órgano
judicial que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión
provisional excediera de seis meses, no supondrá la pérdida del puesto de trabajo.
4. El personal funcionario suspenso provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las
retribuciones básicas y, en su caso, las prestaciones familiares por hija o hijo a su cargo.
5. Cuando la suspensión provisional se eleve a firme, la persona funcionaria deberá devolver lo percibido
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durante el tiempo de duración de aquella. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción
firme, la Administración deberá restituirle la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que
hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos.
6. El tiempo de permanencia en suspensión provisional será tenido en cuenta para el cumplimiento de la
suspensión firme.
7. Cuando la suspensión no sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará como de
servicio activo, y se deberá acordar la inmediata reincorporación de la persona funcionaria a su puesto de
trabajo, con reconocimiento de todos los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de
suspensión.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público
TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 8 a 30 · arts. 47 a 54 · arts. 93 a 98 — 38 incluidos

TÍTULO II Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Clases de personal

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos.
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.
2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera.
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.
2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos.
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.
b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
Estatuto.
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho
meses.

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
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inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.
3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.
c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.
5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. Se modifica por
el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1 Véase, en cuanto a los efectos, lo
establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-
ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido
en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral.
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.
3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1
Téngase en cuenta que este apartado 3 ya fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se añade el apartado
3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 12. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
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a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.
3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.
4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.
5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.

CAPÍTULO II Personal directivo

Artículo 13. Personal directivo profesional.
El Gobierno y los órganos de gobierno de las comunidades autónomas podrán establecer, en desarrollo de este
Estatuto, el régimen jurídico específico del personal directivo así como los criterios para determinar su
condición, de acuerdo, entre otros, con los siguientes principios:
1. Es personal directivo el que desarrolla funciones directivas profesionales en las Administraciones Públicas,
definidas como tales en las normas específicas de cada Administración.
2. Su designación atenderá a principios de mérito y capacidad y a criterios de idoneidad, y se llevará a cabo
mediante procedimientos que garanticen la publicidad y concurrencia.
3. El personal directivo estará sujeto a evaluación con arreglo a los criterios de eficacia y eficiencia,
responsabilidad por su gestión y control de resultados en relación con los objetivos que les hayan sido fijados.
4. La determinación de las condiciones de empleo del personal directivo no tendrá la consideración de materia
objeto de negociación colectiva a los efectos de esta ley. Cuando el personal directivo reúna la condición de
personal laboral estará sometido a la relación laboral de carácter especial de alta dirección.

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I Derechos de los empleados públicos

Artículo 14. Derechos individuales.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con la
progresión alcanzada en su carrera profesional.
c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.
d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser
informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.
f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, de
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orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y laboral.
i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación e
identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. j bis) A la
intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de
videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la
legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.
k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.
n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.
p) A la libre asociación profesional.
q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Se modifican las letras h) e i) por la
disposición final 16.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16
Se añade la letra j bis) por la disposición final 14 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-14

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva:
a) A la libertad sindical.
b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.
c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso.
e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

CAPÍTULO II Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. La evaluación del desemp

Artículo 16. Concepto, principios y modalidades de la carrera profesional de los funcionarios de carrera.
1. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a la promoción profesional.
2. La carrera profesional es el conjunto ordenado de oportunidades de ascenso y expectativas de progreso
profesional conforme a los principios de igualdad, mérito y capacidad. A tal objeto las Administraciones
Públicas promoverán la actualización y perfeccionamiento de la cualificación profesional de sus funcionarios
de carrera.
3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto regularán la carrera profesional
aplicable en cada ámbito que podrán consistir, entre otras, en la aplicación aislada o simultánea de alguna o
algunas de las siguientes modalidades:

a) Carrera horizontal, que consiste en la progresión de grado, categoría, escalón u otros conceptos
análogos, sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo y de conformidad con lo establecido en la letra b)
del artículo 17 y en el apartado 3 del artículo 20 de este Estatuto.
b) Carrera vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de puestos de trabajo por los procedimientos
de provisión establecidos en el capítulo III del título V de este Estatuto.
c) Promoción interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo o escala de un Subgrupo, o
Grupo de clasificación profesional en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, a otro superior, de
acuerdo con lo establecido en el artículo 18.
d) Promoción interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o escalas del mismo Subgrupo
profesional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18.

4. Los funcionarios de carrera podrán progresar simultáneamente en las modalidades de carrera horizontal y
vertical cuando la Administración correspondiente las haya implantado en un mismo ámbito.
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Artículo 17. Carrera horizontal de los funcionarios de carrera.
Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán regular la carrera
horizontal de los funcionarios de carrera, pudiendo aplicar, entre otras, las siguientes reglas:
a) Se articulará un sistema de grados, categorías o escalones de ascenso fijándose la remuneración a cada uno
de ellos. Los ascensos serán consecutivos con carácter general, salvo en aquellos supuestos excepcionales en
los que se prevea otra posibilidad.
b) Se deberá valorar la trayectoria y actuación profesional, la calidad de los trabajos realizados, los
conocimientos adquiridos y el resultado de la evaluación del desempeño. Podrán incluirse asimismo otros
méritos y aptitudes por razón de la especificidad de la función desarrollada y la experiencia adquirida.

Artículo 18. Promoción interna de los funcionarios de carrera.
1. La promoción interna se realizará mediante procesos selectivos que garanticen el cumplimiento de los
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad así como los contemplados en el artículo 55.2 de
este Estatuto.
2. Los funcionarios deberán poseer los requisitos exigidos para el ingreso, tener una antigüedad de, al menos,
dos años de servicio activo en el inferior Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que
éste no tenga Subgrupo y superar las correspondientes pruebas selectivas.
3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto articularán los sistemas para
realizar la promoción interna, así como también podrán determinar los cuerpos y escalas a los que podrán
acceder los funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo. Asimismo las leyes de
Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán determinar los cuerpos y escalas a
los que podrán acceder los funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo.
4. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas que incentiven la participación de su personal en los
procesos selectivos de promoción interna y para la progresión en la carrera profesional.

Artículo 19. Carrera profesional y promoción del personal laboral.
1. El personal laboral tendrá derecho a la promoción profesional.
2. La carrera profesional y la promoción del personal laboral se hará efectiva a través de los procedimientos
previstos en el Estatuto de los Trabajadores o en los convenios colectivos.

Artículo 20. La evaluación del desempeño.
1. Las Administraciones Públicas establecerán sistemas que permitan la evaluación del desempeño de sus
empleados. La evaluación del desempeño es el procedimiento mediante el cual se mide y valora la conducta
profesional y el rendimiento o el logro de resultados.
2. Los sistemas de evaluación del desempeño se adecuarán, en todo caso, a criterios de transparencia,
objetividad, imparcialidad y no discriminación y se aplicarán sin menoscabo de los derechos de los empleados
públicos.
3. Las Administraciones Públicas determinarán los efectos de la evaluación en la carrera profesional
horizontal, la formación, la provisión de puestos de trabajo y en la percepción de las retribuciones
complementarias previstas en el artículo 24 del presente Estatuto.
4. La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará vinculada a la evaluación del
desempeño de acuerdo con los sistemas de evaluación que cada Administración Pública determine, dándose
audiencia al interesado, y por la correspondiente resolución motivada.
5. La aplicación de la carrera profesional horizontal, de las retribuciones complementarias derivadas del
apartado c) del artículo 24 del presente Estatuto y el cese del puesto de trabajo obtenido por el procedimiento
de concurso requerirán la aprobación previa, en cada caso, de sistemas objetivos que permitan evaluar el
desempeño de acuerdo con lo establecido en los apartados 1 y 2 de este artículo.

CAPÍTULO III Derechos retributivos
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Artículo 21. Determinación de las cuantías y de los incrementos retributivos.
1. Las cuantías de las retribuciones básicas y el incremento de las cuantías globales de las retribuciones
complementarias de los funcionarios, así como el incremento de la masa salarial del personal laboral, deberán
reflejarse para cada ejercicio presupuestario en la correspondiente ley de presupuestos.
2. No podrán acordarse incrementos retributivos que globalmente supongan un incremento de la masa salarial
superior a los límites fijados anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el personal.

Artículo 22. Retribuciones de los funcionarios.
1. Las retribuciones de los funcionarios de carrera se clasifican en básicas y complementarias.
2. Las retribuciones básicas son las que retribuyen al funcionario según la adscripción de su cuerpo o escala a
un determinado Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo,
y por su antigüedad en el mismo. Dentro de ellas están comprendidas los componentes de sueldo y trienios de
las pagas extraordinarias.
3. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características de los puestos de trabajo, la
carrera profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario.
4. Las pagas extraordinarias serán dos al año, cada una por el importe de una mensualidad de retribuciones
básicas y de la totalidad de las retribuciones complementarias, salvo aquéllas a las que se refieren los
apartados c) y d) del artículo 24.
5. No podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las Administraciones Públicas
como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio en multas impuestas, aun cuando
estuviesen normativamente atribuidas a los servicios.

Artículo 23. Retribuciones básicas.
Las retribuciones básicas, que se fijan en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, estarán integradas
única y exclusivamente por:
a) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no
tenga Subgrupo.
b) Los trienios, que consisten en una cantidad, que será igual para cada Subgrupo o Grupo de clasificación
profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, por cada tres años de servicio.

Artículo 24. Retribuciones complementarias.
La cuantía y estructura de las retribuciones complementarias de los funcionarios se establecerán por las
correspondientes leyes de cada Administración Pública atendiendo, entre otros, a los siguientes factores:
a) La progresión alcanzada por el funcionario dentro del sistema de carrera administrativa.
b) La especial dificultad técnica, responsabilidad, dedicación, incompatibilidad exigible para el desempeño de
determinados puestos de trabajo o las condiciones en que se desarrolla el trabajo.
c) El grado de interés, iniciativa o esfuerzo con que el funcionario desempeña su trabajo y el rendimiento o
resultados obtenidos.
d) Los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo.

Artículo 25. Retribuciones de los funcionarios interinos.
1. Los funcionarios interinos percibirán las retribuciones básicas y las pagas extraordinarias correspondientes
al Subgrupo o Grupo de adscripción, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo. Percibirán asimismo las
retribuciones complementarias a que se refieren los apartados b), c) y d) del artículo 24 y las correspondientes
a la categoría de entrada en el cuerpo o escala en el que se le nombre.
2. Se reconocerán los trienios correspondientes a los servicios prestados antes de la entrada en vigor del
presente Estatuto que tendrán efectos retributivos únicamente a partir de la entrada en vigor del mismo.

Artículo 26. Retribuciones de los funcionarios en prácticas.
Las Administraciones Públicas determinarán las retribuciones de los funcionarios en prácticas que, como
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mínimo, se corresponderán a las del sueldo del Subgrupo o Grupo, en el supuesto de que éste no tenga
Subgrupo, en que aspiren a ingresar.

Artículo 27. Retribuciones del personal laboral.
Las retribuciones del personal laboral se determinarán de acuerdo con la legislación laboral, el convenio
colectivo que sea aplicable y el contrato de trabajo, respetando en todo caso lo establecido en el artículo 21 del
presente Estatuto.

Artículo 28. Indemnizaciones.
Los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón del servicio.

Artículo 29. Retribuciones diferidas.
Las Administraciones Públicas podrán destinar cantidades hasta el porcentaje de la masa salarial que se fije en
las correspondientes Leyes de Presupuestos Generales del Estado a financiar aportaciones a planes de
pensiones de empleo o contratos de seguro colectivos que incluyan la cobertura de la contingencia de
jubilación, para el personal incluido en sus ámbitos, de acuerdo con lo establecido en la normativa reguladora
de los Planes de Pensiones. Las cantidades destinadas a financiar aportaciones a planes de pensiones o
contratos de seguros tendrán a todos los efectos la consideración de retribución diferida.

Artículo 30. Deducción de retribuciones.
1. Sin perjuicio de la sanción disciplinaria que pueda corresponder, la parte de jornada no realizada dará lugar
a la deducción proporcional de haberes, que no tendrá carácter sancionador.
2. Quienes ejerciten el derecho de huelga no devengarán ni percibirán las retribuciones correspondientes al
tiempo en que hayan permanecido en esa situación sin que la deducción de haberes que se efectúe tenga
carácter de sanción, ni afecte al régimen respectivo de sus prestaciones sociales.

CAPÍTULO V Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones

Artículo 47. Jornada de trabajo de los funcionarios públicos.
1. Las Administraciones Públicas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de sus
funcionarios públicos. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial.
2. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas de flexibilización horaria para garantizar la conciliación
de la vida familiar y laboral de los empleados públicos que tengan a su cargo a hijos e hijas menores de doce
años, así como de los empleados públicos que tengan necesidades de cuidado respecto de los hijos e hijas
mayores de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo grado,
así como de otras personas que convivan en el mismo domicilio, y que por razones de edad, accidente o
enfermedad no puedan valerse por sí mismos.
Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 2/2024, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2024-10235#at

Se deja sin efecto la modificación por Resolución de 10 de enero de 2024 que publica el Acuerdo del Congreso de los Diputados por el que se deroga el
Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2024-664

Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25759#at

Artículo 47 bis. Teletrabajo.
1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el contenido
competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan,
fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la información y
comunicación.
2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada y será compatible con
la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y reversible salvo en supuestos
excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo
de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán
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criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. El teletrabajo deberá contribuir a
una mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos y la evaluación de su
cumplimiento.
3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y derechos,
individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del personal que preste sus servicios en
modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo
aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial.
4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta modalidad, los medios
tecnológicos necesarios para su actividad.
5. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en materia de teletrabajo, por lo
previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo.
Se añade por el art. 1 del Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-11415#a1

Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos.
Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:
a) Por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitalización que
precise de reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el primer grado por
consanguinidad o afinidad, así como de cualquier otra persona distinta de las anteriores que conviva con el
funcionario o funcionaria en el mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella, cinco días
hábiles. Cuando se trate de accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin
hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar dentro del segundo grado de
consanguinidad o afinidad, el permiso será de cuatro días hábiles. Cuando se trate de fallecimiento del
cónyuge, pareja de hecho o familiar dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad, tres días hábiles
cuando el suceso se produzca en la misma localidad, y cinco días hábiles, cuando sea en distinta localidad. En
el caso de fallecimiento de familiar dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de
dos días hábiles cuando se produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta
localidad.
b) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día.
c) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal, en los términos que se determine.
d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud, durante los días de su celebración.
e) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto
por las funcionarias embarazadas y, en los casos de adopción o acogimiento, o guarda con fines de adopción,
para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y preparación y para la realización de los
preceptivos informes psicológicos y sociales previos a la declaración de idoneidad, que deban realizarse
dentro de la jornada de trabajo. A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de funcionarias
embarazadas incluye también a las personas funcionarias trans gestantes.
f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo que podrá
dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada normal en media
hora al inicio y al final de la jornada, o en una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma finalidad. El
permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los funcionarios, sin que pueda
transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, guardador o acogedor. Se podrá solicitar la sustitución
del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo
correspondiente. Esta modalidad se podrá disfrutar únicamente a partir de la finalización del permiso por
nacimiento, adopción, guarda, acogimiento o del progenitor diferente de la madre biológica respectivo. Este
permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, adopción, guarda con fines de adopción o
acogimiento múltiple.
g) Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban permanecer hospitalizados a
continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse del trabajo durante un
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máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras. Asimismo, tendrán derecho a reducir su
jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional de sus retribuciones.
h) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de doce años,
de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad que no desempeñe
actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la disminución de sus
retribuciones que corresponda. Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado
directo de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad,
accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida.
i) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a solicitar
una reducción de hasta el cincuenta por ciento de la jornada laboral, con carácter retribuido, por razones de
enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes. Si hubiera más de un titular de este derecho por el
mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de esta reducción se podrá prorratear entre los mismos,
respetando en todo caso, el plazo máximo de un mes.
j) Por tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o personal y
por deberes relacionados con la conciliación de la vida familiar y laboral.
k) Por asuntos particulares, seis días al año.
l) Por matrimonio o registro o constitución formalizada por documento público de pareja de hecho, quince
días.
m) Por el tiempo indispensable para la realización de los actos preparatorios de la donación de órganos o
tejidos siempre que deban tener lugar dentro de la jornada de trabajo.
Téngase en cuenta que la letra m), añadida por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693 , entra en vigor el 3 de marzo
de 2025 según determina su disposición final 4.

Se añade la letra m) por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693

Téngase en cuenta que esta actualización entra en vigor el 3 de marzo de 2025, según determina la disposición final 4 de la citada Ley. Se
modifican las letras a) y l) por el art. 128.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en el BOE núm. 156, de 1 de julio de 2023. Ref. BOE-A-2023-15274

Se añade un segundo párrafo a la letra e) por la disposición final 16.2 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se
modifican las letras a) y f) por la disposición final 37.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Se modifica la letra f) por el art. 3.2 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3

Artículo 49.
Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por razón de violencia de género
o de violencia sexual y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos. En todo caso se concederán
los siguientes permisos con las correspondientes condiciones mínimas:
a) Permiso por nacimiento para la madre biológica: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el
supuesto de monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos
semanas. En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato
se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del
hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis
semanas de descanso obligatorio, se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará
para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o
hija a partir del segundo en los supuestos de parto múltiple, una para cada uno de los progenitores. En caso de
fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste
de permiso. El permiso por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto, serán obligatorias y habrán de
disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de la
madre, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
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finalización del descanso obligatorio posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de la madre, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso, constituye un derecho individual de la madre biológica, sin que
pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada
completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que
reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo. En el caso
del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al menos
quince días y se realizará por semanas completas. En el caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º,
cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho
causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la
administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un
período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más
flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se podrá
participar en los cursos de formación que convoque la Administración. A efectos de lo dispuesto en este
apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes.

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto temporal como permanente:
tendrá una duración de diecinueve semanas para cada adoptante, guardador o acogedor. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. Este
permiso se ampliará para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o
hija y, por cada hijo o hija a partir del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de
adopción o acogimiento múltiples, una para cada uno de los progenitores. El permiso de cada uno de los
progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. En ningún caso un mismo menor podrá dar derecho a varios periodos de
disfrute de este permiso. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras,
adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente
el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá
aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber
ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. Si fuera necesario el desplazamiento previo de los
progenitores al país de origen del adoptado, en los casos de adopción o acogimiento internacional, se
tendrá derecho, además, a un permiso de hasta dos meses de duración, percibiendo durante este periodo
exclusivamente las retribuciones básicas. Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el
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párrafo anterior y para el supuesto contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción, guarda con
fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, podrá iniciarse hasta cuatro semanas
antes de la resolución judicial por la que se constituya la adopción o la decisión administrativa o judicial de
acogimiento. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se
podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración. Los supuestos de adopción,
guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, previstos en este artículo
serán los que así se establezcan en el Código Civil o en las leyes civiles de las comunidades autónomas que
los regulen, debiendo tener el acogimiento temporal una duración no inferior a un año.

c) Permiso del progenitor diferente de la madre biológica por nacimiento, guarda con fines de adopción,
acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. En los
casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba permanecer
hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato se encuentre
hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el
periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de
descanso obligatorio se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará para ambos
progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o hija a partir
del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiples,
una para cada uno de los progenitores. En caso de fallecimiento del progenitor distinto de la madre biológica,
el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste de permiso. El permiso de
cada uno de los progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la semana dieciséis del
permiso por nacimiento, si el progenitor que disfruta de este último permiso hubiere solicitado la
acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de doce meses en jornadas completas del apartado
f) del artículo 48, será a la finalización de ese período cuando se dará inicio al cómputo del periodo de las
doce semanas restantes del permiso del progenitor diferente de la madre biológica. En el caso de las
semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o
acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto
funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la
concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido
una alternativa de disfrute más flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período
de descanso obligatorio, se podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración.

Temario en formato ley · Escala de Ayudantes en Ejecución Penal (parte general) · Administración 87

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el disfrute de estos
permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la plenitud de
derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del otro progenitor funcionario, durante todo el
periodo de duración del permiso, y, en su caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este, si de
acuerdo con la normativa aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en
función del periodo de disfrute del permiso. Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por
nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente,
tendrán derecho, una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo en
términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso, así como a
beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran podido tener derecho
durante su ausencia.

d) Permiso por razón de violencia de género o de violencia sexual sobre la mujer funcionaria: las faltas de
asistencia de las funcionarias víctimas de violencia de género o de violencia sexual, totales o parciales,
tendrán la consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los
servicios sociales de atención o de salud según proceda. Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia
sobre la mujer o de violencia sexual, para hacer efectiva su protección o su derecho de asistencia social
integral, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la retribución, o la
reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o
de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos que para estos
supuestos establezca el plan de igualdad de aplicación o, en su defecto, la Administración pública competente
en cada caso. En el supuesto enunciado en el párrafo anterior, la funcionaria pública mantendrá sus
retribuciones íntegras cuando reduzca su jornada en un tercio o menos.
e) Permiso por cuidado de hijo menor, afectado por cáncer u otra enfermedad grave: el funcionario tendrá
derecho, siempre que ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de adopción o
acogedoras de carácter permanente trabajen, a una reducción de la jornada de trabajo de al menos la mitad de
la duración de aquélla, percibiendo las retribuciones íntegras con cargo a los presupuestos del órgano o
entidad donde venga prestando sus servicios, para el cuidado, durante la hospitalización y tratamiento
continuado, del hijo o hija menor de edad, afectado por cáncer (tumores malignos, melanomas o carcinomas)
o por cualquier otra enfermedad grave que implique un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la
necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente acreditado por el informe del servicio público de
salud u órgano administrativo sanitario de la comunidad autónoma o, en su caso, de la entidad sanitaria
concertada correspondiente y, como máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere sido objeto de
acogimiento permanente o guarda con fines de adopción cumpla los 23 años. A estos efectos, el mero
cumplimiento de los 18 años del hijo o del menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda con fines de
adopción, no será causa de extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado
directo, continuo y permanente. No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la
reducción de jornada hasta que la persona a su cargo cumpla los 23 años en los supuestos en que el
padecimiento del cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad,
siempre que en el momento de la solicitud se acrediten los requisitos establecidos en los párrafos anteriores,
salvo la edad. Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción de jornada hasta que la persona a su cargo
cumpla 26 años si, antes de alcanzar los 23 años, acreditara, además, un grado de discapacidad igual o superior
al 65 por ciento. Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de
adopción o acogedoras de carácter permanente, por el mismo sujeto y hecho causante, las circunstancias
necesarias para tener derecho a este permiso o, en su caso, puedan tener la condición de beneficiarias de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación, el
funcionario o funcionaria tendrá derecho a la percepción de las retribuciones íntegras durante el tiempo que
dure la reducción de su jornada de trabajo, siempre que la otra persona progenitora, adoptante o guardadora
con fines de adopción o acogedora de carácter permanente, sin perjuicio del derecho a la reducción de jornada
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que le corresponda, no cobre sus retribuciones íntegras en virtud de este permiso o como beneficiaria de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. En caso
contrario, sólo se tendrá derecho a la reducción de jornada, con la consiguiente reducción de retribuciones.
Asimismo, en el supuesto de que ambos presten servicios en el mismo órgano o entidad, ésta podrá limitar su
ejercicio simultáneo por razones fundadas en el correcto funcionamiento del servicio. Cuando la persona
enferma contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, tendrá derecho al permiso quien sea su
cónyuge o pareja de hecho, siempre que acredite las condiciones para ser beneficiario. Reglamentariamente se
establecerán las condiciones y supuestos en los que esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas
completas.
f) Para hacer efectivo su derecho a la protección y a la asistencia social integral, los funcionarios que hayan
sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad terrorista, su cónyuge o persona con
análoga relación de afectividad, y los hijos de los heridos y fallecidos, siempre que ostenten la condición de
funcionarios y de víctimas del terrorismo de acuerdo con la legislación vigente, así como los funcionarios
amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y
Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de
sentencia judicial firme, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la
retribución, o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación
del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos
que establezca la Administración competente en cada caso. Dichas medidas serán adoptadas y mantenidas en
el tiempo en tanto que resulten necesarias para la protección y asistencia social integral de la persona a la que
se concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la amenaza a la que
se encuentra sometida, en los términos previstos reglamentariamente.
g) Permiso parental para el cuidado de hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el
momento en que el menor cumpla ocho años: no tendrá carácter retribuido y tendrá una duración no superior
a ocho semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jornada a
tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan y conforme a los términos que
reglamentariamente se establezcan. Este permiso, constituye un derecho individual de las personas
progenitoras, adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. Cuando las
necesidades del servicio lo permitan, corresponderá a la persona progenitora, adoptante o acogedora
especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo
a la Administración con una antelación de quince días y realizándose por semanas completas. Cuando
concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante,
las circunstancias necesarias para tener derecho a este permiso en los que el disfrute del permiso parental en
el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que
ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo
por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. A efectos de lo dispuesto en
este apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes. Se modifican las
letras a), b), c) y g) por el art. 2.2 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741 Téngase en
cuenta la disposición transitoria única del citado Real Decreto-ley en cuanto a la aplicación a hechos causantes
anteriores a la entrada en vigor y a la forma de solicitud. Se modifica la letra d) por la disposición final 10.1 de
la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-10 Se añade la letra g) por el art. 128.2 del
Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40 Se modifica la letra e) por la disposición
final 4 del Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo. Ref. BOE-A-2023-6967#df-4 Téngase en cuenta, para la
reducción de jornada extinguida por cumplir 23 años, lo dispuesto en la disposición transitoria 5 del citado
Real Decreto-ley. Ref. BOE-A-2023-6967#dt-5 Se modifican las letras a), c) y d) por la disposición final 16.3 a 5 de
la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se modifica la rúbrica y la letra d), con efectos
desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 15.1 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref.
BOE-A-2022-14630#df-15 Se modifica la letra e) por la disposición final 26 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre.
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Ref. BOE-A-2021-21653 Redactada conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 125, de 26 de
mayo de 2022. Ref. BOE-A-2022-8562 Se modifican los apartados b) y c) por la disposición final 37.2 de la Ley
11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38 Se modifican los apartados a) a d), con efectos de 1
de abril de 2019, por el art. 3.3 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3 Téngase en
cuenta que la modificación del apartado c) se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la
disposición transitoria novena de la presente norma, añadida por el art. 3.4 del citado Real Decreto-ley 6/2019.
Se modifica el primer párrafo de la letra c) por la disposición final 38.3 de la Ley 6/2018, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2018-9268#df-39 Redactada la
letra e) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 278, de 20 de noviembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-12525 .

Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos.
1. Los funcionarios públicos tendrán derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor. A los efectos de lo previsto en el presente artículo, no se considerarán como
días hábiles los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
2. Cuando las situaciones de permiso de maternidad, incapacidad temporal, riesgo durante la lactancia o
riesgo durante el embarazo impidan iniciar el disfrute de las vacaciones dentro del año natural al que
correspondan, o una vez iniciado el periodo vacacional sobreviniera una de dichas situaciones, el periodo
vacacional se podrá disfrutar aunque haya terminado el año natural a que correspondan y siempre que no
hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se hayan originado.
3. El período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos no puede ser sustituido por una
cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse en todo caso el disfrute de las
vacaciones devengadas. No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios de los
funcionarios públicos por causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar el abono de una
compensación económica por las vacaciones devengadas y no disfrutadas; y en particular, en los casos de
jubilación por incapacidad permanente o por fallecimiento, hasta un máximo de dieciocho meses.
Se añade el apartado 3 por la disposición final 37.3 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Artículo 51. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral.
Para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se estará a lo establecido en
este capítulo y en la legislación laboral correspondiente.

CAPÍTULO VI Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos.
Código de Conducta. Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del
ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad,
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia,
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y
medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los
empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.
Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento
jurídico.
2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en
consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro
factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que
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puedan colisionar con este principio.
3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus
servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.
4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda
actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género,
sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones,
opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada
o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.
6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto público.
7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de
personas físicas o entidades privadas.
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en
ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.
10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán
dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.
11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de
conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios públicos.
12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 16.6 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 54. Principios de conducta.
1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.
2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente y
cumpliendo la jornada y el horario establecidos.
3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una
infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en conocimiento
de los órganos de inspección procedentes.
4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
5. Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio
o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.
6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.
8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.
9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.
10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos
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se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio.
11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.

TÍTULO VII Régimen disciplinario

Artículo 93. Responsabilidad disciplinaria.
1. Los funcionarios públicos y el personal laboral quedan sujetos al régimen disciplinario establecido en el
presente título y en las normas que las leyes de Función Pública dicten en desarrollo de este Estatuto.
2. Los funcionarios públicos o el personal laboral que indujeren a otros a la realización de actos o conductas
constitutivos de falta disciplinaria incurrirán en la misma responsabilidad que éstos.
3. Igualmente, incurrirán en responsabilidad los funcionarios públicos o personal laboral que encubrieren las
faltas consumadas muy graves o graves, cuando de dichos actos se derive daño grave para la Administración o
los ciudadanos.
4. El régimen disciplinario del personal laboral se regirá, en lo no previsto en el presente título, por la
legislación laboral.

Artículo 94. Ejercicio de la potestad disciplinaria.
1. Las Administraciones Públicas corregirán disciplinariamente las infracciones del personal a su servicio
señalado en el artículo anterior cometidas en el ejercicio de sus funciones y cargos, sin perjuicio de la
responsabilidad patrimonial o penal que pudiera derivarse de tales infracciones.
2. La potestad disciplinaria se ejercerá de acuerdo con los siguientes principios:

a) Principio de legalidad y tipicidad de las faltas y sanciones, a través de la predeterminación normativa o,
en el caso del personal laboral, de los convenios colectivos.
b) Principio de irretroactividad de las disposiciones sancionadoras no favorables y de retroactividad de las
favorables al presunto infractor.
c) Principio de proporcionalidad, aplicable tanto a la clasificación de las infracciones y sanciones como a su
aplicación.
d) Principio de culpabilidad.
e) Principio de presunción de inocencia.

3. Cuando de la instrucción de un procedimiento disciplinario resulte la existencia de indicios fundados de
criminalidad, se suspenderá su tramitación poniéndolo en conocimiento del Ministerio Fiscal. Los hechos
declarados probados por resoluciones judiciales firmes vinculan a la Administración.

Artículo 95. Faltas disciplinarias.
1. Las faltas disciplinarias pueden ser muy graves, graves y leves.
2. Son faltas muy graves:

a) El incumplimiento del deber de respeto a la Constitución y a los respectivos Estatutos de Autonomía de
las comunidades autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, en el ejercicio de la función pública.
b) Toda actuación que suponga discriminación por razón de origen racial o étnico, religión o convicciones,
discapacidad, edad, orientación sexual, identidad sexual, características sexuales, lengua, opinión, lugar de
nacimiento o vecindad, sexo o cualquier otra condición o circunstancia personal o social, así como el acoso
por razón de sexo, origen racial o étnico, religión o convicciones, discapacidad, edad, orientación sexual,
expresión de género, características sexuales, y el acoso moral y sexual.
c) El abandono del servicio, así como no hacerse cargo voluntariamente de las tareas o funciones que
tienen encomendadas.
d) La adopción de acuerdos manifiestamente ilegales que causen perjuicio grave a la Administración o a los
ciudadanos.
e) La publicación o utilización indebida de la documentación o información a que tengan o hayan tenido
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acceso por razón de su cargo o función.
f) La negligencia en la custodia de secretos oficiales, declarados así por Ley o clasificados como tales, que
sea causa de su publicación o que provoque su difusión o conocimiento indebido.
g) El notorio incumplimiento de las funciones esenciales inherentes al puesto de trabajo o funciones
encomendadas.
h) La violación de la imparcialidad, utilizando las facultades atribuidas para influir en procesos electorales
de cualquier naturaleza y ámbito.
i) La desobediencia abierta a las órdenes o instrucciones de un superior, salvo que constituyan infracción
manifiesta del Ordenamiento jurídico.
j) La prevalencia de la condición de empleado público para obtener un beneficio indebido para sí o para
otro.
k) La obstaculización al ejercicio de las libertades públicas y derechos sindicales.
l) La realización de actos encaminados a coartar el libre ejercicio del derecho de huelga.
m) El incumplimiento de la obligación de atender los servicios esenciales en caso de huelga.
n) El incumplimiento de las normas sobre incompatibilidades cuando ello dé lugar a una situación de
incompatibilidad. ñ) La incomparecencia injustificada en las Comisiones de Investigación de las Cortes
Generales y de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
o) El acoso laboral.
p) También serán faltas muy graves las que queden tipificadas como tales en ley de las Cortes Generales o
de la asamblea legislativa de la correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el
caso de personal laboral.

3. Las faltas graves serán establecidas por ley de las Cortes Generales o de la asamblea legislativa de la
correspondiente comunidad autónoma o por los convenios colectivos en el caso de personal laboral,
atendiendo a las siguientes circunstancias:

a) El grado en que se haya vulnerado la legalidad.
b) La gravedad de los daños causados al interés público, patrimonio o bienes de la Administración o de los
ciudadanos.
c) El descrédito para la imagen pública de la Administración.

4. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto determinarán el régimen
aplicable a las faltas leves, atendiendo a las anteriores circunstancias.
Se modifica la letra b) del apartado 2 por la disposición final 16.9 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 96. Sanciones.
1. Por razón de las faltas cometidas podrán imponerse las siguientes sanciones:

a) Separación del servicio de los funcionarios, que en el caso de los funcionarios interinos comportará la
revocación de su nombramiento, y que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves.
b) Despido disciplinario del personal laboral, que sólo podrá sancionar la comisión de faltas muy graves y
comportará la inhabilitación para ser titular de un nuevo contrato de trabajo con funciones similares a las
que desempeñaban.
c) Suspensión firme de funciones, o de empleo y sueldo en el caso del personal laboral, con una duración
máxima de 6 años.
d) Traslado forzoso, con o sin cambio de localidad de residencia, por el período que en cada caso se
establezca.
e) Demérito, que consistirá en la penalización a efectos de carrera, promoción o movilidad voluntaria.
f) Apercibimiento.
g) Cualquier otra que se establezca por ley.

2. Procederá la readmisión del personal laboral fijo cuando sea declarado improcedente el despido acordado
como consecuencia de la incoación de un expediente disciplinario por la comisión de una falta muy grave.
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3. El alcance de cada sanción se establecerá teniendo en cuenta el grado de intencionalidad, descuido o
negligencia que se revele en la conducta, el daño al interés público, la reiteración o reincidencia, así como el
grado de participación.

Artículo 97. Prescripción de las faltas y sanciones.
1. Las infracciones muy graves prescribirán a los tres años, las graves a los dos años y las leves a los seis meses;
las sanciones impuestas por faltas muy graves prescribirán a los tres años, las impuestas por faltas graves a los
dos años y las impuestas por faltas leves al año.
2. El plazo de prescripción de las faltas comenzará a contarse desde que se hubieran cometido, y desde el cese
de su comisión cuando se trate de faltas continuadas. El de las sanciones, desde la firmeza de la resolución
sancionadora.

Artículo 98. Procedimiento disciplinario y medidas provisionales.
1. No podrá imponerse sanción por la comisión de faltas muy graves o graves sino mediante el procedimiento
previamente establecido. La imposición de sanciones por faltas leves se llevará a cabo por procedimiento
sumario con audiencia al interesado.
2. El procedimiento disciplinario que se establezca en el desarrollo de este Estatuto se estructurará atendiendo
a los principios de eficacia, celeridad y economía procesal, con pleno respeto a los derechos y garantías de
defensa del presunto responsable. En el procedimiento quedará establecida la debida separación entre la fase
instructora y la sancionadora, encomendándose a órganos distintos.
3. Cuando así esté previsto en las normas que regulen los procedimientos sancionadores, se podrá adoptar
mediante resolución motivada medidas de carácter provisional que aseguren la eficacia de la resolución final
que pudiera recaer. La suspensión provisional como medida cautelar en la tramitación de un expediente
disciplinario no podrá exceder de 6 meses, salvo en caso de paralización del procedimiento imputable al
interesado. La suspensión provisional podrá acordarse también durante la tramitación de un procedimiento
judicial, y se mantendrá por el tiempo a que se extienda la prisión provisional u otras medidas decretadas por
el juez que determinen la imposibilidad de desempeñar el puesto de trabajo. En este caso, si la suspensión
provisional excediera de seis meses no supondrá pérdida del puesto de trabajo. El funcionario suspenso
provisional tendrá derecho a percibir durante la suspensión las retribuciones básicas y, en su caso, las
prestaciones familiares por hijo a cargo.
4. Cuando la suspensión provisional se eleve a definitiva, el funcionario deberá devolver lo percibido durante
el tiempo de duración de aquélla. Si la suspensión provisional no llegara a convertirse en sanción definitiva, la
Administración deberá restituir al funcionario la diferencia entre los haberes realmente percibidos y los que
hubiera debido percibir si se hubiera encontrado con plenitud de derechos. El tiempo de permanencia en
suspensión provisional será de abono para el cumplimiento de la suspensión firme. Cuando la suspensión no
sea declarada firme, el tiempo de duración de la misma se computará como de servicio activo, debiendo
acordarse la inmediata reincorporación del funcionario a su puesto de trabajo, con reconocimiento de todos
los derechos económicos y demás que procedan desde la fecha de suspensión.
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Tema 6

Aspectos básicos de la protección de datos personales: conceptos, 
principios y bases de legitimación del tratamiento de datos, derechos 

de las personas. Categorías especiales de datos.

Reglamento (UE) 2016/679 (RGPD)
RGPD · CELEX-32016R0679 · arts. 1 a 23 — 23 incluidos

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto.
1. El presente Reglamento establece las normas relativas a la protección de las personas físicas en lo que
respecta al tratamiento de los datos personales y las normas relativas a la libre circulación de tales datos.
2. El presente Reglamento protege los derechos y libertades fundamentales de las personas físicas y, en
particular, su derecho a la protección de los datos personales.
3. La libre circulación de los datos personales en la Unión no podrá ser restringida ni prohibida por motivos
relacionados con la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento de datos personales.

Artículo 2. Ámbito de aplicación material.
1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así
como al tratamiento no automatizado de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un
fichero.
2. El presente Reglamento no se aplica al tratamiento de datos personales:

a) en el ejercicio de una actividad no comprendida en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión;
b) por parte de los Estados miembros cuando lleven a cabo actividades comprendidas en el ámbito de
aplicación del capítulo 2 del título V del TUE;
c) efectuado por una persona física en el ejercicio de actividades exclusivamente personales o domésticas;
d) por parte de las autoridades competentes con fines de prevención, investigación, detección o
enjuiciamiento de infracciones penales, o de ejecución de sanciones penales, incluida la de protección
frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención.

3. El Reglamento (CE) n.o 45/2001 es de aplicación al tratamiento de datos de carácter personal por parte de las
instituciones, órganos y organismos de la Unión. El Reglamento (CE) n.o 45/2001 y otros actos jurídicos de la
Unión aplicables a dicho tratamiento de datos de carácter personal se adaptarán a los principios y normas del
presente Reglamento de conformidad con su artículo 98.
4. El presente Reglamento se entenderá sin perjuicio de la aplicación de la Directiva 2000/31/CE, en particular
sus normas relativas a la responsabilidad de los prestadores de servicios intermediarios establecidas en sus
artículos 12 a 15.

Artículo 3. Ámbito territorial.
1. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales en el contexto de las actividades de un
establecimiento del responsable o del encargado en la Unión, independientemente de que el tratamiento tenga
lugar en la Unión o no.
2. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales de interesados que residan en la Unión
por parte de un responsable o encargado no establecido en la Unión, cuando las actividades de tratamiento
estén relacionadas con:

a) la oferta de bienes o servicios a dichos interesados en la Unión, independientemente de si a estos se les
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requiere su pago, o b) el control de su comportamiento, en la medida en que este tenga lugar en la Unión.
3. El presente Reglamento se aplica al tratamiento de datos personales por parte de un responsable que no esté
establecido en la Unión sino en un lugar en que el Derecho de los Estados miembros sea de aplicación en
virtud del Derecho internacional público.

Artículo 4. Definiciones.
A efectos del presente Reglamento se entenderá por:
1) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada o identificable («el interesado»);
se considerará persona física identificable toda persona cuya identidad pueda determinarse, directa o
indirectamente, en particular mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de
identificación, datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la identidad
física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha persona;
2) «tratamiento»: cualquier operación o conjunto de operaciones realizadas sobre datos personales o
conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos automatizados o no, como la recogida, registro,
organización, estructuración, conservación, adaptación o modificación, extracción, consulta, utilización,
comunicación por transmisión, difusión o cualquier otra forma de habilitación de acceso, cotejo o
interconexión, limitación, supresión o destrucción;
3) «limitación del tratamiento»: el marcado de los datos de carácter personal conservados con el fin de limitar
su tratamiento en el futuro;
4) «elaboración de perfiles»: toda forma de tratamiento automatizado de datos personales consistente en
utilizar datos personales para evaluar determinados aspectos personales de una persona física, en particular
para analizar o predecir aspectos relativos al rendimiento profesional, situación económica, salud,
preferencias personales, intereses, fiabilidad, comportamiento, ubicación o movimientos de dicha persona
física;
5) «seudonimización»: el tratamiento de datos personales de manera tal que ya no puedan atribuirse a un
interesado sin utilizar información adicional, siempre que dicha información adicional figure por separado y
esté sujeta a medidas técnicas y organizativas destinadas a garantizar que los datos personales no se atribuyan
a una persona física identificada o identificable;
6) «fichero»: todo conjunto estructurado de datos personales, accesibles con arreglo a criterios determinados,
ya sea centralizado, descentralizado o repartido de forma funcional o geográfica;
7) «responsable del tratamiento» o «responsable»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u
otro organismo que, solo o junto con otros, determine los fines y medios del tratamiento; si el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros determina los fines y medios del tratamiento, el responsable del tratamiento
o los criterios específicos para su nombramiento podrá establecerlos el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros;
8) «encargado del tratamiento» o «encargado»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro
organismo que trate datos personales por cuenta del responsable del tratamiento;
9) «destinatario»: la persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u otro organismo al que se
comuniquen datos personales, se trate o no de un tercero. No obstante, no se considerarán destinatarios las
autoridades públicas que puedan recibir datos personales en el marco de una investigación concreta de
conformidad con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros; el tratamiento de tales datos por dichas
autoridades públicas será conforme con las normas en materia de protección de datos aplicables a los fines del
tratamiento;
10) «tercero»: persona física o jurídica, autoridad pública, servicio u organismo distinto del interesado, del
responsable del tratamiento, del encargado del tratamiento y de las personas autorizadas para tratar los datos
personales bajo la autoridad directa del responsable o del encargado;
11) «consentimiento del interesado»: toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca
por la que el interesado acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento
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de datos personales que le conciernen;
12) «violación de la seguridad de los datos personales»: toda violación de la seguridad que ocasione la
destrucción, pérdida o alteración accidental o ilícita de datos personales transmitidos, conservados o tratados
de otra forma, o la comunicación o acceso no autorizados a dichos datos;
13) «datos genéticos»: datos personales relativos a las características genéticas heredadas o adquiridas de una
persona física que proporcionen una información única sobre la fisiología o la salud de esa persona, obtenidos
en particular del análisis de una muestra biológica de tal persona;
14) «datos biométricos»: datos personales obtenidos a partir de un tratamiento técnico específico, relativos a
las características físicas, fisiológicas o conductuales de una persona física que permitan o confirmen la
identificación única de dicha persona, como imágenes faciales o datos dactiloscópicos;
15) «datos relativos a la salud»: datos personales relativos a la salud física o mental de una persona física,
incluida la prestación de servicios de atención sanitaria, que revelen información sobre su estado de salud;
16) «establecimiento principal»:
a) en lo que se refiere a un responsable del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro, el
lugar de su administración central en la Unión, salvo que las decisiones sobre los fines y los medios del
tratamiento se tomen en otro establecimiento del responsable en la Unión y este último establecimiento tenga
el poder de hacer aplicar tales decisiones, en cuyo caso el establecimiento que haya adoptado tales decisiones
se considerará establecimiento principal;
b) en lo que se refiere a un encargado del tratamiento con establecimientos en más de un Estado miembro, el
lugar de su administración central en la Unión o, si careciera de esta, el establecimiento del encargado en la
Unión en el que se realicen las principales actividades de tratamiento en el contexto de las actividades de un
establecimiento del encargado en la medida en que el encargado esté sujeto a obligaciones específicas con
arreglo al presente Reglamento;
17) «representante»: persona física o jurídica establecida en la Unión que, habiendo sido designada por escrito
por el responsable o el encargado del tratamiento con arreglo al artículo 27, represente al responsable o al
encargado en lo que respecta a sus respectivas obligaciones en virtud del presente Reglamento;
18) «empresa»: persona física o jurídica dedicada a una actividad económica, independientemente de su
forma jurídica, incluidas las sociedades o asociaciones que desempeñen regularmente una actividad
económica;
19) «grupo empresarial»: grupo constituido por una empresa que ejerce el control y sus empresas controladas;
20) «normas corporativas vinculantes»: las políticas de protección de datos personales asumidas por un
responsable o encargado del tratamiento establecido en el territorio de un Estado miembro para
transferencias o un conjunto de transferencias de datos personales a un responsable o encargado en uno o
más países terceros, dentro de un grupo empresarial o una unión de empresas dedicadas a una actividad
económica conjunta;
21) «autoridad de control»: la autoridad pública independiente establecida por un Estado miembro con arreglo
a lo dispuesto en el artículo 51;
22) «autoridad de control interesada»: la autoridad de control a la que afecta el tratamiento de datos personales
debido a que: a) el responsable o el encargado del tratamiento está establecido en el territorio del Estado
miembro de esa autoridad de control; b) los interesados que residen en el Estado miembro de esa autoridad de
control se ven sustancialmente afectados o es probable que se vean sustancialmente afectados por el
tratamiento, o c) se ha presentado una reclamación ante esa autoridad de control;
23) «tratamiento transfronterizo»: a) el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las
actividades de establecimientos en más de un Estado miembro de un responsable o un encargado del
tratamiento en la Unión, si el responsable o el encargado está establecido en más de un Estado miembro, o b)
el tratamiento de datos personales realizado en el contexto de las actividades de un único establecimiento de
un responsable o un encargado del tratamiento en la Unión, pero que afecta sustancialmente o es probable
que afecte sustancialmente a interesados en más de un Estado miembro;
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24) «objeción pertinente y motivada»: la objeción a una propuesta de decisión sobre la existencia o no de
infracción del presente Reglamento, o sobre la conformidad con el presente Reglamento de acciones previstas
en relación con el responsable o el encargado del tratamiento, que demuestre claramente la importancia de
los riesgos que entraña el proyecto de decisión para los derechos y libertades fundamentales de los
interesados y, en su caso, para la libre circulación de datos personales dentro de la Unión;
25) «servicio de la sociedad de la información»: todo servicio conforme a la definición del artículo 1, apartado
1, letra b), de la Directiva (UE) 2015/1535 del Parlamento Europeo y del Consejo (19);
26) «organización internacional»: una organización internacional y sus entes subordinados de Derecho
internacional público o cualquier otro organismo creado mediante un acuerdo entre dos o más países o en
virtud de tal acuerdo.

CAPÍTULO II Principios

Artículo 5. Principios relativos al tratamiento.
1. Los datos personales serán:

a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud, lealtad y
transparencia»);
b) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados ulteriormente de manera
incompatible con dichos fines; de acuerdo con el artículo 89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los datos
personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines
estadísticos no se considerará incompatible con los fines iniciales («limitación de la finalidad»);
c) adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados
(«minimización de datos»);
d) exactos y, si fuera necesario, actualizados; se adoptarán todas las medidas razonables para que se
supriman o rectifiquen sin dilación los datos personales que sean inexactos con respecto a los fines para los
que se tratan («exactitud»);
e) mantenidos de forma que se permita la identificación de los interesados durante no más tiempo del
necesario para los fines del tratamiento de los datos personales; los datos personales podrán conservarse
durante períodos más largos siempre que se traten exclusivamente con fines de archivo en interés público,
fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado
1, sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas que impone el presente
Reglamento a fin de proteger los derechos y libertades del interesado («limitación del plazo de
conservación»);
f) tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de los datos personales, incluida la
protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental,
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»).

2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 y capaz
de demostrarlo («responsabilidad proactiva»).

Artículo 6. Licitud del tratamiento.
1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:

a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios fines
específicos;
b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para la
aplicación a petición de este de medidas precontractuales;
c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del
tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el
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ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;
f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del
tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales, en
particular cuando el interesado sea un niño. Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de
aplicación al tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones.

2. Los Estados miembros podrán mantener o introducir disposiciones más específicas a fin de adaptar la
aplicación de las normas del presente Reglamento con respecto al tratamiento en cumplimiento del apartado
1, letras c) y e), fijando de manera más precisa requisitos específicos de tratamiento y otras medidas que
garanticen un tratamiento lícito y equitativo, con inclusión de otras situaciones específicas de tratamiento a
tenor del capítulo IX.
3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida por:

a) el Derecho de la Unión, o b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento. La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica o, en lo relativo
al tratamiento a que se refiere el apartado 1, letra e), será necesaria para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
Dicha base jurídica podrá contener disposiciones específicas para adaptar la aplicación de normas del
presente Reglamento, entre otras: las condiciones generales que rigen la licitud del tratamiento por parte
del responsable; los tipos de datos objeto de tratamiento; los interesados afectados; las entidades a las que
se pueden comunicar datos personales y los fines de tal comunicación; la limitación de la finalidad; los
plazos de conservación de los datos, así como las operaciones y los procedimientos del tratamiento,
incluidas las medidas para garantizar un tratamiento lícito y equitativo, como las relativas a otras
situaciones específicas de tratamiento a tenor del capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados
miembros cumplirá un objetivo de interés público y será proporcional al fin legítimo perseguido.

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales no esté
basado en el consentimiento del interesado o en el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que
constituya una medida necesaria y proporcional en una sociedad democrática para salvaguardar los objetivos
indicados en el artículo 23, apartado 1, el responsable del tratamiento, con objeto de determinar si el
tratamiento con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron inicialmente los datos personales,
tendrá en cuenta, entre otras cosas:

a) cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido los datos personales y los fines del
tratamiento ulterior previsto;
b) el contexto en que se hayan recogido los datos personales, en particular por lo que respecta a la relación
entre los interesados y el responsable del tratamiento;
c) la naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten categorías especiales de datos
personales, de conformidad con el artículo 9, o datos personales relativos a condenas e infracciones
penales, de conformidad con el artículo 10;
d) las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento ulterior previsto;
e) la existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado o la seudonimización.

Artículo 7. Condiciones para el consentimiento.
1. Cuando el tratamiento se base en el consentimiento del interesado, el responsable deberá ser capaz de
demostrar que aquel consintió el tratamiento de sus datos personales.
2. Si el consentimiento del interesado se da en el contexto de una declaración escrita que también se refiera a
otros asuntos, la solicitud de consentimiento se presentará de tal forma que se distinga claramente de los
demás asuntos, de forma inteligible y de fácil acceso y utilizando un lenguaje claro y sencillo. No será
vinculante ninguna parte de la declaración que constituya infracción del presente Reglamento.
3. El interesado tendrá derecho a retirar su consentimiento en cualquier momento. La retirada del
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consentimiento no afectará a la licitud del tratamiento basada en el consentimiento previo a su retirada. Antes
de dar su consentimiento, el interesado será informado de ello. Será tan fácil retirar el consentimiento como
darlo.
4. Al evaluar si el consentimiento se ha dado libremente, se tendrá en cuenta en la mayor medida posible el
hecho de si, entre otras cosas, la ejecución de un contrato, incluida la prestación de un servicio, se supedita al
consentimiento al tratamiento de datos personales que no son necesarios para la ejecución de dicho contrato.

Artículo 8. Condiciones aplicables al consentimiento del niño en relación con los servicios de la sociedad 
de la información.
1. Cuando se aplique el artículo 6, apartado 1, letra a), en relación con la oferta directa a niños de servicios de
la sociedad de la información, el tratamiento de los datos personales de un niño se considerará lícito cuando
tenga como mínimo 16 años. Si el niño es menor de 16 años, tal tratamiento únicamente se considerará lícito
si el consentimiento lo dio o autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y solo en la medida
en que se dio o autorizó. Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a tales fines,
siempre que esta no sea inferior a 13 años.
2. El responsable del tratamiento hará esfuerzos razonables para verificar en tales casos que el consentimiento
fue dado o autorizado por el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, teniendo en cuenta la tecnología
disponible.
3. El apartado 1 no afectará a las disposiciones generales del Derecho contractual de los Estados miembros,
como las normas relativas a la validez, formación o efectos de los contratos en relación con un niño.

Artículo 9. Tratamiento de categorías especiales de datos personales.
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones
políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos,
datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o
datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física.
2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:

a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con uno o
más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados miembros
establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el interesado;
b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos
del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y
protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un
convenio colectivo con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del
respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado;
c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física, en el
supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su consentimiento;
d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías, por
una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política,
filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros
actuales o antiguos de tales organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en
relación con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el
consentimiento de los interesados;
e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente públicos;
f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o cuando los
tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;
g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base del Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial
el derecho a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses
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y derechos fundamentales del interesado;
h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación de la capacidad
laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o tratamiento de tipo sanitario o social,
o gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, sobre la base del Derecho de la Unión o
de los Estados miembros o en virtud de un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de las
condiciones y garantías contempladas en el apartado 3;
i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, como la
protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o para garantizar elevados niveles de
calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y de los medicamentos o productos sanitarios, sobre la base
del Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca medidas adecuadas y específicas para
proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto profesional, j) el tratamiento es
necesario con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines
estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, sobre la base del Derecho de la Unión o de los
Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la
protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos
fundamentales del interesado.

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en el apartado 2, letra
h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la obligación de secreto profesional, o bajo
su responsabilidad, de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o con las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes, o por cualquier otra persona sujeta también a la
obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o de las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes.
4. Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones adicionales, inclusive limitaciones, con
respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos relativos a la salud.

Artículo 10. Tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales.
El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o medidas de seguridad
conexas sobre la base del artículo 6, apartado 1, sólo podrá llevarse a cabo bajo la supervisión de las
autoridades públicas o cuando lo autorice el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca
garantías adecuadas para los derechos y libertades de los interesados. Solo podrá llevarse un registro completo
de condenas penales bajo el control de las autoridades públicas.

Artículo 11. Tratamiento que no requiere identificación.
1. Si los fines para los cuales un responsable trata datos personales no requieren o ya no requieren la
identificación de un interesado por el responsable, este no estará obligado a mantener, obtener o tratar
información adicional con vistas a identificar al interesado con la única finalidad de cumplir el presente
Reglamento.
2. Cuando, en los casos a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, el responsable sea capaz de
demostrar que no está en condiciones de identificar al interesado, le informará en consecuencia, de ser
posible. En tales casos no se aplicarán los artículos 15 a 20, excepto cuando el interesado, a efectos del
ejercicio de sus derechos en virtud de dichos artículos, facilite información adicional que permita su
identificación.

CAPÍTULO III Derechos del interesado

Sección 1 Transparencia y modalidades

Artículo 12. Transparencia de la información, comunicación y modalidades de ejercicio de los derechos 
del interesado.
1. El responsable del tratamiento tomará las medidas oportunas para facilitar al interesado toda información
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indicada en los artículos 13 y 14, así como cualquier comunicación con arreglo a los artículos 15 a 22 y 34
relativa al tratamiento, en forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y
sencillo, en particular cualquier información dirigida específicamente a un niño. La información será
facilitada por escrito o por otros medios, inclusive, si procede, por medios electrónicos. Cuando lo solicite el
interesado, la información podrá facilitarse verbalmente siempre que se demuestre la identidad del interesado
por otros medios.
2. El responsable del tratamiento facilitará al interesado el ejercicio de sus derechos en virtud de los artículos
15 a 22. En los casos a que se refiere el artículo 11, apartado 2, el responsable no se negará a actuar a petición
del interesado con el fin de ejercer sus derechos en virtud de los artículos 15 a 22, salvo que pueda demostrar
que no está en condiciones de identificar al interesado.
3. El responsable del tratamiento facilitará al interesado información relativa a sus actuaciones sobre la base
de una solicitud con arreglo a los artículos 15 a 22, y, en cualquier caso, en el plazo de un mes a partir de la
recepción de la solicitud. Dicho plazo podrá prorrogarse otros dos meses en caso necesario, teniendo en
cuenta la complejidad y el número de solicitudes. El responsable informará al interesado de cualquiera de
dichas prórrogas en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud, indicando los motivos de la
dilación. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, la información se facilitará por
medios electrónicos cuando sea posible, a menos que el interesado solicite que se facilite de otro modo.
4. Si el responsable del tratamiento no da curso a la solicitud del interesado, le informará sin dilación, y a más
tardar transcurrido un mes de la recepción de la solicitud, de las razones de su no actuación y de la posibilidad
de presentar una reclamación ante una autoridad de control y de ejercitar acciones judiciales.
5. La información facilitada en virtud de los artículos 13 y 14 así como toda comunicación y cualquier
actuación realizada en virtud de los artículos 15 a 22 y 34 serán a título gratuito. Cuando las solicitudes sean
manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente debido a su carácter repetitivo, el responsable del
tratamiento podrá:

a) cobrar un canon razonable en función de los costes administrativos afrontados para facilitar la
información o la comunicación o realizar la actuación solicitada, o b) negarse a actuar respecto de la
solicitud. El responsable del tratamiento soportará la carga de demostrar el carácter manifiestamente
infundado o excesivo de la solicitud.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando el responsable del tratamiento tenga dudas razonables
en relación con la identidad de la persona física que cursa la solicitud a que se refieren los artículos 15 a 21,
podrá solicitar que se facilite la información adicional necesaria para confirmar la identidad del interesado.
7. La información que deberá facilitarse a los interesados en virtud de los artículos 13 y 14 podrá transmitirse
en combinación con iconos normalizados que permitan proporcionar de forma fácilmente visible, inteligible y
claramente legible una adecuada visión de conjunto del tratamiento previsto. Los iconos que se presenten en
formato electrónico serán legibles mecánicamente.
8. La Comisión estará facultada para adoptar actos delegados de conformidad con el artículo 92 a fin de
especificar la información que se ha de presentar a través de iconos y los procedimientos para proporcionar
iconos normalizados.

Sección 2 Información y acceso a los datos personales

Artículo 13. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales se obtengan del interesado.
1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a él, el responsable del tratamiento, en el
momento en que estos se obtengan, le facilitará toda la información indicada a continuación:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;
c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y la base jurídica del tratamiento;
d) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
o de un tercero;
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e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un tercer país u organización
internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en el caso de las
transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, referencia a
las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de estas o al hecho de que se
hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
interesado, en el momento en que se obtengan los datos personales, la siguiente información necesaria para
garantizar un tratamiento de datos leal y transparente:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando no sea posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
b) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, o a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
c) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basado en el consentimiento previo a su retirada;
d) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
e) si la comunicación de datos personales es un requisito legal o contractual, o un requisito necesario para
suscribir un contrato, y si el interesado está obligado a facilitar los datos personales y está informado de las
posibles consecuencias de que no facilitar tales datos;
f) la existencia de decisiones automatizas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo 22,
apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de datos personales para un fin que
no sea aquel para el que se recogieron, proporcionará al interesado, con anterioridad a dicho tratamiento
ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier información adicional pertinente a tenor del apartado 2.
4. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no serán aplicables cuando y en la medida en que el interesado ya
disponga de la información.

Artículo 14. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales no se hayan obtenido del 
interesado.
1. Cuando los datos personales no se hayan obtenidos del interesado, el responsable del tratamiento le
facilitará la siguiente información:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;
c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales, así como la base jurídica del tratamiento;
d) las categorías de datos personales de que se trate;
e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un destinatario en un tercer país
u organización internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en
el caso de las transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo,
referencia a las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de ellas o al hecho
de que se hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
interesado la siguiente información necesaria para garantizar un tratamiento de datos leal y transparente
respecto del interesado:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando eso no sea posible, los criterios
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utilizados para determinar este plazo;
b) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
del tratamiento o de un tercero;
c) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, y a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
d) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basada en el consentimiento antes de su retirada;
e) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
f) la fuente de la que proceden los datos personales y, en su caso, si proceden de fuentes de acceso público;
g) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. El responsable del tratamiento facilitará la información indicada en los apartados 1 y 2:
a) dentro de un plazo razonable, una vez obtenidos los datos personales, y a más tardar dentro de un mes,
habida cuenta de las circunstancias específicas en las que se traten dichos datos;
b) si los datos personales han de utilizarse para comunicación con el interesado, a más tardar en el
momento de la primera comunicación a dicho interesado, o c) si está previsto comunicarlos a otro
destinatario, a más tardar en el momento en que los datos personales sean comunicados por primera vez.

4. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de los datos personales para un fin
que no sea aquel para el que se obtuvieron, proporcionará al interesado, antes de dicho tratamiento ulterior,
información sobre ese otro fin y cualquier otra información pertinente indicada en el apartado 2.
5. Las disposiciones de los apartados 1 a 4 no serán aplicables cuando y en la medida en que:

a) el interesado ya disponga de la información;
b) la comunicación de dicha información resulte imposible o suponga un esfuerzo desproporcionado, en
particular para el tratamiento con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o
histórica o fines estadísticos, a reserva de las condiciones y garantías indicadas en el artículo 89, apartado
1, o en la medida en que la obligación mencionada en el apartado 1 del presente artículo pueda
imposibilitar u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de tal tratamiento. En tales casos, el
responsable adoptará medidas adecuadas para proteger los derechos, libertades e intereses legítimos del
interesado, inclusive haciendo pública la información;
c) la obtención o la comunicación esté expresamente establecida por el Derecho de la Unión o de los
Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento y que establezca medidas adecuadas para
proteger los intereses legítimos del interesado, o d) cuando los datos personales deban seguir teniendo
carácter confidencial sobre la base de una obligación de secreto profesional regulada por el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, incluida una obligación de secreto de naturaleza estatutaria.

Artículo 15. Derecho de acceso del interesado.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación de si se están tratando
o no datos personales que le conciernen y, en tal caso, derecho de acceso a los datos personales y a la siguiente
información:

a) los fines del tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) los destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se comunicaron o serán comunicados los
datos personales, en particular destinatarios en terceros u organizaciones internacionales;
d) de ser posible, el plazo previsto de conservación de los datos personales o, de no ser posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
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e) la existencia del derecho a solicitar del responsable la rectificación o supresión de datos personales o la
limitación del tratamiento de datos personales relativos al interesado, o a oponerse a dicho tratamiento;
f) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
g) cuando los datos personales no se hayan obtenido del interesado, cualquier información disponible
sobre su origen;
h) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

2. Cuando se transfieran datos personales a un tercer país o a una organización internacional, el interesado
tendrá derecho a ser informado de las garantías adecuadas en virtud del artículo 46 relativas a la transferencia.
3. El responsable del tratamiento facilitará una copia de los datos personales objeto de tratamiento. El
responsable podrá percibir por cualquier otra copia solicitada por el interesado un canon razonable basado en
los costes administrativos. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, y a menos que
este solicite que se facilite de otro modo, la información se facilitará en un formato electrónico de uso común.
4. El derecho a obtener copia mencionado en el apartado 3 no afectará negativamente a los derechos y
libertades de otros.

Sección 3 Rectificación y supresión

Artículo 16. Derecho de rectificación.
El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la rectificación
de los datos personales inexactos que le conciernan. Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el
interesado tendrá derecho a que se completen los datos personales que sean incompletos, inclusive mediante
una declaración adicional.

Artículo 17. Derecho de supresión («el derecho al olvido»).
»).
1. El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la supresión de
los datos personales que le conciernan, el cual estará obligado a suprimir sin dilación indebida los datos
personales cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que fueron recogidos o
tratados de otro modo;
b) el interesado retire el consentimiento en que se basa el tratamiento de conformidad con el artículo 6,
apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se base en otro fundamento jurídico;
c) el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y no prevalezcan otros
motivos legítimos para el tratamiento, o el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21,
apartado 2;
d) los datos personales hayan sido tratados ilícitamente;
e) los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal establecida en el
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento;
f) los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios de la sociedad de la
información mencionados en el artículo 8, apartado 1.

2. Cuando haya hecho públicos los datos personales y esté obligado, en virtud de lo dispuesto en el apartado 1,
a suprimir dichos datos, el responsable del tratamiento, teniendo en cuenta la tecnología disponible y el coste
de su aplicación, adoptará medidas razonables, incluidas medidas técnicas, con miras a informar a los
responsables que estén tratando los datos personales de la solicitud del interesado de supresión de cualquier
enlace a esos datos personales, o cualquier copia o réplica de los mismos.
3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el tratamiento sea necesario:

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;
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b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera el tratamiento de datos impuesta por el
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento, o para el
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al
responsable;
c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pública de conformidad con el artículo 9,
apartado 2, letras h) e i), y apartado 3;
d) con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos,
de conformidad con el artículo 89, apartado 1, en la medida en que el derecho indicado en el apartado 1
pudiera hacer imposible u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de dicho tratamiento, o e) para
la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.

Artículo 18. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento la limitación del tratamiento de los
datos cuando se cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) el interesado impugne la exactitud de los datos personales, durante un plazo que permita al responsable
verificar la exactitud de los mismos;
b) el tratamiento sea ilícito y el interesado se oponga a la supresión de los datos personales y solicite en su
lugar la limitación de su uso;
c) el responsable ya no necesite los datos personales para los fines del tratamiento, pero el interesado los
necesite para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones;
d) el interesado se haya opuesto al tratamiento en virtud del artículo 21, apartado 1, mientras se verifica si
los motivos legítimos del responsable prevalecen sobre los del interesado.

2. Cuando el tratamiento de datos personales se haya limitado en virtud del apartado 1, dichos datos solo
podrán ser objeto de tratamiento, con excepción de su conservación, con el consentimiento del interesado o
para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones, o con miras a la protección de los derechos de
otra persona física o jurídica o por razones de interés público importante de la Unión o de un determinado
Estado miembro.
3. Todo interesado que haya obtenido la limitación del tratamiento con arreglo al apartado 1 será informado
por el responsable antes del levantamiento de dicha limitación.

Artículo 19. Obligación de notificación relativa a la rectificación o supresión de datos personales o la 
limitación del tratamiento.
El responsable del tratamiento comunicará cualquier rectificación o supresión de datos personales o
limitación del tratamiento efectuada con arreglo al artículo 16, al artículo 17, apartado 1, y al artículo 18 a cada
uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado los datos personales, salvo que sea imposible o exija
un esfuerzo desproporcionado. El responsable informará al interesado acerca de dichos destinatarios, si este
así lo solicita.

Artículo 20. Derecho a la portabilidad de los datos.
1. El interesado tendrá derecho a recibir los datos personales que le incumban, que haya facilitado a un
responsable del tratamiento, en un formato estructurado, de uso común y lectura mecánica, y a transmitirlos a
otro responsable del tratamiento sin que lo impida el responsable al que se los hubiera facilitado, cuando:

a) el tratamiento esté basado en el consentimiento con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra a), o el
artículo 9, apartado 2, letra a), o en un contrato con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra b), y b) el
tratamiento se efectúe por medios automatizados.

2. Al ejercer su derecho a la portabilidad de los datos de acuerdo con el apartado 1, el interesado tendrá
derecho a que los datos personales se transmitan directamente de responsable a responsable cuando sea
técnicamente posible.
3. El ejercicio del derecho mencionado en el apartado 1 del presente artículo se entenderá sin perjuicio del
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artículo 17. Tal derecho no se aplicará al tratamiento que sea necesario para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
4. El derecho mencionado en el apartado 1 no afectará negativamente a los derechos y libertades de otros.

Sección 4 Derecho de oposición y decisiones individuales automatizadas

Artículo 21. Derecho de oposición.
1. El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, por motivos relacionados con su situación
particular, a que datos personales que le conciernan sean objeto de un tratamiento basado en lo dispuesto en
el artículo 6, apartado 1, letras e) o f), incluida la elaboración de perfiles sobre la base de dichas disposiciones.
El responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales, salvo que acredite motivos legítimos
imperiosos para el tratamiento que prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las libertades del
interesado, o para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.
2. Cuando el tratamiento de datos personales tenga por objeto la mercadotecnia directa, el interesado tendrá
derecho a oponerse en todo momento al tratamiento de los datos personales que le conciernan, incluida la
elaboración de perfiles en la medida en que esté relacionada con la citada mercadotecnia.
3. Cuando el interesado se oponga al tratamiento con fines de mercadotecnia directa, los datos personales
dejarán de ser tratados para dichos fines.
4. A más tardar en el momento de la primera comunicación con el interesado, el derecho indicado en los
apartados 1 y 2 será mencionado explícitamente al interesado y será presentado claramente y al margen de
cualquier otra información.
5. En el contexto de la utilización de servicios de la sociedad de la información, y no obstante lo dispuesto en la
Directiva 2002/58/CE, el interesado podrá ejercer su derecho a oponerse por medios automatizados que
apliquen especificaciones técnicas.
6. Cuando los datos personales se traten con fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos de
conformidad con el artículo 89, apartado 1, el interesado tendrá derecho, por motivos relacionados con su
situación particular, a oponerse al tratamiento de datos personales que le conciernan, salvo que sea necesario
para el cumplimiento de una misión realizada por razones de interés público.

Artículo 22. Decisiones individuales automatizadas, incluida la elaboración de perfiles.
1. Todo interesado tendrá derecho a no ser objeto de una decisión basada únicamente en el tratamiento
automatizado, incluida la elaboración de perfiles, que produzca efectos jurídicos en él o le afecte
significativamente de modo similar.
2. El apartado 1 no se aplicará si la decisión:

a) es necesaria para la celebración o la ejecución de un contrato entre el interesado y un responsable del
tratamiento;
b) está autorizada por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento y que establezca asimismo medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y
los intereses legítimos del interesado, o c) se basa en el consentimiento explícito del interesado.

3. En los casos a que se refiere el apartado 2, letras a) y c), el responsable del tratamiento adoptará las medidas
adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado, como mínimo
el derecho a obtener intervención humana por parte del responsable, a expresar su punto de vista y a
impugnar la decisión.
4. Las decisiones a que se refiere el apartado 2 no se basarán en las categorías especiales de datos personales
contempladas en el artículo 9, apartado 1, salvo que se aplique el artículo 9, apartado 2, letra a) o g), y se hayan
tomado medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado.

Sección 5 Limitaciones

Artículo 23. Limitaciones.
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1. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable o el encargado del
tratamiento podrá limitar, a través de medidas legislativas, el alcance de las obligaciones y de los derechos
establecidos en los artículos 12 a 22 y el artículo 34, así como en el artículo 5 en la medida en que sus
disposiciones se correspondan con los derechos y obligaciones contemplados en los artículos 12 a 22, cuando
tal limitación respete en lo esencial los derechos y libertades fundamentales y sea una medida necesaria y
proporcionada en una sociedad democrática para salvaguardar:

a) la seguridad del Estado;
b) la defensa;
c) la seguridad pública;
d) la prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o la ejecución de
sanciones penales, incluida la protección frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención;
e) otros objetivos importantes de interés público general de la Unión o de un Estado miembro, en particular
un interés económico o financiero importante de la Unión o de un Estado miembro, inclusive en los
ámbitos fiscal, presupuestario y monetario, la sanidad pública y la seguridad social;
f) la protección de la independencia judicial y de los procedimientos judiciales;
g) la prevención, la investigación, la detección y el enjuiciamiento de infracciones de normas deontológicas
en las profesiones reguladas;
h) una función de supervisión, inspección o reglamentación vinculada, incluso ocasionalmente, con el
ejercicio de la autoridad pública en los casos contemplados en las letras a) a e) y g);
i) la protección del interesado o de los derechos y libertades de otros;
j) la ejecución de demandas civiles.

2. En particular, cualquier medida legislativa indicada en el apartado 1 contendrá como mínimo, en su caso,
disposiciones específicas relativas a:

a) la finalidad del tratamiento o de las categorías de tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) el alcance de las limitaciones establecidas;
d) las garantías para evitar accesos o transferencias ilícitos o abusivos;
e) la determinación del responsable o de categorías de responsables;
f) los plazos de conservación y las garantías aplicables habida cuenta de la naturaleza alcance y objetivos
del tratamiento o las categorías de tratamiento;
g) los riesgos para los derechos y libertades de los interesados, y h) el derecho de los interesados a ser
informados sobre la limitación, salvo si puede ser perjudicial a los fines de esta.

LO 3/2018 protección de datos
LOPDGDD · BOE-A-2018-16673 · arts. 1 a 18 — 18 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley orgánica tiene por objeto:
a) Adaptar el ordenamiento jurídico español al Reglamento (UE) 2016/679 del Parlamento Europeo y el
Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta al tratamiento
de sus datos personales y a la libre circulación de estos datos, y completar sus disposiciones. El derecho
fundamental de las personas físicas a la protección de datos personales, amparado por el artículo 18.4 de la
Constitución, se ejercerá con arreglo a lo establecido en el Reglamento (UE) 2016/679 y en esta ley orgánica.
b) Garantizar los derechos digitales de la ciudadanía conforme al mandato establecido en el artículo 18.4 de la
Constitución.

Artículo 2. Ámbito de aplicación de los Títulos I a IX y de los artículos 89 a 94.
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1. Lo dispuesto en los Títulos I a IX y en los artículos 89 a 94 de la presente ley orgánica se aplica a cualquier
tratamiento total o parcialmente automatizado de datos personales, así como al tratamiento no automatizado
de datos personales contenidos o destinados a ser incluidos en un fichero.
2. Esta ley orgánica no será de aplicación:

a) A los tratamientos excluidos del ámbito de aplicación del Reglamento general de protección de datos por
su artículo 2.2, sin perjuicio de lo dispuesto en los apartados 3 y 4 de este artículo.
b) A los tratamientos de datos de personas fallecidas, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 3.
c) A los tratamientos sometidos a la normativa sobre protección de materias clasificadas.

3. Los tratamientos a los que no sea directamente aplicable el Reglamento (UE) 2016/679 por afectar a
actividades no comprendidas en el ámbito de aplicación del Derecho de la Unión Europea, se regirán por lo
dispuesto en su legislación específica si la hubiere y supletoriamente por lo establecido en el citado
reglamento y en la presente ley orgánica. Se encuentran en esta situación, entre otros, los tratamientos
realizados al amparo de la legislación orgánica del régimen electoral general, los tratamientos realizados en el
ámbito de instituciones penitenciarias y los tratamientos derivados del Registro Civil, los Registros de la
Propiedad y Mercantiles.
4. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por los órganos judiciales de los
procesos de los que sean competentes, así como el realizado dentro de la gestión de la Oficina Judicial, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente ley orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 julio, del Poder Judicial, que le sean aplicables.
5. El tratamiento de datos llevado a cabo con ocasión de la tramitación por el Ministerio Fiscal de los procesos
de los que sea competente, así como el realizado con esos fines dentro de la gestión de la Oficina Fiscal, se
regirán por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679 y la presente Ley Orgánica, sin perjuicio de las
disposiciones de la Ley 50/1981, de 30 de diciembre, reguladora del Estatuto Orgánico del Ministerio Fiscal, la
Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial y de las normas procesales que le sean aplicables.
Se añade el apartado 5 por la disposición final 4.1 de la Ley Orgánica 7/2021, de 26 de mayo. Ref. BOE-A-2021-8806#df-4

Artículo 3. Datos de las personas fallecidas.
1. Las personas vinculadas al fallecido por razones familiares o de hecho así como sus herederos podrán
dirigirse al responsable o encargado del tratamiento al objeto de solicitar el acceso a los datos personales de
aquella y, en su caso, su rectificación o supresión. Como excepción, las personas a las que se refiere el párrafo
anterior no podrán acceder a los datos del causante, ni solicitar su rectificación o supresión, cuando la
persona fallecida lo hubiese prohibido expresamente o así lo establezca una ley. Dicha prohibición no afectará
al derecho de los herederos a acceder a los datos de carácter patrimonial del causante.
2. Las personas o instituciones a las que el fallecido hubiese designado expresamente para ello podrán
también solicitar, con arreglo a las instrucciones recibidas, el acceso a los datos personales de este y, en su
caso su rectificación o supresión. Mediante real decreto se establecerán los requisitos y condiciones para
acreditar la validez y vigencia de estos mandatos e instrucciones y, en su caso, el registro de los mismos.
3. En caso de fallecimiento de menores, estas facultades podrán ejercerse también por sus representantes
legales o, en el marco de sus competencias, por el Ministerio Fiscal, que podrá actuar de oficio o a instancia de
cualquier persona física o jurídica interesada. En caso de fallecimiento de personas con discapacidad, estas
facultades también podrán ejercerse, además de por quienes señala el párrafo anterior, por quienes hubiesen
sido designados para el ejercicio de funciones de apoyo, si tales facultades se entendieran comprendidas en las
medidas de apoyo prestadas por el designado.

TÍTULO II Principios de protección de datos

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.
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2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.
c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.
d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
profesional de conformidad con su normativa aplicable.
3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.
2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.
3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.
2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
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determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.
2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, detección
o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo
cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas
de rango legal.
2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.
3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a condenas
e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán
posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III Derechos de las personas

CAPÍTULO I Transparencia e información

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.
2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
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b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.
3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.
4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.
5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.
6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.
7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.
2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
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3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.
4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con
el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los sistemas
de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos
21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
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Tema 7

Derechos de la ciudadanía en sus relaciones con las administraciones 
públicas. Derecho de acceso a archivos y registros públicos. Atención 

ante quejas y reclamaciones. Personas con discapacidad. Atención 
intercultural en la administración vasca.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
LPACAP · BOE-A-2015-10565 · arts. 13 a 14 · art. 53 — 3 incluidos

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 14. Derecho y obligación de relacionarse electrónicamente con las Administraciones Públicas.
1. Las personas físicas podrán elegir en todo momento si se comunican con las Administraciones Públicas
para el ejercicio de sus derechos y obligaciones a través de medios electrónicos o no, salvo que estén obligadas
a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones Públicas. El medio elegido por la
persona para comunicarse con las Administraciones Públicas podrá ser modificado por aquella en cualquier
momento.
2. En todo caso, estarán obligados a relacionarse a través de medios electrónicos con las Administraciones
Públicas para la realización de cualquier trámite de un procedimiento administrativo, al menos, los siguientes
sujetos:

a) Las personas jurídicas.
b) Las entidades sin personalidad jurídica.
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c) Quienes ejerzan una actividad profesional para la que se requiera colegiación obligatoria, para los
trámites y actuaciones que realicen con las Administraciones Públicas en ejercicio de dicha actividad
profesional. En todo caso, dentro de este colectivo se entenderán incluidos los notarios y registradores de la
propiedad y mercantiles.
d) Quienes representen a un interesado que esté obligado a relacionarse electrónicamente con la
Administración.
e) Los empleados de las Administraciones Públicas para los trámites y actuaciones que realicen con ellas
por razón de su condición de empleado público, en la forma en que se determine reglamentariamente por
cada Administración.

3. Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de relacionarse con ellas a través
de medios electrónicos para determinados procedimientos y para ciertos colectivos de personas físicas que
por razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO I Garantías del procedimiento

Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo.
1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento administrativo,
tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la
condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su
instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. Quienes se
relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar
la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la
Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta
a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o
en las sedes electrónicas que correspondan.
b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.
c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.
d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.
e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser
tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.
f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de procedimientos administrativos de

Temario en formato ley · Escala de Ayudantes en Ejecución Penal (parte general) · Administración 115

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



naturaleza sancionadora, los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos:
a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y
de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la
autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.
b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo
contrario.

Ley 19/2013 transparencia y buen gobierno
LTBG · BOE-A-2013-12887 · arts. 12 a 24 — 13 incluidos

TÍTULO I Transparencia de la actividad pública

CAPÍTULO III Derecho de acceso a la información pública

Sección 1.ª Régimen general

Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública.
Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo
105.b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley. Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas
competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica.

Artículo 13. Información pública.
Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte,
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan
sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 14. Límites al derecho de acceso.
1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para:

a) La seguridad nacional.
b) La defensa.
c) Las relaciones exteriores.
d) La seguridad pública.
e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios.
f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
h) Los intereses económicos y comerciales.
i) La política económica y monetaria.
j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.
k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.
l) La protección del medio ambiente.

2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección y atenderá
a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado
superior que justifique el acceso.
3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª se dicten en aplicación de este artículo
serán objeto de publicidad previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran y sin perjuicio
de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 20, una vez hayan sido notificadas a los interesados.

Artículo 15. Protección de datos personales.
1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación sindical, religión
o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso
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y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con
anterioridad a que se solicitase el acceso. Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al
origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos
a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al
infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del
afectado o si aquel estuviera amparado por una norma con rango de ley.
2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros
derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se
concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano.
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la
solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. Para la
realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración los siguientes
criterios:

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de
la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.
b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan
la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos.
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente
contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos.
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento
puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad.

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los
datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.
5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos
a través del ejercicio del derecho de acceso.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-11

Artículo 16. Acceso parcial.
En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el artículo 14 no afecte a la totalidad de
la información, se concederá el acceso parcial previa omisión de la información afectada por el límite salvo
que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de sentido. En este caso, deberá indicarse al
solicitante que parte de la información ha sido omitida.

Sección 2.ª Ejercicio del derecho de acceso a la información pública

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la presentación de la
correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del órgano administrativo o entidad que posea la
información. Cuando se trate de información en posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a la Administración, organismo o entidad
de las previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas.
2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de:

a) La identidad del solicitante.
b) La información que se solicita.
c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones.
d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada.
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3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información. Sin embargo, podrá exponer
los motivos por los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la
resolución. No obstante, la ausencia de motivación no será por si sola causa de rechazo de la solicitud.
4. Los solicitantes de información podrán dirigirse a las Administraciones Públicas en cualquiera de las
lenguas cooficiales del Estado en el territorio en el que radique la Administración en cuestión.

Artículo 18. Causas de inadmisión.
1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.
b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, borradores,
opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas.
c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.
d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente.
e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de
transparencia de esta Ley.

2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la letra d) del apartado anterior,
el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente
para conocer de la solicitud.

Artículo 19. Tramitación.
1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que se dirige, éste la remitirá al
competente, si lo conociera, e informará de esta circunstancia al solicitante.
2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, se pedirá al solicitante que la concrete
en un plazo de diez días, con indicación de que, en caso de no hacerlo, se le tendrá por desistido, así como de
la suspensión del plazo para dictar resolución.
3. Si la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, debidamente identificados, se
les concederá un plazo de quince días para que puedan realizar las alegaciones que estimen oportunas. El
solicitante deberá ser informado de esta circunstancia, así como de la suspensión del plazo para dictar
resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación.
4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que se dirige, haya sido
elaborada o generada en su integridad o parte principal por otro, se le remitirá la solicitud a éste para que
decida sobre el acceso.

Artículo 20. Resolución.
1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros
afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el
órgano competente para resolver. Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la
complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante.
2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso parcial o a través de
una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un
tercero. En este último supuesto, se indicará expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar
cuando haya transcurrido el plazo del artículo 22.2.
3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la vulneración de alguno de los
límites al acceso se indicará esta circunstancia al desestimarse la solicitud.
4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se
entenderá que la solicitud ha sido desestimada.
5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública son recurribles directamente ante
la Jurisdicción Contencioso-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de interposición de la reclamación
potestativa prevista en el artículo 24.
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6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de infracción
grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente
normativa reguladora.

Artículo 21. Unidades de información.
1. Las Administraciones Públicas incluidas en el ámbito de aplicación de este título establecerán sistemas para
integrar la gestión de solicitudes de información de los ciudadanos en el funcionamiento de su organización
interna.
2. En el ámbito de la Administración General del Estado, existirán unidades especializadas que tendrán las
siguientes funciones:

a) Recabar y difundir la información a la que se refiere el capítulo II del título I de esta Ley.
b) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.
c) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información solicitada.
d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información.
e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.
f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la información cuyo acceso
se solicita con más frecuencia.
g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identificados los distintos tipos de
información que obre en poder del órgano.
h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de las disposiciones de esta
Ley.

3. El resto de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este título identificarán claramente el
órgano competente para conocer de las solicitudes de acceso.

Artículo 22. Formalización del acceso.
1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el
solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la
notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.
2. Si ha existido oposición de tercero, el acceso sólo tendrá lugar cuando, habiéndose concedido dicho acceso,
haya transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso administrativo sin que se haya formalizado o
haya sido resuelto confirmando el derecho a recibir la información.
3. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo puede
acceder a ella.
4. El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias o la trasposición de la
información a un formato diferente al original podrá dar lugar a la exigencia de exacciones en los términos
previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa
autonómica o local que resulte aplicable.

Sección 3.ª Régimen de impugnaciones

Artículo 23. Recursos.
1. La reclamación prevista en el artículo siguiente tendrá la consideración de sustitutiva de los recursos
administrativos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dictadas por los órganos previstos
en el artículo 2.1.f) sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo.

Artículo 24. Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá interponerse una reclamación ante
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía
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contencioso-administrativa.
2. La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del
acto impugnado o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.
3. La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de derechos o
intereses de terceros se otorgará, previamente a la resolución de la reclamación, trámite de audiencia a las
personas que pudieran resultar afectadas para que aleguen lo que a su derecho convenga.
4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses, transcurrido el cual, la
reclamación se entenderá desestimada.
5. Las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se publicarán, previa disociación de los
datos de carácter personal que contuvieran, por medios electrónicos y en los términos en que se establezca
reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los interesados. El Presidente del Consejo de Transparencia
y Buen Gobierno comunicará al Defensor del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicación de este artículo.
6. La competencia para conocer de dichas reclamaciones corresponderá al Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas atribuyan dicha competencia a un
órgano específico, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley.

Ley 3/2026, de 14 de mayo, de Transparencia de Euskadi
LTBG-PV · BOE-A-2026-11851 · arts. 24 a 41 — 18 incluidos

TÍTULO II Transparencia de la actividad pública

CAPÍTULO II Acceso a la información pública

Artículo 24. Derecho de acceso a la información pública.
1. Toda persona física o jurídica es titular del derecho de acceso a la información pública, mediante solicitud
previa y sin más limitaciones que las establecidas en la ley.
2. El ejercicio de este derecho no precisa motivar la solicitud ni invocar ninguna norma, no estando
condicionado a ostentar la condición de persona interesada ni a la concurrencia de ningún derecho o interés
legítimo.
3. El derecho de acceso a la información pública se entenderá sin perjuicio de otros derechos o
procedimientos. Así, no tendrán esta consideración otro tipo de comunicaciones con la Administración, como
el derecho de petición, las consultas de información general por los canales de atención a la ciudadanía, las
quejas y sugerencias o el ejercicio de los derechos regulados en la normativa sobre protección de datos. En
estos casos, se derivará la solicitud al procedimiento o canal específico correspondiente, lo que se comunicará
a la persona solicitante.
4. Aquellos ámbitos que dispongan de un régimen jurídico específico de acceso a la información se regirán por
tal puntual normativa y, supletoriamente, por la presente ley. En tales supuestos únicamente se podrán aplicar
restricciones no previstas por esta ley cuando estén impuestas por una norma con rango de ley.

Artículo 25. Derechos de la persona solicitante de información pública.
La persona solicitante de información pública dispone de los siguientes derechos:
a) A ser informada de los derechos que le otorga la presente ley y a ser asesorada para su correcto ejercicio,
conforme al derecho a una buena administración.
b) A recibir la información que solicite, dentro de los plazos máximos establecidos por esta ley.
c) A recibir la información pública solicitada en la modalidad o el formato elegidos, conforme a lo dispuesto en
la ley.
d) A conocer los motivos por los cuales no se le facilita la información, total o parcialmente, y también
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aquellos por los cuales no se le facilita dicha información en la modalidad o el formato solicitados.
e) A conocer el listado de las tasas y precios que, en su caso, sean exigibles para la obtención de la información
solicitada, así como las causas de exención.
f) A utilizar la información recibida, sin autorización previa, dentro de los límites previstos en esta ley y en el
resto del ordenamiento.

Artículo 26. Obligaciones de las personas y entidades que accedan a la información pública.
Las personas y entidades que pretendan ejercer su derecho de acceso a la información pública tendrán,
asimismo, las siguientes obligaciones:
a) Ejercer su derecho con respeto a los principios de buena fe e interdicción del abuso de derecho y, en
particular, realizar el acceso a la información de forma que no se vea afectada la eficacia del funcionamiento
de los servicios públicos, concretando sus solicitudes de la forma más precisa posible. A estos efectos, la
Administración colaborará con la persona solicitante en los términos que ordena el derecho a una buena
administración.
b) Respetar las obligaciones establecidas en la normativa básica para la reutilización de la información
obtenida.
c) Cumplir las condiciones y requisitos materiales para el acceso que se hayan señalado en la correspondiente
resolución, cuando el acceso haya de realizarse en una modalidad determinada o presencialmente en un
concreto archivo o dependencia pública.

Artículo 27. Modalidad de acceso a la información pública.
1. El derecho de acceso a la información pública incluye cualquier forma o soporte en el que esta información
haya sido elaborada o se conserve.
2. Las Administraciones públicas deben establecer un sistema integrado de gestión de documentos,
información y datos que permita la interoperatividad entre las administraciones, la localización de cualquier
documento o información y la vinculación automática de cada documento o conjunto de datos a su régimen de
acceso y publicidad.
3. La información se facilitará en el soporte y formato utilizado para su solicitud o demandado por la persona
solicitante, salvo que concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) Que, en virtud del principio de publicidad activa o de alguna otra forma, la información esté ya a
disposición de la persona solicitante, de forma que pueda tomar conocimiento de ella fácilmente. En tal
caso, la administración o entidad correspondiente podrá optar por dar acceso a la información
simplemente poniendo en su conocimiento esta circunstancia, así como la vía por la que obtener dicha
información.
b) Que se justifique adecuadamente que por razones de carácter técnico no es posible la copia en un
formato determinado, o es imposible o desmedidamente oneroso poner a disposición la información en la
forma solicitada por la persona solicitante, en cuyo caso la administración o entidad correspondiente
deberá facilitarla en algún otro modo, incluida la exhibición presencial de la información, de forma que se
garantice que el acceso no origina costes desproporcionados, no ocasiona la pérdida o deterioro del soporte
original o, en general, evita los problemas de otro tipo que justifiquen esta modalidad.

Artículo 28. Principio de gratuidad y costes.
El acceso a la información es gratuito. No obstante, si a petición de la persona solicitante de la información se
expidieran copias de documentos o se produjera algún coste derivado de la utilización de formatos diferentes
al original que contenga la información, podrá exigirse una tasa o precio público, siempre que así estuviese
regulado en la normativa correspondiente y sin que, en ningún caso, su importe pueda exceder del coste real
del servicio prestado.

Artículo 29. Límites al derecho de acceso a la información pública.
1. El derecho de acceso a la información pública solamente puede ser denegado o restringido por las causas
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expresamente establecidas por las leyes.
2. La aplicación de los límites al derecho de acceso a la información pública será proporcional a su objeto y
finalidad según las circunstancias de cada caso concreto, ponderándose los derechos en colisión en función
del interés público y de los intereses protegidos, y se interpretará siempre de manera restrictiva en beneficio
del derecho de acceso y, en todo caso, conforme a los principios de igualdad y de interdicción de la
arbitrariedad.
3. La denegación o la limitación del derecho de acceso a la información pública constituye la excepción al
principio general, por lo que exigirá motivación reforzada conforme a los principios recogidos en los
apartados anteriores y se podrá fundamentar únicamente en las siguientes causas, así como en las
reconocidas en la legislación básica:

a) La protección de datos personales en los términos establecidos en esta ley.
b) La garantía de confidencialidad o el secreto requerido en los procesos de toma de decisión.
c) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
d) Toda aquella información protegida por normas con rango de ley.

4. La información relativa a las personas menores de edad, cuando su conocimiento o divulgación pueda
condicionar el libre desarrollo de la personalidad de estas en el futuro, tendrá en todos los casos la condición
de protegida, excepto cuando pueda garantizarse su carácter anónimo.
5. La denegación o la limitación del derecho de acceso a la información pública solo será de aplicación durante
el periodo de tiempo determinado por las leyes o en tanto se mantenga la razón que la justifique.
6. Las resoluciones en las que se acuerde la denegación o limitación del derecho a la información pública,
conforme a lo establecido en el apartado 3 de este artículo, serán siempre motivadas, y, una vez notificadas a
las personas interesadas, serán objeto de publicidad, previa disociación de los datos de carácter personal que
contuvieran.

Artículo 30. Protección de datos personales en las solicitudes de acceso a la información pública.
1. Para la resolución de las solicitudes de acceso a la información pública que contenga datos personales de
terceras personas, se estará a lo dispuesto en la normativa reguladora de la protección de datos de carácter
personal.
2. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación sindical, religión
o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso
y por escrito de la persona afectada, a menos que dicha persona afectada hubiese hecho manifiestamente
públicos los datos con anterioridad a que se solicitase el acceso. Si la información incluyese datos personales
que hagan referencia al origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o
contuviera datos relativos a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la
amonestación pública a la persona infractora, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el
consentimiento expreso de la persona afectada o si aquella estuviera amparada por una norma con rango de
ley.
3. Cuando el objeto de la solicitud de acceso a la información pública esté directamente relacionado con la
organización, el funcionamiento o la actividad pública de la entidad pública concernida y contenga datos
personales meramente identificativos, procederá la concesión del acceso a la información, salvo que,
excepcionalmente, en el caso concreto deba prevalecer sobre el interés público en su divulgación la
protección de datos personales u otros derechos constitucionalmente protegidos.
4. En cualquier caso, se denegará el acceso cuando se considere que concurren circunstancias especiales en el
caso concreto que hacen prevalecer la protección de los datos personales sobre el interés público en la
divulgación de la información, o que debe preservarse el derecho al honor, a la intimidad y a la propia imagen.
5. No procederá la denegación o la limitación del derecho de acceso a la información pública si el acceso se
efectúa previa disociación de los datos de carácter personal que contuviera, de modo que se impida la
identificación de las personas afectadas.
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Artículo 31. Acceso parcial.
Si la información solicitada estuviera afectada parcialmente por alguna de las limitaciones relacionadas en los
artículos anteriores, se facilitará, siempre que sea posible, el acceso parcial, omitiendo la parte afectada por la
limitación, salvo que de ello resulte una información distorsionada, equívoca o sin sentido. En este caso, se
indicará a la persona solicitante qué parte de la información ha sido omitida.

Artículo 32. Órganos competentes para la tramitación y resolución de las solicitudes de acceso a la 
información pública.
1. En el ámbito de la Administración general e institucional de la Comunidad Autónoma del País Vasco son
competentes para la tramitación del procedimiento y la resolución de las solicitudes de acceso a la
información pública las personas titulares de los órganos directivos que posean la información.
2. En las entidades instrumentales adscritas o vinculadas al sector público de la Comunidad Autónoma del País
Vasco son competentes los órganos que determinen los estatutos o normas de funcionamiento.
3. El resto de instituciones y organizaciones que, conforme a esta ley, están sujetas a la aplicación de estos
preceptos establecerán esta competencia en sus normas de funcionamiento.

Artículo 33. Procedimiento para el acceso a la información pública.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública tiene carácter de especial.
Se regirá por lo dispuesto en esta ley y, supletoriamente, por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo Común de las Administraciones Públicas o norma que en el futuro pudiera sustituirle.
2. Con el fin de garantizar y facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública, deberán
omitirse todas aquellas exigencias y requisitos que puedan obstruirlo o impedirlo, sobre todo en cuanto a la
identificación y firma de las personas interesadas en el procedimiento.

Artículo 34. Solicitud de acceso a la información pública.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso a la información pública se inicia con la
presentación de la correspondiente solicitud, que deberá dirigirse a la persona titular del órgano
administrativo o entidad que posea la información. Cuando se trate de información en posesión de personas
físicas o jurídicas que presten servicios públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a
la administración, organismo o entidad incluida en el ámbito de aplicación de este título a la que se
encuentren vinculadas. Si la solicitud se presentara directamente ante las entidades privadas, estas la
remitirán, para su registro y resolución, al órgano público al que se encuentren vinculadas, junto con la
información solicitada, si estuviera en su poder.
2. La solicitud podrá ser realizada por cualquier medio, y deberá indicar, como mínimo, los siguientes
extremos:

a) Identidad de la persona solicitante.
b) Descripción precisa de la información solicitada, sin necesidad de indicar un documento o expediente
concreto.
c) En su caso, la modalidad o el formato preferidos para el acceso a la información solicitada.
d) Dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones.

3. La persona solicitante no está obligada a motivar su solicitud de acceso a la información pública, y la
ausencia de motivación no será por si sola causa de su rechazo. No obstante, podrá exponer los motivos por los
que solicita la información, que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la resolución.
4. La solicitud podrá presentarse en cualquiera de las lenguas oficiales de la Comunidad Autónoma del País
Vasco, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 76.3 de la Ley 3/2022, de 12 de mayo, del Sector Público Vasco.

Artículo 35. Causas de inadmisión de la solicitud de acceso a la información pública.
La inadmisión de la solicitud se acordará mediante resolución motivada basada únicamente en alguno de los
siguientes supuestos:
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a) Cuando se refiera a información que está en curso de elaboración o de publicación general, en cuyo caso la
resolución de no admisión deberá especificar el órgano que elabora dicha información y el tiempo previsto
para su conclusión y puesta a disposición.
b) Cuando se refiera a comunicaciones internas de carácter auxiliar o de apoyo, como las contenidas en notas,
borradores, opiniones, resúmenes, comunicaciones o informes internos o entre órganos o entidades
administrativas, que carezcan de relevancia o interés público. Los informes preceptivos no tendrán esta
consideración de carácter auxiliar o de apoyo que baste para justificar la inadmisión de la solicitud por esta
causa.
c) Cuando se refiera a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración
compleja. La solicitud de información a obtener previo tratamiento informatizado de uso corriente no se
considerará reelaboración de la información que justifique su inadmisión.
d) Cuando la institución receptora de la solicitud no disponga de la información ni tenga constancia de qué
otra entidad puede disponer de ella.
e) Cuando la solicitud sea manifiestamente repetitiva o tenga un carácter abusivo no justificado con la finalidad
de transparencia de esta ley.

Artículo 36. Tramitación de la solicitud de acceso a la información pública.
1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder de la entidad a la que se dirige, esta la remitirá
al organismo competente, si lo conociera, e informará de esta circunstancia a la persona solicitante. A estos
efectos, las Administraciones públicas habilitarán cauces de colaboración a fin de reducir cargas
administrativas derivadas de la necesidad de reproducir solicitudes ante sus diferentes sectores públicos por
este motivo.
2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, la entidad receptora, en el plazo de
diez días tras su recepción, requerirá a la persona solicitante que la concrete en el plazo improrrogable de diez
días, con indicación de que en caso de no hacerlo se le tendrá por desistida, así como de la suspensión del
plazo para dictar la resolución correspondiente. Transcurrido el señalado plazo sin haber procedido a la
subsanación, se procederá al archivo de la solicitud mediante resolución que se notificará a la persona
solicitante a efectos de que pueda presentar el correspondiente recurso o, en su caso, una nueva solicitud que
concrete su petición o la información demandada.
3. Si la solicitud se refiere a información que afecte a derechos o intereses de terceras personas debidamente
identificadas, el órgano encargado de resolverla concederá a estas el oportuno trámite de audiencia por un
plazo de quince días para que aleguen lo que crean conveniente y otorguen, en su caso, su consentimiento
expreso. La persona solicitante será informada de esta circunstancia, así como de la suspensión del plazo para
resolver su petición hasta que se reciban las alegaciones o el consentimiento de las terceras personas afectadas
o haya transcurrido el plazo concedido para su presentación.
4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder de la entidad a la que se dirige, haya
sido elaborada o generada en su integridad o parte principal por otra, se le remitirá la solicitud a esta para que
decida sobre el acceso.

Artículo 37. Resolución de la solicitud de acceso a la información pública.
1. La resolución mediante la que se conceda o deniegue el acceso a la información pública deberá notificarse a
la persona solicitante, así como a las terceras personas afectadas que así lo hayan solicitado, en el plazo
máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.
2. Este plazo podrá ampliarse por otros quince días más en aquellos supuestos en los que el volumen o la
complejidad de la información solicitada así lo hagan necesario, notificando esta circunstancia a la persona
solicitante.
3. Las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso parcial o a través de una modalidad
diferente a la solicitada, así como las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de una tercera
persona, serán convenientemente motivadas.
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4. La denegación del acceso a la información deberá adoptarse siempre mediante resolución expresa y
motivada, que deberá notificarse en los plazos establecidos en este artículo. Transcurrido el plazo máximo
para resolver una solicitud sin que se haya dictado y notificado resolución expresa, se tendrá por desestimada
por silencio administrativo, pero ello no eximirá a los sujetos obligados a suministrar la información de su
deber de resolver expresamente.

Artículo 38. Formalización del acceso y entrega de la información.
1. Cuando la resolución de una solicitud sea estimatoria total o parcialmente, la resolución irá acompañada de
la información solicitada. No obstante, si resultara procedente alguna otra modalidad de acceso conforme a lo
dispuesto en esta ley, la resolución irá acompañada de la indicación del modo de acceso inmediato a dicha
información, que deberá garantizar la efectividad del derecho permitiendo acceder a la integridad de la
información en el menor plazo posible.
2. En el caso de que la resolución conceda el acceso total o parcial a una información que afecte a terceras
personas que se hayan opuesto en el correspondiente trámite previo, el acceso solo se hará efectivo una vez
vencido el plazo del que dispone la tercera persona para recurrirla, bien ante la Autoridad Vasca de
Transparencia-Gardena, conforme al procedimiento contemplado en el artículo 39, bien en la vía
jurisdiccional, sin que lo haya hecho, o una vez que sea firme la resolución del recurso que confirme el
derecho de la persona solicitante a recibir la información.

Artículo 39. Procedimiento de impugnación.
1. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública ponen fin a la vía administrativa y
son recurribles directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de
interponer la reclamación potestativa ante la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena prevista en la
presente ley o, en su caso, de solicitar el inicio de un procedimiento de mediación en las reclamaciones de
acceso a la información pública, conforme a la regulación contenida asimismo en esta ley.
2. No obstante, contra las resoluciones dictadas por el Parlamento Vasco, el Tribunal Vasco de Cuentas
Públicas y el Ararteko en materia de acceso a la información pública solo cabrá la interposición del recurso
contencioso-administrativo.

Artículo 40. Reclamación potestativa ante la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena.
1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso a la información pública, con la excepción
de los supuestos previstos en el artículo 39.2, podrá interponerse una reclamación ante la Autoridad Vasca de
Transparencia-Gardena, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía contencioso-administrativa.
Esta reclamación potestativa tendrá carácter sustitutivo de los recursos administrativos, de conformidad con lo
establecido en el artículo 112.2 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de
las Administraciones Públicas.
2. La reclamación se tramitará conforme al siguiente procedimiento:

a) La reclamación se podrá interponer en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la
notificación del acto impugnado. Si el acto no fuera expreso, la reclamación podrá interponerse en
cualquier momento a partir del día siguiente a aquel en el que se produzcan los efectos del silencio
administrativo.
b) Cuando la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena aprecie que la información reclamada pudiera
afectar a derechos o intereses de terceras personas debidamente identificadas, se les concederá trámite de
audiencia para que aleguen lo que a su derecho convenga.
c) El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses, transcurrido el cual la
reclamación se entenderá desestimada.
d) Las resoluciones que se dicten, una vez que se hayan notificado a las personas interesadas, se publicarán
en la página web de la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena, previa disociación de los datos de
carácter personal que contuvieren.
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3. La resolución dictada por la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena que resuelva esta reclamación será
ejecutiva. Una vez que sea firme y ejecutiva la resolución estimatoria, se comunicará a la entidad encargada de
su cumplimiento efectivo y se indicará, como mínimo, el alcance del acceso a la información, el plazo para
cumplirla y las condiciones en las que se haya de hacer efectiva. La entidad afectada habrá de comunicar las
actuaciones llevadas a cabo para el cumplimiento de la resolución y, si no cumpliera la resolución en el plazo
establecido, la persona interesada podrá comunicarlo a la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena para que
esta requiera su cumplimiento.
4. Contra las resoluciones de la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena solo se podrá interponer recurso
contencioso-administrativo.
5. La desatención de los requerimientos que efectúe la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena para el
cumplimiento de las resoluciones en materia de acceso a la información podrá dar lugar a la exigencia de
responsabilidad, de acuerdo con lo establecido en esta ley.
6. La Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena podrá instar la incoación del procedimiento sancionador, de
acuerdo con lo previsto en esta ley.

Artículo 41. Procedimiento de mediación.
1. Cualquiera de las partes podrá solicitar a la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena el inicio del
procedimiento de mediación cuando se presente ante esta una reclamación del derecho de acceso a la
información pública, debiendo formalizarse dicha solicitud en el plazo de cinco días desde el momento en el
que se haya tenido conocimiento de la interposición de la reclamación.
2. La Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena, una vez recibida la solicitud de procedimiento de mediación,
deberá comunicarla a todas las partes intervinientes para que se pronuncien sobre la solicitud. La
Administración no podrá oponerse a aplicar el procedimiento de mediación si todas las partes interesadas lo
aceptan.
3. Mientras dure el procedimiento de mediación, quedará suspendida la tramitación de la reclamación
potestativa regulada en el artículo anterior.
4. El procedimiento de mediación deberá sustanciarse en el plazo máximo de un mes a contar desde su
aceptación. Si no se alcanzara un acuerdo de mediación, continuaría la tramitación de la reclamación
potestativa ante la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena a partir del punto en el que se hubiera
suspendido.
5. La persona mediadora será designada por la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena de entre el
personal de su oficina técnica de apoyo y deberá contar con formación y conocimientos específicos en materia
de mediación administrativa. La mediación se podrá desarrollar presencialmente o a través de medios
telemáticos.
6. El acuerdo fruto de la mediación deberá ser aprobado por la persona reclamante, la administración afectada
y, en su caso, las terceras personas que hayan comparecido en el procedimiento. El acuerdo adoptado, que
deberá ratificar la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena, pondrá fin al procedimiento y en ningún caso
podrá ser contrario al ordenamiento jurídico.
7. En los casos en los que las partes intervinientes así lo decidan, podrán adoptarse acuerdos de mediación
parciales y limitar expresamente su alcance a una parte del objeto de la reclamación. En este caso, el resto de
la reclamación continuará la tramitación por el procedimiento ordinario de resolución por parte de la
Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena.
8. El acuerdo de mediación deberá ejecutarse en los términos y con los plazos establecidos. Para su contenido
y ejecución será de aplicación lo establecido para las resoluciones de la Autoridad Vasca de Transparencia-
Gardena en esta ley.
9. El procedimiento específico de mediación por reclamación del derecho de acceso a la información pública
ante la Autoridad Vasca de Transparencia-Gardena se regirá por lo dispuesto en esta ley, su normativa de
desarrollo y las directrices y acuerdos que establezca la presidencia de la Autoridad Vasca de Transparencia-
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Gardena.
10. No se someterán a mediación aquellas materias que afecten directamente a los derechos fundamentales de
las personas, fueran contrarias al orden público o perjudicasen intereses de terceras personas.

Ley 3/1985, de 27 de febrero, por la que se crea y regula la Institución del Ararteko
Ararteko-PV · BOE-A-2012-4768 · arts. 17 a 31 — 15 incluidos

TÍTULO SEGUNDO Funcionamiento

CAPÍTULO PRIMERO Del inicio de la investigación y tramitación

Artículo 17. De la iniciación.
1. El Ararteko podrá iniciar la investigación de oficio o a instancia de parte. El Ararteko podrá iniciar una
investigación de oficio cuando por sus propios medios conociera de una situación irregular.
2. Las investigaciones podrán ser solicitadas igualmente por la Comisión que mantenga con carácter ordinario
las relaciones con el Ararteko, las comisiones parlamentarias de encuesta o por los parlamentarios
individualmente.
3. Ninguna autoridad administrativa podrá presentar quejas ante el Ararteko en asuntos de su competencia.

Artículo 18. Del inicio de la investigación a instancia de parte.
1. Para presentar quejas ante el Ararteko será preciso invocar un interés legítimo.
2. No podrá constituir impedimento para dirigirse al Ararteko la nacionalidad, residencia, minoría de edad,
incapacidad legal del afectado, internamiento o reclusión en centro penitenciario, o, en general, cualquier
relación especial de sujeción o dependencia con respecto a una Administración o poder público.
3. El Ararteko podrá continuar la investigación incluso en el caso de que el interesado manifestara su deseo de
retirar la queja.

Artículo 19. De la forma.
1. Las quejas se presentarán por escrito u oralmente. En cualquier caso habrán de motivarse añadiendo
cuantos documentos puedan servir para esclarecer el caso. Deberán contener la identificación y el domicilio
del que las presente.
2. Las quejas orales sólo podrán ser presentadas en la oficina en que tengan su sede los servicios del Ararteko.
Estas quejas serán transcritas y posteriormente leídas y firmadas por el afectado.
3. No podrán presentarse quejas cuando hubiere transcurrido el plazo de un año desde que el afectado tuvo
conocimiento de la conducta o de los hechos susceptibles de motivar una queja.

Artículo 20. Registro de quejas.
Los servicios del Ararteko registrarán y acusarán recibo de las quejas que se formulen, con las cuales se
procederá a su tramitación o a su rechazo.

Artículo 21. Rechazo de las quejas.
1. Las quejas serán objeto de una valoración preliminar encaminada a resolver sobre su admisibilidad.
2. Las quejas serán rechazadas cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias:

a) No se aprecie interés legítimo.
b) No se identifique quien la formula.
c) Se manifieste mala fe o un uso abusivo del procedimiento con el interés de perturbar o paralizar la
Administración.
d) Estén desprovistas de justificación o no se aporten los datos que se soliciten.
e) No se relacionen con su ámbito de competencias. Cuando se relacionen con el ámbito de competencias
del Defensor del Pueblo serán remitidas a éste.
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3. Cuando se compruebe que la queja fue realizada con mala fe y aparezcan indicios de criminalidad, el
Ararteko lo pondrá en conocimiento de la Autoridad Judicial competente.
4. En caso de que las quejas formuladas sean rechazadas, el Ararteko lo notificará al interesado mediante
escrito motivado, informándole sobre las vías más oportunas para ejercitar su acción caso de que hubiere
alguna.

Artículo 22. Recursos.
Contra las decisiones del Ararteko no cabrá interponer recurso alguno.

CAPÍTULO SEGUNDO De la relación con los Organismos y Entidades sometidos a control

Artículo 23. Deber de colaborar.
Los órganos de las Entidades a que se refiere el artículo 9.1 tienen el deber de aportar, con carácter preferente
y urgente, cuantos datos documentos, informes o aclaraciones les sean solicitados.

Artículo 24. Entorpecimiento a su gestión.
1. La negativa o negligencia de un funcionario, autoridad, trabajador o responsable de una empresa
concesionaria o sometida a alguna forma de control o tutela administrativa en la remisión de lo solicitado, así
como cualquier actitud que impida o dificulte al Ararteko el acceso a los expedientes o documentación
administrativa solicitada, o a las dependencias en que se encuentren, se considerará como entorpecimiento a
su labor. El Ararteko comunicará tal conducta al superior jerárquico.
2. La persistencia en una actividad hostil o entorpecedora de la labor de investigación del Ararteko por parte
de cualquier organismo, funcionario, directivo o persona al servicio de la Administración Pública, podrá ser
objeto de un informe especial, además de destacarlo en la sección correspondiente de su informe anual.

Artículo 25.
El superior jerárquico u organismo que prohíba al funcionario o trabajador el cumplimiento de los deberes
que le impone el artículo 23, lo hará en forma motivada, mediante escrito dirigido tanto a ellos como al
Ararteko. Este dirigirá en adelante al superior jerárquico, cuantas actuaciones investigadoras sean necesarias.

Artículo 26. Plazos.
En los casos de petición de informaciones, remisión de expedientes o cualesquiera otros datos, el Ararteko
establecerá un plazo para evacuar lo solicitado.

Artículo 27. Actuaciones en caso de abuso, arbitrariedad, discriminación, error o negligencia.
Cuando las actuaciones practicadas revelen que la queja ha sido originada presumiblemente por el abuso,
arbitrariedad, discriminación, error o negligencia de un funcionario o trabajador, el Ararteko podrá dirigirse
al afectado haciéndole constar su criterio al respecto. Con la misma fecha dará traslado de dicho escrito al
superior jerárquico, formulando las sugerencias que considere oportunas. En el supuesto de que las
recomendaciones realizadas por el Ararteko no sean tenidas en cuenta y no se produzca una medida adecuada
en tal sentido, el Ararteko lo pondrá en conocimiento de la máxima autoridad jerárquica del organismo
administrativo afectado, e incluirá el asunto en su informe anual o extraordinario.

Artículo 28. Acción por responsabilidad.
El Ararteko de oficio podrá ejercitar la acción por responsabilidad contra todos los funcionarios, trabajadores
o responsables de empresas concesionarias o sometidas a alguna forma de control o tutela administrativa, sin
que sea necesaria la previa notificación por escrito.

Artículo 29.
Si en el curso de las investigaciones aparecieran indicios racionales de criminalidad, el Ararteko los pondrá en
conocimiento del Ministerio Fiscal.
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CAPÍTULO TERCERO Notificaciones y conclusiones

Artículo 30. Del resultado de las investigaciones.
El Ararteko comunicará el resultado de las investigaciones, a quien hubiere formulado la queja.

Artículo 31. De la conclusión.
La conclusión de las investigaciones será notificada igualmente a la autoridad, organismo, funcionario o
trabajador afectado.

Decreto 91/2023, de 20 de junio, de atención integral y multicanal a la ciudadanía y 
acceso a los servicios públicos por medios electrónicos (País Vasco)
D91-2023-PV · BOPV-2023-91 · arts. 7 a 14 · arts. 116 a 119 — 12 incluidos

TÍTULO II DERECHOS Y DEBERES DE LA CIUDADANÍA Y OBLIGACIÓN DE RELACIONARSE A 
TRAVÉS DE MEDIOS ELECTRÓNICOS

CAPÍTULO I DERECHOS Y DEBERES DE LA CIUDADANÍA

Artículo 7. Derechos de la ciudadanía.
1.– A los efectos del presente Decreto, y sin perjuicio de lo previsto en los artículos 64 y 69 de la Ley 3/2022, de
12 de mayo, del Sector Público Vasco, la ciudadanía, en sus relaciones con el sector público de la Comunidad
Autónoma de Euskadi tiene los siguientes derechos:

a) A utilizar y ser atendida en las lenguas oficiales del territorio de la Comunidad Autónoma de Euskadi con
el mismo nivel de calidad, de acuerdo con la legislación que regula el ejercicio de los derechos lingüísticos
de la ciudadanía.
b) A ser atendida en el menor tiempo posible.
c) A ser tratada por las autoridades y personal empleado público con respeto, consideración, en
condiciones de igualdad e imparcialidad y sin discriminación por razón de nacimiento, sexo, raza, origen,
religión, orientación sexual, opinión o cualquier otra circunstancia personal o social.
d) A elegir la modalidad de atención para relacionarse con la Administración, salvo que resulte obligatoria
la utilización de un medio concreto en virtud de lo dispuesto en este Decreto, en la normativa de
procedimiento administrativo común o específica del procedimiento de que se trate.
e) A actuar por medio de representante.
f) A ser asistida en el uso de medios electrónicos en sus relaciones de acuerdo con lo previsto en el artículo
12.2. de la Ley 39/2015 de 1 de octubre.
g) A la accesibilidad de los sitios web y aplicaciones para dispositivos móviles.
h) A comunicarse con la Administración pública a través de un Punto de Acceso General Electrónico.
i) A recibir la información, orientación o la gestión solicitada, siempre que sea competencia del sector
público de la Comunidad Autónoma de Euskadi.
j) A recibir la información y atención de forma clara y fácilmente comprensible, mediante la utilización de
lenguaje claro en todas las modalidades, medios, canales y soportes.
k) A formularios, instancias y solicitudes sencillos, diseñados con criterios de lenguaje claro.
l) A la protección, garantía de la seguridad y confidencialidad de los datos de carácter personal, y en
particular a que estos sean únicamente exigidos y tratados para las finalidades previstas en el
procedimiento o actuación que se trate, con pleno respeto a la legislación vigente. En todo caso, la persona
podrá ejercitar en cualquier momento sus derechos de información, acceso, rectificación y supresión y
olvido directamente a través del Sistema Integral de Atención a la Ciudadanía, así como, el derecho a la
limitación del tratamiento.
m) Cualesquiera otros que les reconozcan las leyes.
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2.– Estos derechos se entienden sin perjuicio del resto de los derechos reconocidos en la legislación referidos a
las personas interesadas en el procedimiento administrativo.

Artículo 8. Deberes de la ciudadanía.
A los efectos del presente Decreto, y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 64 de la Ley 3/2022, de 12 de
mayo, del Sector Público Vasco, la ciudadanía, en sus relaciones con el sector público de la Comunidad
Autónoma de Euskadi, tiene los siguientes deberes:
a) Respetar los horarios y funcionamiento de los servicios, atendiendo en cualquier caso a las indicaciones del
personal.
b) Ser puntual y acudir el día y en la hora de la cita presencial y avisar en caso de no poder acudir a la misma.
c) Respetar en todo momento las normas de las oficinas de atención a la ciudadanía y de asistencia en materia
de registro.
d) Cumplir con las obligaciones previstas en la legislación vigente respecto a la reutilización de la información
obtenida.
e) Utilizar los servicios públicos de forma adecuada y diligente, conforme a las exigencias de la buena fe, sin
obstaculizar el ejercicio de las competencias administrativas.

Artículo 9. Derecho a no aportar documentos.
1.– La Administración hará efectivo el derecho de las personas interesadas en los procedimientos
administrativos a no aportar documentos en los casos previstos en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.
2.– Con el fin de simplificar la tramitación administrativa y de garantizar dicho derecho, no se recabará el
consentimiento de las personas interesadas en los supuestos regulados en el artículo 72.1 de la Ley 3/2022, de
12 de mayo, del Sector Público Vasco. En cada procedimiento administrativo se informará a las personas
interesadas, de su derecho a no aportar la documentación que ya obre en poder de la Administración y de que,
en este sentido, se consultarán o recabarán y verificarán los datos o documentos que requiera el
procedimiento. Asimismo, se informará a las personas interesadas, del derecho de oposición al tratamiento
que les asiste. Este derecho de oposición, requerirá que el interesado alegue expresamente los motivos en que
basa dicha oposición que serán ponderados por el responsable del tratamiento. Habiendo manifestado la
oposición, será necesario que la persona interesada aporte los documentos, sin perjuicio de las facultades de
verificación del órgano destinatario de la solicitud. A todo ello, le será de aplicación la salvedad establecida en
el artículo 28.2 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre.
3.– Si el órgano administrativo que tramita el procedimiento posee los datos o documentos o tiene acceso
electrónico a los mismos, los incorporará al procedimiento. En los ficheros del órgano cedente quedará
constancia del acceso a los datos o documentos efectuado por el órgano cesionario.
4.– Si el órgano administrativo que tramita el procedimiento no posee los datos o documentos, los pedirá al
órgano que los tenga, debiendo recabarlos electrónicamente a través de sus redes corporativas o mediante
consulta a las plataformas de intermediación de datos u otros sistemas electrónicos habilitados al efecto.
5.– Si excepcionalmente el órgano administrativo que tramita el procedimiento no puede obtener los datos o
documentos, lo comunicará a la persona interesada, con indicación del motivo, para que los aporte en el plazo
y con los efectos previstos en la norma reguladora del procedimiento correspondiente. También con carácter
excepcional podrá requerir a la persona interesada la presentación del documento original, o el cotejo de las
copias que hayan sido aportadas mediante la exhibición del documento original, conforme a lo dispuesto en la
legislación de procedimiento administrativo.

Artículo 10. Régimen lingüístico.
1.– El sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi garantizará a la ciudadanía el ejercicio de los
derechos lingüísticos reconocidos en las leyes; en particular, los referidos al uso del euskera en la
Administración pública, en virtud de lo dispuesto en la Ley 10/1982, de 24 de noviembre, básica de
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normalización del uso del Euskera y en la normativa que la desarrolle, y en los artículos 76 a 79 de la Ley
3/2022, de 12 de mayo, del Sector Público Vasco.
2.– Se garantizará el derecho de la ciudadanía a utilizar el euskera y el castellano, tanto oralmente como por
escrito. La persona interesada elegirá el idioma, euskera o castellano, para realizar trámites y recibir
comunicaciones y notificaciones de la Administración. Salvo indicación en contrario, se entenderá que la
persona ha elegido el idioma utilizado al dirigirse a la Administración.
3.– Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, el personal de atención a la ciudadanía informará a las
personas sobre la posibilidad de utilizar la lengua oficial que deseen en su atención, con carácter previo a su
solicitud. Asimismo, la oferta de los servicios será visible, audible, accesible, e inmediata y estará disponible
durante todo el proceso de atención.
4.– Se posibilitará la modificación de la opción lingüística en cualquier momento de la tramitación. En caso de
modificación, se mantendrán los documentos anteriores en el idioma inicialmente elegido. Asimismo, se
mantendrán en el mismo idioma en el que se encuentren redactados los documentos obrantes en las
Administraciones públicas, porque se encuentren en su poder, hayan sido elaborados por ellas, o se hayan
aportado anteriormente por la persona interesada.
5.– Los contenidos, servicios e información que se pongan a disposición de la ciudadanía a través de los
portales web y la sede electrónica estarán disponibles, al menos, en las dos lenguas oficiales de la Comunidad
Autónoma de Euskadi. La página inicial de acceso a los contenidos web deberá estar en euskera, por defecto y
las direcciones url de la página web contendrán palabras en euskera.

Artículo 11. Lenguaje no sexista.
Toda información, contenido o documento del sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi, en
cualquier soporte y modalidad, hará un uso no sexista del lenguaje y mantendrá una presencia equilibrada y
una imagen plural de ambos sexos, al margen de los estereotipos sexistas.

Artículo 12. Lenguaje claro y lectura fácil.
1.– El sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi velará para que el lenguaje utilizado en la
información y atención a la ciudadanía en todos los soportes y canales le permita:

a) Encontrar rápida y fácilmente la información que necesita.
b) Comprenderla de forma correcta sin dificultad.
c) Tomar, con conocimiento, sus decisiones.

2.– Todos los textos se redactarán con una visión centrada en las personas destinatarias y enfocados a sus
necesidades, intereses y perfiles. Los escritos, formularios y documentos, sea cual sea su soporte, deberán ser
claros, concisos, bien organizados y siguiendo las buenas prácticas asociadas al área o ámbito de que trate y a
las personas destinatarias a las que se dirige.
3.– Las comunicaciones administrativas, resoluciones, acuerdos, y cualquier documento que emita el sector
público de la Comunidad Autónoma de Euskadi con destino a la ciudadanía estarán redactados en lenguaje
claro para facilitar su comprensión, con el debido respeto a las exigencias técnicas y jurídicas necesarias.
4.– El Instituto Vasco de Administración Pública habilitará en su programación anual las actividades
formativas específicas que sean necesarias para el impulso del empleo del lenguaje claro. Así mismo, el
Instituto Vasco de Administración Pública podrá acompañar y asesorar los procesos de adaptación a lenguaje
claro de la documentación de servicios y procedimientos.
5.– En relación con lo establecido en el apartado 3.f del artículo 55 del presente Decreto, la normalización de
documentos, especialmente de los formularios de los procedimientos y servicios, atenderá especialmente al
uso de lenguaje claro.

Artículo 13. Atención a personas y colectivos sensibles o con especiales dificultades.
1.– El sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi velará para que todas las personas obtengan la
atención necesaria de forma comprensible. Para ello, adoptará las medidas que sean necesarias para que las
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personas y colectivos con especiales dificultades puedan acceder al servicio de atención a la ciudadanía en
todos los canales.
2.– El sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi garantizará la accesibilidad a las instalaciones y
espacios físicos de atención a la ciudadanía, y promoverá los sistemas de comunicación y en particular a las
personas con especiales dificultades en los términos que establece la legislación vigente en la materia.
3.– El sector público de la Comunidad Autónoma de Euskadi impulsará la adopción de sistemas y metodologías
que faciliten la comprensión de la información para las personas con discapacidad.
4.– Se velará especialmente por la utilización de versiones de lectura fácil en aquellos contenidos o servicios
particularmente dirigidos a los colectivos con diversidad funcional, como personas con dificultades cognitivas
o de comprensión, personas mayores, y personas inmigrantes.

Artículo 14. Medidas de salvaguarda de derechos en situaciones extraordinarias.
1.– En situaciones extraordinarias de declaración de alarma, excepción o sitio del artículo 116 de la
Constitución Española o en situaciones de grave riesgo, catástrofe o calamidad pública y en otros casos de
urgencia o emergencias que pudieran requerir de la participación o coordinación de distintos servicios y
operativos, que conlleven la activación del Plan de Protección Civil de Euskadi (LABI), los órganos
competentes en atención a la ciudadanía materializarán las medidas que les correspondan establecidas por las
autoridades competentes en dichas situaciones.
2.– Los órganos competentes en atención a la ciudadanía adoptarán cuantas decisiones sean necesarias para
garantizar, en dichas circunstancias, el acceso a la información y la orientación adecuada en el conjunto de los
medios, modalidades y canales de atención, así como la continuidad en la prestación de un servicio de calidad,
eficaz y eficiente, manteniendo, en la medida de lo posible, la atención presencial. En cualquier caso, se
garantizará la función esencial de las Oficinas de Asistencia en Materia de Registro y la asistencia en el uso de
los medios electrónicos.
3.– La reducción de los procedimientos en la modalidad presencial, en circunstancias extraordinarias, se
determinará por resolución del órgano competente en materia de atención a la ciudadanía en base a su
carácter básico y esencial.
4.– En las circunstancias extraordinarias reguladas en el presente artículo, los órganos competentes en
atención a la ciudadanía adoptarán las medidas necesarias para disponer los recursos necesarios en orden a
garantizar la prestación de los servicios de atención a la ciudadanía básicos y esenciales, de acuerdo con lo
establecido en la legislación vigente en materia de personal empleado público y en coordinación, en su caso,
con el órgano competente en materia de función pública. OBLIGACIÓN DE RELACIONARSE A TRAVÉS DE
MEDIOS ELECTRÓNICOS

TÍTULO X LA GOBERNANZA DE LA ATENCIÓN A LA CIUDADANÍA Y LOS SERVICIOS ELECTRÓNICOS

CAPÍTULO II SUGERENCIAS, QUEJAS Y RECLAMACIONES

Artículo 116. Naturaleza y alcance.
1.– Cualquier persona, física o jurídica, puede presentar una sugerencia, queja, o reclamación sobre el
funcionamiento de los servicios y unidades administrativas de la Administración.
2.– Se dará publicidad al derecho a presentar sugerencia, quejas y reclamaciones y las formas y medios para
presentarlas en el punto de acceso único, en la sede electrónica y en todas las páginas de los portales, así como
en el portal de transparencia « www.gardena.euskadi.eus/inicio/ ». La información sobre las formas de
presentación de sugerencia, quejas y reclamaciones será clara, sencilla y plenamente accesible a la ciudadanía.
3.– Tendrán la consideración de sugerencias todas aquellas iniciativas y propuestas presentadas que tengan
como finalidad mejorar la organización y la calidad de los servicios y, en especial, aquellas que puedan
contribuir a simplificar, reducir o eliminar trámites, incrementar el rendimiento o el ahorro del gasto público
o cualquier otra medida que suponga un mayor grado de satisfacción de la ciudadanía en sus relaciones con la
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Administración. Las sugerencias no requieren identificación y acreditación de la persona que las interpone y
se canalizarán a través del Buzón Electrónico General. No obstante, se ofrecerá la posibilidad de respuesta si la
persona que la formula suministra una dirección de correo electrónico.
4.– Tendrá la consideración de queja la expresión de una disconformidad o insatisfacción con la prestación de
algún servicio o el funcionamiento de alguna unidad administrativa de la Administración, especialmente
retrasos, desatenciones o cualquier otra anomalía en el funcionamiento o deficiencia en su actuación:

a) Las quejas que no requieran identificación y acreditación de la persona que las interpone se canalizarán
a través del Buzón Electrónico General u otros medios que se determinen reglamentariamente. No
obstante, se ofrecerá la posibilidad de respuesta si la persona que la interpone suministra una dirección de
correo electrónico a la Administración. Se incluyen las comunicaciones sobre requisitos de accesibilidad
reguladas en el artículo 10.2.a del Real Decreto 1112/2018, de 7 de septiembre, sobre accesibilidad de los
sitios web y aplicaciones para dispositivos móviles del sector público.
b) Las quejas que requieran identificación y acreditación de la persona que las interpone se canalizarán a
través del Registro Electrónico General o el procedimiento administrativo habilitado al efecto en sede
electrónica con todas las garantías de la legislación sobre el Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas, incluyendo las solicitudes de información accesible y quejas reguladas en el
artículo 10.2.b del Real Decreto 1112/2018, de 7 de septiembre, sobre accesibilidad de los sitios web y
aplicaciones para dispositivos móviles del sector público. El procedimiento administrativo de quejas será
único, de carácter transversal y corporativo para toda la Administración general de la Comunidad
Autónoma de Euskadi.

5.– No tendrán la consideración de quejas:
a) Las denuncias que pueda presentar la ciudadanía por las posibles irregularidades o infracciones a la
legalidad de las que pueda derivar responsabilidad disciplinaria del personal al servicio de la
Administración, las cuales darán lugar a las correspondientes investigaciones y actuaciones por parte de
los órganos competentes.
b) Las peticiones realizadas por la ciudadanía invocando expresamente el derecho de petición regulado en
la Ley Orgánica 4/2001, de 12 de noviembre, reguladora del Derecho de Petición, que se regirán por su
normativa específica.
c) Las quejas que formulen las autoridades o el personal empleado público en el marco de su relación de
prestación de servicios en la Administración.
d) Los comentarios negativos que puedan llegar a la Administración a través de las redes sociales. No
obstante, en este caso la Administración podrá informar a la ciudadanía de los distintos canales a través de
los que podrá formular una sugerencia de mejora o queja.

6.– La presentación de dichas quejas por parte de la ciudadanía será, en todo caso, compatible con la
presentación de quejas ante el Ararteko, en los términos previstos en su Ley reguladora.
7.– En ningún caso las quejas tendrán carácter o naturaleza de denuncia, reclamación o recurso
administrativo, o de reclamación previa a la vía judicial civil o laboral, reclamaciones por responsabilidad
patrimonial de la Administración, ni reclamaciones económico-administrativas, por lo que su presentación no
interrumpe los plazos establecidos en la normativa vigente.
8.– Las quejas no impiden ni condicionan el ejercicio de cuantas reclamaciones, recursos y acciones de
carácter administrativo o judicial puedan corresponder a la ciudadanía.
9.– Tendrá la consideración de reclamación la manifestación de la oposición o contradicción a un acto
administrativo. Las reclamaciones requieren identificación y acreditación de la persona que las interpone y se
canalizarán a través del Buzón Electrónico General o el procedimiento administrativo habilitado al efecto en
sede electrónica con todas las garantías de la legislación sobre el Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas. Los procedimientos administrativos de reclamaciones, tanto de responsabilidad
patrimonial como económico-administrativas, serán únicos, de carácter transversal y corporativos para toda la
Administración.
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Artículo 117. Sistema Corporativo de Quejas y Sugerencias.
1.– Las quejas y sugerencias que se formulen, así como los datos relacionados con su recepción, tratamiento y
resolución, se gestionarán de forma específica, integrada y corporativa en el Sistema Corporativo de Quejas y
Sugerencias, que forma parte del Sistema Integral de Atención a la Ciudadanía.
2.– El órgano competente en atención a la ciudadanía será el responsable de la creación, gestión y
mantenimiento del Sistema Corporativo de Quejas y Sugerencias.
3.– El Sistema Corporativo de Quejas y de Sugerencias permitirá:

a) Analizar las quejas y las sugerencias que lleguen al sistema y canalizarlas a los órganos y a las unidades
administrativas que corresponda, por razón de la materia.
b) Realizar el seguimiento de las respuestas de los órganos y de las unidades administrativas y controlar el
cumplimiento de los plazos de respuesta.
c) Facilitar los sistemas que permitan a la ciudadanía manifestar el grado de satisfacción por la respuesta
recibida.
d) Elaborar informes periódicos de evaluación de la gestión de las quejas y sugerencias.
e) Otras que se determinen reglamentariamente.

4.– Los informes a los que se refiere la letra d del apartado anterior contendrán al menos:
a) Número de quejas y sugerencias presentadas.
b) Materia o motivo de la queja o sugerencia.
c) Órgano administrativo que presta el servicio público sobre el cual versa la queja o sugerencia.
d) Tiempo medio de respuesta.
e) Porcentaje del número total de quejas y sugerencias presentadas, de las que se han contestado dentro del
plazo reglamentariamente previsto.

5.– Los datos derivados del registro, clasificación y análisis de las quejas y sugerencias se integrarán en los
informes periódicos de gestión regulados en el artículo 113 de forma que permita extraer y realizar un análisis
sistemático de la información relevante sobre la prestación y mejora de los servicios públicos.

Artículo 118. Presentación y tramitación de quejas y sugerencias en el Buzón Electrónico General.
1.– El órgano competente en atención a la ciudadanía dispondrá de un formulario normalizado para las quejas
y sugerencias en todos los soportes necesarios para posibilitar su presentación en todos los canales, pero su
uso no será requisito imprescindible para el ejercicio del derecho. Las personas que formulen quejas y
sugerencias obtendrán un justificante de su presentación, si lo posibilita el canal elegido.
2.– Recibida la queja o sugerencia por cualquier canal, se dará de alta de forma inmediata en el Sistema
Corporativo de Quejas y Sugerencias.
3.– Cualquier unidad administrativa que reciba, por cualquier medio, una queja o sugerencia, la trasladará
inmediatamente a la persona Responsable en Gobernanza Pública de su departamento, regulada en el artículo
127, quien la incorporará al Sistema Corporativo de Quejas y Sugerencias.
4.– Las quejas y sugerencias serán admitidas y tramitadas por el órgano administrativo competente en materia
de atención a la ciudadanía.
5.– El Servicio de Atención a la Ciudadanía, Zuzenean, tipificará la entrada de la queja o sugerencia y, en los
casos que corresponda, la canalizará, a la unidad responsable de su gestión. El plazo para responder las quejas
y sugerencias recibidas en el Buzón Electrónico General será de 10 días hábiles, desde de su recepción por
parte del órgano competente en la materia al que se haya escalado la petición.
6.– La respuesta a las sugerencias y quejas se remitirá, en su caso, a la dirección de correo electrónico
suministrada por la persona que la formuló.
7.– Las Direcciones de Servicios serán las unidades responsables de la gestión y tramitación de las quejas y
sugerencias escaladas por el Servicio de Atención a la Ciudadanía, Zuzenean, salvo que dicha competencia esté
atribuida por norma legal o reglamentaria a otra unidad orgánica diferente.
8.– En el caso en el que la queja o sugerencia tenga relación con un expediente concreto, o deba tramitarse
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conforme a la legislación vigente sobre el Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones
Públicas, el órgano administrativo competente en el procedimiento del expediente incluirá la queja o
sugerencia y el informe en el citado expediente o dará de alta un nuevo expediente para su tramitación en la
Plataforma Común de Tramitación Electrónica.
9.– La respuesta a la persona que interpuso la queja o sugerencia deberá ser motivada y contendrá la
descripción de la situación producida, su justificación, las actuaciones realizadas y las medidas adoptadas o
que se vayan a adoptar para atender las demandas o las propuestas planteadas, o la imposibilidad de adoptar
medidas, e informará de los derechos y deberes que asisten a quien hubiese formulado la queja o sugerencia.
10.– Cuando la queja o sugerencia sea competencia de otra Administración Pública, se dará de alta en el
sistema, se remitirá a la Administración competente y se le comunicará a la persona que la presentó, dando
por finalizado el trámite.
11.– El órgano administrativo competente en cada área de actuación podrá inadmitir aquellas quejas y
sugerencias en que se aprecie:

a) Inexistencia de la pretensión.
b) Falta absoluta de fundamento.
c) Error o falsedad de los datos aportados.
d) Formulación de modo reiterado.
e) En caso de que las anteriores hubiesen sido desatendidas por carecer de fundamento o incurrir en error
o falsedad. En estos casos se notificarán estas circunstancias a la persona interesada y se archivará el
expediente.

12.– Si transcurrido el plazo establecido no se hubiese obtenido ninguna respuesta de la Administración, la
persona interesada podrá dirigirse al Servicio de Inspección para informarse de los motivos de la falta de
contestación y para que dicho Servicio proponga a los órganos competentes, en su caso, la adopción de las
medidas que considere oportunas.

Artículo 119. Presentación y tramitación de quejas en el Registro Electrónico General y sede electrónica.
1.– Las quejas formuladas por la ciudadanía en el Registro Electrónico General y sede electrónica serán
admitidas y tramitadas por el órgano administrativo competente en la materia objeto de la queja.
2.– Se tramitarán conforme a la legislación vigente sobre el procedimiento administrativo común de las
Administraciones públicas y lo que determine la normativa específica vigente.
3.– Las solicitudes de información accesible y quejas sobre accesibilidad de sitios web y aplicaciones para
dispositivos móviles se tramitarán, además, conforme al Real Decreto 1112/2018, de 7 de septiembre, sobre
accesibilidad de los sitios web y aplicaciones para dispositivos móviles del sector público, incluyendo el
trámite de reclamación en caso de no respuesta o desestimación de la solicitud de información accesible o
queja.
4.– El plazo para responder las quejas y sugerencias sometidas a procedimiento administrativo y que requieren
acreditación de la identificación será el que determine su normativa específica o, en su caso en la legislación
vigente sobre el procedimiento administrativo común.
5.– En el caso de quejas y sugerencias sometidas a procedimiento administrativo, la respuesta se remitirá a la
persona interesada por el medio elegido, salvo que esté obligada a relacionarse a través de medios electrónicos
de conformidad con la normativa vigente. ORGANIZACIÓN

RDLeg 1/2013 derechos de las personas con discapacidad
LGDPD · BOE-A-2013-12632 · arts. 1 a 6 · arts. 22 a 29 · arts. 63 a 68 — 21 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

CAPÍTULO I Objeto, definiciones y principios
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Artículo 1. Objeto de esta ley.
Esta ley tiene por objeto:
a) Garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades y de trato, así como el ejercicio real y efectivo de
derechos por parte de las personas con discapacidad en igualdad de condiciones respecto del resto de
ciudadanos y ciudadanas, a través de la promoción de la autonomía personal, de la accesibilidad universal, del
acceso al empleo, de la inclusión en la comunidad y la vida independiente y de la erradicación de toda forma
de discriminación, conforme a los artículos 9.2, 10, 14 y 49 de la Constitución Española y a la Convención
Internacional sobre los Derechos de las Personas con Discapacidad y los tratados y acuerdos internacionales
ratificados por España.
b) Establecer el régimen de infracciones y sanciones que garantizan las condiciones básicas en materia de
igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas con discapacidad.

Artículo 2. Definiciones.
A efectos de esta ley se entiende por:
a) Discapacidad: es una situación que resulta de la interacción entre las personas con deficiencias
previsiblemente permanentes y cualquier tipo de barreras que limiten o impidan su participación plena y
efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con las demás.
b) Igualdad de oportunidades: es la ausencia de toda discriminación, directa o indirecta, por motivo de o por
razón de discapacidad, incluida cualquier distinción, exclusión o restricción que tenga el propósito o el efecto
de obstaculizar o dejar sin efecto el reconocimiento, goce o ejercicio en igualdad de condiciones por las
personas con discapacidad, de todos los derechos humanos y libertades fundamentales en los ámbitos
político, económico, social, laboral, cultural, civil o de otro tipo. Asimismo, se entiende por igualdad de
oportunidades la adopción de medidas de acción positiva.
c) Discriminación directa: es la situación en que se encuentra una persona con discapacidad cuando es tratada
de manera menos favorable que otra en situación análoga por motivo de o por razón de su discapacidad.
d) Discriminación indirecta: existe cuando una disposición legal o reglamentaria, una cláusula convencional o
contractual, un pacto individual, una decisión unilateral o un criterio o práctica, o bien un entorno, producto o
servicio, aparentemente neutros, puedan ocasionar una desventaja particular a una persona respecto de otras
por motivo de o por razón de discapacidad, siempre que objetivamente no respondan a una finalidad legítima
y que los medios para la consecución de esta finalidad no sean adecuados y necesarios.
e) Discriminación por asociación: existe cuando una persona o grupo en que se integra es objeto de un trato
discriminatorio debido a su relación con otra por motivo o por razón de discapacidad.
f) Acoso: es toda conducta no deseada relacionada con la discapacidad de una persona, que tenga como
objetivo o consecuencia atentar contra su dignidad o crear un entorno intimidatorio, hostil, degradante,
humillante u ofensivo.
g) Medidas de acción positiva: son aquellas de carácter específico consistentes en evitar o compensar las
desventajas derivadas de la discapacidad y destinadas a acelerar o lograr la igualdad de hecho de las personas
con discapacidad y su participación plena en los ámbitos de la vida política, económica, social, educativa,
laboral y cultural, atendiendo a los diferentes tipos y grados de discapacidad.
h) Vida independiente: es la situación en la que la persona con discapacidad ejerce el poder de decisión sobre
su propia existencia y participa activamente en la vida de su comunidad, conforme al derecho al libre
desarrollo de la personalidad.
i) Normalización: es el principio en virtud del cual las personas con discapacidad deben poder llevar una vida
en igualdad de condiciones, accediendo a los mismos lugares, ámbitos, bienes y servicios que están a
disposición de cualquier otra persona.
j) Inclusión social: es el principio en virtud del cual la sociedad promueve valores compartidos orientados al
bien común y a la cohesión social, permitiendo que todas las personas con discapacidad tengan las
oportunidades y recursos necesarios para participar plenamente en la vida política, económica, social,
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educativa, laboral y cultural, y para disfrutar de unas condiciones de vida en igualdad con los demás.
k) Accesibilidad universal: es la condición que deben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos y
servicios, así como los objetos, instrumentos, herramientas y dispositivos para ser comprensibles, utilizables y
practicables por todas las personas en condiciones de seguridad y comodidad y de la forma más autónoma y
natural posible. En la accesibilidad universal está incluida la accesibilidad cognitiva para permitir la fácil
comprensión, la comunicación e interacción a todas las personas. La accesibilidad cognitiva se despliega y
hace efectiva a través de la lectura fácil, sistemas alternativos y aumentativos de comunicación, pictogramas y
otros medios humanos y tecnológicos disponibles para tal fin. Presupone la estrategia de «diseño universal o
diseño para todas las personas», y se entiende sin perjuicio de los ajustes razonables que deban adoptarse.
l) Diseño universal o diseño para todas las personas: es la actividad por la que se conciben o proyectan desde el
origen, y siempre que ello sea posible, entornos, procesos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos,
programas, dispositivos o herramientas, de tal forma que puedan ser utilizados por todas las personas, en la
mayor extensión posible, sin necesidad de adaptación ni diseño especializado. El «diseño universal o diseño
para todas las personas» no excluirá los productos de apoyo para grupos particulares de personas con
discapacidad, cuando lo necesiten.
m) Ajustes razonables: son las modificaciones y adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente físico,
social y actitudinal a las necesidades específicas de las personas con discapacidad que no impongan una carga
desproporcionada o indebida, cuando se requieran en un caso particular de manera eficaz y práctica, para
facilitar la accesibilidad y la participación y para garantizar a las personas con discapacidad el goce o ejercicio,
en igualdad de condiciones con las demás, de todos los derechos.
n) Diálogo civil: es el principio en virtud del cual las organizaciones representativas de personas con
discapacidad y de sus familias participan, en los términos que establecen las leyes y demás disposiciones
normativas, en la elaboración, ejecución, seguimiento y evaluación de las políticas oficiales que se desarrollan
en la esfera de las personas con discapacidad, las cuales garantizarán, en todo caso, el derecho de los niños y
las niñas con discapacidad a expresar su opinión libremente sobre todas las cuestiones que les afecten y a
recibir asistencia apropiada con arreglo a su discapacidad y edad para poder ejercer ese derecho.
o) Transversalidad de las políticas en materia de discapacidad: es el principio en virtud del cual las actuaciones
que desarrollan las Administraciones Públicas no se limitan únicamente a planes, programas y acciones
específicos, pensados exclusivamente para estas personas, sino que comprenden las políticas y líneas de
acción de carácter general en cualquiera de los ámbitos de actuación pública, en donde se tendrán en cuenta
las necesidades y demandas de las personas con discapacidad.
Se modifica la letra k) por el art. único.1 de la Ley 6/2022, de 31 de marzo de 2022. Ref. BOE-A-2022-5140#au

Artículo 3. Principios.
Los principios de esta ley serán:
a) El respeto de la dignidad inherente, la autonomía individual, incluida la libertad de tomar las propias
decisiones, y la independencia de las personas.
b) La vida independiente.
c) La no discriminación.
d) El respeto por la diferencia y la aceptación de las personas con discapacidad como parte de la diversidad y la
condición humanas.
e) La igualdad de oportunidades.
f) La igualdad entre mujeres y hombres.
g) La normalización.
h) La accesibilidad universal.
i) Diseño universal o diseño para todas las personas.
j) La participación e inclusión plenas y efectivas en la sociedad.
k) El diálogo civil.
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l) El respeto al desarrollo de la personalidad de las personas con discapacidad, y, en especial, de las niñas y los
niños con discapacidad y de su derecho a preservar su identidad.
m) La transversalidad de las políticas en materia de discapacidad.

CAPÍTULO II Ámbito de aplicación

Artículo 4. Titulares de los derechos.
1. Son personas con discapacidad aquellas que presentan deficiencias físicas, mentales, intelectuales o
sensoriales, previsiblemente permanentes que, al interactuar con diversas barreras, puedan impedir su
participación plena y efectiva en la sociedad, en igualdad de condiciones con los demás. Las disposiciones
normativas de los poderes y las Administraciones públicas, las resoluciones, actos, comunicaciones y
manifestaciones de estas y de sus autoridades y agentes, cuando actúen en calidad de tales, utilizarán los
términos “persona con discapacidad” o “personas con discapacidad” para denominarlas.
2. Además de lo establecido en el apartado anterior, a los efectos de esta ley, tendrán la consideración de
personas con discapacidad aquellas a quienes se les haya reconocido un grado de discapacidad igual o
superior al 33 por ciento. Sin perjuicio de lo anterior, a los efectos de la sección 1.ª del capítulo V y del capítulo
VIII del título I, así como del título II, se considerará que presentan una discapacidad en grado igual o superior
al 33 por ciento las personas pensionistas de la Seguridad Social que tengan reconocida una pensión de
incapacidad permanente en el grado de total, absoluta o gran invalidez y las personas pensionistas de clases
pasivas que tengan reconocida una pensión de jubilación o de retiro por incapacidad permanente para el
servicio o inutilidad.
3. El reconocimiento del grado de discapacidad deberá ser efectuado por el órgano competente en los
términos desarrollados reglamentariamente. La acreditación del grado de discapacidad se realizará en los
términos establecidos reglamentariamente y tendrá validez en todo el territorio nacional.
4. A efectos del reconocimiento del derecho a los servicios de prevención de deficiencias y de intensificación
de discapacidades se asimilan a dicha situación los estados previos, entendidos como procesos en evolución
que puedan llegar a ocasionar una limitación en la actividad.
5. Los servicios, prestaciones y demás beneficios previstos en esta ley se otorgarán a los extranjeros de
conformidad con lo previsto en la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero, sobre derechos y libertades de los
extranjeros en España y su integración social, en los tratados internacionales y en los convenios que se
establezcan con el país de origen. Para los menores extranjeros se estará además a lo dispuesto en las leyes de
protección de los derechos de los menores vigentes, tanto en el ámbito estatal como en el autonómico, así
como en los tratados internacionales.
6. El Gobierno extenderá la aplicación de las prestaciones económicas previstas en esta ley a los españoles
residentes en el extranjero, siempre que carezcan de protección equiparable en el país de residencia, en la
forma y con los requisitos que reglamentariamente se determinen. Se modifican los apartados 1 y 2 por la
disposición final 2.1 de la Ley 3/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5365#df-2

Artículo 5.
Ámbito de aplicación en materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal.
Las medidas específicas para garantizar la igualdad de oportunidades, la no discriminación y la accesibilidad
universal, conforme a lo estipulado en la letra k) del artículo 2, se aplicarán, además de a los derechos
regulados en el título I, en los ámbitos siguientes:
a) Telecomunicaciones y sociedad de la información.
b) Espacios públicos urbanizados, infraestructuras y edificación.
c) Transportes.
d) Bienes y servicios a disposición del público.
e) Relaciones con las administraciones públicas, incluido el acceso a las prestaciones públicas y a las
resoluciones administrativas de aquellas.
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f) Administración de justicia.
g) Participación en la vida pública y en los procesos electorales.
h) Patrimonio cultural, de conformidad con lo previsto en la legislación de patrimonio histórico, siempre con
el propósito de conciliar los valores de protección patrimonial y de acceso, goce y disfrute por parte de las
personas con discapacidad.
i) Empleo.
Se modifica por el art. único.2 de la Ley 6/2022, de 31 de marzo de 2022. Ref. BOE-A-2022-5140#au

CAPÍTULO III Autonomía de las personas con discapacidad

Artículo 6. Respeto a la autonomía de las personas con discapacidad.
1. El ejercicio de los derechos de las personas con discapacidad se realizará de acuerdo con el principio de
libertad en la toma de decisiones.
2. Las personas con discapacidad tienen derecho a la libre toma de decisiones, para lo cual la información y el
consentimiento deberán efectuarse en formatos adecuados y de acuerdo con las circunstancias personales,
siguiendo las reglas marcadas por el principio de diseño universal o diseño para todas las personas, de manera
que les resulten accesibles y comprensibles. En todo caso, se deberá tener en cuenta las circunstancias
personales del individuo, su capacidad para tomar el tipo de decisión en concreto y asegurar la prestación de
apoyo para la toma de decisiones.

TÍTULO I Derechos y obligaciones

CAPÍTULO V Derecho a la vida independiente

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 22. Accesibilidad.
1. Las personas con discapacidad tienen derecho a vivir de forma independiente y a participar plenamente en
todos los aspectos de la vida. Para ello, los poderes públicos adoptarán las medidas pertinentes para asegurar
la accesibilidad universal, en igualdad de condiciones con las demás personas, en los entornos, procesos,
bienes, productos y servicios, el transporte, la información y las comunicaciones, incluidos los sistemas y las
tecnologías de la información y las comunicaciones, así como los medios de comunicación social y en otros
servicios e instalaciones abiertos al público o de uso público, tanto en zonas urbanas como rurales.
2. En el ámbito del empleo, las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación a las que se refiere
este capítulo serán de aplicación con carácter supletorio respecto a lo previsto en la legislación laboral.

Artículo 23.
Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación.
1. El Gobierno, sin perjuicio de las competencias atribuidas a las comunidades autónomas y a las entidades
locales, regulará las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación que garanticen los mismos
niveles de igualdad de oportunidades a todas las personas con discapacidad. Toda referencia a accesibilidad y
a accesibilidad universal en esta ley, se entiende que incluye la accesibilidad cognitiva, conforme a lo
estipulado en la letra k) del artículo 2. Dicha regulación será gradual en el tiempo y en el alcance y contenido
de las obligaciones impuestas, y abarcará todos los ámbitos y áreas de las enumeradas en el artículo 5.
2. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación establecerán, para cada ámbito o área,
medidas concretas para prevenir o suprimir discriminaciones, y para compensar desventajas o dificultades. Se
incluirán disposiciones sobre, al menos, los siguientes aspectos:

a) Exigencias de accesibilidad de los edificios y entornos, de los instrumentos, equipos y tecnologías, y de
los bienes y productos utilizados en el sector o área. En particular, la supresión de barreras a las
instalaciones y la adaptación de equipos e instrumentos, así como la apropiada señalización en los mismos.

Temario en formato ley · Escala de Ayudantes en Ejecución Penal (parte general) · Administración 139

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



b) Condiciones más favorables en el acceso, participación y utilización de los recursos de cada ámbito o
área y condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas.
c) Apoyos complementarios, tales como ayudas económicas, productos y tecnologías de apoyo, servicios o
tratamientos especializados, otros servicios personales, así como otras formas de apoyo personal o animal.
En particular, ayudas y servicios auxiliares para la comunicación, como sistemas aumentativos y
alternativos, braille, lectura fácil, pictogramas, dispositivos multimedia de fácil acceso, sistemas de apoyo a
la comunicación oral y lengua de signos, sistemas de comunicación táctil y otros dispositivos que permitan
la comunicación.
d) La adopción de normas internas en las empresas o centros que promuevan y estimulen la eliminación de
desventajas o situaciones generales de discriminación a las personas con discapacidad, incluidos los
ajustes razonables.
e) Planes y calendario para la implantación de las exigencias de accesibilidad y para el establecimiento de
las condiciones más favorables y de no discriminación.
f) Recursos humanos y materiales para la promoción de la accesibilidad y la no discriminación en el
ámbito de que se trate.

3. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación se establecerán teniendo en cuenta los
diferentes tipos y grados de discapacidad que deberán orientar tanto el diseño inicial como los ajustes
razonables de los entornos, productos y servicios de cada ámbito de aplicación de la ley. Se modifican los
apartados 1 y 2.c) por el art. único.3 y 4 de la Ley 6/2022, de 31 de marzo de 2022. Ref. BOE-A-2022-5140#au

Artículo 24.
Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de los productos y servicios
relacionados con la sociedad de la información y medios de comunicación social.
1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de las tecnologías,
productos y servicios relacionados con la sociedad de la información y de cualquier medio de comunicación
social serán exigibles en los plazos y términos establecidos reglamentariamente. No obstante, las condiciones
previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todas estas tecnologías, productos y servicios, de acuerdo
con las condiciones y plazos máximos previstos en la disposición adicional tercera.1.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá realizar los estudios
integrales sobre la accesibilidad a dichos bienes o servicios que se consideren más relevantes desde el punto
de vista de la no discriminación y accesibilidad universal.

Artículo 25.
Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de los espacios públicos urbanizados y
edificación.
1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad para el
acceso y utilización de los espacios públicos urbanizados y edificaciones serán exigibles en los plazos y
términos establecidos reglamentariamente. No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán
exigibles para todos los espacios públicos urbanizados y edificaciones, de acuerdo con las condiciones y plazos
máximos previstos en la disposición adicional tercera.1.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá realizar los estudios
integrales sobre la accesibilidad a los espacios públicos urbanizados y edificaciones, en lo que se considere
más relevante desde el punto de vista de la no discriminación y de la accesibilidad universal.

Artículo 26. Normativa técnica de edificación.
1. Las normas técnicas sobre edificación incluirán previsiones relativas a las condiciones mínimas que
deberán reunir los edificios de cualquier tipo para permitir la accesibilidad de las personas con discapacidad.
2. Todas estas normas deberán ser recogidas en la fase de redacción de los proyectos básicos, de ejecución y
parciales, denegándose los visados oficiales correspondientes, bien de colegios profesionales o de oficinas de
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supervisión de las administraciones públicas competentes, a aquellos que no las cumplan.

Artículo 27.
Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de los medios de transporte.
1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación de las personas con discapacidad para el
acceso y utilización de los medios de transporte serán exigibles en los plazos y términos establecidos
reglamentariamente. No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todas
las infraestructuras y material de transporte, de acuerdo con las condiciones y plazos máximos previstos en la
disposición adicional tercera.1.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá realizar los estudios
integrales sobre la accesibilidad a los diferentes medios de transporte, en lo que se considere más relevante
desde el punto de vista de la no discriminación y de la accesibilidad universal.

Artículo 28.
Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación en el ámbito de las relaciones con las
administraciones públicas.
1. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación que deberán reunir las oficinas públicas,
dispositivos y servicios de atención al ciudadano y aquellos de participación en los asuntos públicos, incluidos
los relativos a la Administración de Justicia y a la participación en la vida política y los procesos electorales
serán exigibles en los plazos y términos establecidos reglamentariamente. No obstante, las condiciones
previstas en el párrafo anterior serán exigibles para todos los entornos, productos, servicios, disposiciones,
criterios o prácticas administrativas, de acuerdo con las condiciones y plazos máximos previstos en la
disposición adicional tercera.1.
2. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá realizar los estudios
integrales sobre la accesibilidad de aquellos entornos o sistemas que se consideren más relevantes desde el
punto de vista de la no discriminación y la accesibilidad universal.

Artículo 29.
Condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los bienes y servicios
a disposición del público.
1. Todas las personas físicas o jurídicas que, en el sector público o en el privado, suministren bienes o servicios
disponibles para el público, ofrecidos fuera del ámbito de la vida privada y familiar, estarán obligadas, en sus
actividades y en las transacciones consiguientes, al cumplimiento del principio de igualdad de oportunidades
de las personas con discapacidad, evitando discriminaciones, directas o indirectas, por motivo de o por razón
de discapacidad.
2. Lo previsto en el apartado anterior no afecta a la libertad de contratación, incluida la libertad de la persona
de elegir a la otra parte contratante, siempre y cuando dicha elección no venga determinada por su
discapacidad.
3. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, serán admisibles las diferencias de trato en el acceso a
bienes y servicios cuando estén justificadas por un propósito legítimo y los medios para lograrlo sean
adecuados, proporcionados y necesarios.
4. Las condiciones básicas de accesibilidad y no discriminación para el acceso y utilización de los bienes y
servicios a disposición del público por las personas con discapacidad serán exigibles en los plazos y términos
establecidos reglamentariamente. No obstante, las condiciones previstas en el párrafo anterior serán exigibles
para todos los bienes y servicios, de acuerdo con las condiciones y plazos máximos previstos en la disposición
adicional tercera.2.
5. En el plazo de dos años desde la entrada en vigor de esta ley, el Gobierno deberá realizar los estudios
integrales sobre la accesibilidad a bienes o servicios que se consideren más relevantes desde el punto de vista
de la no discriminación y accesibilidad universal.
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Artículo 29 bis. Condiciones básicas de accesibilidad cognitiva.
1. Las condiciones básicas de accesibilidad cognitiva son el conjunto sistemático, integral y coherente de
exigencias, requisitos, normas, parámetros y pautas que se consideran precisos para asegurar la comprensión,
la comunicación y la interacción de todas las personas con todos los entornos, productos, bienes y servicios,
así como de los procesos y procedimientos.
2. Estas condiciones básicas, que serán objeto de desarrollo normativo específico, se extenderán a todos los
ámbitos a los que se refiere el artículo 5 de esta ley, por resultar precisas para promover el desarrollo humano
y la máxima autonomía individual de todas las personas.
3. Estas condiciones básicas serán exigibles en los plazos y términos que se establezcan reglamentariamente.
4. Estas condiciones básicas de accesibilidad cognitiva, quedan encuadradas en el marco de la accesibilidad
universal, conforme a lo estipulado en la letra k) del artículo 2 de esta ley.
Se añade por el art. único.5 de la Ley 6/2022, de 31 de marzo de 2022. Ref. BOE-A-2022-5140#au

TÍTULO II Igualdad de oportunidades y no discriminación

CAPÍTULO I Derecho a la igualdad de oportunidades

Artículo 63. Vulneración del derecho a la igualdad de oportunidades.
Se entenderá que se vulnera el derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad,
definidas en el artículo 4.1, cuando, por motivo de o por razón de discapacidad, se produzcan
discriminaciones directas o indirectas, discriminación por asociación, acosos, incumplimientos de las
exigencias de accesibilidad y de realizar ajustes razonables, así como el incumplimiento de las medidas de
acción positiva legalmente establecidas.

Artículo 64. Garantías del derecho a la igualdad de oportunidades.
1. Con el fin de garantizar el derecho a la igualdad de oportunidades a las personas con discapacidad, los
poderes públicos establecerán medidas contra la discriminación y medidas de acción positiva.
2. Las medidas de defensa, de arbitraje y de carácter judicial, contempladas en esta ley serán de aplicación a
las situaciones previstas en el artículo 63, con independencia de la existencia de reconocimiento oficial de la
situación de discapacidad o de su transitoriedad. En todo caso, las administraciones públicas velarán por
evitar cualquier forma de discriminación que les afecte o pueda afectar.
3. Las garantías del derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad previstas en este
título, tendrán carácter supletorio respecto a lo previsto en la legislación laboral.

Artículo 65. Medidas contra la discriminación.
Se consideran medidas contra la discriminación aquellas que tengan como finalidad prevenir o corregir que
una persona sea tratada de una manera directa o indirecta menos favorable que otra que no lo sea, en una
situación análoga o comparable, por motivo de o por razón de discapacidad.

Artículo 66. Contenido de las medidas contra la discriminación.
1. Las medidas contra la discriminación podrán consistir en prohibición de conductas discriminatorias y de
acoso, exigencias de accesibilidad y exigencias de eliminación de obstáculos y de realizar ajustes razonables. A
estos efectos, se entiende por exigencias de accesibilidad los requisitos que deben cumplir los entornos,
productos y servicios, así como las condiciones de no discriminación en normas, criterios y prácticas, con
arreglo a los principios de accesibilidad universal y de diseño para todas las personas.
2. A efectos de determinar si un ajuste es razonable, de acuerdo con lo establecido en el artículo 2.m), se
tendrán en cuenta los costes de la medida, los efectos discriminatorios que suponga para las personas con
discapacidad su no adopción, la estructura y características de la persona, entidad u organización que ha de
ponerla en práctica y la posibilidad que tenga de obtener financiación oficial o cualquier otra ayuda. A este fin,
las administraciones públicas competentes podrán establecer un régimen de ayudas públicas para contribuir a
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sufragar los costes derivados de la obligación de realizar ajustes razonables. Las discrepancias entre el
solicitante del ajuste razonable y el sujeto obligado podrán ser resueltas a través del sistema de arbitraje
previsto en el artículo 74, sin perjuicio de la protección administrativa o judicial que en cada caso proceda.

Artículo 67. Medidas de acción positiva.
1. Los poderes públicos adoptarán medidas de acción positiva en beneficio de aquellas personas con
discapacidad susceptibles de ser objeto de un mayor grado de discriminación, incluida la discriminación
múltiple, o de un menor grado de igualdad de oportunidades, como son las mujeres, los niños y niñas, quienes
precisan de mayor apoyo para el ejercicio de su autonomía o para la toma libre de decisiones y las que
padecen una más acusada exclusión social, así como las personas con discapacidad que viven habitualmente
en el medio rural.
2. Asimismo, en el marco de la política oficial de protección a la familia, los poderes públicos adoptarán
medidas de acción positiva respecto de las familias cuando alguno de sus miembros sea una persona con
discapacidad.

Artículo 68. Contenido de las medidas de acción positiva y medidas de igualdad de oportunidades.
1. Las medidas de acción positiva podrán consistir en apoyos complementarios y normas, criterios y prácticas
más favorables. Las medidas de igualdad de oportunidades podrán ser ayudas económicas, ayudas técnicas,
asistencia personal, servicios especializados y ayudas y servicios auxiliares para la comunicación. Dichas
medidas tendrán naturaleza de mínimos, sin perjuicio de las medidas que puedan establecer las comunidades
autónomas en el ámbito de sus competencias.
2. En particular, las administraciones públicas garantizarán que las ayudas y subvenciones públicas
promuevan la efectividad del derecho a la igualdad de oportunidades de las personas con discapacidad así
como las personas con discapacidad que viven habitualmente en el ámbito rural.
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Tema 8

La responsabilidad de las administraciones públicas y sus autoridades 
y demás Personal.

Ley 40/2015 régimen jurídico del sector público
LRJSP · BOE-A-2015-10566 · arts. 32 a 37 — 6 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales, principios de actuación y funcionamiento del 
sector

CAPÍTULO IV De la responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Sección 1.ª Responsabilidad patrimonial de las Administraciones Públicas

Artículo 32. Principios de la responsabilidad.
1. Los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas correspondientes,
de toda lesión que sufran en cualquiera de sus bienes y derechos, siempre que la lesión sea consecuencia del
funcionamiento normal o anormal de los servicios públicos salvo en los casos de fuerza mayor o de daños que
el particular tenga el deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. La anulación en vía administrativa o
por el orden jurisdiccional contencioso administrativo de los actos o disposiciones administrativas no
presupone, por sí misma, derecho a la indemnización.
2. En todo caso, el daño alegado habrá de ser efectivo, evaluable económicamente e individualizado con
relación a una persona o grupo de personas.
3. Asimismo, los particulares tendrán derecho a ser indemnizados por las Administraciones Públicas de toda
lesión que sufran en sus bienes y derechos como consecuencia de la aplicación de actos legislativos de
naturaleza no expropiatoria de derechos que no tengan el deber jurídico de soportar cuando así se establezca
en los propios actos legislativos y en los términos que en ellos se especifiquen. La responsabilidad del Estado
legislador podrá surgir también en los siguientes supuestos, siempre que concurran los requisitos previstos en
los apartados anteriores:

a) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional,
siempre que concurran los requisitos del apartado 4.
b) Cuando los daños deriven de la aplicación de una norma contraria al Derecho de la Unión Europea, de
acuerdo con lo dispuesto en el apartado 5.

4. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma con rango de ley declarada inconstitucional,
procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia firme
desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se hubiera
alegado la inconstitucionalidad posteriormente declarada.
5. Si la lesión es consecuencia de la aplicación de una norma declarada contraria al Derecho de la Unión
Europea, procederá su indemnización cuando el particular haya obtenido, en cualquier instancia, sentencia
firme desestimatoria de un recurso contra la actuación administrativa que ocasionó el daño, siempre que se
hubiera alegado la infracción del Derecho de la Unión Europea posteriormente declarada. Asimismo, deberán
cumplirse todos los requisitos siguientes:

a) La norma ha de tener por objeto conferir derechos a los particulares.
b) El incumplimiento ha de estar suficientemente caracterizado.
c) Ha de existir una relación de causalidad directa entre el incumplimiento de la obligación impuesta a la
Administración responsable por el Derecho de la Unión Europea y el daño sufrido por los particulares.
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6. La sentencia que declare la inconstitucionalidad de la norma con rango de ley o declare el carácter de
norma contraria al Derecho de la Unión Europea producirá efectos desde la fecha de su publicación en el
«Boletín Oficial del Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, salvo que en ella se
establezca otra cosa.
7. La responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento de la Administración de Justicia se regirá
por la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial.
8. El Consejo de Ministros fijará el importe de las indemnizaciones que proceda abonar cuando el Tribunal
Constitucional haya declarado, a instancia de parte interesada, la existencia de un funcionamiento anormal en
la tramitación de los recursos de amparo o de las cuestiones de inconstitucionalidad. El procedimiento para
fijar el importe de las indemnizaciones se tramitará por el Ministerio de Justicia, con audiencia al Consejo de
Estado.
9. Se seguirá el procedimiento previsto en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las
Administraciones Públicas para determinar la responsabilidad de las Administraciones Públicas por los daños
y perjuicios causados a terceros durante la ejecución de contratos cuando sean consecuencia de una orden
inmediata y directa de la Administración o de los vicios del proyecto elaborado por ella misma sin perjuicio de
las especialidades que, en su caso establezca el Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público.

Artículo 33. Responsabilidad concurrente de las Administraciones Públicas.
1. Cuando de la gestión dimanante de fórmulas conjuntas de actuación entre varias Administraciones públicas
se derive responsabilidad en los términos previstos en la presente Ley, las Administraciones intervinientes
responderán frente al particular, en todo caso, de forma solidaria. El instrumento jurídico regulador de la
actuación conjunta podrá determinar la distribución de la responsabilidad entre las diferentes
Administraciones públicas.
2. En otros supuestos de concurrencia de varias Administraciones en la producción del daño, la
responsabilidad se fijará para cada Administración atendiendo a los criterios de competencia, interés público
tutelado e intensidad de la intervención. La responsabilidad será solidaria cuando no sea posible dicha
determinación.
3. En los casos previstos en el apartado primero, la Administración competente para incoar, instruir y resolver
los procedimientos en los que exista una responsabilidad concurrente de varias Administraciones Públicas,
será la fijada en los Estatutos o reglas de la organización colegiada. En su defecto, la competencia vendrá
atribuida a la Administración Pública con mayor participación en la financiación del servicio.
4. Cuando se trate de procedimientos en materia de responsabilidad patrimonial, la Administración Pública
competente a la que se refiere el apartado anterior, deberá consultar a las restantes Administraciones
implicadas para que, en el plazo de quince días, éstas puedan exponer cuanto consideren procedente.

Artículo 34. Indemnización.
1. Sólo serán indemnizables las lesiones producidas al particular provenientes de daños que éste no tenga el
deber jurídico de soportar de acuerdo con la Ley. No serán indemnizables los daños que se deriven de hechos
o circunstancias que no se hubiesen podido prever o evitar según el estado de los conocimientos de la ciencia
o de la técnica existentes en el momento de producción de aquéllos, todo ello sin perjuicio de las prestaciones
asistenciales o económicas que las leyes puedan establecer para estos casos. En los casos de responsabilidad
patrimonial a los que se refiere los apartados 4 y 5 del artículo 32, serán indemnizables los daños producidos
en el plazo de los cinco años anteriores a la fecha de la publicación de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma con rango de ley o el carácter de norma contraria al Derecho de la Unión
Europea, salvo que la sentencia disponga otra cosa.
2. La indemnización se calculará con arreglo a los criterios de valoración establecidos en la legislación fiscal,
de expropiación forzosa y demás normas aplicables, ponderándose, en su caso, las valoraciones
predominantes en el mercado. En los casos de muerte o lesiones corporales se podrá tomar como referencia la
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valoración incluida en los baremos de la normativa vigente en materia de Seguros obligatorios y de la
Seguridad Social.
3. La cuantía de la indemnización se calculará con referencia al día en que la lesión efectivamente se produjo,
sin perjuicio de su actualización a la fecha en que se ponga fin al procedimiento de responsabilidad con
arreglo al Índice de Garantía de la Competitividad, fijado por el Instituto Nacional de Estadística, y de los
intereses que procedan por demora en el pago de la indemnización fijada, los cuales se exigirán con arreglo a
lo establecido en la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, o, en su caso, a las normas
presupuestarias de las Comunidades Autónomas.
4. La indemnización procedente podrá sustituirse por una compensación en especie o ser abonada mediante
pagos periódicos, cuando resulte más adecuado para lograr la reparación debida y convenga al interés público,
siempre que exista acuerdo con el interesado.

Artículo 35. Responsabilidad de Derecho Privado.
Cuando las Administraciones Públicas actúen, directamente o a través de una entidad de derecho privado, en
relaciones de esta naturaleza, su responsabilidad se exigirá de conformidad con lo previsto en los artículos 32
y siguientes, incluso cuando concurra con sujetos de derecho privado o la responsabilidad se exija
directamente a la entidad de derecho privado a través de la cual actúe la Administración o a la entidad que
cubra su responsabilidad.

Sección 2.ª Responsabilidad de las autoridades y personal al servicio de las Administraciones P

Artículo 36. Exigencia de la responsabilidad patrimonial de las autoridades y personal al servicio de las 
Administraciones Públicas.
1. Para hacer efectiva la responsabilidad patrimonial a que se refiere esta Ley, los particulares exigirán
directamente a la Administración Pública correspondiente las indemnizaciones por los daños y perjuicios
causados por las autoridades y personal a su servicio.
2. La Administración correspondiente, cuando hubiere indemnizado a los lesionados, exigirá de oficio en vía
administrativa de sus autoridades y demás personal a su servicio la responsabilidad en que hubieran incurrido
por dolo, o culpa o negligencia graves, previa instrucción del correspondiente procedimiento. Para la
exigencia de dicha responsabilidad y, en su caso, para su cuantificación, se ponderarán, entre otros, los
siguientes criterios: el resultado dañoso producido, el grado de culpabilidad, la responsabilidad profesional
del personal al servicio de las Administraciones públicas y su relación con la producción del resultado dañoso.
3. Asimismo, la Administración instruirá igual procedimiento a las autoridades y demás personal a su servicio
por los daños y perjuicios causados en sus bienes o derechos cuando hubiera concurrido dolo, o culpa o
negligencia graves.
4. El procedimiento para la exigencia de la responsabilidad al que se refieren los apartados 2 y 3, se sustanciará
conforme a lo dispuesto en la Ley de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas y
se iniciará por acuerdo del órgano competente que se notificará a los interesados y que constará, al menos, de
los siguientes trámites:

a) Alegaciones durante un plazo de quince días.
b) Práctica de las pruebas admitidas y cualesquiera otras que el órgano competente estime oportunas
durante un plazo de quince días.
c) Audiencia durante un plazo de diez días.
d) Formulación de la propuesta de resolución en un plazo de cinco días a contar desde la finalización del
trámite de audiencia.
e) Resolución por el órgano competente en el plazo de cinco días.

5. La resolución declaratoria de responsabilidad pondrá fin a la vía administrativa.
6. Lo dispuesto en los apartados anteriores, se entenderá sin perjuicio de pasar, si procede, el tanto de culpa a
los Tribunales competentes.
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Artículo 37. Responsabilidad penal.
1. La responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas, así como la
responsabilidad civil derivada del delito se exigirá de acuerdo con lo previsto en la legislación correspondiente.
2. La exigencia de responsabilidad penal del personal al servicio de las Administraciones Públicas no
suspenderá los procedimientos de reconocimiento de responsabilidad patrimonial que se instruyan, salvo que
la determinación de los hechos en el orden jurisdiccional penal sea necesaria para la fijación de la
responsabilidad patrimonial.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común
LPACAP · BOE-A-2015-10565 · art. 65 · art. 67 · art. 81 · art. 91 — 4 incluidos

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO II Iniciación del procedimiento

Sección 2.ª Iniciación del procedimiento de oficio por la administración

Artículo 65. Especialidades en el inicio de oficio de los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Cuando las Administraciones Públicas decidan iniciar de oficio un procedimiento de responsabilidad
patrimonial será necesario que no haya prescrito el derecho a la reclamación del interesado al que se refiere el
artículo 67.
2. El acuerdo de iniciación del procedimiento se notificará a los particulares presuntamente lesionados,
concediéndoles un plazo de diez días para que aporten cuantas alegaciones, documentos o información
estimen conveniente a su derecho y propongan cuantas pruebas sean pertinentes para el reconocimiento del
mismo. El procedimiento iniciado se instruirá aunque los particulares presuntamente lesionados no se
personen en el plazo establecido.

Sección 3.ª Inicio del procedimiento a solicitud del interesado

Artículo 67. Solicitudes de iniciación en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. Los interesados sólo podrán solicitar el inicio de un procedimiento de responsabilidad patrimonial, cuando
no haya prescrito su derecho a reclamar. El derecho a reclamar prescribirá al año de producido el hecho o el
acto que motive la indemnización o se manifieste su efecto lesivo. En caso de daños de carácter físico o
psíquico a las personas, el plazo empezará a computarse desde la curación o la determinación del alcance de
las secuelas. En los casos en que proceda reconocer derecho a indemnización por anulación en vía
administrativa o contencioso-administrativa de un acto o disposición de carácter general, el derecho a
reclamar prescribirá al año de haberse notificado la resolución administrativa o la sentencia definitiva. En los
casos de responsabilidad patrimonial a que se refiere el artículo 32, apartados 4 y 5, de la Ley de Régimen
Jurídico del Sector Público, el derecho a reclamar prescribirá al año de la publicación en el «Boletín Oficial del
Estado» o en el «Diario Oficial de la Unión Europea», según el caso, de la sentencia que declare la
inconstitucionalidad de la norma o su carácter contrario al Derecho de la Unión Europea.
2. Además de lo previsto en el artículo 66, en la solicitud que realicen los interesados se deberán especificar las
lesiones producidas, la presunta relación de causalidad entre éstas y el funcionamiento del servicio público, la
evaluación económica de la responsabilidad patrimonial, si fuera posible, y el momento en que la lesión
efectivamente se produjo, e irá acompañada de cuantas alegaciones, documentos e informaciones se estimen
oportunos y de la proposición de prueba, concretando los medios de que pretenda valerse el reclamante.

CAPÍTULO IV Instrucción del procedimiento

Sección 3.ª Informes
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Artículo 81. Solicitud de informes y dictámenes en los procedimientos de responsabilidad patrimonial.
1. En el caso de los procedimientos de responsabilidad patrimonial será preceptivo solicitar informe al
servicio cuyo funcionamiento haya ocasionado la presunta lesión indemnizable, no pudiendo exceder de diez
días el plazo de su emisión.
2. Cuando las indemnizaciones reclamadas sean de cuantía igual o superior a 50.000 euros o a la que se
establezca en la correspondiente legislación autonómica, así como en aquellos casos que disponga la Ley
Orgánica 3/1980, de 22 de abril, del Consejo de Estado, será preceptivo solicitar dictamen del Consejo de
Estado o, en su caso, del órgano consultivo de la Comunidad Autónoma. A estos efectos, el órgano instructor,
en el plazo de diez días a contar desde la finalización del trámite de audiencia, remitirá al órgano competente
para solicitar el dictamen una propuesta de resolución, que se ajustará a lo previsto en el artículo 91, o, en su
caso, la propuesta de acuerdo por el que se podría terminar convencionalmente el procedimiento. El dictamen
se emitirá en el plazo de dos meses y deberá pronunciarse sobre la existencia o no de relación de causalidad
entre el funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño
causado y la cuantía y modo de la indemnización de acuerdo con los criterios establecidos en esta Ley.
3. En el caso de reclamaciones en materia de responsabilidad patrimonial del Estado por el funcionamiento
anormal de la Administración de Justicia, será preceptivo el informe del Consejo General del Poder Judicial
que será evacuado en el plazo máximo de dos meses. El plazo para dictar resolución quedará suspendido por el
tiempo que medie entre la solicitud del informe y su recepción, no pudiendo exceder dicho plazo de los
citados dos meses.

CAPÍTULO V Finalización del procedimiento

Sección 2.ª Resolución

Artículo 91. Especialidades de la resolución en los procedimientos en materia de responsabilidad 
patrimonial.
1. Una vez recibido, en su caso, el dictamen al que se refiere el artículo 81.2 o, cuando éste no sea preceptivo,
una vez finalizado el trámite de audiencia, el órgano competente resolverá o someterá la propuesta de acuerdo
para su formalización por el interesado y por el órgano administrativo competente para suscribirlo. Cuando no
se estimase procedente formalizar la propuesta de terminación convencional, el órgano competente resolverá
en los términos previstos en el apartado siguiente.
2. Además de lo previsto en el artículo 88, en los casos de procedimientos de responsabilidad patrimonial, será
necesario que la resolución se pronuncie sobre la existencia o no de la relación de causalidad entre el
funcionamiento del servicio público y la lesión producida y, en su caso, sobre la valoración del daño causado,
la cuantía y el modo de la indemnización, cuando proceda, de acuerdo con los criterios que para calcularla y
abonarla se establecen en el artículo 34 de la Ley de Régimen Jurídico del Sector Público.
3. Transcurridos seis meses desde que se inició el procedimiento sin que haya recaído y se notifique resolución
expresa o, en su caso, se haya formalizado el acuerdo, podrá entenderse que la resolución es contraria a la
indemnización del particular.
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